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La reflexión sobre el derecho militar ha acompañado la historia misma de la gue-
rra, pero en el siglo XXI ha adquirido una urgencia inédita. Las operaciones con-
temporáneas se desarrollan en escenarios complejos donde se entrecruzan la 
tecnología, la ética, la política y la legitimidad institucional. Este libro surge de la 
convicción de que comprender los límites y responsabilidades del uso de la fuerza 
no es un ejercicio teórico, sino una necesidad práctica para quienes garantizan la 
seguridad y la defensa dentro de un Estado social de derecho.

La obra Derecho militar: límites y responsabilidades en operaciones con-
temporáneas reúne diversas miradas académicas y profesionales en torno a un 
mismo propósito: analizar críticamente los desafíos que enfrentan las Fuerzas 
Militares en la aplicación del derecho y la ética durante sus operaciones. Cada ca-
pítulo busca iluminar un ángulo distinto de esa relación entre deber y humanidad, 
entre eficacia operativa y legitimidad democrática.

El proceso de elaboración de este texto fue también un ejercicio de diálogo. 
Aquí convergen diferentes profesiones y conocimientos de los oficiales del cuerpo 
administrativo de las FFMM integrantes del Curso de Información del 2025, que 
comparten la preocupación por el respeto al derecho internacional humanitario, la 
protección de los derechos humanos y la construcción de una cultura jurídica só-
lida dentro de las instituciones armadas. El intercambio interdisciplinario permitió 
trascender los límites tradicionales del derecho militar para situarlo en el contexto 
más amplio de la seguridad global, las transformaciones tecnológicas y los dile-
mas éticos de la guerra moderna.

Esta obra nace en el marco de los espacios académicos de la Escuela Superior 
de Guerra “General Rafael Reyes Prieto”, donde el pensamiento crítico y la for-
mación estratégica se entrelazan en la búsqueda de soluciones para los desa-
fíos contemporáneos de la defensa nacional. Su publicación es una invitación a 

Prefacio

Vicealmirante León Ernesto Espinosa Torres
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continuar el debate, a fortalecer la docencia y la investigación en torno al derecho 
militar, y a promover la responsabilidad como principio rector del ejercicio de la 
fuerza legítima.

Con gratitud hacia los autores que contribuyeron con sus investigaciones y a 
la Vicedirección de Investigación de la Escuela Superior de Guerra “General Rafael 
Reyes Prieto” que respaldaron este esfuerzo colectivo, presento este libro como 
una herramienta para el estudio, la reflexión y la toma de decisiones en el ámbito 
militar y académico. Que las páginas que siguen sirvan para reafirmar que la ver-
dadera fortaleza de las Fuerzas Armadas reside no solo en su poder, sino en su 
compromiso con el derecho, la justicia y la dignidad humana.
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El Curso de Información Militar (CIM) de la Escuela Superior de Guerra “General 
Rafael Reyes Prieto” es fundamental en la formación de los oficiales del cuerpo 
administrativo de las Fuerzas Militares, en donde la construcción de conocimiento 
en torno al área de la estrategia, seguridad y defensa es un eje representativo. La 
presente colección es el resultado de un proceso académico y de investigación, 
siendo un aporte a las ciencias militares, navales y aeronáuticas, en un contexto 
en donde se manifiestan amenazas a la seguridad y defensa de los Estados. Por 
lo anterior, se considera oportuno resaltar la relevancia de cada uno de los libros.

“La revolución de las tecnologías de defensa: impacto en la seguridad 
nacional”, es un aporte fundamental para comprender los desafíos que la 
revolución tecnológica impone al ámbito de la defensa y la seguridad nacional. 
En tiempos en que la inteligencia artificial, la automatización, los sistemas 
geoespaciales y las capacidades cibernéticas redefinen la naturaleza del poder 
militar, resulta indispensable analizar, con rigor estratégico y visión ética, cómo 
estas herramientas transforman factores como la doctrina, entre otros.

	 “Aplicación de la IA y ética en el diseño de soluciones interdisciplinares 
para defensa” presenta una reflexión sobre cómo la irrupción de la inteligencia 
artificial y las transformaciones asociadas han tenido un impacto decisivo; sin 
embargo, el poder de la tecnología no reside únicamente en su capacidad de pro-
cesamiento, sino en la manera en que las instituciones la integran para el forta-
lecimiento de su misión. A partir de ello, se retoma la importancia de vincular el 
pensamiento ético y técnico con la realidad operativa, trazando un puente entre la 
neuroética, la explicabilidad algorítmica y las aplicaciones concretas en seguridad.

“La educación militar en la era digital: nuevas herramientas y desafíos” aborda 
cómo las tecnologías emergentes, a saber: la inteligencia artificial, la analítica de 
datos, los entornos inmersivos y la simulación avanzada están transformando la 

Prólogo

General Hugo Alejandro López Barreto
Comandante General de las Fuerzas Militares
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formación para los desafíos de un entorno complejo y multidominio. La educación 
es la columna vertebral de la carrera militar del soldado, del suboficial y del oficial 
colombiano, en el marco de una era digital, en donde se debe integrar la ciencia, 
la tecnología, la innovación y el pensamiento crítico en cada proceso formativo.

“Derecho militar: límites y responsabilidades en operaciones contemporáneas” 
presenta un análisis sobre el derecho militar como un pilar esencial para mantener 
el equilibrio entre la eficacia operativa, la legalidad y la ética, asegurando que el uso 
de la fuerza esté enmarcado en los valores que definen a una institución demo-
crática. Lo anterior, desde una mirada interdisciplinaria, que entrelaza el derecho, 
la ética, la tecnología y la estrategia. Este aporte investigativo busca analizar los 
retos que emergen de aspectos como el avance tecnológico o de la guerra híbrida, 
y reafirmar el compromiso de las Fuerzas Militares con los principios del Estado de 
derecho, los derechos humanos y el derecho internacional humanitario.

“Nuevas generaciones y Fuerzas Militares: puentes estratégicos para la cons-
trucción de la Nación” es una reflexión que da a conocer nuevos enfoques sobre el 
papel de las Fuerzas Militares en el siglo XXI, en un contexto en donde la defensa 
y la seguridad trascienden del ámbito operacional para incidir en las relaciones 
civiles-militares. Así mismo, se presentan desafíos que enfrenta la institución cas-
trense ante las transformaciones sociales, tecnológicas y políticas que influyen 
en la relación seguridad, ciudadanía y Estado. El texto, fruto del rigor investigativo 
y del pensamiento estratégico promovido por la Escuela, busca tender puentes 
entre generaciones, y proyectar a las Fuerzas Militares como actores al servicio 
de la Nación.

“Huella Militar Cero: estrategias para una defensa sostenible” vincula cómo la 
conciencia medioambiental se ha convertido en una de las más altas expresiones 
de responsabilidad institucional y humana. Por su misión, despliegue territorial y 
compromiso con la defensa de la Nación, las Fuerzas Militares están comprome-
tidas en la defensa del territorio y garantizar su sostenibilidad. En ese sentido, se 
formulan propuestas orientadas a la acción: mecanismos de control, herramientas 
de gestión y marcos de decisión que permiten anticiparse a los impactos, reducir 
los riesgos y mejorar la comunicación interna y externa sobre la gestión ambiental.

“Salud operacional y medicina militar: un enfoque desde la estrategia para 
la seguridad y defensa nacional” se vislumbra como un análisis académico para 
comprender la medicina militar desde una mirada integral, contemporánea y es-
tratégica. Con el propósito de analizar el papel que la sanidad desempeña en el 
sostenimiento del poder militar, la seguridad nacional y el bienestar del personal 
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que sirve a la patria. En tiempos en los que la guerra se redefine y las amenazas 
adquieren formas híbridas y asimétricas, el fortalecimiento del componente sani-
tario es un imperativo estratégico.

Esta colección de libros es el resultado de la investigación conjunta y cola-
borativa entre los estudiantes, como profesionales de la defensa y seguridad, la 
cual constituye una guía para la acción y una plataforma de reflexión. Un trabajo 
académico que propone nuevas perspectivas sobre temas relevantes para la se-
guridad y defensa, siendo una fuente de consulta para la comunidad académica 
nacional e internacional, centros de pensamiento, tomadores de decisión, y a quie-
nes quieran conocer los análisis de quienes prestan su vida en favor de la patria. 

Prólogo
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El derecho militar contemporáneo en la actualidad experimenta uno de sus 
cambios más profundos desde el establecimiento del Derecho Internacional 
Humanitario (DIH) en el siglo XX. Los conflictos ya no se limitan a campos de 
batalla físicos y determinados, tampoco responden a estructuras jerárquicas 
tradicionales, sino que por el contrario se desarrollan en entornos complejos 
y variados, donde las operaciones militares están estrechamente relacionadas 
con el ciberespacio, la inteligencia artificial (IA), la automatización, la diplomacia 
de la defensa y los derechos humanos. Por tanto, se hace necesaria una revisión 
crítica del sentido y la extensión del derecho militar. como una herramienta nor-
mativa, ética y política capaz de gobernar el uso de la fuerza dentro de un marco 
global interconectado (Kholikov y Naumov, 2024; Meslin et al., 2024).

Al trascurrir la historia, en una parte sustancial del siglo XX, el derecho mili-
tar fue considerado como un segmento subordinado del derecho público, que se 
concentró principalmente en la disciplina interna y la relación jerárquica entre los 
oficiales al mando y sus subordinados. Sin embargo, en el discurso contemporá-
neo, se reconceptualiza como un dominio interdisciplinario, situado en el nexo entre 
el derecho internacional, el derecho constitucional y el derecho penal, y que tiene 
ramificaciones directas en la conducta operativa, la rendición de cuentas, la políti-
ca exterior y la gobernanza de la seguridad. De acuerdo con Hamad (2025) y Beja 
(2024) esta reconfiguración es una respuesta no solo a los avances tecnológicos, 
sino también a una evolución ética: el imperativo de que la eficacia operativa no 
debe lograrse en detrimento de la humanidad, la legalidad o la rendición de cuentas.

Los avances en la ciencia y la tecnología, desde los sistemas de armas autó-
nomos hasta los algoritmos para la toma de decisiones estratégicas, presentan 
desafíos sin precedentes en relación con la asignación de responsabilidades, la 
justificación del despliegue de la fuerza y la presencia de una supervisión humana 
significativa. Como advierten CEBAN (2025) y Li (2025), las estructuras legales 

Introducción

Omar Ferney Vanegas Rincón
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internacionales existentes aún carecen de mecanismos específicos para deter-
minar la culpabilidad cuando la toma de decisiones está influenciada por la in-
teligencia artificial o los sistemas autónomos. En este contexto, el concepto de 
rendición de cuentas pasa del comandante individual a un marco multifacético de 
responsabilidad colectiva en el que participan entidades militares, gubernamenta-
les, tecnológicas y corporativas.

La “guerra algorítmica”, por tanto, no solo redefine la técnica de la guerra, sino 
también la ontología del derecho militar: ¿cómo mantener el principio de distin-
ción y proporcionalidad cuando el reconocimiento de objetivos se delega a siste-
mas inteligentes? ¿Cómo aplicar el principio de humanidad cuando las decisio-
nes emergen de procesos automatizados? La literatura reciente alerta sobre una 
arquitectura jurídica fragmentada que intenta equilibrar la necesidad militar con 
las normas humanitarias, pero que aún presenta vacíos en materia de supervi-
sión, atribución y reparación (Talha et al., 2025; Marsili, 2024). En esta misma línea, 
Gould, Hoijtink, Jaarsma y Davies (2024) sostienen que la innovación algorítmica 
en la guerra contemporánea no solo amplía las capacidades operativas, sino que 
también erosiona los fundamentos jurídicos y democráticos sobre los cuales se 
sustentan las operaciones militares, al difuminar los límites entre actores civiles y 
militares, legalidad y práctica, control humano y autonomía tecnológica.

Estos desafíos se sitúan dentro de un marco global marcado por la guerra 
híbrida y la disminución de las distinciones entre paz y conflicto. Los conceptos 
de fuerza, seguridad colectiva y defensa nacional se reconfiguran dentro de un 
modelo en el que los estados, las empresas de tecnología y las entidades no esta-
tales ocupan dominios operativos compartidos. Como señalaron la INAN (2025) y 
Ribeiro (2025), este panorama híbrido exige que el derecho militar defienda el es-
tado de derecho en medio de la agitación tecnológica, garantizando que los princi-
pios de humanidad y proporcionalidad se respeten incluso en contextos de guerra 
automatizada o inteligencia predictiva utilizada con fines de seguridad.

De esta forma, la importancia de este trabajo radica fundamentalmente en 
situar el discurso legal y ético sobre el uso de la fuerza en este contexto emergente 
de guerra. El derecho militar: límites y responsabilidades en las operaciones con-
temporáneas aboga por una perspectiva interdisciplinaria que integre el derecho, 
la ética, la tecnología y la estrategia, con el objetivo de proporcionar un marco para 
comprender los desafíos contemporáneos asociados con el poder militar y su su-
pervisión regulatoria. En lugar de centrarse en casos o doctrinas particulares, el 
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texto pretende explorar la progresión conceptual de los límites y responsabilidades 
que deberían regir la conducta militar en el siglo XXI.

Estructura de la obra
El primer capítulo, titulado Transhumanismo: enfoque ético aplicado a las Fuerzas 
Militares. Implicaciones en el futuro de la guerra, abre la discusión sobre los retos 
morales del mejoramiento humano y la integración biotecnológica en la función 
militar. A partir de una revisión sistemática de literatura, el texto propone un exa-
men crítico del transhumanismo como paradigma que, si bien promete ampliar las 
capacidades del combatiente, exige reflexionar sobre los riesgos de desigualdad, 
deshumanización y pérdida de identidad que podrían derivarse de una carrera ar-
mamentista biotecnológica.

El segundo capítulo, Propuesta metodológica para la identificación de mar-
cos jurídicos aplicables en el uso de sistemas de armas autónomos, ofrece una 
ruta analítica para reconocer los vacíos y solapamientos normativos en torno al 
desarrollo y despliegue de armas autónomas. Su contribución principal radica en 
plantear una herramienta metodológica que permita a los juristas y planificadores 
operativos delimitar, con criterios técnicos y jurídicos, los ámbitos de aplicación del 
Derecho Internacional Humanitario y del Derecho Internacional de los Derechos 
Humanos en operaciones donde intervienen sistemas automatizados de decisión.

En el tercer capítulo, Diplomacia de defensa e inteligencia artificial, se examina 
la relación entre tecnología, poder y política exterior. El texto invita a comprender la 
Inteligencia Artificial no solo como un recurso técnico, sino como un instrumento 
de diplomacia estratégica que puede fortalecer la proyección internacional de las 
Fuerzas Militares. Asimismo, plantea los principios de gobernanza ética y coope-
ración tecnocientífica que deberían orientar la inserción de la IA en la gestión de la 
defensa y la seguridad regional.

El cuarto capítulo, Fuerzas Militares de Colombia: papel en la consolidación 
de la paz, el lector se encontrará con el análisis la relación entre seguridad y desa-
rrollo en el marco de los Programas de Desarrollo con Enfoque Territorial (PDET). 
El capítulo propone una reflexión sobre el papel de las Fuerzas Militares en la im-
plementación de políticas de estabilización y reconciliación, destacando la impor-
tancia de la coordinación interinstitucional, la participación comunitaria y la con-
tinuidad de los instrumentos derivados del Acuerdo Final de Paz para fortalecer la 
legitimidad estatal.

Introducción
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El quinto capítulo, El control social ejercido por la gobernanza criminal: asig-
natura pendiente para el derecho en Colombia, aborda uno de los desafíos más 
apremiantes para la seguridad contemporánea: la consolidación de estructuras 
criminales que ejercen poder normativo en territorios donde el Estado ha perdido 
presencia efectiva. El texto analiza esta realidad desde la perspectiva del derecho 
penal y de la política pública, proponiendo caminos para la tipificación y sanción de 
la gobernanza criminal como forma sofisticada de control social ilícito.

El sexto capítulo, Conflicto y protección infantil: desafíos legales en las activi-
dades cívico-militares, estudia las tensiones jurídicas derivadas de la participación 
institucional de las Fuerzas Militares en escenarios donde coexisten el deber de 
presencia estatal y la protección reforzada de niños, niñas y adolescentes. A partir 
del análisis normativo y jurisprudencial reciente, el capítulo propone lineamientos 
que buscan armonizar la acción integral militar con el principio del interés superior 
del menor y con los estándares internacionales de derechos humanos.

Finalmente, el séptimo capítulo, El abuso de la autoridad especial en las opera-
ciones militares en Colombia: desafíos jurídicos, examina las dimensiones legales 
y deontológicas del ejercicio del mando en contextos de alta complejidad opera-
cional. Más que describir casos, el texto plantea una reflexión sobre la responsabi-
lidad individual y colectiva, el equilibrio entre autoridad y legalidad, y la necesidad 
de fortalecer los mecanismos de control interno y de rendición de cuentas dentro 
de la estructura militar.

De esta forma, esta obra invita a los lectores a un espacio de reflexión diná-
mica sobre los límites del poder armado y las responsabilidades que ello acarrea, 
mediante un diálogo entre el derecho, la ética y la estrategia, orientado a fortalecer 
la legitimidad de las Fuerzas Militares en las operaciones contemporáneas.
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Capítulo 1

Resumen: El presente capítulo analiza el transhumanismo como movimiento filosófico y 
tecnológico orientado a superar las limitaciones biológicas del ser humano, mediante la 
integración de las tecnologías emergentes. Con enfoque cualitativo, se identifican las im-
plicaciones éticas y las principales posturas en torno a la mejora biotecnológica. Aunque 
el transhumanismo plantea oportunidades significativas en campos como la medicina, la 
longevidad y la capacidad física del hombre, también suscita fuertes debates sobre la des-
igualdad y la pérdida de la propia identidad humana. Estratégicamente, la guerra se orienta 
hacia operaciones híbridas y multidominio, configurando un nuevo modelo de disuasión 
biotecnológica y el riesgo de una carrera armamentista. Se concluye que es urgente esta-
blecer marcos normativos que regulen el desarrollo y uso de estas tecnologías involucran-
do perspectivas filosóficas, jurídicas y sociales.
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Introducción
Actualmente, la humanidad se encuentra en el umbral de una nueva etapa, en la 
que se promete transformar no solo las herramientas de la guerra, sino al propio 
guerrero. El transhumanismo es una corriente de pensamiento filosófico, cultural 
e intelectual que aboga por el mejoramiento de las capacidades humanas a través 
de la ciencia y la tecnología, lo que antes se veía como el producto de la ciencia 
ficción se ha convertido en una posibilidad tangible en el ámbito militar.

La convergencia de la biotecnología, la inteligencia artificial, la nanotecnología 
e incluso la genética abre la puerta a la creación de “súper soldados”, individuos 
mejorados para ser más fuertes, más rápidos, más resistentes y de hecho emo-
cionalmente inmunes al horror del combate. Se tiene como objetivo identificar las 
implicaciones éticas del mejoramiento biotecnológico en el personal militar. Para 
ello, se abordarán conceptos clave del transhumanismo, la bioética y la ética de la 
guerra, con el fin de comprender la complejidad de este fenómeno. En particular, 
se describirán las repercusiones éticas sobre la identidad y la esencia humana 
del soldado, se analizará cómo la integración de tecnologías en soldados trans-
humanos redefine y complejiza la responsabilidad moral de sus acciones, y se 
examinarán las consecuencias del mejoramiento tecnológico en la evolución y ca-
racterísticas de las guerras futuras.

La incorporación de tecnología en los soldados no solo cambia al combatien-
te, sino que reestructura la guerra por completo. Las mejoras físicas y cognitivas, 
como la fuerza y la resistencia aumentadas, cambian la escala de los conflictos, de 
tal manera que un “soldado mejorado” con ciertas ventajas podría realizar manio-
bras a una velocidad y con una potencia que otro individuo no mejorado no podría 
igualar, lo que convierte la ventaja tecnológica en un factor decisivo. Este avan-
ce hacia “supersoldados” podría dar lugar a guerras asimétricas sin precedentes. 
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Esta transformación en la dinámica de los conflictos también genera ciertos cues-
tionamientos éticos para aquellos combatientes mejorados.

La ética militar tradicional plantea principios para actuar bajo algunas emo-
ciones humanas como el miedo y la empatía, sin embargo, la tecnología podría 
suprimirlas para crear un combatiente “más eficiente”, inmune al estrés postrau-
mático, de tal manera que un soldado sin empatía podría juzgar moralmente sus 
acciones, tal como lo exige el derecho internacional humanitario (DIH). Entonces, 
la responsabilidad se ve comprometida si el soldado actúa bajo la influencia de 
tecnologías que alteran su estado mental.

La integración de la inteligencia artificial (IA) con el transhumanismo diluye 
aún más la responsabilidad. Si una IA toma decisiones autónomas en el campo de 
batalla, ¿quién es el responsable? ¿El sistema, sus diseñadores o el comandante 
que lo usó? Este escenario plantea la pregunta: ¿quién responde cuando una má-
quina comete un error?

Las capacidades de los combatientes transhumanos no solo aumentan su 
eficacia, sino que también obligan a una reevaluación de los fundamentos de la 
responsabilidad moral en un contexto donde el poder, la autonomía y la moralidad 
humana están ligados a la tecnología. La guerra, como fenómeno social y político, 
ha estado íntimamente ligada al desarrollo tecnológico a lo largo de la historia, 
desde la aparición de la pólvora hasta la innovación nuclear, definiendo las estra-
tegias, la organización militar y la naturaleza misma de los conflictos. En el siglo 
XXI, la convergencia de biotecnología, inteligencia artificial, nanotecnología y neu-
rociencia ha desencadenado un periodo nuevo: el mejoramiento tecnológico del 
soldado o lo que muchos llaman supersoldados o lo que la ciencia ficción men-
ciona como cyborgs, que incluye no solo la aplicación de fármacos sino también 
los implantes neuronales y la conformación de exoesqueletos hasta considerar las 
modificaciones genéticas, lo que supera las limitaciones biológicas humanas. Por 
lo anterior, se abordarán las consecuencias del mejoramiento tecnológico de los 
soldados en la evolución y características de las guerras futuras.

La presente investigación se desarrolla bajo un enfoque cualitativo de tipo 
exploratorio y descriptivo (Corbin, 2015). Para ello, se realizó una revisión biblio-
gráfica y documental de artículos académicos disponibles en bases de datos es-
pecializadas como Scopus, Web of Science, PubMed y Google Scholar, abarcando 
temáticas relacionadas con la ciencia, la ética, el transhumanismo, textos jurídicos 
y normativos, así como documentos doctrinales militares. También se consulta-
ron artículos de periódicos y revistas especializadas en tecnología y ciencia que 
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abordaran debates públicos en torno al transhumanismo militar, con el fin de ofre-
cer una perspectiva sobre su percepción social y política.

La selección de las fuentes se basó en criterios como la relevancia temática, 
específicamente en torno al transhumanismo, el mejoramiento humano, la ética 
militar, las implicaciones futuras de la guerra o la intersección entre estas áreas; 
además, se consideraron publicaciones en inglés o español, con una antigüedad no 
mayor a diez a quince años, provenientes de revistas académicas, libros de editoria-
les universitarias o de reconocido prestigio, informes de organizaciones internacio-
nales y documentos oficiales de gobiernos u organismos multilaterales. El proceso 
de selección se realizó exclusivamente a través de bases de datos académicas.

Implicaciones éticas del mejoramiento 
biotecnológico en la identidad y la esencia 
humana del soldado

Transhumanismo: conceptos fundamentales
El transhumanismo es un movimiento filosófico, cultural e intelectual que busca 
mejorar las capacidades humanas a través de la ciencia y la tecnología (Mende, 
2023). A mediados del siglo XX empezó como un concepto filosófico, en el cual la 
humanidad podría mejorarse por medio de la ingeniería social y de la tecnología. 
A través de los años, el movimiento ha reunido filósofos y pensadores, se ha de-
sarrollado dentro de este movimiento otras perspectivas, como el poshumanismo, 
en esta, “las mejoras tecnológicas y genéticas pueden crear una especie distinta 
de humanos radicalmente mejorados” (Popescu, 2022). Así pues, la mejora tecno-
lógica va desde el uso de lentes de contacto, implantes cocleares, prótesis, pasan-
do por las cirugías plásticas, las modificaciones genéticas, la creación de exoes-
queletos hasta el uso de robots y ciborgs, el uso de la inteligencia artificial como 
reemplazo de la misma inteligencia humana y dispositivos de lecturas mentales. 
De acuerdo con lo anterior:

el transhumanismo promueve la guía consciente de la evolución para recrear 
y remodelar la naturaleza humana de maneras deseables, al extender la evo-
lución más allá de la humanidad actual mediante el uso de la ciencia y la tec-
nología, abre la oportunidad para que los humanos vivan más sanos y más 
tiempo, y mejoren sus capacidades cognitivas y morales. (Chimakonam, 2024)
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Visto bajo este concepto, la mejora humana trae más beneficios, con la finali-
dad de que los individuos se mantengan sanos, sin embargo, también surge la pre-
gunta: ¿cuál es el límite de la evolución humana a través de la biotecnología? ¿Qué 
implicaciones éticas deben surgir para que el mismo ser humano no sobrepase su 
capacidad física, emocional e intelectual, tanto como para llegar al poshumanis-
mo o que simplemente sea reemplazado por una máquina?

El transhumanismo en el contexto militar
En cuanto a lo que respecta a la esfera militar, el mejoramiento humano biotecno-
lógico o la necesidad de equipar a los ejércitos con robots, soldados transhuma-
nos o cíborgs aplicados a la guerra, representa uno de los debates bioéticos, filo-
sóficos, legales y sociales más complejos de la actualidad. La idea de un “soldado 
mejorado” o “supersoldado” ha dejado de ser ciencia ficción para convertirse en 
una posibilidad real (Kowalczewska, 2025). De hecho, esto amenaza con redibujar 
la frontera entre lo humano y lo poshumano, afectando de forma directa la identi-
dad individual, la autonomía moral y la comprensión de lo que significa ser soldado 
y, más ampliamente, el ser humano.

La narrativa transhumanista militar no surge de la nada, se fundamenta en 
la idea de superar las limitaciones naturales del cuerpo y la mente humana. La 
creación de soldados híbridos con capacidades cognitivas y físicas aumentadas 
(súper soldados) se plantea como una evolución inevitable, de tal manera que se 
plantea el interrogante: ¿cuáles serán los límites éticos y legales en el uso de “sol-
dados mejorados”?

La aplicación de biotecnología para potenciar atributos como la fuerza, resis-
tencia, agudeza sensorial, velocidad de procesamiento cognitivo, resiliencia psico-
lógica y capacidad de recuperación (Kowalczewska, 2025). Algunos ejemplos son:

Mejora física 
Exoesqueletos que aumentan la fuerza y la carga, prótesis biónicas que superan 
las capacidades de las extremidades biológicas, medicamentos para la resistencia 
al dolor o la fatiga, edición genética para aumentar la masa muscular o la densidad 
ósea, con el fin de multiplicar la fuerza, resistencia y precisión del cuerpo humano. 
Esto plantea interrogantes éticos clave: ¿Qué sucede con la igualdad de oportuni-
dades entre soldados mejorados y no mejorados? ¿Podría la presión institucional 
convertir estas tecnologías en una obligación más que en una opción, erosionando 
la autonomía individual? Además, el acceso desigual a estas mejoras podría amplifi-
car brechas ya existentes dentro y fuera de las fuerzas armadas (Mende et al., 2023).
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Mejora cognitiva

El mejoramiento de la atención, la memoria y la toma de decisiones bajo es-
trés, interfaces cerebro-máquina para el control directo de sistemas de armas 
o la comunicación telepática, implantes neuronales para el acceso a vastas 
bases de datos. La eliminación del miedo en los soldados es un área de inves-
tigación que busca potenciar sus capacidades, planteando si el miedo es un 
aspecto intrínseco y beneficioso del conflicto armado. (Kowalczewska, 2025) 

Aunque las intervenciones biomédicas pueden restaurar funciones perdidas, 
como la visión o audición, el paso de la terapia a la mejora plantea preguntas sobre 
la identidad: ¿seguimos siendo humanos cuando empezamos a rediseñar radi-
calmente nuestras capacidades sensoriales y cognitivas? ¿Quién decide qué es 
normal o deseable? Estas tecnologías como interfaces cerebro-máquina o neuro-
prótesis auditivas, podrían abrir la puerta a soldados con capacidades sensoria-
les aumentadas, pero también a una sociedad que vea la discapacidad como una 
condición indeseable, generando nuevas formas de exclusión (Lee, 2015).

Mejora psicológica/emocional 
Manipulación farmacológica o genética para reducir el miedo, la empatía o el es-
trés postraumático, potenciación de la lealtad o la obediencia a través de interven-
ción cerebral. Las consecuencias de alterar las emociones de los soldados, como 
el miedo, pueden ser diversas y requieren una mayor exploración en el ámbito del 
derecho y las emociones para preparar adecuadamente el advenimiento de nue-
vas tecnologías (Kowalczewska, 2025). Aunque este escenario parece resolver un 
grave problema de salud mental, plantea implicaciones profundas: el miedo es un 
freno moral y estratégico que influye en la proporcionalidad de la fuerza, la disua-
sión y el autocontrol en combate. Anular el temor podría producir soldados más 
eficientes, pero también más propensos a violar normas éticas y de DIH, o a perder 
la empatía hacia combatientes y civiles (Kowalczewska, 2025).

Bioética: implicaciones en el mejoramiento militar
“La bioética es la rama de la ética que se ocupa de las cuestiones morales plantea-
das por los avances en biología y medicina” (Chimakonam, 2024). Al integrarla con 
el campo militar, proporciona un marco fundamental para analizar las implicacio-
nes éticas del mejoramiento biotecnológico en el personal militar. De acuerdo con 
lo anterior, se debe recordar los principios bioéticos clave, que son particularmente 
relevantes para este caso:
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Autonomía
Respeto por la capacidad del individuo de tomar decisiones informadas y volun-
tarias. En el contexto militar, esto plantea la pregunta de si los soldados pueden 
dar un consentimiento verdaderamente libre para someterse a mejoras, dada la 
naturaleza jerárquica y coercitiva de la institución militar.

No maleficencia
Obligación de no causar daño. Esto implica evaluar los riesgos físicos, psicológicos 
y sociales de las mejoras. ¿Son seguras las tecnologías a largo plazo? ¿Podrían 
generar efectos secundarios imprevistos o dependencias?

Beneficencia
Obligación de actuar en beneficio de otros. Desde una perspectiva militar, el be-
neficio podría argumentarse en términos de mayor eficacia en el combate y re-
ducción de bajas. Sin embargo, este beneficio debe sopesarse con los riesgos y la 
posible explotación de los individuos.

Justicia
Distribución equitativa de beneficios y cargas. ¿Se aplicarán las mejoras de mane-
ra justa a todos los miembros de las fuerzas militares, o solo a una élite? ¿Podría 
esto generar divisiones internas y resentimiento? Además, la justicia global implica 
considerar el impacto de la superioridad biotecnológica de un país sobre otros.

En lo que respecta a la dignidad humana, la bioética define que se refiere al 
valor intrínseco de cada ser humano, independientemente de sus capacidades o 
condiciones. El mejoramiento biotecnológico militar plantea la cuestión de si estas 
intervenciones erosionan la dignidad humana al convertir a los soldados en “má-
quinas” o “herramientas” optimizadas para la guerra, en lugar de seres humanos 
con principios morales y emocionales. Lee (2016) cuestiona si seremos “huma-
nos” si no somos, algún día, transhumanos, y si debiéramos ser mejorados o no.

La posible creación de máquinas inteligentes autónomas con capacidad de 
razonamiento moral humano, así como la mejora de las capacidades morales hu-
manas más allá de lo normal, plantean la urgencia de principios éticos para anali-
zar las consecuencias morales. Una sociedad que promueve el transhumanismo 
podría asumir que las vidas humanas no son dignas si están por debajo del espé-
cimen humano mejorado y no pueden alcanzar ese nivel sin mejoras.
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En otro sentido, desde la teología y la bioética cristiana, también se destaca 
cómo el transhumanismo entra en tensión con la antropología teológica, particu-
larmente dentro del catolicismo, que si bien no rechaza la extensión de la vida ni 
ciertas formas de manipulación genética con fines terapéuticos, advierte sobre el 
peligro de una omnipotencia tecnocientífica que niegue la fragilidad y la dignidad 
humana. El problema no es prolongar la vida o mejorarla razonablemente, sino 
pretender una inmortalidad material y una manipulación sin límites que fragmen-
ten la dimensión relacional, moral y espiritual de la persona (Green, 2015).

Asimismo, el campo de la filosofía introduce una perspectiva valiosa, al ad-
vertir que la intersección de la inteligencia artificial y el transhumanismo puede 
conducir a una tecnologización radical de la humanidad, reemplazando las rela-
ciones humanas genuinas por interacciones funcionales mediadas por máquinas. 
Un enfoque de ética relacional basada en la persona subraya que la esencia del 
ser humano y del soldado como parte de una comunidad no puede reducirse a su 
rendimiento técnico, pues implica valores como la interdependencia, la responsa-
bilidad moral y la complementariedad social. Desde este marco, el riesgo es que 
soldados mejorados pierdan parte de su condición de ser sujetos morales autóno-
mos y se conviertan en engranajes dentro de una arquitectura bélica poshumana 
(Chimakonam, 2024).

El mejoramiento biotecnológico de los soldados revela una tensión profunda 
entre la búsqueda de eficiencia militar y la preservación de la dignidad, autonomía 
e identidad humana. Aumentar artificialmente las capacidades físicas, cognitivas 
o emocionales no es una simple extensión tecnológica: redefine la esencia del 
soldado como persona moral, sujeto de derechos y miembro de una comunidad. 
Frente a ello, se requiere un marco ético, robusto, plural y global que incluya pers-
pectivas filosóficas, religiosas, culturales y jurídicas, garantizando que la tecnolo-
gía esté al servicio del ser humano y no al revés.

La falta de marcos éticos y legales claros a nivel internacional es una preo-
cupación constante, ya que el desarrollo militar a menudo opera en la vanguardia 
tecnológica con poca supervisión externa. Es urgente establecer principios éticos 
para analizar las consecuencias morales de la intersección entre la Inteligencia 
Artificial y el transhumanismo (Kowalczewska, 2025).
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Soldados transhumanos: responsabilidad 
moral de sus acciones 
En las últimas décadas, el desarrollo de tecnologías emergentes ha transformado 
profundamente el panorama militar, abriendo paso a la figura del soldado transhu-
mano. Este nuevo tipo de combatiente combina capacidades físicas, cognitivas y 
emocionales ampliadas mediante la integración de biotecnología, neurointerfaces, 
modificaciones genéticas y sistemas de inteligencia artificial (IA). Si bien estas in-
novaciones prometen incrementar la eficacia operativa, también plantean un reto 
sustancial para la ética militar contemporánea: la redefinición y creciente comple-
jidad de la responsabilidad moral en los combatientes mejorados.

Tradicionalmente, la responsabilidad moral en el ámbito castrense se ha sus-
tentado en la figura de un combatiente humano dotado de autonomía, moralidad y 
una identidad relativamente estable, sobre esta base se han construido los princi-
pios clásicos de imputación ética y jurídica en contextos de conflicto armado; sin 
embargo, la irrupción del soldado transhumano, como un ente híbrido que combi-
na elementos biológicos y tecnológicos, genera un cambio radical. De acuerdo con 
Tarasca y Kowalczewska:

las capacidades y decisiones, en gran medida, pueden estar moldeadas por 
sistemas externos, desde algoritmos de inteligencia artificial hasta interfaces 
neuronales, lo que desafía y transforma los fundamentos históricos de la res-
ponsabilidad individual. (Tarasca, 2017; Kowalczewska, 2025) 

La autonomía constituye un pilar esencial de la responsabilidad moral, pues 
implica la capacidad del individuo para tomar decisiones informadas y libres de 
coacción. En el contexto militar, esta cualidad es determinante para garantizar que 
el combatiente actúe conforme a principios éticos y legales, no obstante, para Lee:

las tecnologías de mejora humana como las interfaces cerebro-máquina, 
los implantes neuroprostéticos o la estimulación cerebral profunda pueden 
intervenir de forma directa en los procesos deliberativos y emocionales del 
soldado. (Lee, 2016) 

De tal manera que el resultado es una autonomía condicionada, es decir, las 
decisiones se encuentran de alguna forma prediseñadas o moduladas por siste-
mas técnicos externos. En esta línea, Chimakonam:
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advierte que la progresiva tecnologización del ser humano mediante inteli-
gencia artificial y mejoras morales algorítmicas podría dar lugar a un com-
batiente convertido en máquina moral inteligente”, lo que se traduce en una 
máquina capaz de tomar decisiones rápidas, pero siempre dentro de marcos 
de “razonamientos preconfigurados. 

Bajo este escenario, la responsabilidad moral se distribuiría entre el individuo y 
quienes diseñan, programan y despliegan dichos sistemas, cuestionando el prin-
cipio tradicional de imputabilidad exclusiva (Chimakonam, 2024).

De acuerdo con Rusu, “el soldado transhumano no debe entenderse simple-
mente como un humano mejorado, sino como una identidad híbrida surgida de 
la simbiosis entre biología y tecnología”. Este estatus ontológico plantea un de-
safío crucial, el cual es determinar ¿quién actúa? Cuando una decisión táctica o 
estratégica desencadena consecuencias significativas (Rusu, 2023). En el marco 
de la ética militar, atribuir una acción supone identificar a un agente plenamen-
te consciente y responsable, siendo así, se debe tener en cuenta que cuando los 
algoritmos de inteligencia artificial intervienen en la toma de decisiones ya sea 
priorizando objetivos, sugiriendo cursos de acción o modulando respuestas emo-
cionales, se produce una distribución de responsabilidades entre el combatiente 
y el sistema técnico. Esta distribución de funciones o acciones complica la asig-
nación precisa de responsabilidades, cuestionando los modelos tradicionales de 
imputación moral y jurídica.

La incorporación de tecnologías avanzadas en el ámbito militar puede diluir la 
responsabilidad moral, puesto que la autoría de las decisiones se distribuye entre 
múltiples actores. Entre ellos se incluyen:

•	 El soldado mejorado que ejecuta la acción o aquellos militares que dirigen 
al soldado.

•	 Los ingenieros o programadores que diseñan los sistemas.
•	 Los mandos militares que planean y definen el uso operacional de solda-

dos mejorados.
•	 Los Estados que autorizan y supervisan su despliegue.
Según Taraska, “la fragmentación de la responsabilidad plantea un riesgo sig-

nificativo: que la cadena de rendición de cuentas se debilite hasta el punto de impe-
dir la imputación clara de conductas ilícitas o inmorales”. Es por esta razón que es 
esencial desarrollar criterios normativos que garanticen la preservación de la moral 
del combatiente, así como el pleno respeto a los principios del DIH (Taraska, 2017).
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Se debe tener en cuenta que la dependencia operativa de sistemas tecno-
lógicos avanzados puede restringir la capacidad del soldado para desobedecer 
órdenes inmorales o apartarse de protocolos automatizados, señala Rusu, “el 
combatiente transhumano corre el riesgo de convertirse en un “prisionero” de su 
propia configuración técnica, con márgenes cada vez más reducidos para ejercer 
el disenso moral” (Rusu, 2022).

Por lo anterior, se plantea un dilema ético fundamental: si bien la tecnología 
puede prevenir errores humanos y aumentar la precisión operativa, también puede 
“suprimir la deliberación ética en tiempo real”, favoreciendo una obediencia auto-
mática que, en ciertos contextos, podría resultar peligrosa y contraria a los princi-
pios del DIH. Popescu (2022) advierte que “el soldado transhumano se convierte 
en un instrumento de poder con capacidades operativas sin precedentes, lo que 
incrementa de manera exponencial el potencial de daño de sus acciones”.

Redefinición de la responsabilidad moral: 
análisis ontológico, epistemológico y normativo 
En este contexto, la responsabilidad moral no se redefine únicamente por la trans-
formación del individuo, sino también por la magnitud de los efectos que estas 
acciones pueden generar. Este aumento de poder obliga a establecer estándares 
éticos más rigurosos que contemplen tanto la naturaleza híbrida del combatiente 
como el alcance de sus capacidades. La integración tecnológica en el soldado 
transhumano exige replantear el concepto de responsabilidad moral desde al me-
nos tres ejes fundamentales:

Ontológico 
El combatiente deja de ser un agente exclusivamente humano, convirtiéndose en 
una entidad híbrida cuya identidad combina elementos biológicos y tecnológicos. 
Cuando la capacidad de un soldado para tomar decisiones se ve influenciada o 
incluso mediada por una tecnología externa, ¿quién es el verdadero responsable 
de la acción? Por ejemplo, un soldado con un exoesqueleto que le permite levantar 
cargas imposibles ya no es un agente humano, es un cyborg, una entidad híbrida 
cuyas capacidades y limitaciones son una combinación de su biología y su tec-
nología. Esta fusión borra la línea entre la intención humana y la programación 
tecnológica, creando una nueva ontología de la acción. ¿La pregunta de si la res-
ponsabilidad recae en el soldado o en el código de software o en el hardware?
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Epistemológico 
En entornos de acciones distribuidas, sería muy difícil rastrear el origen exacto de 
una decisión, lo que complica la atribución de responsabilidades. En el caso del 
soldado transhumano, la información puede ser procesada y presentada de ma-
neras que alteran su percepción de la realidad. Una inteligencia artificial puede fil-
trar datos, sugerir acciones o incluso actuar de forma autónoma sin que el soldado 
sea plenamente consciente de los procesos subyacentes. Esto podría llevar a que 
un soldado ejecute una orden sin comprender completamente el contexto o las 
implicaciones morales de su acción. Por ejemplo, un sistema de mira asistido por 
IA podría identificar objetivos basándose en parámetros predefinidos, pero si esos 
parámetros son confusos, erróneos o incompletos, la responsabilidad de la acción 
letal se vuelve borrosa. No se puede afirmar con certeza que el soldado “sabía” lo 
que estaba haciendo de la misma manera que un combatiente no mejorado.

Normativo 
Se impone la necesidad de actualizar los marcos éticos y jurídicos para garantizar 
tanto la imputabilidad como la proporcionalidad en el uso de la fuerza. El DIH, por 
ejemplo, se basa en principios como la distinción, la proporcionalidad y la precau-
ción. Estos principios asumen la existencia de un agente humano con la capacidad 
de tomar decisiones éticas en el campo de batalla, sin embargo, con los soldados 
transhumanos, las normas existentes son inadecuadas. La ausencia de un marco 
legal claro que defina y regule la responsabilidad en estas circunstancias crea un 
vacío normativo, lo que hace que sea difícil la aplicación de la justicia y debilita la 
confianza en las leyes de la guerra.

La responsabilidad distribuida 
La noción tradicional de responsabilidad moral se asienta en la idea de que un 
individuo actúa como un agente autónomo y que, por lo tanto, es el único respon-
sable de sus acciones, aunque desde la integración de tecnologías en el soldado 
transhumano, como los implantes de microchips y las neurointerfaces, introduce 
un nuevo nivel de complejidad al cuestionar esta autonomía, “los sistemas de in-
teligencia artificial (IA), que se integran en el equipo del soldado o directamente en 
su cuerpo, pueden procesar información y tomar decisiones a una velocidad y con 
una complejidad que superan las capacidades humanas”. Lo anterior, plantea una 
pregunta crucial: “Si la IA sugiere un objetivo o en un escenario más avanzado, esta 
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toma la decisión de atacar, ¿quién es el agente principal de esa acción? ¿el soldado 
que disparó, el algoritmo que seleccionó el objetivo o el programador que escribió 
el código? Lo que resultaría en la dificultad de detectar el origen exacto de una de-
cisión, lo que complica la atribución de responsabilidades” (Martínez-Ramil, 2024).

Además, la autonomía del soldado se ve comprometida por la naturaleza mis-
ma de las intervenciones transhumanistas, la libertad y la autodeterminación, que 
son esenciales para la responsabilidad moral, se ven limitadas. En ese orden de 
ideas, las decisiones de un soldado están “moldeadas por sistemas externos”, 
como algoritmos o interfaces neuronales, así la responsabilidad individual se 
transforman radicalmente, puesto que se involucran múltiples actores, como el 
soldado, los ingenieros, los oficiales al mando y el propio sistema tecnológico, de 
acuerdo con esto comparten la carga ética y la responsabilidad de las acciones.

Esta nueva redistribución de la responsabilidad requiere un cambio de para-
digma. Así pues, la ética militar tradicional, centrada en la figura del combatien-
te humano, debe evolucionar para abarcar esta realidad. La responsabilidad no 
puede ser una carga que recaiga exclusivamente sobre el soldado, especialmente 
cuando sus acciones son el resultado de un proceso complejo en el que intervie-
nen múltiples variables tecnológicas y humanas. La transparencia, la trazabilidad 
y la rendición de cuentas se vuelven cruciales para garantizar que en un “mundo 
de soldados transhumanos”, las acciones no queden en un limbo moral. La nece-
sidad de un “marco de responsabilidad compartida” es evidente, y debe incluir a 
“todos los actores implicados en el diseño, desarrollo, implementación y uso de las 
tecnologías de mejora humana en el ámbito militar” (Rusu, 2022).

Dicotomía del ser: del transhumanismo al 
poshumanismo 
Es esencial distinguir entre transhumanismo y poshumanismo para entender las 
implicaciones éticas del soldado mejorado. Esta diferencia es la clave para enten-
der si estamos simplemente mejorando a un ser humano o si estamos creando 
una especie completamente nueva. Cada uno de estos escenarios tiene conse-
cuencias morales y legales totalmente distintas.

Según la perspectiva transhumanista, la mejora del ser humano se refiere a 
la superación de las limitaciones biológicas a través de la ciencia y la tecnología, 
pero manteniendo una base humana reconocible, enfocando este concepto a lo 
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militar, un soldado transhumano sería un combatiente que conserva su identidad 
humana fundamental, su conciencia y su moralidad, pero cuyas capacidades físi-
cas o cognitivas se han ampliado mediante tecnología, como exoesqueletos, im-
plantes neuronales para mejorar la memoria o sistemas de comunicación integra-
dos. Hasta este punto la responsabilidad moral es del soldado mejorado, aunque 
también es compartida con los programadores o creadores de la tecnología y los 
comandantes (Rusu, 2022).

En cambio, el poshumanismo se refiere a la modificación del Homo sapiens, 
dando lugar a una nueva especie, a menudo denominada Homo ciberneticus 
(Rusu, 2022). Es decir, se presenta un cambio fundamental en las capacidades 
biológicas y cognitivas, que podría tener una conciencia o una moralidad progra-
mada por algoritmos. Teniendo en cuenta este escenario, la responsabilidad moral 
bajo los principios éticos actuales no tendría sentido. Esto abre un nuevo dilema: 
“¿Cómo se le atribuye responsabilidad a una entidad cuya toma de decisiones no 
está gobernada por la conciencia humana o por la noción de intención?” (Rusu, 
2022), por lo que se necesitaría un marco ético completamente nuevo.

De tal forma que los creadores, los líderes militares y los políticos tendrán la 
responsabilidad de reconocer este cambio de trayectoria de lo transhumanístico 
hasta lo poshumanístico, con el fin de establecer límites claros sobre qué tipo de 
mejoras son aceptables y otras son tan radicales como para que estén fuera del 
alcance de las leyes y la moralidad humana.

Necesidad de nuevos marcos éticos y jurídicos 
El DIH, la ética militar y la bioética, tal como se conciben hoy, no están equipados 
para abordar las complejidades morales de la guerra cibernética y biotecnológica. 
La aparición del soldado transhumano no es solo un desafío filosófico, sino una cri-
sis inminente para los marcos éticos y jurídicos que regulan los conflictos armados. 
Por lo que se requiere una adaptación de normas para evitar un vacío legal y moral.

El DIH se fundamenta en principios como la distinción (entre combatientes 
y civiles), la proporcionalidad (evitar daños excesivos a civiles en relación con la 
ventaja militar obtenida) y la precaución. Estos principios presuponen un agente 
humano con la capacidad de ejercer juicio moral y control sobre sus acciones, en 
el caso de un soldado mejorado con tecnología, desafía estas premisas. Si un sis-
tema de mira asistido por IA, por ejemplo, identifica erróneamente a un civil como 
un objetivo legítimo, la atribución de responsabilidad se vuelve ambigua. ¿Viola 



36

Derecho militar: límites y responsabilidades    
en operaciones contemporáneas

el soldado la ley de la guerra, o el error es responsabilidad del algoritmo? Siendo 
así, se crea la necesidad de un “marco regulatorio más sistémico” para las prác-
ticas transhumanistas, destacando las “limitaciones inherentes de sus normas” 
(Martínez-Ramil, 2024).

Con respecto al ámbito de la ética militar se debe incorporar un nuevo enfoque 
que contemple las implicaciones de las mejoras tecnológicas. Un soldado común 
tiene virtudes como el coraje, la lealtad, la obediencia y la responsabilidad en la 
toma de decisiones en situaciones de estrés. Estas mismas virtudes y otras ca-
pacidades cognitivas y emocionales avanzadas, podrían ser incorporadas en los 
soldados mejorados. Lo que podría verse como un ser más racional y menos pro-
penso a los errores humanos causados por el miedo o el estrés, pero ¿qué pasaría 
cuando se presente un efecto inesperado en la psicología y moralidad de aquel 
soldado mejorado? ¿El juicio ético se puede erosionar ante la desensibilización?

En el campo de la bioética, desde lo militar, se pone a consideración el siguien-
te cuestionamiento: ¿hasta qué punto es lícito modificar el cuerpo humano?, en 
ese caso no solo es el mejoramiento de un ser humano, es toda una creación, lo 
anterior de acuerdo con la afirmación de Rusu, “la mejora humana no solo puede 
crear un individuo mejorado, sino que podría conducir a una nueva especie llama-
da homo ciberneticus” (Rusu, 2022). Siendo así, la bioética ahora debe extenderse 
al campo de batalla para establecer límites sobre qué tipo de mejoras son ética-
mente aceptables y cuáles podrían deshumanizar al combatiente, convirtiéndolo 
en un simple instrumento de guerra y si es así, ¿ese individuo sería un “prisionero y 
esclavo de la tecnología”?, esto argumentado bajo el hecho que las intervenciones 
limitarían la libertad individual y la autodeterminación (Rusu, 2022).

La combinación del transhumanismo en el ámbito militar invita a replantear 
los principios éticos existentes, creando un enfoque unificado que fusione el DIH, 
la ética militar y la bioética; este nuevo marco debe establecer una responsabilidad 
moral compartida para regular tanto las acciones del soldado mejorado tecnológi-
camente como las de todos los actores involucrados en su desarrollo, incluyendo 
ingenieros, comandantes y jefes de Estado.

Lo anterior sin dejar de lado, el poshumanismo que demanda una reconstruc-
ción completa de la ética militar y el derecho internacional. La línea que separa el 
concepto transhumanístico y el concepto poshumanístico no es angosta, aquellas 
pequeñas mejoras tecnológicas podrían, con el tiempo, acumularse o superarse 
hasta lograr el umbral hacia el poshumanismo.
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Consecuencias del mejoramiento 
tecnológico de los soldados en la evolución y 
características de las futuras guerras 
La historia de la guerra ha estado marcada por la búsqueda constante de ventajas 
tecnológicas y humanas que permitan inclinar la balanza a favor de un bando. 
Desde la Edad del Bronce cuando se empezaron a utilizar los metales hasta la 
aparición de las armas nucleares en el siglo XX, los avances científicos han trans-
formado profundamente las formas de combate. En este proceso, el soldado o 
guerrero como protagonista, también ha sido objeto de mejoramiento.

La incorporación de biotecnología, nanotecnología, inteligencia artificial, neu-
rociencia y robótica en el área militar busca optimizar el rendimiento humano, para 
desempeñarse con mayor resistencia, fuerza y eficiencia en los escenarios bélicos.

El hecho de la exposición física y la disminución de los soldados en las gue-
rras, además de la innovación en robótica en tareas críticas, el uso de armas au-
tónomas y la integración de interfaces cerebro-máquina plantean un escenario en 
el que los conflictos se librarán cada vez más mediante actores híbridos, es decir, 
seres parte humana y parte máquina (Matthews et al., 2024). Lo que genera nue-
vos dilemas estratégicos, legales y éticos, porque la distinción entre el combatien-
te humano y el robot se vuelve difusa, por el peligro de una deshumanización de la 
guerra y las dificultades legales para responsabilizar a combatientes mejorados.

Antecedentes históricos del mejoramiento 
humano en la guerra 
La idea de incrementar las capacidades de los guerreros para lograr ventajas en el 
campo de batalla es tan antigua como la guerra misma, puesto que las sociedades 
entendieron que la diferencia entre la victoria y la derrota dependía, en parte, del 
rendimiento físico y mental de sus soldados, por lo que esto llevó a la implemen-
tación de métodos rudimentarios, algunos efectivos y que constituyen los antece-
dentes del actual debate sobre los supersoldados.

En épocas remotas los guerreros emplearon sustancias naturales para in-
crementar la resistencia, el coraje y la agresividad de sus tropas, como los vikin-
gos, que consumían hongos alucinógenos y bebidas intoxicantes antes de en-
trar en combate, para alterar la conciencia y así potenciar su furia, otorgando una 
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reputación temible (Nicoară & Coroi, 2021). De igual manera, los soldados griegos 
y romanos recurrían al alcohol para disminuir el miedo y aumentar la resistencia 
en largas campañas militares.

Con el paso del tiempo, estas prácticas evolucionaron hacia el uso de drogas 
más elaboradas. En la Guerra Civil estadounidense, la morfina fue utilizada como 
analgésico y estimulante. Durante la Segunda Guerra Mundial, tanto los ejércitos 
aliados como los del Eje distribuyeron anfetaminas entre sus combatientes para 
enfrentar la fatiga y mejorar la resistencia o la concentración en operaciones pro-
longadas (Jones, 2020, citado por Nicoară & Coroi, 2021). Lo anterior, demuestra 
que la “química de la guerra” fue un elemento recurrente en la historia militar y de 
hecho fue un insumo más en la logística de suministros.

Aunque las drogas podían mejorar el rendimiento a corto plazo, sus efectos 
secundarios eran la adicción, el deterioro de la salud y la pérdida de control. Así 
que las soluciones en el mejoramiento de los soldados eran limitadas y poco sos-
tenibles, sin embargo, esto abrió la posibilidad de nuevos fármacos para la poten-
ciación del soldado.

La modernidad: el salto hacia la tecnociencia 
A partir del siglo XX, con el desarrollo de la medicina en la ingeniería genética y la 
neurociencia, el mejoramiento del soldado se convirtió en un proyecto científico 
y militar formal. Se impulsaron programas de investigación por grandes poten-
cias. Estas exploraron la posibilidad de modificar al combatiente en su biología y 
en la parte cognitiva. El ejemplo paradigmático es la Defense Advanced Research 
Projects Agency (DARPA) de Estados Unidos, que desde principios de la década de 
2000 ha financiado experimentos de interfaces cerebro-máquina. Lo que se pre-
tende es que los soldados controlen armas o sistemas informáticos con el pen-
samiento, es así como, neurocientíficos lograron en las primeras investigaciones 
que primates manejaran brazos robóticos únicamente con impulsos neuronales, 
lo que anticipa la posibilidad de soldados conectados directamente a sistemas de 
combate (Falconer, 2003).

Estas innovaciones prometen que la cibernética aplicada al cuerpo humano 
alterará de manera permanente la relación entre el combatiente y la tecnología, 
creando híbridos humano-máquina.

Más allá de la práctica militar, la imaginación cultural ha anticipado la figura 
del soldado mejorado. “La ciencia ficción del siglo XIX y XX exploró los límites de la 
transformación humana mediante tecnología, desde Frankenstein de Mary Shelley 
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hasta las visiones de H. G. Wells, así pues, la narrativa transhumanista planteó la 
posibilidad de trascender las limitaciones biológicas a través de la ciencia, abrien-
do el debate sobre los cyborgs y los poshumanos” (Mirenayat et al., 2017).

Muchos de los conceptos que hoy forman parte de investigaciones reales, 
como exoesqueletos, implantes neuronales, armas controladas mentalmente, 
fueron primero imaginados en novelas y películas para luego ser retomados por 
científicos y estrategas.

En la actualidad, “el soldado ya no es concebido únicamente como un indivi-
duo que necesita estímulos externos, sino como un sistema biotecnológico en de-
sarrollo, susceptible de ser optimizado de manera integral en lo físico, lo cognitivo 
y lo emocional” (Taraska, 2017).

Esta continuidad histórica demuestra que, aunque el anhelo de superar los 
límites humanos en el combate siempre estuvo presente, el modo de hacerlo ha 
cambiado radicalmente. Hoy, los programas de investigación militar no se limitan 
a “dopar” al soldado, sino a rediseñar sus capacidades fundamentales. Este cam-
bio de paradigma constituye el punto de partida para analizar las consecuencias 
estratégicas, éticas y sociales que definirán las guerras del futuro.

Tecnologías emergentes y su aplicación militar 
La evolución del mejoramiento humano militar se encuentra en una fase sin pre-
cedentes gracias a la convergencia de múltiples tecnologías de vanguardia. El de-
sarrollo acelerado de la biotecnología, nanotecnología, inteligencia artificial (IA), 
neurociencia y robótica está transformando la concepción del soldado y, con ello, 
la naturaleza misma del campo de batalla. Estas innovaciones, muchas de ellas 
aún en etapas experimentales, conforman lo que algunos analistas denominan 
una “revolución en los asuntos militares” (Udrescu & Siteanu, 2021).

La nanotecnología aplicada al ámbito militar promete avances significativos 
en protección, energía y rendimiento fisiológico. Una de sus aplicaciones más dis-
cutidas es “el desarrollo de nanobots médicos, capaces de reparar tejidos en tiem-
po real, prevenir infecciones o mejorar la resistencia a toxinas y armas biológicas” 
(Taraska, 2017). De este modo, un soldado herido podría recuperarse rápidamente 
en combate, reduciendo la mortalidad y aumentando la resiliencia de las tropas.

La biotecnología también ha abierto posibilidades para manipular la genética 
con fines bélicos, con “herramientas como Clustered Regularly Interspaced Short 
Palindromic Repeats (CRISPR) que se traduce como Repeticiones Palindrómicas 
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Cortas Agrupadas y Regularmente Espaciadas, es decir, una tecnología de edición 
genética para modificar la secuencia de ADN de cualquier organismo, siendo así 
se podría dar lugar a soldados con visión nocturna mejorada, resistencia a enfer-
medades o mayor fuerza muscular” (Matthews et al., 2024). Aunque estas aplica-
ciones generan profundas preocupaciones éticas y legales, varios países ya in-
vestigan la viabilidad de la ingeniería genética en contextos de seguridad nacional.

La inteligencia artificial (IA) se ha convertido en uno de los pilares del nuevo 
paradigma militar, porque ha facilitado la toma de decisiones mediante sistemas 
de análisis predictivo y modelado de escenarios, optimizando el proceso de plani-
ficación táctica y estratégica (Gimiga, 2021). Por otro, se integra en armas autóno-
mas capaces de seleccionar y atacar objetivos sin intervención humana directa, lo 
que plantea dilemas en torno a la responsabilidad por muertes y daños colaterales.

Asimismo, la IA está potenciando el concepto de soldados híbridos, en los 
cuales los combatientes humanos trabajan junto a sistemas robóticos o drones 
en operaciones conjuntas. Estas configuraciones permiten disminuir la “densidad 
humana” en el campo de batalla, reduciendo bajas, pero aumentando la depen-
dencia tecnológica (Udrescu & Siteanu, 2021).

Una de las áreas más revolucionarias es la investigación en interfaces                       
cerebro-máquina: dispositivos que permiten conectar directamente la actividad 
neuronal del soldado con sistemas electrónicos, posibilitando controlar drones, 
armas o vehículos con el pensamiento, de tal forma que un combatiente podría 
coordinar múltiples sistemas de armas al mismo tiempo, aumentando la capaci-
dad de reacción y reduciendo los tiempos de respuesta. No obstante, estas tecno-
logías exponen a los soldados a riesgos inéditos, como la vulnerabilidad a cibera-
taques dirigidos a su propio sistema nervioso.

El desarrollo de exoesqueletos robóticos (estructuras externas, diseñadas 
para amplificar la fuerza y resistencia del usuario) permite cargar grandes pesos, 
recorrer largas distancias o resistir impactos que serían letales para un humano 
no asistido. Aunque inicialmente fueron concebidos para fines industriales o médi-
cos, su adaptación al ámbito bélico ya es una realidad en varios ejércitos.

A la par, la robótica militar avanza hacia sistemas autónomos y semiautóno-
mos capaces de acompañar a las tropas en combate, pero estudios recientes ad-
vierten sobre los riesgos de diseñar robots con apariencia humana, ya que podrían 
generar confusiones en el campo de batalla y vínculos emocionales indebidos en-
tre soldados y máquinas, comprometiendo la efectividad militar (Mamak, 2023).
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Aunque las drogas han sido utilizadas históricamente, la farmacología moder-
na apunta a un control más preciso de las capacidades cognitivas y emocionales. 
Por lo que se han desarrollado fármacos que buscan mejorar la memoria, prolon-
gar la vigilia sin deterioro cognitivo, reducir el miedo o incluso bloquear recuerdos 
traumáticos para prevenir el estrés. Lo que genera dilemas éticos sobre la au-
tenticidad de las emociones humanas y el derecho a experimentar plenamente la 
propia identidad.

Convergencia tecnológica: el                    
soldado como sistema 
Lo que distingue al presente de épocas anteriores no es el uso aislado de estas in-
novaciones, sino su convergencia: la integración de conceptos de Nanotecnología, 
Biotecnología, Informática y Ciencias Cognitivas (NBIC) contextualiza al soldado 
no como ser independiente, sino como un componente de una red tecnológica. 
Así, el combatiente hace parte de una plataforma de guerra altamente adaptable, 
equipada con sensores biomédicos, conectada a redes de datos en tiempo real y 
asistida por algoritmos de IA. La capacidad de recopilar, procesar y utilizar infor-
mación directamente desde el cuerpo humano, multiplicando la efectividad de las 
fuerzas armadas.

Si bien las posibilidades son prometedoras, la implementación de estas tec-
nologías también acarrea riesgos significativos. En primer lugar, existe la amenaza 
de una carrera armamentista tecnológica: los países con mayores capacidades 
económicas podrán desplegar soldados mejorados, generando desigualdades es-
tratégicas irreversibles. En segundo lugar, la dependencia de sistemas complejos 
incrementa la vulnerabilidad a fallos técnicos y ciberataques.

Un nuevo campo de batalla 
Las tecnologías emergentes no solo transforman al soldado individual, sino que 
alteran la dinámica del campo de batalla en su conjunto. La guerra futura se carac-
terizará por una disminución del contacto físico directo, una mayor integración de 
actores híbridos y un énfasis creciente en la velocidad de procesamiento de infor-
mación y en la coordinación hombre-máquina. En este contexto, la ventaja militar 
no dependerá únicamente del tamaño de los ejércitos, sino de su capacidad de in-
novar y gestionar de manera ética y estratégica las tecnologías de mejora humana.
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Consecuencias estratégicas y militares 
Las innovaciones tecnológicas de los soldados implican mucho más que la incor-
poración de nuevas herramientas bélicas, constituyen un cambio de paradigma en 
la manera en que se conciben y libran los conflictos. A diferencia de los mejora-
mientos en el armamento o en la logística, el cambio biotecnológico humano alte-
ra la base misma del elemento central de la guerra: el combatiente. Esto provoca 
transformaciones estratégicas profundas que afectan la organización de las fuer-
zas armadas, la planificación operacional, las doctrinas de empleo y la estructura 
del poder militar internacional.

Una de las transformaciones más visibles es la reducción de la densidad hu-
mana en el campo de batalla, consecuencia de la integración de soldados mejora-
dos con sistemas robóticos y armas autónomas. Los ejércitos del futuro tenderán 
a desplegar menos combatientes humanos en primera línea, reservándolos para 
tareas de control, supervisión y toma de decisiones críticas.

En términos estratégicos, esto significa que la guerra dejará de ser un enfren-
tamiento predominantemente humano para convertirse en un conflicto híbrido 
hombre-máquina, donde las bajas humanas serán menores pero el impacto psi-
cológico y social podría ser mayor. Freedman (2019, citado por Udrescu & Siteanu, 
2021) advierte que estas dinámicas representan una forma casi deshumanizada 
del combate, donde la guerra se libra con sistemas automáticos y soldados co-
nectados a redes tecnológicas.

En la guerra tradicional se sustentaba en la movilización masiva de tropas, 
mientras que la guerra futura podría depender de pequeños contingentes alta-
mente tecnificados capaces de generar efectos desproporcionados frente a ejér-
citos más grandes, pero tecnológicamente atrasados.

Nuevas doctrinas militares: del campo de 
batalla físico al dominio multidimensional 
La introducción de soldados mejorados obliga a repensar las doctrinas militares, el 
combatiente ya no actúa únicamente en un terreno físico, sino también en dimen-
siones informacionales, cognitivas y biológicas.

Guerra híbrida 
Los soldados potenciados son ideales para escenarios donde se mezclan ope-
raciones convencionales, irregulares y cibernéticas, su capacidad de procesar 
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información en tiempo real y operar junto con sistemas autónomos los hace aptos 
para entornos urbanos saturados de datos, como ciudades inteligentes o teatros 
de operaciones con alta conectividad (Gimiga, 2021).

Operaciones multidominio 
Doctrinas emergentes como la de Estados Unidos contemplan un combate sin-
cronizado en cinco dominios: tierra, mar, aire, espacio y ciberespacio. Los solda-
dos mejorados, con interfaces cerebro-máquina y exoesqueletos, serían capaces 
de interactuar simultáneamente en múltiples frentes.

Operaciones distribuidas 
Las capacidades de comunicación aumentadas permiten que pequeños grupos 
de supersoldados operen de forma descentralizada pero coordinada, siguiendo 
el principio de “enjambres humanos-tecnológicos”, semejantes a los drones en 
enjambre que ya se están probando en algunos ejércitos.

Estas doctrinas representan una ruptura con el modelo tradicional de guerra 
lineal y jerárquica, promoviendo estructuras más modulares y adaptables.

Nueva carrera armamentista 
El despliegue de soldados mejorados genera un riesgo de asimetría tecnológica 
entre países: aquellos con mayores recursos financieros y capacidades científicas 
pueden desarrollar ejércitos con ventajas significativas, lo que alteraría el equilibrio 
global de poder, así como las bombas atómicas redefinieron la política interna-
cional a través de la disuasión, los supersoldados podrían inaugurar una nueva 
era de “disuasión biotecnológica”. La amenaza de enfrentar tropas con resistencia 
sobrehumana, capacidades cognitivas aumentadas o control directo de sistemas 
autónomos podría disuadir a enemigos potenciales incluso sin necesidad de des-
plegarlos masivamente (Matthews et al., 2024).

No obstante, esta ventaja podría estimular una carrera armamentista trans-
humanista. Países con menos recursos podrían recurrir a estrategias irregulares 
para compensar la brecha: guerra cibernética, bioterrorismo, sabotaje tecnológico 
o uso de armas no convencionales. En este escenario, el equilibrio internacional se 
volvería más frágil e impredecible.
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Transformación de la disuasión y el poder militar 
La disuasión militar clásica se basaba en la capacidad de infligir daños devastado-
res al adversario. Con los soldados mejorados, la disuasión se redefine, puesto que 
no se trata solo de destruir al enemigo, sino de mostrar superioridad tecnológica 
que haga imposible cualquier resistencia efectiva.

En este marco, el poder militar deja de medirse por el número de tropas o 
la magnitud del arsenal y se orienta hacia la calidad tecnológica y la integración 
hombre-máquina. Como señalan Galliott y Lotz (2015), la figura del combatiente 
se transforma en un sistema de armas viviente, optimizado para interactuar en 
redes tecnológicas y maximizar la eficiencia bélica.

Esto plantea un dilema: mientras que la superioridad tecnológica puede re-
forzar la seguridad nacional, también puede aumentar la tentación de emplear la 
fuerza en escenarios donde antes prevalecía la diplomacia, dado que los costos 
humanos percibidos serían menores.

Vulnerabilidades estratégicas emergentes 
Los ejércitos con soldados mejorados podrían presentar puntos débiles:

Ciberataques dirigidos al cuerpo 
Un soldado con implantes neuronales o nanobots conectados a redes externas 
podría ser hackeado, convirtiéndose en un riesgo tanto para sí mismo como para 
sus compañeros.

Dependencia logística 
Mantener tropas aumentadas implica una cadena de suministro sofisticada (farma-
cológica, tecnológica, biotecnológica) que puede ser interrumpida por el enemigo.

Costos económicos 
Desarrollar y sostener programas de supersoldados requiere inversiones masivas, 
que podrían generar tensiones presupuestarias internas y debates políticos sobre 
la legitimidad de priorizar el gasto militar frente a las necesidades sociales.

Percepción social del soldado 
El despliegue de soldados mejorados también tendría consecuencias sociales sig-
nificativas. Por un lado, la población civil podría percibir a los soldados como seres 
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diferentes, separados de la sociedad y sujetos a otras reglas biológicas y tecno-
lógicas. Esto afectaría la reintegración de aquellos veteranos mejorados a la vida 
civil, al generar estigmatización o incluso miedo hacia ellos.

Por otro lado, surge el riesgo de que la sociedad normalice el uso de tecnolo-
gías de aumento humano más allá del ámbito militar, como sucedió con internet 
o con el GPS. Los avances en neurociencia, biotecnología y farmacología desarro-
llados para la guerra podrían expandirse a la vida cotidiana. Lo anterior abriría un 
debate social aún más amplio sobre los límites de la mejora humana y la posibi-
lidad de crear desigualdades biotecnológicas entre personas con acceso a tales 
recursos y quienes no lo tengan.

Proyecciones sobre las guerras futuras 
El futuro de la guerra está marcado por un proceso de poshumanización del com-
batiente y de tecnificación extrema del campo de batalla. Aunque resulta arries-
gado predecir con exactitud el rumbo de los conflictos, las tendencias actuales 
permiten delinear escenarios plausibles para las próximas décadas, donde los 
soldados mejorados, los sistemas autónomos y las armas de nueva generación 
transformarán no solo la manera de combatir, sino también el modo de concebir 
la guerra como fenómeno político, social y cultural.

Uno de los aspectos más claros será la reducción de la presencia humana en 
los enfrentamientos directos, puesto que los ejércitos tenderán a sustituir el nú-
mero por la calidad, desplegando pequeñas unidades de élite altamente aumen-
tadas, capaces de coordinar enjambres de drones, robots terrestres y sistemas de 
vigilancia satelital.

Esto no significa la desaparición de los soldados, sino su reconversión en    
operadores-estrategas, más cercanos a pilotos de sistemas integrados que a 
combatientes tradicionales. Como consecuencia, el “campo de batalla” dejará de 
ser un espacio físico delimitado y pasará a ser un espacio híbrido, donde la infor-
mación, los datos biomédicos y los flujos digitales serán tan decisivos como la 
geografía (Udrescu & Siteanu, 2021).

La neuroguerra: el cerebro como nuevo frente bélico 
El surgimiento de la neuroguerra (por medio de las interfaces cerebro-máquina, 
que permitirán a los soldados controlar sistemas con el pensamiento). Así, un ci-
berataque ya no se limitará a computadoras o redes de datos, sino que podrá di-
rigirse contra la mente de los combatientes, alterando percepciones, bloqueando 
decisiones o incluso controlando movimientos involuntarios (Falconer, 2003). Este 
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fenómeno obligará a desarrollar nuevas formas de defensa cognitiva, con proto-
colos de ciberseguridad neuronal y entrenamiento para resistir manipulaciones 
tecnológicas. Lo que planteará nuevos dilemas éticos: entonces, ¿será legítimo 
alterar la mente del enemigo?

Guerra híbrida y multidominio expandida
En los conflictos futuros se consolidará el modelo de guerra híbrida y multido-
minio, donde los combates físicos se mezclarán con operaciones en el espacio 
cibernético, el dominio espacial y cognitivo.

•	 En una ciudad hiperconectada, un grupo de supersoldados podría infiltrar-
se mientras drones aéreos saturan el espacio urbano, bloqueando comu-
nicaciones y manipulando sistemas civiles de energía y transporte.

•	 Asimismo, campañas de desinformación podrían manipular la percepción 
pública, debilitando la moral del enemigo sin necesidad de batallas abiertas.

Los soldados mejorados serían actores privilegiados en este escenario, gra-
cias a su capacidad para procesar al tiempo varios flujos de información y coordi-
nar operaciones en distintos niveles.

Escenarios hipotéticos para los próximos años 
Se pueden visualizar tres escenarios posibles.

La guerra de enjambres híbridos 
En un conflicto entre dos potencias regionales, pequeños grupos de supersolda-
dos controlan enjambres de drones aéreos y terrestres. Los combates se desarro-
llan en espacios urbanos, donde la supremacía no depende de ocupar territorio, 
sino de dominar los flujos de información y comunicación.

La neuroguerra del Estrecho 
Un conflicto por el control de rutas marítimas estratégicas deriva en ataques neu-
ronales dirigidos contra pilotos y soldados mejorados. Un virus informático logra 
infiltrarse en sus implantes cerebrales, provocando fallos cognitivos masivos. Así 
el resultado no es la destrucción del enemigo, sino la anulación de su capacidad de 
decisión, lo que abre debates internacionales sobre la legitimidad de tales métodos.

La guerra poshumana 
Los ejércitos de dos superpotencias ya no se enfrentan con soldados humanos en 
sentido estricto, sino con combatientes híbridos, resultado de ingeniería genética, 
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nanotecnología y exoesqueletos integrados. La población civil percibe a estos se-
res como “no humanos”, lo que erosiona la noción de fraternidad militar y dificulta 
su reinserción social tras la guerra.

Carrera armamentista y riesgo de escalamiento automático 
Las guerras futuras estarán condicionadas por la velocidad de la innovación tec-
nológica. La necesidad de no quedar rezagado en la carrera por el desarrollo de su-
persoldados y armas autónomas puede generar escaladas rápidas e imprevisibles.

El riesgo de los escalamientos automáticos (que puede suceder cuando sis-
temas autónomos reaccionen en microsegundos frente a amenazas percibidas) 
de tal manera que se podría intensificar un conflicto sin intervención humana, ni 
tiempo para la diplomacia, lo que convierte a la guerra en un fenómeno más volátil 
y menos controlable (Galliott & Lotz, 2015).

Hacia una guerra poshumana 
En última instancia, la proyección más inquietante es la de una guerra poshumana, 
en la que la distinción entre humano y máquina, combatiente y arma, será cada 
vez más difusa. El soldado del futuro se convertirá en una plataforma híbrida, op-
timizada no para vivir, sino para combatir en un ecosistema tecnológico global. 
Siendo así, surge el siguiente cuestionamiento: ¿el progreso tecnológico conducirá 
hacia guerras con menos bajas humanas, o hacia conflictos en los que se sacrifica 
lo humano en nombre de la eficacia bélica? La respuesta dependerá de cómo la 
humanidad gestione hoy los dilemas éticos, legales y sociales de las tecnologías 
de mejoramiento humano.

Conclusiones 
El avance tecnológico aplicado a los soldados representa un punto de quiebre en 
la evolución de la guerra, a diferencia de innovaciones históricas como la pólvora 
o la energía nuclear, que transformaron sobre todo el armamento, el transhuma-
nismo militar interviene directamente en el propio combatiente, convirtiéndolo en 
una entidad híbrida donde se fusionan biología y tecnología. Este cambio no solo 
modifica las habilidades físicas, cognitivas y emocionales del soldado, sino que 
también replantea los fundamentos éticos, legales y sociales de los conflictos bé-
licos (Mende, 2023; Popescu, 2022).
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Entre sus principales implicaciones destaca la dilución de la responsabilidad 
moral. Cuando las decisiones estratégicas o tácticas se ven influidas por algorit-
mos, interfaces neuronales o sistemas de inteligencia artificial, la idea tradicional 
de autonomía individual se ve comprometida. En este escenario surge una res-
ponsabilidad compartida, en la que participan no solo los soldados, sino también 
ingenieros, mandos militares y Estados. Esta situación requiere la construcción 
de nuevos marcos jurídicos y éticos que aseguren mecanismos de rendición de 
cuentas en un contexto donde se desdibujan los límites entre acción humana y 
acción tecnológica (Chimakonam, 2024; Rusu, 2022; Taraska, 2017).

Desde la óptica estratégica, los supersoldados alteran radicalmente la con-
cepción de la guerra. La presencia humana en el campo de batalla tiende a dis-
minuir, dando paso a escenarios de guerra híbrida y multidominio en los que la 
tecnología, los drones y los sistemas autónomos asumen un papel preponderante 
(Udrescu & Siteanu, 2021). En consecuencia, la superioridad militar ya no se mide 
por el volumen de tropas, sino por la capacidad tecnológica, lo que da origen a un 
nuevo tipo de disuasión biotecnológica que, aunque puede fortalecer la seguridad 
de los Estados, también incrementa el riesgo de una carrera armamentista global 
(Matthews et al., 2024).

En la dimensión social, la introducción de combatientes mejorados podría fo-
mentar la deshumanización progresiva de la guerra y plantear serias dificultades 
para su reintegración en la vida civil. Asimismo, la aceptación y normalización del 
mejoramiento humano en el ámbito militar podría extenderse al conjunto de la so-
ciedad, generando brechas y desigualdades de carácter biotecnológico (Lee, 2016).

Las proyecciones futuras configuran panoramas preocupantes: desde la neu-
roguerra, en la que los ataques se dirigirían a los procesos mentales del comba-
tiente, hasta escenarios de guerra poshumana, donde la línea entre lo humano y 
lo artificial se volvería prácticamente inexistente. Si bien estos avances prometen 
reducir las bajas en combate, también existe el riesgo de que la lógica de la eficien-
cia militar se imponga sobre la necesidad de preservar lo humano (Falconer, 2003; 
Galliott & Lotz, 2015).

En definitiva, el desarrollo del transhumanismo militar sitúa a la humanidad 
frente a un dilema crucial: utilizar la tecnología para proteger la vida y contribuir a la 
paz, o permitir que se convierta en un motor de deshumanización y escalamiento 
incontrolado de la violencia. El desafío está en construir límites normativos claros, 
acuerdos internacionales y principios éticos sólidos que aseguren que el progreso 
científico permanezca al servicio de la dignidad humana, y no en su contra.
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Introducción
Los Sistemas de Armas Autónomos (SAA), denominados Autonomous Weapon 
Systems (AWS) en inglés, representan una de las tecnologías militares más dis-
ruptivas de las últimas décadas. Estos sistemas de armamento están integrados 
por inteligencia artificial (IA) y robótica avanzada para llevar a cabo funciones crí-
ticas como la selección y ataque de objetivos con mínima o nula intervención hu-
mana directa. En otras palabras, un SAA es “Cualquier tipo de sistema de armas 
con autonomía en sus funciones críticas, esto es, un arma que puede seleccionar 
y atacar objetivos sin intervención humana” (Pinho de Oliveira & Bueno Montilla, 
2025, p. 480). La introducción de la autonomía en armamentos plantea profundos 
desafíos éticos, jurídicos y operacionales a la comunidad internacional, en tanto 
supone delegar en máquinas decisiones letales que históricamente han recaído 
en los seres humanos (Bohl & Levintan, 2025). 

La línea y eje temático para esta investigación corresponde a tecnologías de 
defensa, debido a la necesidad de identificar los marcos jurídicos aplicables en el 
uso de Sistemas de Armas Autónomos (SAA), en virtud de sus efectos y los niveles 
de intervención humana. Asimismo, por sus características, esta investigación se 
desarrollará bajo el paradigma positivista de acuerdo con Bernal (2010), puesto 
que se fundamenta en el método científico de las ciencias sociales y específica-
mente por el alto interés en la verificación del conocimiento.

Teniendo en cuenta las anteriores características, se define que el tipo de in-
vestigación según Hernández-Sampieri y Mendoza (2018) es cualitativo, dado que:

Con el enfoque cualitativo también se estudian fenómenos de manera siste-
mática. Sin embargo, en lugar de comenzar con una teoría y luego “voltear” al 
mundo empírico para confirmar si esta es apoyada por los datos y resultados, 
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el investigador comienza el proceso examinando los hechos en sí y revisado 
los estudios previos, ambas acciones de manera simultánea, a fin de generar 
una teoría que sea consistente con lo que está observando que ocurre. (p. 7) 

En la ruta cualitativa, aparte de efectuar una revisión inicial de la literatura, 
“se complementa en cualquier etapa del estudio y apoya desde el planteamiento 
del problema hasta la elaboración del reporte de resultados (la vinculación entre 
la teoría y las etapas de proceso se representa mediante flechas)” (Hernández-
Sampieri & Mendoza, 2018, p. 8). Es así como su alcance es de carácter descripti-
vo y explicativo, según Hernández-Sampieri y Mendoza (2018), “una investigación 
descriptiva pretende especificar las propiedades, características y perfiles de per-
sonas, grupos, comunidades, procesos, objetos o cualquier otro fenómeno que se 
someta a un análisis” (p. 108), dado que los que se busca es proponer una meto-
dología para la identificación de marcos jurídicos aplicables en el uso de Sistemas 
de Armas Autónomos (SAA).

El diseño metodológico se justifica en la necesidad de articular un análisis ju-
rídico-operacional que permita comprender los Sistemas de Armas Autónomos 
(SAA) desde una perspectiva integral, combinando la revisión documental con la 
identificación de principios normativos aplicables en distintos escenarios de em-
pleo militar. Su operacionalización se concreta a través de tres fases: 1) la selección 
de fuentes normativas y doctrinales con reconocido valor académico y jurídico, 
priorizando instrumentos internacionales de ius cogens, tratados multilaterales, 
doctrina del CICR y resoluciones de la ONU; 2) la validación de dichas fuentes me-
diante criterios de vigencia, relevancia temática y aplicabilidad contextual a los 
SAA, descartando documentos obsoletos o de carácter meramente opinativo; y 3) 
la categorización jurídica de la información obtenida en función de los contextos 
normativos en que pueden emplearse los SAA —conflictos armados internaciona-
les, conflictos armados no internacionales y operaciones en tiempo de paz bajo 
el marco de los derechos humanos—, lo que permite delimitar responsabilidades 
estatales e individuales conforme a los principios de distinción, proporcionalidad, 
precaución y limitación.

Dicho proceso metodológico no solo asegura la coherencia académica del 
estudio, sino que proporciona una herramienta analítica replicable para la eva-
luación de futuras innovaciones tecnológicas en el ámbito armamentístico. Esta 
investigación aborda inicialmente dos aspectos centrales de esta temática: prime-
ro, la identificación de los diferentes tipos de SAA en relación con sus efectos en 
el campo de batalla; y segundo, la caracterización de los niveles de intervención 
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humana en el uso de tales sistemas. Cada una de las dos primeras secciones co-
rresponde a uno de estos objetivos específicos, desarrollándose con un enfoque 
técnico-académico y rigor propio del ámbito militar, pero también con un énfasis 
en las implicaciones humanitarias y éticas involucradas.

Cabe destacar que no existe aún una definición única y universal de los SAA; 
diversos organismos y expertos han propuesto descripciones operativas. Por 
ejemplo, el Comité Internacional de la Cruz Roja (CICR) define los SAA, a los que 
denomina armas autónomas letales (SAAL) como “Un tipo de arma que puede 
ejecutar autónomamente funciones críticas de selección y ataque de objetivos sin 
intervención humana” (Meza, 2019, p. 54). De igual forma, documentos oficiales 
enfatizan la capacidad de estos sistemas para “actuar de forma autónoma para 
producir efectos (letales) sobre un objetivo” (p. 56), incluyendo la detección y se-
lección autónoma de blancos (Meza, 2019). En términos operativos, esto significa 
que una vez activada un arma autónoma puede realizar por sí misma todo el ciclo 
OODA (Observación, Orientación, Decisión y Acción) para atacar un objetivo, sin 
que un operador deba apretar el gatillo en el momento final (Westhues, 2020).

Las potenciales consecuencias de esta autonomía completa, en especial las 
letales, han suscitado un debate global sobre si estas armas pueden ajustarse a 
los principios del derecho internacional humanitario (DIH). Es por esto por lo que 
organizaciones de la sociedad civil, como la campaña Stop Killer Robots, abogan 
por una prohibición preventiva de los SAAL al considerar que “no podrían jamás 
cumplir con los principios del DIH, especialmente distinción, proporcionalidad, ne-
cesidad militar y precaución” (Meza, 2019, p. 57). Por otro lado, algunos Estados 
y especialistas exploran marcos para regular su desarrollo y uso, antes que una 
prohibición total, destacando la importancia de mantener algún nivel de control 
humano significativo sobre las funciones de dichas armas (Meza, 2019).

A continuación, en la Sección 1, se identifican los distintos tipos o catego-
rías de sistemas de armas autónomos existentes o en desarrollo, poniendo énfa-
sis en los efectos militares que son capaces de producir. Se examinan ejemplos 
concretos de SAA empleados en diversos contextos (defensivos y ofensivos) y se 
discuten las implicaciones de sus efectos letales. En la Sección 2, se analizan los 
niveles de intervención humana en el manejo de los SAA, describiendo los dis-
tintos modelos de interacción hombre-máquina: desde sistemas semiautónomos 
con humano (in-the-loop), pasando por sistemas con autonomía supervisada con 
humano (on-the-loop), hasta hipotéticos sistemas de autonomía completa con 
humano (out-of-the-loop). Esta parte explora cómo se concibe el control humano 
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significativo en cada nivel y por qué es crucial para la responsabilidad y la legalidad 
en el uso de la fuerza.

A su vez, en las Secciones 3 y 4 se abordarán los diferentes contextos jurídicos 
en los que se puede dar el uso de SAA y la responsabilidad que desde el punto de 
vista legal podría llegar a asumir el personal que interviene en su uso. Por último, 
las Secciones 5 y 6 tratarán las limitaciones y la validación del planteamiento que 
aquí se realiza, y la representación gráfica del marco jurídico aplicable al uso de los 
SAA; para finalmente presentar las conclusiones.

Propuesta metodológica para la identificación 
de marcos jurídicos aplicables en el uso de 
Sistemas de Armas Autónomos
Con el fin de establecer una metodología analítica documental que identifique los 
marcos jurídicos operacionales pertinentes para los diferentes contextos militares 
en Colombia en que se pudieran utilizar los SAA, en virtud de la intervención huma-
na y los efectos de su uso, se efectuó una verificación exhaustiva de documentos 
que han abordado la materia, con el fin de precisar conceptos y establecer relacio-
nes, diferencias y complementos. Esta exploración se realizó a través de vigilan-
cia tecnológica, usando diferentes bases de datos como ProQuest, ScienceDirect, 
Taylor & Francis, EBSCO host, Google Académico, así como repositorios de la 
Escuela Superior de Guerra; además, se emplearon herramientas como Litmaps 
y el gestor bibliográfico Refworks, que permitieron analizar 42 fuentes, unas que 
tratan el asunto desde la perspectiva técnica y otras que son instrumentos norma-
tivos, entre los que se cuenta con algunos de gran antigüedad, a pesar de lo cual 
siguen vigentes y se convierten, por lo tanto, en referentes primigenios respecto de 
la perspectiva jurídica para acercarse a la temática.

Las fuentes seleccionadas se caracterizan por provenir de reputadas insti-
tuciones y organizaciones, como lo son el Comité Internacional de la Cruz Roja 
(CICR) y el Departamento de Defensa de los Estados Unidos; así como por abordar 
a profundidad los aspectos que, respecto de los SAA, resultan más controversiales 
y, por ende, problemáticos. Tras dicha investigación documental, se logró identi-
ficar que actualmente no se cuenta con una definición única en la literatura de lo 
que debe entenderse por Sistemas de Armas Autónomos (SAA), ni de Sistemas de 
Armas Autónomos Letales (SAAL), como especie de los primeros. Situación que 
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ha generado debates sobre si en efecto deben considerarse sistemas “autóno-
mos” o simplemente “automatizados”.

Al respecto, Harwood (2024) propone entender un SAA como un sistema com-
puesto por tres pilares: 1) el sistema, como un artefacto integrado con elementos 
humanos y tecnológicos; 2) la autonomía, como capacidad de autorregulación en 
un entorno cambiante; y 3) los valores que subyacen a su uso, especialmente en 
términos legales y éticos. De forma similar, Westhues (2020) distingue entre siste-
mas que incorporan niveles crecientes de autonomía (semiautónomos, supervisa-
dos, completamente autónomos) y enfatiza la necesidad de diferenciar claramente 
las capacidades tecnológicas de “automatización” frente a las de “autonomía real”.

Por otro lado, Pinho de Oliveira y Bueno Montilla (2025) señalan la dificultad 
de unificar criterios de definición, al punto de que algunos autores los describen 
simplemente como “cualquier sistema de armas con autonomía en sus funciones 
críticas” (p. 482), mientras que otros insisten en que la autonomía debe entender-
se como la capacidad de seleccionar y atacar objetivos sin intervención humana 
significativa. Más recientemente, la definición del Comité Internacional de la Cruz 
Roja (CICR, 2019; Bohl & Levintan, 2025) describe a los SAA como “cualquier sis-
tema de armas que puede seleccionar y atacar objetivos sin intervención humana 
directa en sus funciones críticas” (p. 6), enfatizando que esa ausencia de interven-
ción directa es el factor que distingue a un SAA de un sistema meramente auto-
matizado. Esta perspectiva, aunque ampliamente citada, no constituye un están-
dar internacional definitivo y distintos Estados u organizaciones formulan criterios 
propios (Vigevano, 2021).

Debe también resaltarse que el avance exponencial de la inteligencia artifi-
cial (IA) ha potenciado la transición de sistemas remotos (drones controlados a 
distancia) hacia SAA, con niveles crecientes de autonomía. Westhues (2020) des-
cribe la evolución desde modelos automáticos —como sistemas de defensa an-
timisiles C-RAM— hasta arquitecturas de “autonomía supervisada” y “autonomía 
completa”, en las cuales el control humano se va desplazando progresivamente 
hacia un rol de “vigilancia” o “retroalimentación” en lugar de intervención directa. 
Asimismo, en otros estudios se pone de relieve que la confluencia de sensores 
avanzados (LIDAR, cámaras infrarrojas, radar), algoritmos de aprendizaje automá-
tico y redes neurales permite a los SAA adaptarse rápidamente a entornos hostiles 
y ejecutar tareas complejas de identificación, seguimiento y selección de blancos. 
Características que plantean nuevas exigencias a los sistemas de mando y control 
militar (Micha & Farías, 2021).
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Investigaciones más recientes aportan una visión “ciber-sistémica”, donde el 
SAA no solo es el artefacto físico, sino el conjunto de sistemas interconectados 
(hardware, software, redes de comunicaciones y humanos en lazo), enfatizan-
do que dicha perspectiva sistémica resulta esencial para comprender cómo se 
despliega la autonomía en múltiples niveles: “nivel técnico” versus “nivel organi-
zacional” (Harwood, 2024). En el mismo sentido, Pareja Pérez (2023) documen-
ta experiencias de la Organización del Tratado del Atlántico Norte (OTAN) y del 
Ejército español en la integración de IA en operaciones militares, señalando que la 
incorporación de algoritmos en el ámbito cognitivo-multidominio (terrestre, aéreo, 
ciberespacial) ya está en marcha y que la arquitectura de mando se orienta a siste-
mas híbridos “hombre-máquina”, donde la autonomía va desde lo asistido (apoyo 
en diagnóstico) hasta lo decisorio (ejecución de fuego con supervisión remota).

Un ejemplo actual del uso de SAA se ha visto en la guerra de Ucrania, donde se 
ha puesto en evidencia el empleo real de plataformas semiautónomas y autóno-
mas. Marín Martínez (2023) documenta el empleo de drones suicidas, Shahed 136 
(Irán) y Geran-2 (Rusia), con sistemas de navegación autónoma, los cuales han 
atacado infraestructuras civiles sin discriminación, generando violaciones a los 
principios de distinción y proporcionalidad, acuñados por el derecho internacional 
humanitario (DIH).

Desde el punto de vista tecnológico, Harwood (2024) advierte que los SAA 
desplegados en Ucrania operan en un entorno de “guerra ciber-híbrida”, en el cual 
la infraestructura de comunicaciones y los sistemas de posicionamiento global 
(GPS, por sus siglas en inglés) son continuamente atacados, lo que reduce la fia-
bilidad de los algoritmos de navegación autónoma y aumenta la probabilidad de 
errores en la selección de objetivos. Este escenario enfatiza la necesidad de ro-
bustecer los protocolos de verificación ética y de ajustar los algoritmos para evitar 
ataques indiscriminados.

Así, existe una clara convergencia en la literatura respecto a la necesidad de 
mantener el “control humano significativo” (meaningful human control) para los 
SAA letales (Moll Santa Isabel, 2024; Vigevano, 2021; Pinho de Oliveira & Bueno 
Montilla, 2025). Sin embargo, la forma de operacionalizar ese control varía: algu-
nos autores proponen modelos de human-on-the-loop donde el operador solo in-
terviene cuando detecta anomalías; otros abogan por un esquema de human-in-
the-loop en cada decisión letal; y una tercera corriente sugiere desarrollar “agentes 
morales artificiales” que incorporen códigos éticos en su programación (Harwood, 
2024; Marín Martínez, 2023).
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Asimismo, Micha y Farías (2021) plantean que, para anticipar riesgos, es im-
perativo diseñar arquitecturas de control que integren redundancias tecnológicas 
(múltiples sensores independientes) y esquemas de validación cruzada entre dis-
tintas IA, de modo que se reduzca el margen de error en el reconocimiento de 
objetivos. Pareja Pérez (s.f.) añade que los manuales de protocolos de reglas de 
enfrentamiento (ROE, por sus siglas en inglés) deben revisarse para incorporar 
cláusulas específicas que regulen el empleo de algoritmos en el teatro de opera-
ciones, de forma que la responsabilidad última recaiga en un ser humano.

En América Latina, el debate sobre SAA ha tomado un matiz particular; los paí-
ses de la región enfatizan la “vulnerabilidad de sus infraestructuras civiles” y la falta 
de capacidad tecnológica para auditar algoritmos de importación. En consecuencia, 
se proponen iniciativas de cooperación técnica regional para el intercambio de bue-
nas prácticas y el desarrollo de laboratorios locales de IA, así como el impulso de 
la participación de la sociedad civil en el monitoreo de SAA (Bohl & Levintan, 2025).

Tales avances tecnológicos reclaman el desarrollo de una normativa que 
aborde los diferentes aspectos relacionados con los SAA. Sin embargo, no es co-
rrecto asumir que por tratarse de innovaciones recientes se encuentran totalmen-
te excluidas de una cobertura jurídica. Si bien los instrumentos que integran el DIH 
no preveían la regulación de sistemas de armas con alta autonomía algorítmica, 
se debe recordar que este marco jurídico tiene la calidad de lex specialis para los 
escenarios de los conflictos armados y que, por lo tanto, las diferentes actividades 
que se realicen y los medios que se utilicen en el desarrollo de operaciones mili-
tares en esos contextos están regulados por los instrumentos que lo conforman.

Esta conclusión se reitera en diferentes textos que han reafirmado la innegable 
aplicación del DIH respecto de los SAA, como lo es la Declaración de la Alianza 
para el Multilateralismo sobre Sistemas de Armas Autónomas Letales (SAAL), que 
establece once principios en pro de la conformación de un marco normativo efi-
caz. Siendo el primero de estos la consagración de la plena aplicación del DIH 
a todos los SAA, sean o no letales, incluidos los desarrollos futuros (Alliance for 
Multilateralism, 2019).

Sobre este particular, el CICR realizó una serie de recomendaciones respecto 
de la implementación de SAAL, en concordancia con los principios propuestos en 
la precitada Declaración. Los planteamientos del Comité abordan la prohibición de 
sistemas de armas impredecibles y aquellas diseñadas para aplicar la fuerza contra 
personas, así como el establecimiento de límites para el uso de SAAL en virtud de los 
objetivos, la duración, las intenciones y la interacción hombre-máquina (CICR, 2021).
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Aun así, ante lo novedoso de este tipo de sistemas de armamento es de espe-
rarse que persistan los interrogantes sobre si los SAA y los SAAL pueden cumplir 
con los principios del DIH. Por ejemplo, diversos autores indican que los princi-
pios de distinción, proporcionalidad y precaución deben aplicarse rigurosamente 
también a la IA militar, ya que los SAA deben ser capaces de diferenciar comba-
tientes de no combatientes y valorar las posibilidades de daño incidental, tareas 
para las cuales la “inteligencia sintética” aún no logra equipararse al juicio humano 
(Vigevano, 2021). Otros, como Pinho de Oliveira y Bueno Montilla (2025), conclu-
yen que la “imprevisibilidad algorítmica” impide garantizar la distinción y la propor-
cionalidad en entornos complejos, por lo que apelan a la prohibición o, al menos, a 
una estricta regulación de los SAAL bajo esquemas de human-in-the-loop.

Es preciso recordar que, aunque los avances tecnológicos han generado pro-
fundos cambios el modo en que se realiza la guerra, su esencia permanece. Por 
ello, el DIH, como marco normativo que “Protege a las personas que no participan 
o que ya no participan en los combates y limita los medios y métodos de hacer la 
guerra” (CICR, 2024, p. 183), ofrece desde el principio de limitación las principales 
herramientas en relación las armas a emplear en los conflictos armados.

No obstante, las normas que lo abordan son solo un punto de partida que ha sido 
desarrollado en diferentes documentos, como los escritos de Moll Santa Isabel (2024), 
que ha analizado las iniciativas de regulación en foros como la Convención sobre 
Ciertas Armas Convencionales (CCW) y los Grupos de Expertos Gubernamentales 
(GGE) que, desde 2016, discuten la viabilidad de cláusulas de prohibición o límites 
al desarrollo de SAA que no puedan garantizar cumplimiento del DIH. Esto, sin que 
a la fecha se haya alcanzado consenso para generar un instrumento vinculante que 
regule o prohíba específicamente las armas plenamente autónomas, a pesar de ha-
ber identificado ámbitos críticos como la transparencia de los “exámenes jurídicos”, 
los requisitos de trazabilidad y la necesidad de mantener el “control humano” en la 
cadena de decisiones (Moll Santa Isabel, 2024; Vigevano, 2021).

En el caso específico de Latinoamérica, varios países de la región han adop-
tado posturas en la Reunión Informal de la Asamblea General de la ONU sobre 
SAA (Resolución 79/62 de 2024), destacando la solicitud de “zonas de rechazo a 
SAA” (exenciones humanitarias) y el énfasis en un enfoque multidimensional que 
contemple no solo aspectos legales, sino también éticos, de derechos humanos 
y de seguridad regional (Bohl & Levintan, 2025). Al respecto, algunos autores se-
ñalan que, aunque la mayoría de los países latinoamericanos aún no desarrollan 
SAA propios, la proliferación de drones y vehículos no tripulados en países como 
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Brasil, Argentina y Chile evidencia la urgencia de crear marcos regulatorios especí-
ficos (Micha & Farías, 2021). En ese contexto, la elaboración de normas nacionales 
debe alinearse con las iniciativas de la CCW y atender a particularidades regiona-
les, como la heterogeneidad tecnológica y la necesidad de supervisión civil.

Otro aspecto que se debe considerar es el de las transgresiones a las nor-
mas, internacionales o domésticas, que se cometan al hacer uso de SAA, ya que 
tales hechos pueden configurar responsabilidad, tanto estatal como individual. 
Tratándose de la responsabilidad individual, esta podrá variar en razón a la mane-
ra en que el ser humano interviene, ya sea como operador o supervisor, e incluso 
si participó en el diseño o desarrollo del SAA. Si bien en un principio se contempló 
que la responsabilidad solo podría estar en el nivel táctico, esta concepción dio 
paso a considerar que la responsabilidad puede configurarse en todos los niveles: 
estratégico, operacional y táctico (Obregón & Lazcoz, 2021).

Cabe mencionar que el uso de los SAA puede materializar la comisión de di-
ferentes delitos, tanto en el ámbito internacional como al interior de los Estados, 
sin que resulte necesario que los tipos penales indique de manera expresa que en 
los hechos se deba haber hecho uso estos sistemas; no obstante, sigue siendo 
un tema debatible que enfrenta diversas dificultades. Un caso que vale la pena 
mencionar es el del conflicto entre Rusia y Ucrania, contexto en el cual la falta de 
adhesión de Rusia al Estatuto de Roma y la exclusión de Ucrania de ese tratado 
complican la atribución de responsabilidad ante la Corte Penal Internacional (CPI). 
Situación ante la cual la Comunidad Internacional recurre al DIH y al soft law (prin-
cipios del GGE) para tratar de controlar dichos ataques (Marín Martínez, 2023).

Este asunto da pie para abordar las diferentes posturas que desde la legisla-
ción se pueden tomar, las cuales pueden ir desde una prohibición total, hasta una 
regulación amplia que solo establezca parámetros generales para su uso. Entre 
estos extremos, podría proponerse un amplio espectro de restricciones, relacio-
nadas con el nivel de intervención humana en el uso y la toma de decisiones, la 
fabricación y los efectos de los SAA.

Para ilustrar este punto, en Colombia, la sentida necesidad de una legislación 
sobre la materia dio lugar a la radicación del Proyecto de Ley N.° 436 de 2024 
Cámara, “Por medio de la cual se regula el uso de las armas autónomas letales en 
el sector de la defensa y la seguridad nacional”. Esta iniciativa tiene como objeto 
establecer un marco normativo para el uso y desarrollo de armas autónomas por 
parte del sector defensa, con el fin de proteger los Derechos Humanos (DD. HH.) y 
dar cumplimiento al DIH, propendiendo hacia garantizar la seguridad nacional, el 
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control humano significativo y la transparencia en su empleo. El proyecto, que fue 
radicado el 25 de noviembre del 2024, ya surtió un primer debate ante la Cámara 
de Representantes (camara.gov.co, 2025).

A pesar de los múltiples abordajes que han buscado esclarecer el marco ju-
rídico que debe reglar el desarrollo y uso de SAA, letales y no letales, las caracte-
rísticas particulares de este tipo de armamento siguen generado un alto grado de 
desconfianza e incertidumbre en el Sistema Internacional. Esto se hizo palmario en 
la “Declaración política sobre uso responsable de inteligencia artificial y autonomía 
en el ámbito militar”, suscrita por treinta y un países participantes en el “AI Safety 
Summit 2023” (REAIM 2023), que tuvo lugar en La Haya, en el mes de noviembre del 
citado año (GOV.UK, 2023). A pesar de que el instrumento no es jurídicamente vincu-
lante, los Estados firmantes se comprometieron a tomar diferentes medidas en pro 
de que la IA aplicada al campo militar cumpla con las normas internacionales, que se 
emplee bajo control responsable ejercido por seres humanos, y que se garantice un 
desarrollo y responsable de dichas capacidades (AI Safety Summit, 2023).

En similar sentido se han manifestado diferentes organizaciones que buscan 
impulsar una estricta regulación y control, e incluso la prohibición de los SAAL. Un 
reciente ejemplo es el informe titulado “Una amenaza para los derechos huma-
nos: sistemas de armas autónomas y procesos de toma de decisiones digitales”, 
publicado en abril de 2025 por Human Rights Watch (HRW), junto con la Clínica 
Internacional de Derechos Humanos de la Facultas de Derecho de la Universidad 
de Harvard (IHRC, por sus siglas en inglés), que se suma a documentos anteriores 
en similar sentido. En este escrito se afirma que la mayoría de los SAA vulnera-
rían las obligaciones y principios fundamentales del Derechos Internacional de los 
Derechos Humanos (DIDH) y se expresa especial preocupación por la falta de in-
tervención humana directa en su uso. Para finalmente recomendar la prohibición, 
por medio de un tratado internacional, de los SAA que operan sin control humano 
o que tienen como blanco a las personas (HRW y IHRC, 2025).

Posición que concuerda con las conclusiones tras la primera reunión de la 
Asamblea General de las Naciones Unidas sobre sistemas de armas autónomas, 
que tuvo lugar en Nueva York, en mayo de 2025. Allí, Antonio Gutérres, Secretario 
General de la ONU, señaló que “No hay lugar para sistemas de armas autónomas 
letales en nuestro mundo” y que “Las máquinas que tienen el poder y la discreción 
de quitar vidas humanas sin control humano deberían estar prohibidas por el de-
recho internacional” (ONU, 2025).
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A pesar de las diferentes posiciones respecto de la legalidad y la seguridad del 
uso de los SAA, y a la creciente tendencia hacia la prohibición de los SAAL, lo cierto 
es que estos sistemas ya son una realidad, que los avances tecnológicos seguirán 
produciéndose y que el campo armamentístico se seguirá viendo fuertemente in-
fluenciado por estos. Ante esta realidad, es indispensable establecer las caracterís-
tica y elementos que permitan determinar los marcos jurídicos dentro de los cuales 
se podrían emplear los SAA y las responsabilidades que de dicho uso se generen.

Los sistemas de armas autónomos y sus 
efectos en el campo de batalla 
En el ámbito militar, los SAA se pueden clasificar atendiendo a sus características 
operativas y al tipo de efectos que son capaces de generar sobre los objetivos. 
En términos generales, cuando hablamos de efectos nos referimos al resultado 
concreto de la acción del arma sobre el objetivo, típicamente medido en función 
de daño o neutralización.

La mayoría de las discusiones se centran en los efectos letales, pues son los 
que implican la aplicación de fuerza mortal contra personal u objetivos enemi-
gos. De hecho, suele emplearse el término Sistemas de Armas Autónomas Letales 
(SAAL) para subrayar esta capacidad de causar la muerte o destrucción por de-
cisión autónoma de la máquina (Micha & Farías, 2021; Meza, 2019). Sin embargo, 
es importante señalar que la autonomía puede darse también en sistemas cuyo 
efecto principal no es letal (por ejemplo, equipos de interferencia electrónica o 
defensas antimisiles que neutralizan amenazas sin causar explosiones). A conti-
nuación, se describen las principales categorías de SAA, diferenciadas por el tipo 
de efecto que generan y su empleo previsto, ilustrando cada caso con ejemplos 
documentados en la literatura militar reciente.

Sistemas autónomos defensivos de punto                       
(efecto antimisil/antiproyectil)
Son aquellos desplegados para la protección automática de bases, vehículos o 
instalaciones contra amenazas que se aproximan a gran velocidad (misiles, co-
hetes, proyectiles de artillería, drones, etc.). Su efecto deseado es la neutralización 
inmediata de la amenaza antes de que impacte en el objetivo protegido, general-
mente mediante la destrucción física del proyectil enemigo en el aire.
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Estos sistemas realizan de forma autónoma la detección, seguimiento y deci-
sión de disparo contra blancos entrantes, ya que la rapidez de la secuencia requie-
re reacciones en microsegundos, más allá de la capacidad de respuesta humana 
(Westhues, 2020). Algunos ejemplos representativos de este sistema incluyen:

El sistema C-RAM (Counter-Rocket, Artillery and Mortar), empleado para de-
fensa de bases militares ante cohetes y morteros. El C-RAM integra radares que 
identifican automáticamente proyectiles en vuelo y calcula sus trayectorias. Si se 
determina que van a impactar en el perímetro protegido, el sistema puede disparar 
un cañón antiaéreo para interceptarlos. En configuración estándar, el C-RAM ope-
ra en modo altamente automatizado, pero con un humano en el bucle de decisión 
final, es decir, requiere la orden de un operador para abrir fuego (Westhues, 2020). 
Esto se debe a la presencia frecuente de aeronaves aliadas en las bases, por lo que 
el operador verifica que el blanco no sea propio antes de autorizar el disparo. No 
obstante, técnicamente el C-RAM podría funcionar de manera enteramente autó-
noma si así se programase. El efecto que se busca es la destrucción del proyectil 
enemigo en el aire, protegiendo las fuerzas propias (efecto defensivo letal contra el 
proyectil, aunque concebido para salvar vidas propias).

Otro ejemplo es el sistema alemán MANTIS, similar al C-RAM; es una batería 
antiaérea automatizada para base aérea. Dispara contra cohetes o drones hos-
tiles, y otorga al comandante tan solo veinte segundos para aprobar el disparo 
antes de que el sistema actúe por sí mismo (Westhues, 2020). Aquí igualmente el 
humano mantiene la decisión final, estando “dentro del bucle”, pero bajo enorme 
presión temporal. El efecto buscado es idéntico: neutralizar la amenaza enemiga 
entrante con fuego puntual.

Existen otros sistemas como lo son los sistemas navales antimisil como AEGIS 
y Phalanx CIWS (estadounidenses), los cuales operan en modo autónomo super-
visado. En buques de guerra modernos, el Combat System AEGIS puede detectar 
simultáneamente múltiples misiles enemigos y coordinar su intercepción. Dispone 
de modos de empleo seleccionables: en modo supervisado, el operador humano 
define de antemano qué tipos de amenazas atacar y con qué reglas (p. ej., misiles 
que se aproximen por cierto ángulo o velocidad). Por otro lado, el Phalanx CIWS, un 
cañón rotatorio de proximidad, “detecta, evalúa, sigue y combate automáticamen-
te objetos rápidos y pequeños en todo momento de forma autónoma, mientras el 
operador supervisa e interviene si es necesario” (Westhues, 2020). En esencia, es-
tos sistemas navales llevan al extremo la velocidad de reacción, sacrificando con-
trol humano directo a cambio de eficacia antimisil instantánea. El efecto es eliminar 
misiles antibuque en fracciones de segundo, protegiendo al buque y su tripulación.
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Por último, existen sistemas de protección activa de blindados, como el Trophy 
(Israel) o el Arena (Rusia), también son SAA defensivos. Se instalan en tanques 
para derribar granadas propulsadas o misiles antitanque disparados contra el ve-
hículo. Detectan de forma autónoma la aproximación de la munición enemiga me-
diante radares y efectúan un contraataque automático (p. ej., lanzando mini-inter-
ceptores o contramedidas explosivas) para destruirla en el aire (Westhues, 2020). 
Siempre operan con un grado de supervisión humana (el tanque va tripulado), pero 
la reacción final es autónoma dado el margen de segundos o menos. El efecto es 
un “escudo” automático alrededor del vehículo, evitando que las armas enemigas 
alcancen su objetivo.

Los sistemas anteriores ilustran efectos defensivos autónomos que, aunque 
letales en cuanto destruyen el objeto hostil, tienen por finalidad proteger vidas y 
activos propios. Un rasgo común es que la autonomía se justifica por la necesidad 
de respuesta ultrarrápida. Según Scharre (2018), más de treinta países emplean ya 
armas defensivas autónomas en escenarios donde “la velocidad de actuación es 
demasiado alta para el humano”, siempre en modo supervisado, con un humano 
listo para intervenir si algo sale mal (Westhues, 2020). La experiencia acumulada 
sugiere que los riesgos, como daños incidentales o “fuego amigo” (fratricidio), han 
sido hasta ahora manejables dentro de entornos controlados (Westhues, 2020). No 
obstante, persiste la inquietud sobre qué ocurriría si fallan: ¿podría un arma autó-
noma defensiva, por error de sensores o algoritmos, derribar un avión civil o aliado?

La posibilidad existe, de ahí que se mantenga al humano en supervisión para 
abortar la acción ante indicios de identificación errónea (Westhues, 2020).

Sistemas autónomos ofensivos (efecto letal               
proactivo contra el enemigo) 
Son SAA diseñados no solo para reaccionar defensivamente, sino para buscar y 
atacar objetivos enemigos por iniciativa propia, como lo haría un arma conven-
cional manejada por soldados, pero reemplazando gran parte de la intervención 
humana por algoritmos de IA. En este grupo se encuentran las llamadas municio-
nes merodeadoras y los robots armados autónomos. Sus efectos son claramente 
letales, dirigidos a neutralizar fuerzas enemigas (personal, vehículos, instalacio-
nes) de forma deliberada. A diferencia de los sistemas defensivos de punto, aquí 
la autonomía no se limita a una fracción del ciclo de combate, sino que abarca la 
planificación de ataque y la selección de objetivos en un área amplia (Westhues, 
2020). Ejemplos notables:
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•	 El dron IAI Harpy (Israel), presentado en 2007, es una munición merodea-
dora pionera. Funciona como un “cazador autónomo de radares” enemi-
gos. Una vez lanzado, el Harpy deambula por el espacio aéreo enemigo 
monitoreando emisiones de radar. Si detecta señales que coinciden con 
patrones de radares militares hostiles programados en su base de datos, 
desciende en picado y detona su ojiva de 32 kg sobre la fuente emiso-
ra (Westhues, 2020). Todo este proceso ocurre sin intervención humana 
posterior al lanzamiento: el dron decide atacar cuando encuentra un blan-
co válido. El efecto es la destrucción autónoma de sistemas de defensa 
aérea enemigos (SEAD: Suppression of Enemy Air Defenses). El Harpy se 
considera fire-and-forget (disparar y olvidar): una vez activado, no requie-
re ni permite control humano, operando fuera del bucle. Este sistema ha 
sido exportado a varios países y China incluso produjo su propia versión 
por ingeniería inversa (Westhues, 2020).

•	 Otro sistema de ataque autónomo es el robot centinela Samsung SGR-A1 
(Corea del Sur), desplegado en la zona desmilitarizada intercoreana. Se 
trata de una torreta equipada con sensores visuales/térmicos y armas, ca-
paz de detectar intrusos y abrir fuego de manera autónoma. Originalmente 
fue publicitado como apto para modo totalmente autónomo, identificando 
soldados enemigos y disparándoles sin requerir autorización humana. Sin 
embargo, en la práctica Corea del Sur mantiene el SGR-A1 en un modo 
donde avisa a un operador humano, quien decide cómo proceder antes de 
que el robot haga uso de la fuerza (Westhues, 2020). Es decir, por ahora lo 
operan como un sistema semiautónomo supervisado, pese a que tecno-
lógicamente podría efectuar disparos autónomos letales. El efecto previs-
to del SGR-A1 es mortífero (disparar a individuos que crucen la frontera 
ilícitamente), pero por motivos políticos y legales se prefiere conservar un 
humano que confirme el objetivo (p. ej., para evitar disparar a civiles que 
ingresen por error). Este caso muestra cómo la disponibilidad técnica de 
autonomía letal plena no siempre se traduce en empleo operativo sin con-
trol humano, debido a consideraciones éticas y jurídicas.

•	 Drones armados con IA: Aunque la mayoría de los drones militares ac-
tuales (p. ej. Predator, Reaper) son teleoperados por pilotos a distancia, se 
investiga sobre dotarlos de mayor autonomía para navegación y selección 
de objetivos. Un dron de combate autónomo podría, en teoría, patrullar 
una zona y decidir atacar vehículos o personas enemigas según patrones 
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de reconocimiento entrenados. Hasta ahora no hay confirmación pública 
de ataques totalmente autónomos de drones contra humanos, pero infor-
mes no verificables sugieren que en 2020 un dron turco Kargu-2 con IA 
habría atacado autónomamente a soldados en Libia, marcando quizás el 
primer caso de “robots asesinos” en acción real (Pinho de Oliveira & Bueno 
Montilla, 2025). Este incidente, de ser cierto, evidenciaría el efecto letal real 
de un SAA ofensivo autónomo empleando algoritmos de visión artificial 
para identificar combatientes.

Las armas autónomas ofensivas podrían operar solas o en enjambres (swarm) 
coordinados, saturando al enemigo con números abrumadores de unidades robo-
tizadas actuando al unísono. La “tecnología en bandada” aún está en fase inicial, 
pero varias potencias trabajan en prototipos de enjambres autónomos de drones 
capaces de tomar decisiones colectivas en el campo de batalla (Westhues, 2020). 
El efecto de un enjambre autónomo sería devastador: podrían abrumar defensas 
convencionales, atacando múltiples objetivos a la vez y adaptándose sobre la 
marcha sin esperar instrucciones humanas.

En resumen, los SAA ofensivos representan el salto cualitativo más preocu-
pante: armas que no solo reaccionan, sino que toman la iniciativa letal. Su efecto 
es expandir la letalidad de las fuerzas militares potencialmente sin involucrar di-
rectamente la consciencia humana en el instante de jalar el gatillo. Esto plantea 
serias cuestiones de responsabilidad y ética, pues si una máquina comete un error 
trágico (matar civiles, por ejemplo), ¿quién responde? Como señala la delegación 
de Bélgica ante la ONU, en los SAAL “el ser humano queda marginado en el proce-
so de toma de decisiones, solo sería el originador del proceso letal” (p. 221), lo que 
hace que los resultados sean altamente impredecibles para el humano que inició 
ese proceso (Meza, 2019). En contraste, en armas no autónomas o meramente 
automáticas, la decisión final de producir un efecto letal “permanece completa-
mente en manos de un ser humano” (Meza, 2019, p. 221). Esta diferencia funda-
mental, quién (o qué) decide es el eje de las discusiones actuales.

Varios Estados han insistido en que “todos los sistemas de armas, incluidos 
los SAAL, deben cumplir los requisitos y obligaciones del derecho internacional, 
especialmente del DIH” (Meza, 2019, p. 220) cual implica que incluso los efectos 
producidos por una máquina autónoma deben regirse por las mismas leyes que 
si los hubiera causado un soldado. Lograr esto en la práctica es complejo: supone 
programar en los algoritmos limitaciones y juicios que reflejen los principios de 
distinción, proporcionalidad y precaución.
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Sistemas autónomos no letales y funciones de apoyo
Aunque el debate principal se centra en armas letales, conviene mencionar que 
existen sistemas autónomos con efectos no letales o de apoyo logístico. Por ejem-
plo, vehículos autónomos de transporte, drones de reconocimiento que operan sin 
piloto para vigilancia y recolección de inteligencia, o sistemas de guerra electróni-
ca autónomos que inhabilitan comunicaciones enemigas sin causar muertes di-
rectamente. Algunos expertos argumentan que incluir SAA no letales en la misma 
categoría puede “ampliar innecesariamente el alcance” de futuras regulaciones y 
diluir el enfoque (Meza, 2019). Desde la perspectiva jurídica, un arma autónoma 
se asocia típicamente a la letalidad; otros sistemas autónomos (como un dron de 
vigilancia autónomo) podrían considerarse sencillamente robots militares autó-
nomos, pero no “armas” en sentido estricto, ya que no aplican fuerza. Por ello, en 
foros diplomáticos se suele aclarar que el objeto de preocupación son los SAAL o 
LAWS (Lethal Autonomous Weapon Systems, por su acrónimo en inglés). Aun así, 
la línea puede volverse borrosa: un sistema no letal podría infligir daños incidenta-
les significativos (p. ej., un dron autónomo de logística que cause un accidente), y 
la autonomía en apoyo puede plantear desafíos de seguridad.

En conclusión, de esta sección, los diferentes tipos de SAA identificados, de-
fensivos de reacción rápida, ofensivos de ataque autónomo y otras variantes, com-
parten la característica de producir efectos antes reservados a los humanos, pero 
ahora ejecutados por máquinas con diversos grados de independencia. Sus efec-
tos en el campo de batalla van desde la intercepción puntual de amenazas hasta 
la eliminación selectiva o masiva de combatientes enemigos, todos con implica-
ciones tácticas y estratégicas profundas. La autonomía permite una velocidad y 
simultaneidad de acciones imposible de lograr solo con operadores humanos, lo 
que podría alterar el equilibrio de poder militar; sin embargo, también introduce 
incertidumbre e imprevisibilidad en los resultados. Por ejemplo, si un algoritmo 
identifica erróneamente un objetivo, el efecto letal podría dirigirse contra objetivos 
indebidos, violando las leyes de la guerra. De ahí que, como veremos en la siguien-
te sección, se enfatice tanto la necesidad de mantener cierto nivel de intervención 
o control humano en el funcionamiento de estos sistemas, para garantizar que sus 
efectos permanezcan dentro de límites aceptables y legales.
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Niveles de intervención humana en el uso de 
los SAA
La intervención humana en el uso de sistemas de armas autónomos se refiere al 
grado y las etapas en que una persona (operador, comandante o desarrollador) 
participa o controla las decisiones y acciones del sistema. Dado el potencial de 
los SAA para letalidad independiente, la noción de “control humano significativo” 
ha emergido como central y lo que se busca asegurar es que un humano apro-
piado esté involucrado, informado y con capacidad de influir, en las decisiones 
críticas de emplear la fuerza (Meza, 2019). Sin embargo, existen diversos modelos 
de interacción hombre-máquina según cuánto delega el humano en la máquina. 
Tradicionalmente, se suelen distinguir tres niveles principales de intervención hu-
mana en sistemas armamentísticos autónomos:

1.	 Sistemas semiautónomos con humano en el bucle (Human-in-the-loop): 
El sistema solo actúa siempre tras una orden o confirmación explícita de 
un operador humano.

2.	 Sistemas con autonomía supervisada con humano sobre el bucle 
(Human-on-the-loop): El sistema puede seleccionar y atacar objetivos 
por sí mismo, pero un humano supervisa el proceso y puede intervenir o 
abortar en caso necesario.

3.	 Sistemas totalmente autónomos con humano fuera del bucle (Human-
out-of-the-loop): El sistema funciona de forma totalmente autónoma tras 
ser activado, sin posibilidad de intervención humana en tiempo real.

Estos niveles corresponden, grosso modo, a sistemas semiautónomos, au-
tónomos supervisados y autónomos plenos, respectivamente (Westhues, 2020). 
A continuación, se caracteriza cada nivel en detalle, incluyendo ejemplos y con-
sideraciones operativas y éticas. Asimismo, se analiza cómo se plasma en cada 
caso la noción de control humano, ya sea mediante diseño previo o intervención 
durante el uso, y qué desafíos presenta.

Nivel 1. Sistemas semiautónomos con humano en el bucle 
(Human-in-the-loop) 
En este modelo, el ser humano es parte integral del ciclo de funcionamiento del 
arma. El SAA puede encargarse de tareas de adquisición de datos, detección y 
apuntado de objetivos, pero siempre espera la decisión humana para efectuar el 
ataque (Westhues, 2020). Dicho de otro modo, el operador humano conserva la 
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“última palabra” antes de que se dispare el arma o se produzca el efecto letal. En 
términos del ciclo OODA, la máquina puede observar y orientarse autónomamen-
te, pero la decisión y acción final recaen en el humano (Westhues, 2020); por ello 
se le denomina human-in-the-loop. Este esquema representa una continuación 
de la automatización tradicional: muchos sistemas de armas automáticos (como 
misiles “disparar y olvidar”) ya funcionaban así, con la diferencia de que los SAA 
añaden IA más avanzada en la fase de búsqueda del objetivo.

Un ejemplo operativo paradigmático es el sistema C-RAM, descrito en la sec-
ción previa. Allí la detección y seguimiento son autónomos, pero el operador debe 
autorizar el fuego defensivo. Similarmente, un dron de combate teleoperado fun-
ciona con humano en el bucle, puesto que un piloto remoto guía el dron hacia la 
zona objetivo y aun si el dron identifica objetivos con algoritmos, es el piloto quien 
aprueba el lanzamiento de un misil.

El beneficio principal de este nivel es garantizar la responsabilidad humana 
directa sobre cada uso de la fuerza. Se alinea con la obligación legal de un coman-
dante de confirmar que un ataque cumple con el DIH (principios de distinción, pro-
porcionalidad, etc.) antes de ejecutarlo. Desde un punto de vista ético, proporciona 
cierto “confort moral” saber que un ser humano con conciencia y juicio aprieta el 
gatillo, no una máquina carente de sentimientos. De hecho, documentos oficiales 
insisten en que “el hombre debe mantener siempre el control sobre los sistemas 
de armas que emplea”, subrayando que idealmente “siempre (debe estar) dentro 
del bucle OODA” para decisiones de vida o muerte (Westhues, 2020).

No obstante, el modelo human-in-the-loop tiene limitaciones tácticas. Como 
ya se mencionó, en escenarios de ataques saturados o de altísima velocidad, 
el humano puede convertirse en un cuello de botella que ralentiza la respuesta 
(Westhues, 2020). Si un sistema autónomo detecta veinte misiles entrantes si-
multáneamente, depender de que un operador los apruebe uno por uno podría ser 
inviable. En emergencias, la demora humana (aunque sea cuestión de segundos) 
puede significar la diferencia entre neutralizar la amenaza o sufrir impactos. Así, 
aunque human-in-the-loop es más seguro desde la óptica de control, no siempre 
es práctico en la guerra moderna, donde la rapidez es crucial.

Nivel 2. Sistemas con autonomía supervisada y humano 
sobre el bucle (Human-on-the-loop) 
Aquí el SAA puede seleccionar y atacar objetivos por iniciativa propia, siguiendo 
parámetros preestablecidos, mientras un operador humano supervisa de manera 
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general la operación y está listo para intervenir o abortar si ocurre algo imprevisto 
o no deseado. En este modelo, el humano ya no toma cada decisión de ataque, 
sino que actúa como “supervisor/garante” del sistema (Westhues, 2020). Por eso 
se habla de human-on-the-loop: el humano está “en encima del bucle”, vigilando 
desde fuera, pero sin integrarse en cada ciclo OODA de enganche de un blanco.

Gráficamente, en este esquema el operador se coloca al margen, en el centro 
de un círculo de control, mientras el sistema recorre el ciclo completo (detectar, 
identificar, decidir y disparar) autónomamente siguiendo las reglas de enfrenta-
miento definidas. Solo si el humano lo considera necesario, interrumpe el proceso 
o lo modifica (Westhues, 2020). En la práctica, esto puede realizarse mediante fun-
cionalidades de kill switch (botón de apagado) o comandos de alto al fuego que el 
supervisor puede activar.

Un ejemplo operativo son los sistemas antimisiles AEGIS y Phalanx descri-
tos antes, los cuales suelen funcionar en este modo supervisado. Los operadores 
configuran el sistema (definen qué considerar hostil, zonas de exclusión, priorida-
des) y luego el sistema emprende automáticamente los contraataques cuando 
detecta amenazas, mientras el humano monitorea las pantallas y puede cancelar 
si advierte un problema (Westhues, 2020). En la actualidad más de treinta paí-
ses ya usan tales armas defensivas autónomas bajo supervisión humana, preci-
samente en contextos de reacción veloz. Otro ejemplo es el sistema de defensa 
activa Trophy en tanques, el cual opera automáticamente contra misiles, pero un 
tripulante puede desconectarlo o inhibirlo si juzga que la situación no amerita. Por 
ejemplo, en maniobras de entrenamiento para evitar daños incidentales.

En cuanto a armas ofensivas, un hipotético dron autónomo de patrulla podría 
configurarse para que ataque vehículos enemigos que detecte, salvo que reciba la 
orden de detenerse de un operador que esté monitoreando su misión en remoto. 
Así se evitaría tener que aprobar cada disparo, pero manteniendo un humano res-
ponsable en la sala que detenga al dron si algo sale mal; por ejemplo, si apunta a 
un objetivo erróneo.

La ventaja del human-on-the-loop es evidente y se basa en la velocidad de 
respuesta cercana a la autonomía total, pero con un respaldo humano de seguri-
dad. El sistema no espera permiso para cada acción, ganando presteza, pero no 
opera en un vacío moral o legal, pues hay un humano velando por el cumplimiento 
de las reglas. En teoría, esto compensa la pérdida de control directo con un margen 
de corrección; es decir que, si el arma se equivoca, el supervisor puede impedir 
consecuencias desastrosas.
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Así sucedió en el 2003, cuando un incidente con un sistema automatizado 
Patriot derivó en un fuego amigo. Este Patriot autonomizado derribó accidental-
mente un caza británico Tornado al confundirlo con un blanco enemigo. Se atribuyó 
a que los operadores no entendieron bien las indicaciones del sistema y tuvieron 
solo segundos para vetar la decisión. Lecciones así han impulsado mejoras en in-
terfaces hombre-máquina para que la supervisión sea más efectiva (Puscas, 2022).

Ahora bien, según Puscas (2022), el sistema human-on-the-loop también pre-
senta desafíos humanos, como lo son la carga cognitiva y de vigilancia continua. 
Supervisar un proceso automático es difícil porque el operador tiende a confiar en 
la máquina y puede relajarse en exceso, fenómeno al que se conoce como “auto-
matización complaciente”. Estudios han demostrado que mantener la vigilancia 
sostenida es una tarea ingrata y los humanos se distraen, sobre todo si la máquina 
raramente falla. Incrementar la autonomía puede paradójicamente hacer al opera-
dor menos atento, volviéndose un mero observador pasivo. Esto llevó a expertos a 
advertir que “un sistema automatizado en manos de una tripulación no entrenada 
adecuadamente es en la práctica un sistema plenamente autónomo” (p. 18), por-
que el factor humano deja de aportar control real.

Es decir, si los supervisores no están bien preparados o si la interfaz no les da 
información clara, la autonomía supervisada degenera en autonomía sin control. 
Para mitigar esto, se insiste en mejorar la capacitación de los operadores, que 
deben entender las limitaciones del sistema y sus posibles errores, entre otros 
(Puscas, 2022), y en el diseño centrado en el usuario de las interfaces (mostrar de 
forma transparente qué está haciendo la IA, por qué atacará, qué ve como blanco, 
etc.). La doctrina militar de países avanzados como Estados Unidos también su-
braya la necesidad de establecer doctrinas, tácticas y procedimientos adecuados 
cuando se despliegan armas autónomas, en pro de asegurar que los humanos en 
supervisión sepan cuándo y cómo intervenir (Department of Defense, 2023).

En los ámbitos político y normativo, algunos proponen llamar a este modo 
“Meaningful Human Control” (Control Humano Significativo). No implica contro-
lar cada disparo manualmente, sino que haya una supervisión humana suficiente 
para garantizar conformidad con el derecho y la ética. El CICR ha sugerido explíci-
tamente imponer:

[…] restricciones a la autonomía en sistemas de armas, de modo que se man-
tenga el control humano, en particular respecto a: la supervisión humana y la 
capacidad de intervenir y desactivar […] requisitos técnicos de previsibilidad y 
fiabilidad; y restricciones operativas (tipo de objetivo, entorno operativo, dura-
ción, alcance de movimiento, etc.). (Meza, 2019, p. 77) 
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Esta recomendación encaja con el modelo supervisado de permitir la autonomía 
solo bajo condiciones que aseguren que un humano puede entender y detener la 
acción del arma antes de que cause un desastre. En efecto, el control humano signi-
ficativo debería integrarse antes, durante y después del uso de un SAA (Meza, 2019).

Nivel 3. Sistemas de autonomía completa con humano fuera 
del bucle (Human-out-of-the-loop) 
Representa el caso en que, una vez desplegado y activado, el SAA funciona sin 
ninguna intervención humana activa. No hay comunicación en tiempo real entre el 
operador y el sistema; el arma toma todas las decisiones de uso de la fuerza por 
sí misma (Westhues, 2020). Este es el escenario que a menudo se asocia con los 
famosos “robots asesinos” de la ciencia ficción, considerados como máquinas a 
las que se les da una misión general y que luego operan de forma independiente, 
eligiendo cuándo y a quién atacar. Si bien existen prototipos y sistemas que pue-
den funcionar de este modo (como vimos con el Harpy o el SGR-A1 en su configu-
ración original), en la práctica actual casi ningún ejército reconoce haber empleado 
armamento letal totalmente fuera de control humano.

Las razones son claras y apuntan a los riesgos legales, morales y operacio-
nales. Aun así, tecnológicamente ya es posible y es probable que aumente su im-
plementación a futuro, salvo que medie una prohibición internacional. Un ejemplo 
operativo es el dron Harpy actuando en territorio enemigo. Una vez lanzado, no hay 
contacto con el operador; de hecho, vuela de modo autónomo escuchando emi-
siones y ataca por programación (Westhues, 2020). Similarmente, un enjambre 
autónomo operaría con el humano fuera del bucle, ya que coordinar docenas de 
microdrones no permitiría intervención humana individual en cada microdecisión; 
se programaría la misión y se dejaría al enjambre ejecutarla (Westhues, 2020).

La ventaja que generaría este nivel es maximizar las capacidades de la IA, 
puesto que un sistema fuera del bucle puede operar en entornos donde las co-
municaciones son imposibles o inseguras; como sucede tras las líneas enemigas 
donde no llega señal GPS o de radio, o bajo guerra electrónica intensa (Westhues, 
2020). Un comando podría soltar un SAA autónomo en una misión de infiltración y 
confiar en que cumpla su objetivo sin necesidad de guiarlo ni comunicarse, lo que 
es tácticamente valioso. Además, elimina incluso la latencia mínima de supervi-
sión ya que la máquina reacciona en microsegundos a medida que cambian las 
circunstancias, sin esperar confirmaciones.



74

Derecho militar: límites y responsabilidades    
en operaciones contemporáneas

No obstante, las desventajas y riesgos son enormes. Sin intervención humana, 
el sistema debe tener preprogramado todo el juicio posible y aun así enfrentará 
situaciones no previstas. La guerra es caótica y siempre hay escenarios impre-
vistos: ¿qué pasa si el SAA encuentra un convoy con mezcla de civiles y comba-
tientes? ¿O si su sensor falla y confunde un autobús escolar con un lanzacohetes? 
Cuando el humano está fuera del bucle, nadie que puede frenar una acción errónea 
en tiempo real. Por ello, este nivel ha sido calificado como un escenario peligroso, 
que “va más allá de lo que ocurre con los drones actuales, que sí son operados y 
controlados remotamente por un humano” (Meza, 2019, p. 54).

Al respecto, Human Rights Watch y otras ONG argumentan que permitir la to-
tal autonomía contraviene las reglas básicas del DIH (Meza, 2019), dado que prin-
cipios como el de distinción (diferenciar combatiente de civil) o el de proporcionali-
dad requieren juicio humano contextual difícil de replicar al 100 % en un algoritmo. 
Además, surge la cuestión de la responsabilidad legal: si un robot actuando con 
el humano fuera del bucle comete una violación al derecho de la guerra, ¿es res-
ponsable el comandante que lo desplegó, el programador, el fabricante, o nadie? 
Esta laguna de responsabilidad es uno de los argumentos más citados para exigir 
que siempre haya intervención humana en alguna medida (Bohl & Levintan, 2025). 
En efecto, expertos sostienen que sin alguien tomando la decisión consciente, se 
diluye la capacidad de atribuir culpa por un daño ilegal.

Para abordar estos retos, diversos foros han propuesto marcos. Verbigracia, 
un grupo de países (Chile, Colombia, Costa Rica, Ecuador, Panamá, Perú, entre 
otros) propuso en el marco de la Convención sobre Ciertas Armas Convencionales 
un Protocolo VI que establezca definiciones claras de SAA y de Control Humano 
Significativo, además de prohibiciones y medidas para “garantizar la intervención 
humana en su funcionamiento” (Bohl & Levintan, 2025). Esta y otras iniciativas 
buscan reencauzar incluso los sistemas potencialmente fuera del bucle hacia un 
esquema donde el humano no desaparece por completo del proceso. Por ejemplo, 
se sugiere requerir que toda arma autónoma tenga una capacidad de abortar o 
detenerse si un humano calificado lo ordena, o limitar temporal/espacialmente su 
autonomía (misiones muy acotadas, tras las cuales debe obtener nueva autoriza-
ción) (Meza, 2019).

Otra perspectiva es distinguir fases: incluso si el uso inmediato es autónomo, 
el control humano puede ejercerse en etapas previas: durante el diseño y desarro-
llo (estableciendo principios éticos en el algoritmo), durante la activación/desplie-
gue (decidiendo cuándo y dónde se usa el sistema), y tras la acción (evaluando 
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daños, ajustando reglas). Farinella (2021) señala que “el control humano puede 
entrar en juego en diferentes etapas del desarrollo, despliegue y uso de cualquier 
arma autónoma” (citado por Pinho de Olivera & Bueno, 2025, p. 497).

Volviendo a los tres niveles clásicos, podemos vincularlos con los tipos de SAA 
descritos en la Sección 1: los sistemas defensivos actuales suelen estar en Nivel 2 
(autonomía supervisada); muchos sistemas prototipo ofensivos están pensados 
para Nivel 3 (autonomía plena), aunque por prudencia a veces se operan en Nivel 
1 o 2. Es el caso del Samsung SGR-A1 que puede ser Nivel 3, pero se usa como 
Nivel 1 por ahora (Westhues, 2020). Esto sugiere que la tecnología está avanzando 
hacia sistemas duales, con capacidad de operar en modos diferentes según la 
decisión humana o las circunstancias; lo que la Fuerza Aérea de los EE. UU. deno-
mina “autonomía flexible”, pudiendo cambiar de human-in-loop a out-of-loop si 
se corta la comunicación o no hay tiempo para control humano (Puscas, 2022).

Finalmente, es importante recalcar que el control humano es visto como el lí-
mite natural a la autonomía: “al disminuir el control humano sobre el arma, aumen-
ta proporcionalmente el reemplazo del ser humano por la máquina”, señala Meza 
(2019, p. 76). Por tanto, el control humano (en cualquiera de sus formas) es el corre-
lato necesario de la autonomía: a mayor autonomía, más debemos preguntarnos 
dónde y cómo está ejerciéndose el control humano, si es que lo hay (Meza, 2019).

En síntesis, los niveles de intervención humana van desde un control absoluto 
(Nivel 1) hasta una delegación casi total (Nivel 3). Cada nivel conlleva trade-offs: 
más intervención humana implica menor velocidad y más carga para los opera-
dores, pero brinda mayores seguridades éticas y legales; menos intervención (más 
autonomía) ofrece eficacia y alcance operativos sin precedentes, pero introduce 
riesgos de errores catastróficos e incertidumbres normativas. Actualmente, las 
fuerzas armadas parecen inclinarse por enfoques intermedios (Niveles 1 y 2) para 
sistemas desplegados, manteniendo a los humanos en el circuito de alguna for-
ma. Al mismo tiempo, experimentan con Nivel 3 en entornos controlados o para 
contingencias muy específicas.

En últimas, mantener al ser humano “dentro del circuito”, sea literalmente en 
el bucle de disparo o al menos en la supervisión, se considera esencial para pre-
servar la responsabilidad moral y jurídica en el uso de la fuerza militar autónoma 
(Bohl & Levintan, 2025).

Aclarados los aspectos técnicos, en las Secciones 3 y 4 se identificarán los 
marcos jurídicos aplicables a los diferentes contextos en los que podría haber lu-
gar a emplear SAA, y los diferentes tipos de responsabilidad que se podrían derivar 
de tales actividades.
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Contextos jurídico-operacionales de uso de 
SAA, según sus efectos 
Las operaciones militares y, por ende, el uso de las armas en su desarrollo, se en-
cuentran regulados por dos marcos normativos, el del DIH y el del DIDH. Respecto 
de los conflictos armados, estos son, de manera general, enfrentamientos arma-
dos entre dos o más partes que utilizan la fuerza a través de las armas y que el DIH 
ha clasificado en dos especies: conflictos armados internacionales (CAI) y conflic-
tos armados no internacionales (CANI); aunque algunos sectores de la doctrina 
abogan por especies intermedias y otros por la inaplicación de tal diferenciación. 
En términos generales, los conflictos armados son regulados por el DIH, ley por 
preferencia aplicable en virtud del principio de lex specialis derogat generali, que 
permite dirimir antinomias jurídicas y señala que al encontrarse en conflicto dos 
normas, debe darse preferencia a la norma específica sobre otra de referencia más 
general (Squella, 1999). De otra parte, el Derecho Internacional de los Derechos 
Humanos (DIDH), entendido como:

[…] el conjunto de normas […] internacionales que consagran los derechos hu-
manos, que crean y regulan los sistemas supranacionales de promoción y 
protección de los derechos humanos, […] regulan los procedimientos posibles 
de ser llevados ante dichos organismos […] por la violación de los derechos 
humanos. (Rivera, 2004, p. 235) 

Es el marco normativo aplicable de en situaciones de paz o normalidad, y con-
verge con el DIH en casos de conflicto armado. Por lo tanto, el empleo de SAA 
estará ceñido a lo que determinen el DIDH o el DIH sobre la manera en que debe 
hacerse uso de la fuerza (armas), en cada escenario jurídico operacional.

En consecuencia, si los SAA o SAAL se emplean en un escenario de conflicto 
armado, internacional o no internacional, en el que se tiene la iniciativa para el uso 
de la fuerza, incluso la letal, el DIH será el marco jurídico fundamental para evaluar 
la legalidad del empleo de dichas armas. En cuanto a los contextos de no conflicto, 
si bien el esfuerzo principal corresponde a los funcionarios encargados de hacer 
cumplir la ley (FEHCL), como los ha denominado la Organización de las Naciones 
Unidas (ONU), cada día es más notoria la participación de las fuerzas militares 
al ejecutar operaciones militares en el contexto del DIDH. Estas normas cobran 
especial relevancia teniendo en cuenta que, al ser el contexto general, gran parte 
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de las operaciones militares se realizan en él y, en consecuencia, la utilización del 
SAA es altamente factible.

Teniendo claro esto, es ahora posible identificar los marcos jurídicos aplica-
bles al uso de los SAA, en virtud de sus efectos. Partamos así por mencionar que 
no todos los SAA están necesariamente llamados a producir los mismos efectos, 
ya que estos son el género dentro del cual existen, como especie, los SAAL. Como 
ya se dijo, los SAA pueden ejecutar funciones críticas, incluida la identificación, se-
lección o ataque de objetivos, con distintos grados de intervención humana (CICR, 
2014). Por su parte, los SAAL tienen como rasgo distintivo la capacidad de usar 
fuerza letal de forma autónoma, esto es, tomar decisiones de vida o muerte sin in-
tervención humana; característica que genera los mayores retos jurídicos y éticos 
sobre la observancia de los principios del DIH y sobre la atribución de responsabi-
lidad ante los resultados (Human Rights Watch, 2012; UNDIR, 2021).

Por lo tanto, ante la variedad de efectos de los SAA, ya diferenciados en tres ca-
tegorías: los defensivos de punto (inicialmente para protección), los ofensivos con 
efecto letal proactivo contra el enemigo (reacción defensiva, búsqueda y ataque de 
objetivos enemigos), y los no letales y para funciones de apoyo (vehículos, reco-
nocimiento, guerra electrónica, etc.), es evidente que, como ocurre con las demás 
armas, su letalidad obedecerá a la finalidad con la que se usa el sistema, más que 
a sus características técnicas. También, como sucede con cualquier arma, el uso 
de los SAA, letales o no, no está circunscrito, per se, a determinado marco jurídico.

Así las cosas, será posible utilizar los SAA y los SAAL tanto en situaciones de 
conflicto como en escenarios de no conflicto (paz/normalidad), y por lo tanto el mar-
co normativo a emplear variará en razón a dicho contexto. En ese orden de ideas, lo 
primero por identificar es si la situación en cuyo marco se ejecutarán las operacio-
nes militares, con el uso de SAA, corresponde a un conflicto armado o no, y en caso 
positivo, a cuál categoría de conflicto atañen. Para diferenciar tales escenarios, las 
normas, la jurisprudencia y la doctrina internacionales han establecido una serie de 
condiciones y criterios. Al no ser objeto de este escrito, no entraremos en profundi-
dad en el asunto, que ha sido ampliamente abordado en numerosa literatura.

Basta con recordar que, se trata de un conflicto armado internacional (CAI) 
cuando se presenta (i) un enfrentamiento armado entre dos o más Estados, con o 
sin declaración de guerra e incluso si esta no se reconoce; (ii) la ocupación total o 
parcial del territorio de una Alta Parte contratante, aunque no haya resistencia mili-
tar; y (iii) la lucha de un pueblo contra la dominación colonial, la ocupación extranjera 
o los regímenes racistas, en ejercicio del derecho a la libre determinación (Salmón, 
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2004). En estos casos, el marco jurídico lo ofrecerán, principalmente, los cuatro 
Convenios de Ginebra de 1949, de acuerdo con lo señalado en el artículo 2 común de 
tales instrumentos, así como el Protocolo I de 1977, adicional a dichos Convenios.

Si por el contrario, el escenario es de violencia armada prolongada entre las 
fuerzas armadas estatales y grupos armados organizados, o entre estos últimos, 
dentro del territorio de un Estado, se tratará de un conflicto armado no interna-
cional (CANI). Para tales casos, el marco jurídico lo ofrece el artículo 3 común a 
los Convenios de Ginebra de 1949, posteriormente desarrollado por el Protocolo 
II Adicional de 1977, relativo a la Protección de las Víctimas de los Conflictos 
Armados Sin Carácter Internacional.

Aunque para cada clase de conflicto armado existe un marco jurídico espe-
cífico, lo cierto es que, tratándose de la regulación del uso de la fuerza, son los 
principios del DIH los llamados a cumplirse, sin distingo de que se trate de un CAI, 
un CANI o, incluso, de otra categoría intermedia, como los llamados conflictos ar-
mados internacionalizados. Por lo tanto, cada vez que se utilicen los SAA en el pla-
neamiento del accionar militar deberá contemplarse que el uso de la fuerza solo se 
realice sobre objetivos militares plenamente identificados, que su neutralización, 
destrucción o captura brinde una ventaja militar directa y concreta, que no gene-
re daños de manera incidental que superen la ventaja militar, y que los recursos, 
medios y métodos empleados sean los legalmente permitidos e indispensables 
para cumplir la misión; por mencionar algunos de los más recordados principios y 
conceptos del DIH, como lo son la distinción, la precaución, la proporcionalidad, la 
necesidad militar y la limitación.

Además, deben mencionarse instrumentos generados en el plano internacio-
nal y que aportan parámetros de conducta al momento de emplear los SAA. Como 
muestra se pueden recordar los siguientes:

•	 Convención sobre Prohibiciones o Restricciones del Empleo de Ciertas 
Armas Convencionales que puedan considerarse excesivamente nocivas 
o de efectos indiscriminados (CCAC).

•	 Principios Rectores sobre Sistemas de Armas Autónomas Letales, acor-
dados por el Grupo de Expertos Gubernamentales (GGE) de la Convención 
de Armas de la ONU de 1980. Fueron suscritos por los países participan-
tes en el evento denominado Alianza por el Multilateralismo, en septiem-
bre de 2019.

•	 Declaración Política sobre Uso Responsable de Inteligencia Artificial y 
Autonomía en el Ámbito Militar, resultante del AI Safety Summit 2023.
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Teniendo en cuenta que el centro de este escrito son los SAA, es decir, un medio 
para usar la fuerza, es preciso detenerse en uno de los fines del DIH, como lo es la 
regulación de los medios y métodos de guerra. Vale la pena, entonces, reparar en 
el principio de limitación, que reviste cada vez más relevancia gracias a los avan-
ces armamentísticos provistos por la evolución tecnológica, y que a lo largo de la 
historia se ha desarrollado mediante diversos instrumentos, como la citada CCAC, 
complementada a través de varios protocolos. Vale aclarar que, aunque dichos pro-
tocolos se refieren a armas específicas, esto no es una limitante a la obligación de 
los Estados de abstenerse de usar armas que, sin estar taxativamente menciona-
das en ellos, puedan implicar una violación a las normas consuetudinarias del DIH.

Un desarrollo más evidente del principio de limitación se encuentra en el artí-
culo 22 de la Convención II de la Haya de 1899, al consagrar que los beligerantes 
no tienen un derecho ilimitado sobre la elección de métodos para atacar al enemi-
go, y en el artículo 36 del Protocolo Adicional I a los Convenios de Ginebra de 1949, 
que señala la obligación de los Estados Parte de asegurar que las nuevas armas 
acaten los requisitos estatuidos por el DIH. Estos instrumentos son ejemplo de 
cómo las normas se van ajustando a los nuevos contextos; pero si el hecho de 
que las normas en cita no se refieran específicamente a los SAA aún genera la idea 
de falta de normativización, se puede apelar a la cláusula Martens, leída por Von 
Martens, delegado ruso en la Conferencia de la Paz de La Haya de 1899 (Ticehurst, 
s.f.), y que terminó haciendo parte del Preámbulo del Convención de La Haya de 
ese año, Relativa a las Leyes y Usos de la Guerra Terrestre:

En espera de que un Código más completo de las leyes de la guerra pueda ser 
dictado, las Altas Partes contratantes juzgan oportuno hacer constar que en 
los casos no comprendidos en las disposiciones reglamentarias adoptadas 
por ellas, los pueblos y los beligerantes quedan bajo la salvaguardia y el im-
perio de los principios del derecho de gentes, tales como resultan de los usos 
establecidos entre naciones civilizadas, de las leyes de humanidad y de las exi-
gencias de la conciencia pública. (Primera Conferencia de la Paz, 1899, párr. 2) 

Normas que han encontrado eco en posiciones como la del Comité 
Internacional de la Cruz Roja (CICR, 2021), que ha reafirmado que los SAA deben 
cumplir con los principios del DIH, independientemente del grado de autonomía 
del sistema. No obstante, la “imprevisibilidad algorítmica” hace que persistan las 
dudas sobre si la inteligencia artificial actual puede garantizar tal cumplimiento 
(Pinho de Oliveira & Bueno Montilla, 2025).
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Como ya se mencionó, los SAA también pueden utilizarse en contextos de no 
conflicto (paz/normalidad), ya sea porque se emplean con fines eminentemente 
defensivos, por ejemplo, como medidas de seguridad en instalaciones militares; o 
porque se esté ante situaciones en las que, si bien hay cierto nivel de alteración, no 
se alcanzan el umbral de un conflicto armado, como cuando se presentan distur-
bios interiores o tensiones internas (PA II, 1977), casos en los que el esfuerzo prin-
cipal está a cargo de los FEHCL. En estos contextos las normas a aplicar son las 
que integran el DIDH, resultando de gran orientación para efectos de la normativi-
zación del uso de la fuerza. Dentro de los instrumentos de mayor reconocimiento 
internacional se encuentran:

•	 Código de Conducta para Funcionarios Encargados de Hacer Cumplir la 
Ley, adoptado por la Asamblea General de la ONU, mediante la Resolución 
34/169 de 17 de diciembre de 1979.

•	 Principios Básicos sobre el Empleo de la Fuerza y de Armas de Fuego por 
los Funcionarios Encargados de Hacer Cumplir la Ley (PBEF), aprobado en 
el marco del Octavo Congreso de las Naciones Unidas sobre la Prevención 
del Delito y Tratamiento del Delincuente, 2 de septiembre de 1990.

Así como en el marco del DIH existen una serie de principios que guían el uso 
de la fuerza, en el marco del DIDH los principios de legalidad, necesidad, propor-
cionalidad, entre otros, resultan indispensables al momento de usar las armas. 
Estos se encuentran reflejados en los PBEF 1, 3 y 5, documento que, a pesar de 
carecer de fuerza vinculante, ha sido aceptado y empleado por un gran número 
de Estados en su calidad de soft law. Es indispensable recordar en este momento, 
que el contenido de los conceptos de legalidad, necesidad y proporcionalidad a ser 
aplicados al momento de utilizar la fuerza en escenarios regidos por el DIDH es 
diametralmente diferente al de estos mismos términos empleados en un contexto 
jurídico operacional de DIH.

De igual manera, resulta oportuno indicar que los PBEF explican el alcance de 
la expresión FEHCL, al indicar que esta:

[…] incluye a todos los agentes de la ley, (…) que ejercen funciones de policía, 
(…) En los países en que ejercen las funciones de policía autoridades milita-
res, (…) o fuerzas de seguridad del Estado, se considerará que la definición de 
funcionarios encargados de hacer cumplir la ley comprende los funcionarios 
de esos servicios. (Asamblea General de las Naciones Unidas, 1979, p. 760) 

Lo que aclara la posibilidad de que las FF. MM., en el desarrollo de algunas 
actividades, haga uso de estas disposiciones.
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Así, queda claro que la determinación del marco jurídico que rige el empleo de 
los SAA depende de la situación en medio del cual ocurra, si se trata de un conflicto 
o no, y no del tipo de efectos que el sistema produzca. Esto, como consecuencia 
de la latente letalidad que todo tipo de armamento tiene.

Para una mayor facilidad en la comprensión del citado marco normativo, pre-
sentamos la siguiente tabla comparativa de los escenarios jurídico operacionales 
para el empleo de SAA/SAAL: desagregados según los criterios fácticos, las nor-
mas generales aplicables y algunos ejemplos.

Tabla 1. Comparativo de escenarios jurídico-operacionales para el empleo de 
Sistemas de Armas Autónomos (SAA/SAAL)

Escenario jurídico 
operacional

Criterios fácticos para 
identificarlo

Normas generales 
aplicables

Ejemplos de empleo 
de SAA/SAAL

Conflicto armado 
internacional 
(CAI)

Enfrentamiento armado 
entre dos o más Estados 
con empleo de la fuerza; 
aplica el principio de lex 
specialis y se presume 
iniciativa para uso de la 
fuerza (incluida la letal).

DIH como marco 
preferente: Convenios 
de Ginebra de 1949 y 
Protocolo Adicional I de 
1977 (p. ej., arts. 35, 48, 
52 y 57). Obligación de 
revisión de nuevas armas 
(art. 36, PA I). Principios 
de humanidad y derecho 
de gentes (Conferencia 
de La Haya, 1899).

Operaciones SEAD con 
munición merodeado-
ra IAI Harpy (selección 
y ataque autónomo 
de radares enemigos). 
Defensa naval con 
AEGIS/Phalanx CIWS 
en modo autónomo 
supervisado para 
interceptar misiles 
antibuque.

Conflicto armado 
no internacional 
(CANI)

Enfrentamiento armado 
entre el Estado y uno o 
más grupos armados 
organizados, o entre es-
tos; uso sostenido de la 
fuerza con organización 
de las partes.

DIH como lex specialis; 
aplicación de principios 
de distinción, propor-
cionalidad y precaución. 
Revisión de armas (art. 
36, PA I) cuando corres-
ponda; responsabilidad 
estatal e individual.

Protección de bases 
frente a cohetes/
morteros con C‑RAM 
o MANTIS (detección, 
seguimiento y posible 
fuego con humano en 
el bucle). Protección 
activa de blindados 
con Trophy/Arena ante 
amenazas antitanque.

Operaciones en 
paz/normalidad 
(no hay conflicto 
armado)

No se alcanza el umbral 
de conflicto arma-
do (p. ej., disturbios 
interiores o tensiones 
internas). El esfuerzo 
principal correspon-
de a Funcionarios 
Encargados de Hacer 
Cumplir la Ley (FEHCL), 
con participación de FF. 
MM. en apoyo cuando 
proceda.

DIDH: Código de 
Conducta para FEHCL 
(AGNU Res. 34/169, 
1979) y Principios 
Básicos sobre el Empleo 
de la Fuerza y de Armas 
de Fuego (1990). 
Principios de legalidad, 
necesidad y proporcio-
nalidad con contenido 
distinto al del DIH.

Medidas de seguri-
dad en instalaciones 
militares con SAA de 
protección de punto (p. 
ej., C‑RAM/MANTIS) 
operados con control 
humano (in‑the‑loop/
on‑the‑loop), y otras 
funciones no letales o 
de apoyo (vigilancia, 
guerra electrónica).

Fuente: Elaboración propia.
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Responsabilidad del personal interviniente en 
el uso de SAA
El uso de SAA en el desarrollo de operaciones militares, sin distingo del marco ju-
rídico operacional en que se ejecuten, plantea serios riesgos. El más mencionado 
es el que se genera debido a la falta de intervención humana significativa y que 
podría terminar en un uso indiscriminado o excesivo de la fuerza, transgrediendo 
los principios del DIH o del DIDH, según corresponda. La intervención o control 
humano significativo es entonces un elemento clave para la legalidad en el uso 
de SAA; lo que explica por qué diversas organizaciones y académicos abogan por 
mantenerlo al momento de la toma de decisiones críticas, como la selección de 
objetivos y el uso de fuerza letal (Marín Martínez, 2023; Vigevano, 2021). Tal situa-
ción ha llevado a propender hacia modelos como el de human-in-the-loop y el de 
human-on-the-loop, con el fin de preservar dicha supervisión, aunque no existe 
consenso sobre cuál debe ser el estándar mínimo exigible (Obregón Fernández & 
Lazcoz Moratinos, 2021).

Para contar con una visión general del funcionamiento de los SAA, es perti-
nente mencionar que la autonomía de los SAA no solo debe considerarse como 
una amenaza, sino que puede ofrecer beneficios. La efectividad y precisión de los 
SAA podría redundar en la reducción significativa de posibles daños incidentales y 
de riesgos para las propias tropas, y en la obtención de ventajas militares impor-
tantes. Por lo tanto, con el fin de ejercer los controles a voces exigidos, y aun así 
aprovechar las ventajas de estos sistemas, se podrían tomar medidas tendientes 
a que los procesos y cálculos automáticos para el empleo de la fuerza impliquen 
la supervisión humana y, de esta manera, garantizar la aplicación efectiva de los 
principios del DIH o del DIDH, según ataña.

Aunque estas propuestas buscan establecer límites a la autonomía de los 
SAA y garantizar que los seres humanos mantengan la responsabilidad sobre su 
uso, lo cierto es que actualmente no brindan elementos suficientes para identificar 
y evidenciar la presencia de ese control humano significativo. Algunos sectores 
consideran que tal control debe exigirse desde las fases de diseño y desarrollo del 
sistema, a las que se otorga especial relevancia. Ejemplo de esta posición es la 
planteada por Obregón Fernández y Lazcoz Moratinos (2021), al considerar que la 
calidad y el alcance del control que los operadores pueden efectuar en la fase más 
cercana a la selección y ataque del objetivo dependen de lo ocurrido en las fases 
iniciales del ciclo del arma e incluso en las posteriores. Así, los seres humanos 
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conservarían la responsabilidad total por las decisiones relativas al uso de la fuer-
za, facilitando la atribución de responsabilidad individual y estatal frente a las con-
secuencias tras el uso de los SAA.

Ahora bien, la responsabilidad debe estar sujeta a la verificación de las condicio-
nes que rodearon la presunta infracción al DIH, es decir, los grados de responsabili-
dad requerirían una evaluación para cada etapa del ciclo de vida del SAA. Entonces, 
tanto decisores políticos, diseñadores o desarrolladores de software, así como su-
pervisores y operadores, podrían ser llamados a responder. En tal sentido, el CICR 
(2017) señaló que el control humano significativo, efectivo o apropiado, es aquel que:

…exige que el operador cuente con información y conocimientos suficientes 
acerca del sistema de armas y del entorno operacional, así como de la inte-
racción entre ellos. Esos elementos de control humano son necesarios para 
vincular las decisiones del comandante u operador humano –que deben ate-
nerse al derecho internacional humanitario y a otras disposiciones aplicables 
del derecho internacional– con el resultado de un ataque específico efectuado 
con el sistema de armas. (CICR, 2017, párrs. 6-7) 

La preocupación sobre este aspecto se refleja en las disposiciones consagra-
das en la citada Declaración de la Alianza para el Multilateralismo sobre Sistemas 
de Armas Autónomas Letales. La necesidad de que sean los seres humanos, de 
acuerdo con sus competencias y funciones, los que conserven la posibilidad de de-
terminar la manera, momento y circunstancias en las que se usa el armamento, 
se evidencia en diferentes apartes de dicho documento, al indicar que “[…] la rendi-
ción de cuentas no puede transferirse a las máquinas…” (CICR, 2017, párr. 28) y que 
“La rendición de cuentas por el desarrollo, despliegue y uso de cualquier sistema de 
armas (…) debe garantizarse de acuerdo con el derecho internacional aplicable…” 
(CICR, 2020, párr. 14). Así las cosas, la atribución de responsabilidad por delitos co-
metidos o daños causados con el uso de SAA plantea retos probatorios y jurídicos.

Sin embargo, no hay duda en cuanto a que cada vez que un SAA sea utiliza-
do en escenarios de conflictos armados, al igual que ocurre con cualquier otra 
arma, existe la posibilidad de que se transgredan las normas que reglamentan 
la conducción de las hostilidades y que así se llegue a la comisión de crímenes 
de competencia de la Corte Penal Internacional (CPI). Por ejemplo, crímenes de 
agresión o genocidio, crímenes de guerra y delitos de lesa humanidad; conductas 
consideradas como graves crímenes internacionales y de competencia material 
de la Corte, según el artículo 5 de Estatuto de Roma.
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Sirve recordar que los crímenes de lesa humanidad pueden cometerse en cual-
quier contexto, y que deben caracterizarse por su sistematicidad o generalidad; por 
su parte, el genocidio se caracteriza por su finalidad de destruir un grupo humano, 
sin limitarse a un contexto de normalidad (paz) o de conflicto armado. De otra par-
te, los crímenes de guerra solo ocurren en el marco de un conflicto armado, inter-
nacional o no internacional, y deben obedecer a planes o políticas, o ser realizados 
a gran escala. En consecuencia, el empleo de SAA pueden llegar a configurar, tanto 
crímenes de lesa humanidad como crímenes de guerra, y quizás genocidio.

En cuanto al crimen de agresión, introducido en el Estatuto de Roma mediante 
el artículo 8 bis, que acuñó la definición establecida por la Asamblea General de 
la ONU en la Resolución 3314 (XXIX) de 1974 y que lo explicó como “[…] el uso de 
la fuerza armada por un Estado contra la soberanía, la integridad territorial o la 
independencia política de otro Estado, o en cualquier otra forma incompatible con 
la Carta de las Naciones Unidas […]” (art. 8). La posibilidad de que se configure a 
través del empleo de SAA es tanta como la que existe con otro tipo de armamento.

Existiendo la probabilidad de que los SAA sean los medios utilizados para la 
comisión de conductas señaladas en el Estatuto de Roma, se debe entender que la 
competencia de la CPI para investigar y emitir condenas depende, principalmente, 
de la competencia que dicho Tribunal tenga sobre los Estados involucrados en el 
conflicto. A lo que se suma la característica de complementariedad que tienen las 
actuaciones de la CPI respecto de la justicia doméstica del Estado involucrado y 
del tipo de responsabilidad que se debata.

Es por lo tanto necesario mencionar que, en relación con la competencia terri-
torial, el Estatuto de Roma consagra en su artículo 12 que en el momento en que 
un Estado se hace parte de este instrumento, la CPI adquiere competencia por los 
crímenes cometidos en su territorio o por los cometidos por sus nacionales, incluso 
en un país que no haya ratificado el Estatuto. Igualmente, en el numeral 3 de este 
artículo se consagra la posibilidad de que un Estado no parte deposite una decla-
ración para consentir la competencia de la Corte en relación con ciertos hechos. 
Tratándose del carácter complementario de la CPI, la admisión de un asunto de-
pende de varios aspectos, por ejemplo, si el Estado adelanta o no investigaciones 
propias sobre los mismos hechos y mismos presuntos responsables. En lo relativo 
a la responsabilidad penal, la CPI es competente solo sobre personas naturales, lo 
que significa que se debate la responsabilidad penal individual y no la de los Estados.

La responsabilidad penal pueda también abordarse desde el ámbito domés-
tico. Por lo tanto, en cada Estado serán las normas que rijan el régimen penal las 
que establecerán las conductas constitutivas de hechos penalmente reprochables, 
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susceptibles de ser cometidas mediante el uso de SAA. Reiterando que, al tratarse 
de armamento, es lógico deducir que mediante el uso de SAA será posible cometer 
los mismos delitos que podrían configurarse por el empleo de otras armas y en los 
mismos contextos, ya sea en el marco del DIH o en el del DIDH. Para el caso de 
Colombia, el Código Penal Colombiano (Ley 599 de 2000) consagra en su Título II 
del Libro II los delitos contra personas y bienes protegidos por el DIH en situacio-
nes de conflicto armado.

Entre estos se encuentran el homicidio en persona protegida (art. 135), las 
lesiones en persona protegida (art. 137), los actos de terrorismo (art. 144), la des-
trucción ilícita de bienes culturales y lugares de culto (art. 156) y la destrucción 
del medio ambiente (art. 164), por mencionar algunos. Especial atención debe 
prestarse a la conducta consagrada en el artículo 142 del precitado Código; tipo 
penal destinado a la utilización de medios y métodos de guerra ilícitos, y en el cual 
se encuentra una palmaria aplicación del principio de limitación. Esto reitera la 
obligación de garantizar que las armas a utilizar, en este caso los SAA, no tengan 
características que desde la perspectiva del DIH estén prohibidas, o destinadas a 
causar sufrimientos o pérdidas innecesarias o males superfluos. En tal virtud, el 
personal que participe en las diferentes fases del ciclo de los SAA podría ser sujeto 
de la acción penal doméstica e incluso en el ámbito internacional, de manera com-
plementaria. Sin ahondar en el tema, cabe recordar que también es posible que se 
configuren responsabilidad disciplinaria derivada del incumplimiento del DIH.

Por su parte, la responsabilidad de los Estados también debe observarse desde 
los ámbitos doméstico e internacional. En el primero de estos, todo ciudadano que 
considere haber sido afectado por daños antijurídicos presuntamente imputables 
al Estado puede acudir ante la Jurisdicción Contencioso Administrativa, para soli-
citar se le reparen patrimonialmente los perjuicios causados. Lo anterior tiene sus-
tento en el artículo 90 de la Carta Política de 1991, y desarrollo en el artículo 140 de 
Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo (Ley 
1437 de 2011). Por lo tanto, si el empleo de SAA presuntamente produjo perjuicios 
patrimoniales a un ciudadano, este cuenta con la Acción de Reparación Directa 
para requerir del Estado el resarcimiento de los daños sufridos. Es pertinente acla-
rar que, tratándose de los daños patrimoniales que se pudieran ocasionar, es indi-
ferente el contexto jurídico operacional en el marco del cual se haya hecho uso de 
los SAA por medio de los cuales se generen los presuntos perjuicios, es decir que, 
la responsabilidad patrimonial de Estado se puede configurar por hechos cometi-
dos tanto en escenarios de conflictos armados, como de paz/normalidad.
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Respecto al contexto internacional, Colombia como Estado miembro de la 
Organización de Estados Americanos (OEA) hace parte del Sistema Interamericano 
de Protección de los DD. HH., en cuyo marco existen la Comisión Interamericana 
de DD. HH. (CIDH) y la Corte Interamericana de DD. HH. (Corte IDH). Ante la CIDH 
cualquier persona, grupo de personas u organización puede presentar peticio-
nes para denunciar presuntas violaciones a los DD. HH. en contra de uno o más 
Estados de la OEA; el examen de las peticiones por parte de la CIDH tiene como 
requisito que se hayan agotado los recursos judiciales internos, de acuerdo con 
la legislación vigente del Estado involucrado. Si se considera admisible la petición 
puede llegarse a una solución amistosa entre los peticionarios y el Estado, pero 
de no llegarse a esta la CIDH emite un informe con recomendaciones al Estado. 
Cuando no se cumplen tales recomendaciones, la Comisión decide si publicar el 
caso o someterlo ante la Corte IDH.

La Corte Interamericana de Derechos Humanos (Corte IDH), por su parte, 
cuenta con una función contenciosa y otra consultiva, además de la facultad de 
adoptar medidas provisionales. Solo los Estados Parte y la CIDH pueden someter 
un caso ante la Corte, la cual puede ordenar reparaciones junto con la decisión de 
fondo, o condenar en abstracto y reservar su determinación para una etapa pos-
terior (Convención Americana sobre Derechos Humanos [CADH], 1969, art. 61). Es 
de resaltar que, incluso si ya se inició la etapa de reparaciones, las partes pueden 
llegar a una solución amistosa (Reglamento de la Corte IDH, 2022, art. 53). Ya 
sea que la Corte determine la responsabilidad del Estado al que se le endilga la 
violación de derechos o que las partes lleguen a una solución amistosa, el resarci-
miento de los perjuicios se realiza mediante el pago de indemnizaciones, además 
de otras medidas de reparación integral (CADH, 1969, arts. 63-64).

Por último, las secciones 5 y 6 se dedicarán a las limitaciones y la validación 
del planteamiento realizado en este capítulo, y a la representación gráfica del mar-
co jurídico aplicable al uso de los SAA.

Limitaciones y validación empírica del proceso
Si bien la metodología planteada permite estructurar un marco analítico sólido 
sobre los Sistemas de Armas Autónomos (SAA), sus limitaciones radican en la 
imposibilidad de realizar una validación empírica directa en escenarios de conflicto 
armado. La naturaleza altamente sensible y clasificada de la información militar 
restringe el acceso a datos operacionales sobre el uso real de SAA, lo que dificulta 
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contrastar de manera verificable los postulados normativos con su desempeño 
práctico en las operaciones. Del mismo modo, las variaciones tecnológicas entre 
los sistemas empleados por diferentes Estados dificultan establecer parámetros 
universales de análisis, pues un mismo principio jurídico puede tener implicaciones 
distintas según el nivel de autonomía, el tipo de objetivo y el contexto estratégico 
en que se despliegue el arma. Esta situación genera un margen de incertidumbre 
que debe reconocerse como inherente al estudio de armamentos emergentes y 
que, por tanto, obliga a una constante actualización de las fuentes normativas y 
doctrinales consultadas.

En cuanto a la validación empírica del proceso, esta solo puede alcanzarse de 
forma indirecta mediante el examen de casos documentados —como el uso de 
drones suicidas en Ucrania o sistemas de defensa activa en operaciones recien-
tes— y su contraste con los principios del DIH y del DIDH. La revisión de incidentes 
reportados en conflictos contemporáneos permite evaluar hasta qué punto los SAA 
cumplen o transgreden principios como los de distinción, proporcionalidad o pre-
caución, aun cuando dichos registros provengan de fuentes parciales o limitadas. 
En este sentido, la validación no se concibe como una prueba experimental en sen-
tido estricto, sino como un proceso hermenéutico de triangulación entre evidencia 
empírica, estándares normativos y análisis doctrinal. Este enfoque, aunque limita-
do, constituye el mecanismo más viable para garantizar la pertinencia y confiabi-
lidad del estudio, al tiempo que reconoce la necesidad de mantener una vigilancia 
académica y jurídica continua frente a la rápida evolución tecnológica de los SAA.

Representación gráfica de los marcos jurídicos 
operacional para el empleo de SAA 
Este capítulo no pretende detallar cada una de las normas que orientan los dife-
rentes momentos de la creación y uso de los SAA, ni cada uno de los componen-
tes de la responsabilidad, estatal e individual, que de dicho uso se pueda derivar; 
los cuales resultan asuntos de vasta amplitud y volumen. Se espera, entonces, 
ofrecer una herramienta gráfica que permita recordar que no se trata de un tópico 
totalmente desatendido, e identificar los principales instrumentos normativos. Lo 
anterior, en pro de facilitar la comprensión del universo jurídico en el que existen 
estos sistemas, a lo que se procede a continuación:
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Figura 1. Representación Gráfica de los Marcos Jurídicos Operacional para el 
Empleo de SAA

Fuente: elaboración propia.

Conclusiones
Actualmente dos posiciones dominan el debate internacional: una propone la pro-
hibición preventiva de los SAAL y argumenta que su uso es incompatible con el 
DIH y el DIDH, y otra aboga por una regulación flexible, con base en niveles de 
autonomía, control humano y uso ético.

Los SAA están regulados por normas del DIH y del DIDH, regímenes que ofre-
cen principios y obligaciones generales para regular su uso, para cuya efectiva 
aplicación parece indispensable asegurar el control humano significativo. A falta 
de una regulación específica, el cumplimiento del artículo 36 del Protocolo I y de 
los principios de responsabilidad estatal y penal constituyen los pilares fundamen-
tales para brindar una mínima seguridad jurídica. Además, los SAA están sujetos 
a obligaciones legales que guían su diseño, uso y rendición de cuentas (Harwood, 
2024; Moll Santa Isabel, 2024).

Si tras el examen de adaptación de los SAA a los preceptos del DIH, el Estado 
que contempla su empleo concluye que no cumple con tales exigencias en su 
conceptualización y características, no debe darse cabida al uso del sistema. Por 
lo tanto, impedir que los SAA terminen por convertirse en una amenaza para la paz 
y la seguridad internacionales es una responsabilidad de cada uno de los actores 
del Sistema Internacional.

Aun así, frente a la rápida evolución tecnológica, urge desarrollar instrumen-
tos normativos específicos y vinculantes, fortalecer la rendición de cuentas y 
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garantizar que la autonomía de las máquinas nunca sustituya la responsabilidad 
humana. La comunidad internacional debe atender este desafío urgente para 
crear un régimen más claro y específico que permita afrontar los dilemas éticos, 
jurídicos y operacionales que los SAA plantean.

Los daños generados tras el uso de SAA podrían implicar responsabilidad indi-
vidual y estatal, conforme con el derecho internacional y nacional. Para determinar 
dicha responsabilidad, uno de los aspectos de mayor relevancia será conocer con 
claridad el contexto jurídico operacional en el que se dio el uso del sistema. 
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Introducción
La rápida evolución del entorno internacional, con la irrupción de tecnologías trans-
formadoras como la IA, está redefiniendo las relaciones de poder, la naturaleza de 
las amenazas y las posibilidades para la Diplomacia de Defensa. En este contexto, 
las Fuerzas Militares no solo deben ajustarse a un ambiente operacional volátil, in-
cierto, complejo y ambiguo, sino también incorporar de forma planificada y estraté-
gica la IA como herramienta para fortalecer la proyección internacional, la coopera-
ción en seguridad y la toma de decisiones de alto nivel. La Diplomacia de Defensa y 
la IA son, por tanto, un nuevo campo de estudio y práctica que necesita un enfoque 
integral, multidisciplinario y enmarcado en marcos éticos y legales robustos. 

La metodología empleada es la cualitativa, de tipo exploratorio-comprensivo, 
para indagar en los significados, prácticas e interacciones que están dando forma 
a la relación naciente entre la Diplomacia de Defensa y la Inteligencia Artificial en 
Colombia. Este diseño responde a la necesidad de dar sentido a fenómenos com-
plejos mediados por aspectos normativos, culturales y políticos, desde el paradig-
ma interpretativo que prioriza la comprensión de las formas en que las Fuerzas 
Militares de Colombia se proyectaron como actor diplomático y tecnológico.

De esta manera, para la investigación se utilizaron técnicas como el análisis 
documental y las encuestas estructuradas. El análisis documental abarcó fuentes 
primarias, como doctrinas militares, marcos legales, documentos estratégicos, in-
formes de organismos multilaterales. Las encuestas estructuradas se orientaron 
a sondear percepciones y prioridades de actores clave de la defensa y la política 
exterior, detectando tendencias prevalecientes y posibles entre grupos de exper-
tos, mandos y tomadores de decisión.

Las encuestas se distribuyeron por muestreo intencionado a personas con ex-
periencia en Diplomacia de Defensa y desarrollo tecnológico militar. Los resultados 
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se codificaron jerárquicamente para identificar las dimensiones más relevantes 
(interoperabilidad tecnológica, cooperación internacional, implicaciones éticas, 
etc.). Luego, la información se trianguló con los datos documentales a través de 
un análisis convergente, utilizando un proceso sistemático de codificación y trian-
gulación de datos para descubrir patrones y hacer inferencias sobre el uso de la IA 
en la Diplomacia de Defensa.

De otra parte, cabe resaltar que para la revisión bibliográfica de este capítu-
lo se siguió la metodología PRISMA (Preferred Reporting Items for Systematic 
Reviews and Meta-Analyses) con el propósito de asegurar un proceso sistemático 
y riguroso en la selección y manejo de las fuentes documentales a través de cuatro 
etapas: identificación, selección, elegibilidad e inclusión. En la etapa de identifica-
ción se realizó una búsqueda intencionada en repositorios académicos, revistas 
científicas indexadas y bases de datos oficiales, sin establecer restricciones tem-
porales de publicación. Se filtró por idioma (español e inglés), por texto comple-
to y por relevancia temática en relación con inteligencia artificial, diplomacia de 
defensa, cambio de poder y estrategias de seguridad internacional. También se 
adjuntaron documentos institucionales doctrinales y normativos pertinentes en el 
ámbito nacional, latinoamericano y de otras latitudes del globo.

En la etapa de selección se eliminaron fuentes repetidas y se hizo una lectura 
inicial de títulos y resúmenes para descartar aquellas fuentes que no se ajustaran a 
los objetivos de la investigación. Luego, en la etapa de elegibilidad, se revisaron los 
textos completos según criterios de calidad metodológica, argumentativa y con-
ceptual. Se excluyeron documentos con sesgos evidentes, textos divulgativos sin 
rigor científico y aquellos con datos desactualizados o insuficientes. Finalmente, 
en la etapa de inmersión, se conformó un corpus bibliográfico relevante de cuaren-
ta y nueve fuentes con naturaleza interdisciplinaria y en sintonía con el enfoque es-
tratégico del análisis. La aplicación de PRISMA posibilitó, además de una selección 
sistematizada de la literatura, la transparencia del proceso de revisión, el control 
de sesgos y la garantía para la construcción del marco teórico-analítico de la in-
vestigación, contribuyendo a la validez y credibilidad de los resultados planteados.

Adicionalmente, el orden metodológico que se utilizó en la presente investiga-
ción es de manera secuencial: introducción, metodología, resultados, recomen-
daciones y conclusiones. Esta estructura sirve para preservar la coherencia argu-
mentativa y la fluidez analítica del texto, evitando desviaciones que alejen al lector 
de la línea principal de pensamiento. La introducción aborda la justificación y los 
objetivos estratégicos; la metodología describe el enfoque cualitativo, los criterios 
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de selección de fuentes y la metodología PRISMA; los resultados muestran los ha-
llazgos del análisis documental y crítico de contenido; las recomendaciones pro-
ponen medidas aplicables al Sector Defensa colombiano basadas en evidencia; y 
las conclusiones resumen las contribuciones del estudio, reafirmando la relevan-
cia de la inteligencia artificial en la diplomacia de defensa. Esta secuencia meto-
dológica permite ir entendiendo poco a poco el fenómeno estudiado y da soporte 
académico al capítulo.

Teniendo en cuenta lo anterior, el presente capítulo propone que la integración 
ética y planificada de la IA en la Diplomacia de Defensa de Colombia fortalecerá 
la proyección internacional de las Fuerzas Militares, mejorará su interoperabilidad 
multinacional y aumentará su capacidad de anticipación estratégica, siempre y 
cuando se desarrollen marcos normativos sólidos, mecanismos de control huma-
no sustanciales y cooperación tecnocientífica regional que disminuya la depen-
dencia tecnológica externa.

Así, en esta investigación se proponen tres objetivos principales para entender 
y prever la relación entre la Inteligencia Artificial (IA) y la Diplomacia de Defensa: pri-
mero, definir la IA y la Diplomacia de Defensa desde sus inicios teóricos para así es-
tablecer sus definiciones, historia y áreas de uso en las Relaciones Internacionales 
y la seguridad. En segundo lugar, establecer cómo la IA y la Diplomacia de Defensa 
interactúan hoy en día y cómo están transformando la previsión estratégica, la 
interoperabilidad multinacional y la narrativa diplomática en el escenario mundial 
dominado por las nuevas tecnologías, para finalmente desarrollar líneas de acción 
estratégicas de Diplomacia de Defensa apoyándose en la IA para fortalecer la pro-
yección internacional de Colombia.

De esta manera, el presente documento se organiza en tres partes interre-
lacionadas que van desde la teoría hasta la propuesta práctica, abordando así 
el fenómeno desde su conceptualización hasta su aplicación. La primera parte, 
“Diplomacia de Defensa e IA: teoría de los elementos interdependientes”, explora 
los fundamentos, conceptos y categorías de la Diplomacia de Defensa y lo que 
la IA puede ofrecer a la sociedad actual, al ser considerada no solo como una 
herramienta tecnológica, sino como un multiplicador de poder suave y duro que 
puede cambiar la forma en que los Estados interactúan, negocian y proyectan su 
influencia en el mundo.

La segunda parte, “Inteligencia Artificial y Diplomacia: reflexiones sobre su 
simbiosis en la Diplomacia de Defensa”, realiza un análisis crítico sobre la incor-
poración de la IA en los procesos diplomáticos de defensa, con sus beneficios, 
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riesgos y desafíos. Esta sección explora ejemplos internacionales, marcos legales, 
entre otros elementos, que han integrado sistemas inteligentes en la gestión de 
relaciones bilaterales y multilaterales, la generación de confianza estratégica y la 
prevención de conflictos.

De otro lado, en la tercera parte, “De la teoría a la práctica: propuesta de lí-
neas de acción estratégicas para incorporar la IA en la Diplomacia de Defensa”, 
proporciona una serie de acciones priorizadas para la implementación de la IA en 
la Diplomacia de Defensa nacional. Estas líneas de acción, para ser implementa-
das bajo un esfuerzo conjunto liderado por el Comando General de las Fuerzas 
Militares, van desde la estructuración de unidades especializadas y la incorpora-
ción de IA en los sistemas de inteligencia estratégica, hasta el desarrollo de ca-
pacidades de diplomacia digital, cooperación tecnocientífica internacional y pro-
moción de agendas normativas globales sobre IA y defensa. Cada propuesta de 
diseño evalúa los beneficios potenciales y los desafíos institucionales, técnicos y 
legales que deben abordarse para hacerla factible.

Así, la importancia de esta investigación radica en la articulación de una fun-
damentación conceptual con un diagnóstico contextualizado y una hoja de ruta 
operativa para fortalecer la posición regional y mundial de las Fuerzas Militares 
de Colombia (FF. MM.) a través de la integración inteligente y ética de tecnologías 
emergentes, dado que la IA proporciona capacidades transformadoras para la an-
ticipación estratégica, el análisis de datos a gran escala, la simulación de escena-
rios geopolíticos y la gestión de narrativas globales, las cuales son herramientas 
para mejorar la Diplomacia de Defensa.

No obstante, la implementación de la IA en este campo no está exenta de ries-
gos. Entre ellas se encuentran sesgos algorítmicos que comprometan la impar-
cialidad de los análisis, vulnerabilidades cibernéticas que pueden llegar a exponer 
la información sensible y conflictos entre seguridad y derechos fundamentales, 
especialmente en lo que respecta a la vigilancia de contenidos y la libertad de ex-
presión. Estos componentes requieren marcos regulatorios robustos y protocolos 
de supervisión y control para asegurar el uso ético y transparente de la IA.

En conclusión, este capítulo discurre entre la teoría y la práctica en que la IA y 
la Diplomacia de Defensa son consideradas como herramientas simbióticas que, 
al ser explotadas, pueden potenciar el liderazgo mundial de las Fuerzas Militares 
de Colombia. La articulación de las tres partes hace que el lector tome conciencia 
de la necesidad de un enfoque que evidencia interconexiones complejas que inte-
gran marcos conceptuales, análisis reflexivos y propuestas prácticas. Esta forma 
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de abordar la articulación de la IA con la diplomacia militar garantiza que no se 
trate de un esfuerzo aislado, sino de una estrategia integrada y sostenible para 
hacer frente a los desafíos y oportunidades del mundo actual.

Diplomacia de defensa e IA: teoría de 
elementos interdependientes
Habida cuenta de lo anterior, en las páginas que se disponen a continuación se pre-
tende realizar una caracterización de los dos conceptos claves del presente artícu-
lo, Diplomacia de Defensa e IA, para lo cual se establecerán precisiones teóricas en 
cuanto a su definición, importancia, alcance y aplicabilidad en el contexto actual.

Diplomacia de defensa: más allá de la tradición                      
en materia de política exterior
La política exterior de un Estado, entendida como:

aquellas acciones que expresadas explícitamente en forma de objetivos ma-
nifiestos, compromisos o directivas, y perseguidos por representantes guber-
namentales actuando en representación de su comunidad soberana, dirigidas 
hacia objetivos, condiciones y actores –gubernamentales y no gubernamen-
tales – los cuales se quieren afectar y que se encuentran afuera de su legiti-
midad territorial (…) (Carlsnaes, 2002, citado por Vargas, 2022, p.77)

Se constituye como una herramienta fundamental para la gestión de los inte-
reses nacionales en el escenario mundial para la supervivencia del Estado.

De este modo, la formulación de la política exterior no solo se cierne en la 
determinación de la agenda dispuesta por las instituciones respectivas, sino que, 
como lo manifiesta la definición expuesta, es influenciada por la intervención de 
otros actores, dado que, en función de los postulados de la Interdependencia 
Compleja1, la configuración de dicha política,

[…] es el resultado de relaciones, escalas, jerarquías, oportunidades y amena-
zas que se configuran en un sistema que consta de actores, internos y externos 

1	 La Teoría de la Interdependencia Compleja de Robert O. Keohane y Joseph Nye indica que los Estados en el 
sistema internacional son dependientes entre sí, por lo cual asegura el poder operacional de actores no esta-
tales (Frasson - Quenoz, 2014, pág. 159), así como el relacionamiento a través de canales de múltiples niveles 
y de agendas de cooperación compuestas por temas diversos y cambiantes.



102

Derecho militar: límites y responsabilidades    
en operaciones contemporáneas

muy diversos. Estos actores, sean de naturaleza política, económica, social o 
religiosa, tienen la capacidad de retar a los Estados para considerar sus op-
ciones a la hora de jugar en la arena internacional. (Álvarez et al., 2022, p. 50)

Entonces, la diplomacia comprendida como “(…) el conjunto de los procedi-
mientos que regulan las relaciones entre los Estados (…)” (Real Academia Española, 
2025) también es intervenida por actores naturaleza variada e instancias al inte-
rior de las instituciones diferentes a la entidad reguladora del asunto como lo es 
el Ministerio de Relaciones Exteriores; así pues, las Fuerzas Armadas y, el sector 
Defensa en general, se disponen como un actor que durante el devenir de las nacio-
nes ha participado en el diseño y actuación de los lineamientos de política exterior.

Con todo, se han generado nuevas formas de interacción que resultan de una 
simbiosis misional de los estamentos de relaciones exteriores y defensa, colocán-
dose en uso el término de Diplomacia de Defensa, la cual se entiende como:

(…) una potenciación de las relaciones diplomáticas entre Estados a través de 
la plena integración en ellas de las capacidades propias de la Defensa Nacio-
nal, potenciación que se habilita al caer la supuesta exclusividad sobre la paz 
o sobre la guerra de parte tanto de la diplomacia como de la defensa. (Núñez, 
2016, citado por Abella & Torrijos, 2020, p.134)

O como (…) “el uso cooperativo en tiempo de paz de las fuerzas armadas y 
la infraestructura relacionada (principalmente ministerios de defensa), una he-
rramienta de relaciones exteriores y de la política de seguridad” (Cottey & Foster, 
2004, citados por Álvarez et al., 2022, p.152).

Este término acuñado en el año 1998 en Reino Unido por el Strategic Defense 
Review (SDR, por su nombre en inglés) para denotar la estrategia en términos de 
diplomacia en la que se establece un empleo “no violento” de la participación del 
sector defensa, tiene como objetivo la constitución de influencia a través de la in-
tegración de instrumentos de seguridad en el modelamiento y puesta en marcha 
de la política exterior de los países (Vargas, 2023). 

Antes de continuar con la ampliación de lo referente a la Diplomacia de Defensa, 
es preciso anotar que este término a menudo ha sido confundido con el de Diplomacia 
Militar, el cual “(…) se enfoca en el uso de los militares para apoyar misiones diplomá-
ticas, mientras que la Diplomacia de Defensa abarca la totalidad del establecimiento 
de defensa de un Estado (…)” (Suárez, 2025), connotación que permite asociar a la 
Diplomacia de Defensa como el marco de acción o “sombrilla” de la acción específi-
ca de las Fuerzas Armadas en la acción estatal en la área internacional.
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Por otra parte, varios autores coinciden que la Diplomacia de Defensa posee 
cuatro grandes campos de acción en el marco amplio de las relaciones exteriores: 
el fomento de la confianza y la seguridad colectivas, la promoción de la demo-
cracia y buen gobierno, la mejora e incremento de las capacidades militares, así 
como la generación de influencia político-militar internacional y amplificación de 
la extracción y validación externas (Vargas, 2023, págs. 13-14).

Así, la Diplomacia de Defensa al ser una herramienta de cooperación específi-
ca de los Estados en tiempos de paz que propone la integración de las capacida-
des del sector defensa en la aplicación de asuntos de política internacional, lo cual 
implica una serie de actividades que reflejan el espíritu de cooperación, entre las 
que se cuentan: 

[…] 1) Contactos bilaterales y multilaterales entre altos funcionarios militares 
y civiles; 2) Designación de agregados de defensa en países extranjeros; 3) 
Acuerdos bilaterales de cooperación en defensa; 4) Formación de personal 
militar y de defensa civil extranjero; 5) Prestación de conocimientos y aseso-
ramiento en materia de control democrático de las fuerzas armadas, gestión 
de la defensa y áreas técnicas militares; 6) Contactos e intercambios entre 
personal militar y unidades, y visitas a buques; 7) Colocación de personal mi-
litar o civil en los ministerios de defensa o las fuerzas armadas de los países 
socios; 8) Despliegue de equipos de formación; 9) Provisión de equipo militar 
y otras ayudas materiales; y 10) Ejercicios militares bilaterales o multilaterales 
con fines de entrenamiento. (Álvarez et al., 2022, p. 152)

Los beneficios atribuidos a la Diplomacia de Defensa son múltiples, destacán-
dose la disminución de tensiones bilaterales, la formación y preservación de la con-
fianza, el apoyo en el progreso de la democracia y las condiciones de seguridad, la 
prevención de conflictos y a la solución de problemas de seguridad a nivel interno 
y regional (Azuara, 2009; Koerner, 2006 citado por (Vargas Villamizar C. E., 2022).

Desde una perspectiva teórica, la Diplomacia de Defensa puede analizar-
se bajo los lentes del Realismo, el Liberalismo y el Constructivismo. Desde el 
Realismo, la Diplomacia de Defensa es una herramienta estatal para proyectar 
poder y maximizar intereses nacionales a través de medios no convencionales; 
según el Liberalismo, representa un mecanismo de cooperación institucional y de 
fortalecimiento de normas compartidas de gobernanza internacional; por su parte, 
el Constructivismo enfatiza su función en la generación de identidades y comuni-
dades de seguridad a partir de interacciones normativas y simbólicas (Batistella, 
2003; Frasson-Quenoz, 2014).
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Teniendo en cuenta lo anterior, de modo más amplio se entiende que el 
Realismo encuentra su reflejo, dado que como lo manifiesta Hans Morgenthau, el 
Estado se interrelaciona en la escena internacional en la búsqueda de sus intere-
ses definidos en términos de poder, de tal suerte que la Diplomacia para la Defensa 
se convierte en una herramienta para la obtención de los objetivos nacionales a 
través de la exposición de sus capacidades (Suárez, 2025).

De otro modo, se puede distinguir claramente la influencia del Liberalismo, 
toda vez que en la Diplomacia para la Defensa no solo interactúan los Estados sino 
también otros actores como las Instituciones Internacionales, agentes que en el 
marco del sistema internacional, basados en una serie de valores y normas comu-
nes (como la democracia y la seguridad colectiva) que generan varias acciones de 
cooperación, de tal suerte que se propende por la estabilidad en el contexto de la 
seguridad y defensa.

Adicionalmente, se puede observar cómo los aportes del Constructivismo se 
amalgaman con los de las teorías arriba descritas, puesto que la Diplomacia de 
Defensa se funda en la construcción social de valores e identidades compartidas, 
de forma que su aplicación en el entorno internacional genera una Comunidad de 
Seguridad, entendida ésta como “(…) una comunidad política cuyos miembros han 
adquirido la convicción de que sus problemas sociales comunes pueden y deben 
ser resueltos por mecanismos de cambio pacífico [es decir] por la vía de procedi-
mientos institucionalizados, sin recurrir a la violencia física (…)” (Batistella, 2003, 
citado por Frasson, 2014, p. 251), concepto que manifiesta de modo directo el cora-
zón proposicional de la Diplomacia de Defensa al acudir a la cooperación por parte 
del sector defensa a través de la política exterior antes que a los medios coercitivos. 

En torno al análisis del contexto histórico, es necesario manifestar que un an-
tecedente de la Diplomacia de Defensa en Colombia fue el incidente de la Corbeta 
Caldas en el que el expresidente Virgilio Barco realizó negociaciones diplomáticas 
con el respaldo de las Fuerzas Militares y otros actores del sector defensa, obte-
niendo resoluciones justas a través de la convergencia de múltiples perspectivas 
(Monroy Hernández & Fonseca Medina, 2023). 

Además, la evolución de esta diplomacia siempre ha ido de la mano de las 
relaciones con Estados Unidos, en la que se ha priorizado la cooperación técni-
ca para modernizar las Fuerzas Militares; así, un punto importante en esta rela-
ción fue el Plan Colombia (1999-2015), desarrollado bajo la Política de Seguridad 
Democrática de Álvaro Uribe Vélez (2002-2010) para luchar contra el terrorismo y 
el narcotráfico como delitos transnacionales.
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 Después, la Política de Seguridad y Defensa para la Prosperidad (2011-2015) 
formalizó la Diplomacia de Defensa como herramienta de política exterior, con sie-
te áreas de cooperación —desde operaciones especiales hasta movilidad aérea— 
que reforzaron la proyección internacional de Colombia (Abella & Torrijos, 2020, 
citado por Vargas, 2023, p. 19). Estas acciones son muestra de la alineación de 
los intereses de seguridad y defensa con los intereses nacionales, para hacer de 
México un actor relevante en el mundo.

 Por otro lado, entre los últimos avances está la designación de Colombia como 
socio global de la OTAN, fortaleciendo su cooperación multilateral en seguridad y 
defensa con el intercambio de mejores prácticas, entrenamiento, estandarización 
y mejora de la interoperabilidad, convirtiéndose en un actor con mayor incidencia 
en la región y ampliando su proyección en América Latina.

Finalmente, frente al análisis del contexto actual, Colombia ha venido desa-
rrollando mecanismos institucionales de Diplomacia de Defensa, pero sin lle-
gar a consolidarse como una política pública diferenciada. De la revisión de los 
documentos estratégicos y doctrinales del sector defensa y otros del Gobierno 
Nacional, se evidencia una mayor integración entre las diplomacia y las capacida-
des de defensa, particularmente en el marco de la cooperación internacional, las 
relaciones bilaterales y multilaterales, y la adopción de nuevas tecnologías como la 
inteligencia artificial, lo cual se puede evidenciar en el Anexo 1, insumo que define 
de manera detallada la estructura la Diplomacia de Defensa en Colombia. 

Inteligencia artificial y la transformación de la 
sociedad actual
Para comenzar este apartado, es necesario manifestar que la IA es “(…) “la ciencia 
e ingeniería para construir máquinas inteligentes, especialmente, programas de 
computación inteligentes, [así] como, lo relativo a la tarea de usar computado-
ras para entender la inteligencia humana, pero no limitada a métodos observables 
biológicamente (…)” (Jhon McCarthy, 2007, citado por Barrera, 2012, p. 88).

De esta manera, los orígenes de la IA se remontan a la década de los años 40 
del siglo XX en la que se buscó la automatización de procesos, especialmente en 
el ámbito militar, para generar eficiencia en el empleo de la fuerza bélica en los 
escenarios de confrontación durante la Segunda Guerra Mundial y sus años inme-
diatamente posteriores.
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Subsiguientemente, entre el periodo de la Guerra Fría y 1990 se crearon gran-
des desarrollos en materia tecnológica y doctrinal acerca del tema, entre los que 
se resalta que en el año 1956 Jhon McCarty, Marvin Misky y Claude Shannon in-
sertaron en el concierto académico el concepto específico de IA, el cual fue em-
pleado en contextos estratégicos como la carrera espacial y en la construcción de 
sistemas armamentísticos.

El hecho que realmente revolucionó la historia de la IA fue el inicio de la comer-
cialización de esta herramienta mediante el diseño de elementos tecnológicos que 
fueron capaces de reemplazar en cierta medida al ser humano, imitando sus com-
portamientos y de este modo haciendo más eficiente los procesos productivos y 
la vida cotidiana de la población.

La IA ha sido considerada como uno de los adelantos en materia tecnológica 
más importantes puesto que ha sido capaz de generar cambios profundos al in-
terior de la sociedad, de tal suerte que hoy en día es casi imposible encontrar un 
ámbito en el que la IA no influya de modo directo, debido a que fusiona diversas dis-
ciplinas (robótica, bioingeniería, medicina, entre otras) con el objetivo de desarrollar 
dispositivos o software capaces de razonar de manera autónoma (Diaz et al., 2024).

Por tanto, de acuerdo con lo descrito por varios analistas, la IA puede estable-
cerse en varias áreas de la estructura social, entre las que se resaltan las que a 
continuación se relacionan: 

Tabla 1. Principales áreas de influencia de la IA

Área de Empleo Escenarios de Uso

Gestión y Control •	 Análisis Inteligente (procesamiento de datos en gran cantidad para la 
producción de elemetos que conduzcan la toma de decisiones (infor-
mes, tablas, gráficos, etc).

•	 Definición de objetivos mediante el análisis de datos.

Producción Automatización de procesos tales como la planificación, programación, 
control y seguimiento a través de robotica simplificada.

Educación Empleo de herramientas para la enseñanza y el aprendizaje, así como 
la medición de su efectividad del proceso cognitivo a través del uso de 
algoritmos.

Ingeniería Optimización de tareas y procesos que permiten el diseño, control, análisis 
e innivación. 

Cartografía Interpretación de insumos para la labor geográfica y eficiencia en el proce-
so de análisis de éstos de manera automatizada.

Medicina Precisión en el proceso de diagnóstico, automatización y eficiencia de los 
tramites administrativos, así como en la investigación de enfermedades y 
medicamentos.

Fuente: elaboración propia con base en Diaz et al. (2024).
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En vista de la gran influencia que ha ejercido la IA en la estructura societal 
actual, estudiosos en la materia argumentan que existen varias desventajas en su 
empleo; por una parte, el almacenamiento y procesamiento de datos a gran escala 
podrían colocar en riesgo la privacidad y seguridad de la población, así como la 
inexactitud en el diseño de los algoritmos y su débil control generan lo que se ha 
denominado sesgos algorítmicos, errores sistemáticos que producen resultados 
injustos o discriminatorios frente algunos grupos poblacionales, productos, regio-
nes y países, entre otros (Rogers & Jonker, 2024), así, “(…) los algoritmos tienen 
una doble materialidad: digital en su constitución y cultural en su funcionalidad 
(…)” (Sued, 2022, citado por Ramírez Autrán, 2023, p. 4).

Otra desventaja que presenta el empleo de la IA es el distanciamiento social 
puesto que incita a una menor interacción entre las personas (Suárez-Carreño, 
2023) y, por tanto, una desnaturalización de las actividades sociales en sí mismas. 
El efecto de esta condición no se hace esperar, una mayor dependencia tecnológi-
ca y las implicaciones que esto lleva consigo en los procesos de determinación de 
la conducta, cognitivos y hasta de autorregulación social.

Adicionalmente, más allá de la pérdida de empleos por la automatización de 
las tareas que tradicionalmente ocasionaban el uso de la fuerza laboral, existe un 
dilema ético en el manejo de la IA, toda vez que no existen mayores controles de 
este adelanto y de la transparencia en la conservación de los datos procesados, 
así como un desequilibrio social enorme en cuanto a acceso a estas tecnologías.

Bajo este escenario, se destaca la necesidad de regular la IA en Sistema 
Internacional con el propósito de superar los riesgos y desventajas ya mencio-
nados; no obstante, se observa que hay limitaciones amplias en el proceso de 
armonización normativa de este ámbito, dado que no existe un instrumento in-
ternacional que obligue a los Estados y demás agentes para el cumplimiento de 
parámetros de ética y seguridad.

Inteligencia artificial y diplomacia:        
elementos reflexivos de su simbiosis en la 
diplomacia de defensa 
El surgimiento de la IA se ha consolidado como un acontecimiento crucial del siglo 
XXI, impulsando una transformación drástica en la sociedad contemporánea y, en 
particular, en los ámbitos de la Seguridad y Defensa Nacionales; en el escenario 
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actual, la sinergia entre la IA y la Diplomacia de Defensa va más allá de la dimen-
sión funcional para transformarse en un elemento esencial del poder estatal en la 
era digital. Esta convergencia reinterpreta el concepto de seguridad y propone un 
paradigma multidimensional, donde las decisiones estratégicas se establecen de 
manera algorítmico, es decir, a través de estructuras informáticas que manejan 
grandes cantidades de datos (big data), mejoran escenarios a través del aprendi-
zaje automático, y facilitan la predicción y automatización de acciones en entor-
nos complejos (Contreras Machado, 2024, p. 62).

La palabra “algoritmo”, una secuencia finita de pasos lógicos para resolver un 
problema específico alcanza un nivel geoestratégico cuando se aplica a procesos 
de toma de decisiones militares o diplomáticas. De este modo, la gobernanza es-
tatal en los mundos digitales se convierte en una algorítmico, donde las decisiones 
de gobierno son llevadas a cabo o mediadas por sistemas automatizados, desa-
fiando la soberanía y los sistemas de seguridad nacional (Ulbricht, 2022, p. 16).

Ejemplos de uso en la praxis incluyen herramientas como los sistemas de apo-
yo a la toma de decisiones con IA (Decision Support Systems - DSS), los modelos 
de simulación de escenarios y la creación de plataformas de mando y control in-
teroperables. Estos no solo mejoran la capacidad de respuesta, sino que también 
cambian la doctrina de empleo en los niveles táctico, operacional y estratégico 
(Garat González, 2023, p. 13).

Así, esta tecnología revolucionaria, que facilita la automatización de procesos 
de análisis, toma de decisiones y funcionamiento en contextos militares y diplo-
máticos, está revolucionando el arte y ciencia de la guerra, además de la adminis-
tración de las Relaciones Internacionales. De esta forma, en el contexto de una 
guerra híbrida y de sexta generación, en las que se desdibujaron las fronteras en-
tre los campos militar, informacional, cibernético y cognitivo, la IA ha emergido 
como un catalizador de nuevas prácticas de poder, control y negociación (Garat 
González, 2023).

Así pues, la IA ha surgido como un motor de cambio de gran envergadura, 
equiparable a las grandes revoluciones tecnológicas que reconfiguraron la guerra 
en la historia: la creación de la pólvora, la introducción del motor de combustión 
y la época nuclear. Todas estas innovaciones no solo modificaron los medios de 
lucha, sino que también reconfiguraron las estrategias de disuasión, incremento 
del conflicto y exposición de poder. Asimismo, la IA ha transformado la esencia 
del conflicto contemporáneo hacia áreas no cinéticas, algorítmicas y cognitivas, 
expandiendo los contextos de la guerra híbrida, la revolución informacional y la 
automatización del proceso de toma de decisiones (Gerasimov, 2016, p. 16).
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Desde un punto de vista funcional, esta tecnología, caracterizada por McCarthy 
como “la ciencia de fabricar máquinas inteligentes” (citado por Barrera Arrestegui, 
2012, p. 88), simboliza un cambio ontológico en la manera en que los Estados en-
tienden y aplican el poder; así, la IA no solo potencia la rapidez, amplitud y exacti-
tud de las operaciones bélicas, sino que también configura las relaciones diplomá-
ticas, los patrones de alianzas y la configuración de la arquitectura de seguridad 
internacional, dado que permite prever conductas, simular situaciones y automa-
tizar funciones de toma de decisiones, de tal suerte que la IA se ha establecido 
como un multiplicador de poder con repercusiones geoestratégicas significativas 
(Nalin & Tripodi, 2023, p. 90).

Esta reestructuración impacta al mismo tiempo la estrategia bélica, la diplo-
macia convencional y el balance del poder mundial: por un lado, los países que 
encabezan el avance algorítmico obtienen beneficios comparativos que fortalecen 
su lugar en los sistemas de alianzas, de otro lado, las desigualdades tecnológicas 
crean nuevas diferencias de seguridad entre las potencias y los países periféri-
cos, intensificándose la inequidad estructural del sistema global (Hunter Christie, 
2022), dejando entrever que la IA no es meramente un instrumento técnico, sino 
una habilidad estratégica que moldea la gobernanza mundial.

Teniendo en cuenta lo anterior, la Diplomacia de Defensa cobra una importan-
cia única como medio para incorporar la IA en las herramientas de política pública, 
especialmente la de relaciones exteriores. Esta manera del quehacer diplomático, 
de usar los instrumentos de defensa en tiempos de paz, se ha convertido en un 
lugar privilegiado para la transferencia de tecnología, capacitación en estas capa-
cidades y creación de marcos regulatorios para gobernanza sobre el uso militar de 
la IA (Álvarez-Calderón et al., 2022, pp. 152-153).

De esta manera, la simbiosis funcional entre la IA y la Diplomacia de Defensa 
se puede resumir en cuatro campos de acción interrelacionados y complemen-
tarios: 1) la IA como instrumento para el análisis predictivo y la inteligencia diplo-
mática; 2) como objeto de regulación normativo-diplomática; 3) la Diplomacia de 
Defensa como medio para la interoperabilidad algorítmica entre aliados; y 4) la 
Diplomacia de Defensa como área de construcción de confianza en entornos de 
tensión tecnológica global.

Por lo tanto, es importante destacar que la IA fortalece la Diplomacia en varias 
de sus dimensiones funcionales; en el ámbito de la diplomacia preventiva, a través 
de la identificación precoz de patrones de escalamiento o disputa (De Agostini & 
Giovanardi, 2025). En la diplomacia pública, la IA generativa como ChatGPT para 
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adaptar mensajes y así impulsar objetivos estratégicos (Manor, 2025). En el ám-
bito de la diplomacia multilateral, la IA apoya negociaciones mediante el análisis y 
la síntesis de datos en tiempo real y, en la diplomacia digital, moldea la manera en 
que se gestionan los flujos de información y ciberrelaciones a través del análisis y 
modelado predictivo de escenarios (Landauer et al., 2025).

Así, la Diplomacia de Defensa puede fortalecer el ecosistema de gobernanza 
algorítmica2 mediante acciones concretas como la creación de espacios bilate-
rales y regionales para la verificación técnica de algoritmos militares en diversas 
áreas de interés recíproco, la creación de protocolos para la interoperabilidad y 
el uso ético de sistemas autónomos, la formación del cuerpo de Agregados de 
Defensa, Militares, Navales y Aéreos en cuestiones de IA, y, la cooperación con el 
sector industrial para la creación conjunta de soluciones seguras y la incorporación 
de la IA como un componente constante en las agendas de seguridad hemisférica.

 De otra parte, existen diversos ejemplos demuestran la interacción de la IA 
y la Diplomacia de Defensa. Por ejemplo, la OTAN implementó en 2021 una es-
trategia de IA que define principios para su empleo responsable en operaciones 
combinadas y ha establecido el Centro de Excelencia en IA en los Países Bajos. 
De otro lado, Estados Unidos a través del Departamento de Defensa ha expresado 
en su estrategia de adopción de IA de 2023 el deseo de usar datos de alta calidad, 
análisis e IA para dar a los líderes militares una ventaja decisiva constante desde 
la sala de gobierno hasta el campo de batalla, permitiendo una toma de decisiones 
más rápida y mejor informada (DoD, 2023, p. 1).

De igual manera, China ha integrado la IA como un elemento esencial de su 
“fusión civil-militar”, potenciando habilidades en guerra cognitiva, supervisión pre-
dictiva y enjambres de drones, con una sólida centralización doctrinal. Israel por 
otro lado, ha implementado IA en defensa cibernética, sistemas de interceptación 
y regulación fronteriza, transformándola en una ampliación de su diplomacia de 
seguridad, así como la Unión Europea ha impulsado una normativa más ética y, ha 
incorporado la IA en la Política Común de Seguridad y Defensa mediante el Fondo 
Europeo de Defensa (Christie, 2022).

 En América Latina, donde la incorporación de habilidades tecnológicas aún 
es inequitativa, pese a que países como Brasil, Chile y Colombia han comenzado 
procesos recientes de integración de IA en defensa, la ausencia de una estrategia 

2	 Se entiende por Gobernanza Algorítmica como El uso de sistemas automatizados de procesamiento de datos 
y toma de decisiones —normalmente basados en inteligencia artificial— para gestionar, optimizar y controlar 
procesos políticos, administrativos o sociales, con el fin de mejorar la eficiencia y reducir sesgos humanos, 
pero sin eliminar la necesidad de deliberación y control político (Innerarity, 2024, p. 14).
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regional conjunta restringe el uso colectivo de estas tecnologías, de tal suerte que 
las capacidades algorítmicas de defensa latinoamericana tienen desafíos impor-
tantes de gobernanza pública, como sostenibilidad, justicia y control democrático 
sobre las decisiones automatizadas (Filgueira, 2023); así, en el contexto colom-
biano, acciones como el robustecimiento del Comando Conjunto Cibernético y la 
implicación en actividades multilaterales de ciberseguridad todavía no se vinculan 
con una perspectiva integrada a lo diplomático que llegue a impulsar la interope-
rabilidad y la gobernanza digital en todo el territorio.

 En este contexto, América Latina tiene el doble desafío de incorporar la IA en 
sus estructuras de defensa sin depender tecnológicamente de potencias externas 
y desarrollar sus propias estrategias de diplomacia de defensa algorítmica —lo 
que requiere invertir en investigación, capacidades híbridas e interoperabilidad 
tecnológica—, un desafío que se agudiza ante la idea de que los modelos estanda-
rizados de IA no se ajustan a las necesidades nacionales (Atlantic Council, 2025).

 De este modo, la inclusión de la IA en la Diplomacia de Defensa propone nue-
vos componentes de estudio para las Relaciones Internacionales, entre los que se 
destacan: la colaboración en ciberseguridad con estrategias de disuasión conjun-
ta y atribución conjunta de ataques, gobernanza algorítmica como una nueva área 
de poder regulatorio internacional, la diplomacia digital que reinterpreta la media-
ción, la comunicación y el renombre en ambientes virtuales y, la supervisión digital 
que plantea dilemas éticos acerca de la privacidad, la soberanía de la información 
y el balance entre seguridad y libertad (Rogers & Jonker, 2024).

 No obstante, la incorporación de la IA en la Diplomacia de Defensa plantea 
numerosos retos. El primero es de naturaleza ética al plantearse el interrogante 
de cómo asegurar la transparencia, equidad y la capacidad de explicación de las 
decisiones algorítmicas en contextos diplomáticos, así como obstáculos de natu-
raleza operacional reflejado en la falta de personal con habilidades combinadas en 
diplomacia e IA. 

Otra dificultad es la falta de un marco internacional obligatorio que norme la 
utilización de la IA en seguridad y, finalmente un reto de tipo estratégico al enten-
der el peligro de una carrera tecnológica armamentista sin una adecuada gober-
nanza. Para concluir, se puede sostener que la IA está revolucionando de manera 
significativa los cimientos de la diplomacia, la táctica militar y la seguridad global. 
Su articulación con la Diplomacia de Defensa no es una relación instrumental, sino 
la oportunidad de construir un nuevo modelo de seguridad cooperativa, antici-
patoria y ética. Los países que consigan incorporar estos dominios con visiones 
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normativas inclusivas, habilidades técnicas propias y una diplomacia proactiva, 
se posicionarán de manera más favorable para encabezar la formación del orden 
internacional en la era algorítmica.

De la teoría a la praxis: propuesta                     
de líneas de acción estratégicas para      
integrar la inteligencia artificial en la 
diplomacia de defensa
La revolución del entorno global con tecnologías disruptivas, especialmente la IA, 
ha creado un nuevo panorama estratégico para las Fuerzas Militares de Colombia, 
el cual reúne desafíos y oportunidades para fortalecer la Diplomacia de Defensa; 
así, la incorporación de manera planificada la IA en este sector no solo es una 
necesidad para adaptarse a los cambios tecnológicos acelerados, sino que es un 
motor para mejorar el posicionamiento mundial del país. 

Mediante la revisión de documentos rectores del sector defensa, de relacio-
nes exteriores y literatura académica, se pudo reconocer una convergencia en-
tre la política exterior colombiana y los objetivos estratégicos del sector defensa 
para fortalecer el liderazgo regional, la participación en espacios multilaterales y 
la cooperación internacional; de este modo, el Plan Estratégico Institucional de la 
Cancillería (2024) designa la diplomacia científica y la transformación digital como 
líneas de acción (Ministerio de Relaciones Exteriores, 2024, p. 9), las cuales pueden 
ser potenciadas con capacidades de IA para proyección de poder suave. 

En el campo militar, el Plan Estratégico Naval 2024-2027 establece como prio-
ridad para la seguridad integral la superioridad tecnológica (Armada Nacional de 
Colombia, 2024, p. 40), y el Plan Estratégico Institucional del Ejército Nacional re-
salta la innovación y la transformación digital como habilitadores operacionales 
en ambientes complejos (Ejército Nacional de Colombia, 2023, p. 39). La Fuerza 
Aérea Colombiana propone la integración de sistemas inteligentes para la defensa 
aeroespacial y la interoperabilidad regional (Fuerza Aérea Colombiana, 2023, p. 21). 

La convergencia de estas directrices evidencia la necesidad de desarrollar ca-
pacidades de análisis automatizado, procesamiento de información estratégica 
y toma de decisiones apoyada por IA para las tareas diplomáticas del cuerpo de 
Agregados de Defensa, Militares, Navales y Aéreos en el exterior, anticipar riesgos 
geopolíticos y mejorar la proyección internacional del sector defensa. 
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En ese marco, se sugieren las siguientes líneas de acción, priorizadas en tér-
minos estratégicos y pensadas como una estrategia de carácter conjunto, lidera-
da por el Comando General de las Fuerzas Militares, que unifica los esfuerzos de 
cada una de las Fuerzas en sus dominios misionales. Esta perspectiva compartida 
optimiza la eficiencia institucional, evita redundancias y construye una postura es-
tratégica unificada en Diplomacia de Defensa con IA.

Integración de la IA en sistemas de inteligencia estratégica 
Esta es la línea prioritaria para fortalecer la capacidad de anticipación, modela-
miento de conflictos, análisis geopolítico y asignación eficiente de recursos, ca-
pacidades esenciales para las Agregadurías de Colombia en el exterior, dado que 
les permiten detectar alertas tempranas de inestabilidad, anticipar escenarios de 
escalamiento, comprender dinámicas regionales complejas y enfocar los recursos 
en las áreas de mayor impacto estratégico, permitiendo no solo una toma de deci-
siones más informada y en tiempo real, sino también mejoraría la capacidad de las 
Agregadurías para producir inteligencia estratégica contextualizada y prospectiva, 
disminuyendo la incertidumbre ante situaciones emergentes. 

Una barrera a esta línea de acción es la resistencia institucional a la automa-
tización de las funciones del personal que históricamente ha estado asociado con 
el trabajo analítico, así como también la inversión en el desarrollo de capacidades 
que establezcan altos niveles de protección de datos, fiabilidad de los algoritmos y 
control humano sustancial en toda decisión estratégica automatizada.

Establecimiento una unidad de IA y Asuntos Internacionales 
en el Comando General de las Fuerzas Militares
Esta dependencia debe servir como eslabón articulador entre el análisis geoes-
tratégico, la ejecución de las funciones y metas de las Agregadurías propias en 
el exterior, la planificación de cooperación internacional y el desarrollo doctrinal 
en nuevas tecnologías. Su misión será la de sincronizar el flujo de información 
estratégica, permitir el desarrollo de políticas comunes algorítmicas y asegurar la 
integración de la IA en las operaciones diplomáticas y de defensa. 

Los requerimientos iniciales implican la emisión de una normativa que defina 
sus funciones, la asignación de presupuesto propio, el acceso a las plataformas 
de datos interagenciales, la creación de protocolos de interoperabilidad con las 
Agregadurías y las Direcciones de Relaciones Internacionales de las Fuerzas, así 
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como una articulación operativa con universidades y centros de pensamiento na-
cionales e internacionales de alto nivel. 

De esta manera, los desafíos para esta línea de acción serían no solapar fun-
ciones con las oficinas ya existentes, garantizar una arquitectura de interoperabi-
lidad entre sistemas de las unidades involucradas, evitar superposiciones norma-
tivas y crear una cultura organizacional favorecedora de la innovación estratégica, 
superando inercias burocráticas y resistencias al cambio organizacional en el con-
texto tecnológico.

Elaboración de una estrategia de diplomacia digital de defensa
Esta línea pretende usar IA para análisis de desinformación, identificación de cam-
pañas de manipulación informativa, mejorar la proyección comunicacional del 
sector defensa en el mundo, anticipar posibles escenarios de guerra cognitiva y 
fortalecer la legitimidad institucional con mensajes consistentes y bien posiciona-
dos en foros internacionales.

Para su puesta en marcha, es necesario el establecimiento de un marco legal 
que regule la aplicación de la IA en el ámbito de la comunicación institucional, la 
adquisición de plataformas tecnológicas certificadas y la formación continua del 
personal en ética digital, Derecho Internacional Humanitario y Derechos Humanos, 
identificándose que el reto está en equilibrar seguridad y derechos fundamentales 
dentro del marco legal vigente.

Promover la cooperación tecnocientífica internacional
Esta línea impulsa la creación de alianzas bilaterales y multilaterales para la trans-
ferencia de conocimiento, el desarrollo conjunto de capacidades en IA para la de-
fensa colectiva contra amenazas comunes y la participación de Colombia en redes 
globales de innovación. Su desarrollo hará que las Fuerzas Militares de Colombia 
sean jugadores primordiales en la creación de ecosistemas de seguridad inteli-
gente y reducirá brechas tecnológicas, al tener acceso a desarrollos de punta en 
áreas como procesamiento de lenguaje natural3, análisis de imágenes satelitales y 
simulación de escenarios geopolíticos con IA. 

Entre las primeras necesidades se encuentra la formulación de una hoja de 
ruta de cooperación tecnológica en IA con prioridades temáticas y geográficas, el 

3	 El procesamiento del lenguaje natural, campo de la IA que interpreta textos a gran escala de manera au-
tomatizada, puede revelar narrativas negativas, medir percepciones y detectar desinformación, anticipando 
guerras cognitivas y ayudando en la toma de decisiones estratégicas.
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fortalecimiento de capacidades institucionales de diplomacia científica y tecno-
lógica4 y el desarrollo de mecanismos de financiamiento para proyectos conjun-
tos con socios nacionales e internacionales5. De otra parte, entre sus principales 
desafíos se hallan la dependencia tecnológica externa (que puede comprometer 
la soberanía digital), las asimetrías de capacidades técnicas, regulatorias e institu-
cionales con respecto a países desarrollados, así como el surgimiento de obstá-
culos para la transferencia efectiva de tecnología por causas legales, acuerdos de 
confidencialidad o derechos de propiedad intelectual.

Capacitación en diplomacia tecnológica
Esta línea pretende integrar de manera transversal a la formación de los miembros 
de las Fuerzas Militares contenidos curriculares sobre IA, ciberseguridad, ética di-
gital y gobernanza de datos buscando que el personal que se desempeñe en ro-
les diplomáticos y de cooperación internacional posea las capacidades analíticas, 
técnicas y normativas para desenvolverse de modo eficiente en los escenarios 
globales mediados por tecnologías emergentes. 

Como obstáculo para la ejecución de esta línea de acción se encuentra sortear 
la brecha entre perfiles tradicionales y la apropiación de habilidades tecnológicas, 
lo que requerirá el apoyo institucional, incentivos académicos y el liderazgo estra-
tégico de alto nivel para transformar la cultura de selección de personal para las 
misiones diplomáticas de las Fuerzas.

Impulsar una agenda normativa internacional                   
sobre IA y defensa
Con esta iniciativa, se aspira a que las Fuerzas Militares de Colombia se conviertan 
en un actor líder en la gobernanza global de la IA para seguridad y defensa, a tra-
vés de encabezando iniciativas regulatorias en foros multilaterales, proponiendo 
lineamientos para el establecimiento de principios éticos, estándares técnicos y 
marcos legales para el uso responsable, transparente y verificable de la IA en ope-
raciones militares y en el marco de la Diplomacia de Defensa. 

4	 Es importante contar con personal capacitado para representar al sector defensa en foros internacionales, 
con capacidad de negociar acuerdos de cooperación técnica que comprendan los desarrollos de la IA y los 
traduzcan en oportunidades de mejora en las Fuerzas. Esto implica capacitación en diversas disciplinas, la 
colaboración con expertos y la conformación de grupos especializados que enlacen la comunidad científica 
con el sistema diplomático-militar.

5	 En lo nacional se podría buscar el acceso de apoyo financiero para proyectos específicos de empleo de la IA 
en la Diplomacia de Defensa con Colciencias y CODALTEC.
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De este modo, el principal desafío es la fragmentación del ecosistema norma-
tivo internacional, la falta de consensos globales sobre IA militar y las rivalidades 
geopolíticas entre bloques tecnológicos, que requieren una diplomacia ágil, infor-
mada y proactiva.

Establecer un observatorio de IA y seguridad                
hemisférica en la ESDEG 
Con esta línea se busca establecer un Centro de Desarrollo en Tecnologías de 
Defensa, dependiente de la Escuela Superior de Guerra, con un Laboratorio de 
Inteligencia Artificial para la Defensa que potencie al Centro Regional de Estudios 
Estratégicos de Seguridad (CREES). Esta iniciativa busca fortalecer un ecosistema 
institucional de innovación, prospectiva y vigilancia de los desarrollos de la IA en 
seguridad y defensa y las nuevas amenazas en el hemisferio.

El laboratorio abordará el estudio técnico-operativo de sistemas autónomos, 
simulación de escenarios algorítmicos y generación de capacidades para la in-
teroperabilidad inteligente en ambientes multinacionales. Por su parte, el CREES 
reforzará su papel como centro de pensamiento para el estudio geopolítico, la an-
ticipación de riesgos complejos y la producción de conocimiento para la toma de 
decisiones de alto nivel político-militar.

La interacción entre las dos entidades permitirá no solo generar datos para 
la formulación de doctrinas y políticas de defensa con soporte tecnológico, sino 
también hacer de Colombia un actor propositivo en diplomacia de defensa en los 
contextos regionales y globales. Este modelo integral contribuye a la transforma-
ción estructural del sector defensa, integrando ciencia, ética, innovación y geoes-
trategia bajo gobernanza algorítmica y autonomía estratégica.

Conclusión
La integración de la IA en la Diplomacia de Defensa de Colombia representa un pun-
to de inflexión en la proyección internacional de las Fuerzas Militares de Colombia, 
al aunar capacidades tecnológicas de punta con los intereses nacionales en políti-
ca exterior y defensa. Esta convergencia no solo fortalece el poder nacional en tér-
minos duros y blandos, sino que también mejora la anticipación estratégica, la in-
teroperabilidad multinacional y la gestión narrativa en un entorno geopolítico volátil, 
incierto, complejo y ambiguo. La IA deja de ser una herramienta para convertirse en 
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un agente de cambio doctrinal y operativo, capaz de influir en la toma de decisiones 
de alto nivel y la creación de alianzas internacionales duraderas.

Teniendo en cuenta lo anterior, la integración de la IA en la Diplomacia de 
Defensa de las Fuerzas Militares de Colombia no solo responde a una necesidad 
adaptativa ante un entorno estratégico cambiante, sino que constituye una oportu-
nidad para proyectar poder blando y capacidad disuasiva de forma inteligente, ética 
y cooperativa. Este enfoque exige una visión de largo plazo, inversiones sostenidas 
en innovación y capital humano, y una gobernanza institucional que articule tec-
nología, seguridad y diplomacia con legitimidad democrática y visión estratégica.

Así, a nivel conjunto, la articulación premeditada de la IA con la Diplomacia de 
Defensa debe desarrollarse a través de un marco normativo que garantice la trans-
parencia, preserve los principios éticos y mantenga el control humano en cualquier 
decisión crítica. La experiencia internacional (doctrinas de la OTAN, marcos legales 
de la UE, etc.) indica que la gobernanza de la IA en defensa se debe fundamentar 
en estándares precisos de interoperabilidad, responsabilidad y verificabilidad. Para 
el Comando General de las Fuerzas Militares, dicha integración se debe enfocar en 
mejorar los sistemas de inteligencia estratégica, capaces de recolectar y analizar 
grandes cantidades de datos y producir inteligencia prospectiva que permita anti-
cipar riesgos, tendencias y oportunidades en el ámbito internacional.

Así mismo, la creación de una unidad especializada de IA y Asuntos 
Internacionales en el Comando General constituye un eslabón necesario para in-
tegrar el pensamiento geoestratégico, el ejercicio de las funciones diplomáticas de 
defensa y el desarrollo doctrinal en tecnologías emergentes; de esta manera, esta 
dependencia deberá asegurar la información estratégica, la coordinación interins-
titucional y la formulación de políticas comunes de IA, evitando duplicidades y pro-
moviendo la colaboración entre las Fuerzas y las entidades civiles. Paralelamente, 
es necesario crear una diplomacia digital de defensa que pueda hacer frente a 
campañas de desinformación, prever escenarios de guerra cognitiva y promocio-
nar la narrativa estratégica del país en los foros multilaterales, aunando seguridad 
y derechos fundamentales (Ramírez Autrán, 2023, p. 5).

Desde el punto de vista de cada Fuerza, el uso de la IA se adaptará a su en-
torno operativo. El Ejército Nacional le debe apostar a la IA para el análisis de in-
teligencia de campo, modelado predictivo de amenazas asimétricas y simulación 
de operaciones en entornos complejos, mejorando la planificación y ejecución de 
operaciones en las funciones de conducción de la guerra. Por su parte, la Armada 
Nacional debe colocar sus esfuerzos en fortalecer la vigilancia y control marítimo 
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con algoritmos de análisis de patrones de tráfico, vigilancia de áreas de interés 
estratégico y protección de infraestructuras críticas portuarias, mejorando su ca-
pacidad disuasiva y de cooperación naval multinacional. Finalmente, se propo-
ne que la Fuerza Aérea Colombiana debe integrar la IA a la defensa aeroespacial, 
el análisis automatizado de imágenes satelitales y la optimización logística y de 
operaciones combinadas, volviéndose más interoperable con socios regionales y 
globales (Hunter Christie, 2022).

Estratégicamente, la inmersión de la IA en la Diplomacia de Defensa hará que las 
Fuerzas Militares de Colombia fortalezcan un ecosistema tecnológico soberano que 
disminuya la dependencia de proveedores externos, promueva la cooperación tecno-
científica regional y profundice la gobernanza algorítmica en seguridad internacional.

Este propósito implica invertir continuamente en I+D, formar transversalmente 
en diplomacia tecnológica y contribuir activamente a la definición de estándares 
globales sobre el uso militar de la IA, así como incorporar estas capacidades en las 
agendas de seguridad hemisféricas, en espacios como la OEA y la ONU, hecho que 
permitirá que Colombia se posicione como un actor relevante en la formulación 
de un marco que armonice la innovación, la seguridad y los Derechos Humanos.

En términos de recomendaciones estratégicas, Colombia debe fortalecer un 
ecosistema nacional de IA para la defensa con estándares compartidos y control 
humano significativo, desarrollar capacidades locales de hardware y software para 
disminuir la dependencia externa, establecer programas colaborativos de investi-
gación con socios regionales para mejorar la interoperabilidad y la gobernanza 
tecnológica e integrar la IA militar en las agendas de seguridad hemisféricas con 
posiciones comunes en los foros multilaterales. Asimismo, deberá crear un marco 
de evaluación continua para medir y adaptar el impacto de la IA en diplomacia y 
defensa, garantizando que su desarrollo se mantenga al compás de la evolución 
del panorama estratégico mundial.

Para concluir, Colombia está en un momento crucial para hacer de su 
Diplomacia de Defensa un instrumento de proyección inteligente, ético y coopera-
tivo, con la IA como piedra angular. El éxito de dicha integración dependerá de la 
visión estratégica de largo plazo, la capacidad de liderazgo multilateral y la volun-
tad de invertir a largo plazo en innovación y capital humano. En la era algorítmica, 
las Fuerzas Militares que integren tecnología, diplomacia y seguridad fortalecerán 
la defensa de la nación y ayudarán a mantener la estabilidad y gobernanza del 
Sistema Internacional. 
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Introducción
El presente capitulo analiza el papel y funciones que desempeñan las Fuerzas 
Militares en la consolidación de la paz y la construcción del territorio en Colombia, 
un aspecto fundamental para entender las dinámicas recientes del Estado en esce-
narios de posconflicto. La firma del Acuerdo Final para la Terminación del Conflicto 
y la Construcción de una Paz Estable y Duradera en 2016 (CSIVI, 2016), significó un 
punto de inflexión histórico tras más de cinco décadas de conflicto armado interno, 
dando paso a transformaciones normativas, institucionales y doctrinales. Entre es-
tas destacan la implementación de la Doctrina Damasco1, que según lo planteado 
por (Rojas Guevara, 2017; Ministerio de Defensa Nacional, 2016), redefinió el marco 
estratégico y operativo de las Fuerzas Militares para escenarios de posconflicto y 
planteó un Ejército multimisión con capacidad de disuasión frente a amenazas in-
ternas y externas, así como la creación de instituciones de justicia transicional como 
la Jurisdicción Especial para la Paz (JEP)2, la Comisión para el Esclarecimiento de la 
Verdad y la Unidad de Búsqueda de Personas Dadas por Desaparecidas.   

1	 “Con la doctrina Damasco se comenzará a cerrar una brecha histórica que el Ejército Nacional de Colombia 
estaba en mora de consolidar, en el sentido de pensar en una doctrina enfocada a diseñar una verdadera 
capacidad de disuasión, frente a las potenciales amenazas internas y externas, antrópicas y no antrópicas. La 
doctrina como componente de capacidad, condiciona la organización, el material y el equipo, el personal, la 
infraestructura, el liderazgo, la educación y el mantenimiento, por ello la doctrina Damasco se constituye en el 
eje articulador del plan de transformación institucional”(Rojas Guevara, 2017, p. XX).

2	 La Jurisdicción Especial para la Paz (JEP) es el componente de justicia del Sistema Integral de Verdad, Jus-
ticia, Reparación y no Repetición, creado por el Acuerdo de Paz entre el Gobierno Nacional y las FARC-EP. 
La JEP tiene la función de administrar justicia transicional y conocer de los delitos cometidos en el marco 
del conflicto armado que se hubieran cometido antes del 1 de diciembre de 2016. La existencia de la JEP no 
podrá ser superior a 20 años (Jurisdicción Especial para la Paz, s. f., párr. 1). Recuperado de https://www.jep.
gov.co/JEP/Paginas/Jurisdiccion-Especial-para-la-Paz.aspx

https://www.jep.gov.co/JEP/Paginas/Jurisdiccion-Especial-para-la-Paz.aspx
https://www.jep.gov.co/JEP/Paginas/Jurisdiccion-Especial-para-la-Paz.aspx
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Asimismo, se han impulsado apuestas estructurales como la Reforma Rural 
Integral, el fortalecimiento de la participación democrática mediante el Estatuto 
de la Oposición y, de forma central para esta investigación, los Programas de 
Desarrollo con Enfoque Territorial (PDET). Establecidos en el Decreto Ley 893 
de 2017, los PDET constituyen una estrategia de “planeación participativa” para 
transformar las condiciones estructurales de 170 municipios priorizados por el 
conflicto, la pobreza y el abandono estatal (Presidencia de la República, 2017; 
Agencia de Renovación del Territorio [ART], 2023). Estos buscan articular inversión 
social, infraestructura, desarrollo productivo y reconciliación comunitaria, confi-
gurándose como una hoja de ruta integral para la construcción de paz territorial.

La creación de los PDET fue un reconocimiento de la deuda histórica del Estado 
con comunidades rurales que han soportado las consecuencias más crudas del 
conflicto armado (Decreto Ley 893 de 2017; ART, 2023; Bautista, 2017). Siete años 
después, su implementación presenta avances desiguales, con un cumplimiento 
cercano al 54 % de las metas trazadas (ART, 2023; Instituto Kroc, 2024, p. 15). Este 
atraso, que no responde únicamente a limitaciones técnicas o presupuestales, re-
fleja tensiones estructurales más profundas en la forma como el Estado ejerce su 
presencia en el territorio. En este sentido, diferentes investigaciones han advertido 
la escasa coordinación entre la estrategia de desarrollo comunitario prevista en 
los PDET y la política de seguridad y defensa nacional, que continúa privilegiando 
lógicas de control territorial y neutralización de amenazas (Ministerio de Defensa 
Nacional, 2019; Fundación Ideas para la Paz [FIP], 2023).

Los Programas de Desarrollo con Enfoque Territorial (PDET) se estructuran en 
ocho pilares estratégicos orientados a transformar las condiciones de vida en los te-
rritorios más afectados por el conflicto armado, la pobreza y el abandono estatal. Cada 
pilar recoge acciones que combinan inversión social, infraestructura, fortalecimiento 
institucional y reconciliación comunitaria, con enfoques diferenciales que reconocen la 
diversidad territorial, étnica y de género (Presidencia de la República, 2017; ART, 2023).

Tabla 1. Pilares estratégicos de los PDET

Pilar PDET Acción estratégica Enfoque

1. Ordenamiento social de 
la propiedad rural y uso 
del suelo

Formalización masiva de tierras, acceso 
equitativo y catastro multipropósito

Territorial, étnico y de 
justicia histórica

2. Infraestructura y 
adecuación de tierras

Construcción y mantenimiento de 
vías terciarias, adecuación de tierras y 
conectividad

Territorial y participativo
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Pilar PDET Acción estratégica Enfoque

3. Salud rural Fortalecimiento de centros de salud, bri-
gadas móviles y atención diferencial

Enfoque de género, 
étnico y víctimas

4. Educación rural y 
primera infancia

Construcción y dotación de escuelas, am-
pliación de cobertura y calidad educativa

Equidad rural y partici-
pación comunitaria

5. Vivienda rural, agua 
potable y saneamiento

Soluciones de vivienda digna, agua pota-
ble y saneamiento básico

Derecho al hábitat digno

6. Reactivación 
económica y producción 
agropecuaria

Proyectos productivos rurales, asistencia 
técnica y acceso a crédito

Productivo y orientado a 
víctimas

7. Derecho a la 
alimentación

Huertas comunitarias, nutrición infantil y 
soberanía alimentaria

Comunitario, soberano y 
de género

8. Reconciliación, 
convivencia y 
construcción de paz

Iniciativas de convivencia, memoria histó-
rica y fortalecimiento del tejido social

Cultural, reparador y 
comunitario

Fuente: elaboración propia con base en la bibliografía consultada3 

En el marco de esta investigación, el Pilar 8 reviste especial relevancia, ya que 
articula el fortalecimiento del tejido social y la reconciliación con la presencia ins-
titucional en el territorio. Aunque la normativa no asigna funciones directas a las 
Fuerzas Militares en este pilar, doctrinas como la Doctrina Damasco y políticas de 
defensa recientes subrayan su rol en la estabilización y en la generación de condi-
ciones de seguridad para que las iniciativas civiles prosperen (Ejército Nacional de 
Colombia, 2017; Ministerio de Defensa Nacional, 2019).

En este contexto, el papel de las Fuerzas Militares resulta fundamental para 
garantizar condiciones de seguridad que permitan la ejecución de iniciativas de 
desarrollo y el fortalecimiento de la presencia estatal. Sin embargo, la participa-
ción de las Fuerzas Militares en la planeación, ejecución y estabilización de los 
territorios ha sido objeto de debate y análisis crítico. Su misión constitucional, 
establecida en el artículo 217 de la Constitución Política de Colombia, es defen-
der la soberanía, la independencia, la integridad del territorio nacional y el orden 
constitucional (Congreso de la República, 1991). Esta responsabilidad requiere ser 
compatible con un enfoque de seguridad humana e integral que priorice la protec-
ción de la población civil y el apoyo a los objetivos de desarrollo. Este reto implica 
repensar la forma en que las estrategias militares se articulan con los proyectos 

3	 La información presentada en la Tabla 1 sobre los Pilares Estratégicos PDET se basa en las siguientes fuen-
tes: Comisión de Seguimiento, Impulso y Verificación a la Implementación (CSIVI, 2016); Decreto Ley 893 de 
2017; Agencia de Renovación del Territorio (ART, 2023); Departamento Nacional de Planeación (DNP, 2022); y 
Bautista (2025).
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civiles, superando las lógicas de intervención puramente reactivas o de control 
territorial aislado.

El problema central de esta investigación se enmarca en la limitada articula-
ción entre las estrategias de desarrollo territorial —particularmente los PDET— y el 
componente de seguridad y defensa nacional, específicamente en relación con el 
papel de las Fuerzas Militares en la consolidación de la paz y la construcción del 
territorio. Esta brecha ha derivado en intervenciones fragmentadas y, en ocasio-
nes, descoordinadas, que han sido aprovechadas por actores armados ilegales 
para mantener o ampliar su influencia en comunidades vulnerables (Comisión de 
la Verdad, 2022; Manuel et al., 2015)., así mismo, 

[…] la baja capacidad institucional de las regiones más afectadas por el conflicto 
también está ligada a la cooptación por parte de grupos ilegales de las debilita-
das instituciones territoriales y a la proliferación de una cultura de la ilegalidad 
que ha erosionado las bases de dichas instituciones (Manuel et al., 2015, p. 29). 

La falta de una visión compartida entre las autoridades civiles y militares ha 
impedido la construcción de políticas públicas integrales y sostenibles que garan-
ticen la seguridad y el desarrollo de los territorios más afectados por el conflicto 
(Instituto Kroc, 2024; Agencia de Renovación del Territorio [ART], 2023).

De acuerdo con lo anterior, esta investigación tiene el objetivo de analizar el 
papel que han desempeñado las Fuerzas Militares en la consolidación de la paz y 
la construcción del territorio en el contexto de la seguridad y la defensa nacional 
durante la última década; para ello se parte de examinar los antecedentes his-
tóricos y normativos relacionados con la participación de las Fuerzas Militares 
en iniciativas de consolidación territorial y paz en Colombia, para posteriormente 
realizar un análisis comparativo de las políticas de seguridad y defensa nacional 
implementadas por los gobiernos de Juan Manuel Santos, Iván Duque y Gustavo 
Petro para identificar continuidades y rupturas en sus enfoques, y finalmente eva-
luar los principales aciertos, limitaciones y oportunidades de mejora en la articu-
lación entre lo militar y lo civil para la implementación efectiva de estrategias de 
desarrollo y pacificación en los territorios priorizados.

La justificación de esta investigación se sustenta en la necesidad de com-
prender y visibilizar las tensiones y desafíos que enfrenta Colombia en su proceso 
de construcción de paz. Analizar el rol de las Fuerzas Militares en estos proce-
sos permite identificar lecciones aprendidas y generar insumos para mejorar la 
coordinación interinstitucional. Así mismo, el estudio busca contribuir al diseño 
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de políticas públicas más coherentes e integrales, que no se limiten a la seguridad 
coercitiva o al control militar del territorio, sino que garanticen condiciones de vida 
dignas, inclusión social y desarrollo sostenible para las comunidades más afec-
tadas por la violencia y la desigualdad, lo cual resulta especialmente relevante en 
un contexto donde la seguridad humana y la paz total se configuran como princi-
pios orientadores del actual gobierno colombiano. De este modo, la investigación 
pretende aportar herramientas de análisis útiles para tomadores de decisiones, 
académicos y actores de la sociedad civil comprometidos con la consolidación de 
la paz en Colombia.

Esta investigación se desarrolló con un enfoque cualitativo y comparativo, 
porque lo que se buscaba no era medir cifras aisladas, sino comprender cómo 
las políticas de seguridad y defensa de los últimos tres gobiernos —Juan Manuel 
Santos (2014–2018), Iván Duque (2018–2022) y Gustavo Petro (2022–presen-
te)— se han traducido en la práctica en el papel de las Fuerzas Militares dentro de 
la paz y la construcción de territorio. Este tipo de diseño resulta útil para analizar 
procesos complejos, en los que las decisiones políticas, las doctrinas militares y 
las dinámicas sociales se entrelazan de maneras que no se pueden captar solo 
con datos estadísticos (George & Bennett, 2005; Yin, 2018).

El capítulo se basó principalmente en la revisión documental. Se estudiaron 
leyes, decretos y políticas de defensa, así como los planes estratégicos y campa-
ñas militares que han orientado a la Fuerza Pública en los últimos años. También 
se consultaron informes oficiales —por ejemplo, los reportes de la Agencia de 
Renovación del Territorio (ART), los seguimientos del Instituto Kroc o los docu-
mentos del Ministerio de Defensa Nacional—, además de literatura académica re-
visada por pares y publicaciones de organismos internacionales como la ONU, el 
PNUD o la UNODC.

Para organizar el análisis, se definieron seis dimensiones: 1) el enfoque con-
ceptual de la seguridad; 2) el énfasis territorial y las zonas priorizadas; 3) el papel 
asignado a la Fuerza Pública; 4) la relación con el Acuerdo de Paz de 2016; 5) 
las estrategias frente a economías ilícitas, y 6) la articulación civil–militar para el 
desarrollo. Estas dimensiones permitieron revisar tanto lo que dicen las normas y 
doctrinas como lo que ha ocurrido en la práctica en los territorios.

El período de análisis se concentró en la última década (2016–2025), que 
abarca desde la firma del Acuerdo Final con las FARC-EP, pasando por los ajustes 
de la política de “Paz con Legalidad” en el gobierno Duque, hasta las propuestas 
actuales de “Seguridad Humana y Paz Total” bajo la administración Petro. Esto 
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permitió seguir la evolución de las políticas y ver tanto las continuidades como 
las rupturas en el papel de las Fuerzas Militares frente a la implementación de los 
PDET y la consolidación territorial.

Esta metodología permitió no solo revisar lo que cada gobierno hizo, sino tam-
bién poner en evidencia los patrones comunes y las lecciones aprendidas, con el 
objetivo de aportar elementos útiles para mejorar las políticas públicas en escena-
rios de posconflicto.

Antecedentes históricos y normativos 
relacionados con la participación de 
las Fuerzas Militares en iniciativas de 
consolidación territorial y paz en Colombia
En las últimas cuatro décadas, Colombia ha puesto en marcha diversas estrate-
gias con el propósito de recuperar la institucionalidad y avanzar hacia la construc-
ción de paz en territorios históricamente golpeados por el conflicto armado. Dentro 
de este proceso, las Fuerzas Militares han tenido un papel que ha evolucionado: 
de una función centrada en la defensa estrictamente territorial a responsabilida-
des más amplias vinculadas al desarrollo, la estabilización y la seguridad humana 
(González, 2020). Este paso se ha respaldado en marcos normativos y políticas 
públicas que, en conjunto, constituyen la base histórica y legal de su participación 
en la consolidación territorial y la construcción de paz.

El análisis de estos antecedentes permite ver cómo la relación entre lo militar 
y lo civil se ha hecho cada vez más compleja, especialmente en escenarios donde 
la ausencia del Estado y la permanencia de economías ilegales obligan a respues-
tas interinstitucionales coordinadas (Departamento Nacional de Planeación [DNP], 
2018; Marriner Castro & Menjura, 2021)). En este camino, programas como el Plan 
Nacional de Rehabilitación (PNR), el Plan Colombia, las Zonas de Consolidación, 
la Estrategia de Intervención Integral, los PDET y las Zonas Futuro han marcado 
hitos en la búsqueda de articular seguridad, desarrollo y legitimidad estatal, con la 
Fuerza Pública desempeñando un papel clave en los procesos de estabilización.

Antecedentes históricos
La comprensión del papel de las Fuerzas Militares en la consolidación territorial re-
quiere revisar las experiencias estatales frente a los desafíos del conflicto armado. 
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A lo largo de las últimas décadas, distintos gobiernos han impulsado políticas y 
estrategias con un objetivo común: recuperar el control institucional sobre territo-
rios marginados y afectados por la violencia (Romero, 2003; DNP, 2018).

En este marco, la participación militar fue ampliando su alcance. Más allá de la 
seguridad física, empezó a incorporar dimensiones sociales, económicas y territo-
riales. De hecho, según Medina (2020), mediante la implementación de la doctrina 
de acción integral, el Ejército impulsó proyectos en Caquetá como infraestructu-
ra comunitaria, mingas y esfuerzos productivos, fortaleciendo los vínculos con la 
población. Paralelamente, (Ramírez, 2019) documenta cómo ingenieros militares 
lideraron la construcción de vías y otras obras en regiones remotas, permitien-
do una mayor presencia estatal. Incluso desde la perspectiva del ordenamiento 
territorial, estas iniciativas incluyeron no solo despliegue de tropas, sino también 
acciones en infraestructura, conectividad y uso del suelo como instrumentos para 
reforzar la presencia estatal y la cohesión social.

Del control territorial a la presencia integral del Estado
Desde la década de 1980, el Estado colombiano ha intentado contrarrestar el 
abandono estructural de las zonas rurales a través de políticas que combinaron 
desarrollo social y seguridad. En este contexto, las Fuerzas Militares dejaron de ser 
vistas únicamente como actores de combate y, según Romero (2003), empezaron 
a desempeñar funciones de estabilización, construcción de confianza y acompa-
ñamiento institucional. 

Tabla 2. Principales estrategias de consolidación territorial y rol de las Fuerzas 
Militares (1986–2024)

Política / 
Programa Vigencia Enfoque principal Rol de las Fuerzas Militares

Plan Nacional de 
Rehabilitación 
(PNR)

1986–1990 Desarrollo social e in-
fraestructura en zonas 
afectadas por violencia

Seguridad en zonas priorizadas y 
apoyo logístico a proyectos sociales 
(DNP, 1990)

Plan Colombia 2000–2015 Lucha antidrogas, 
fortalecimiento militar e 
institucional

Control territorial, operaciones 
conjuntas y apoyo a programas de 
sustitución de cultivos (Tickner, 2007)

Zonas de 
Consolidación

2006–2010 Recuperación del con-
trol estatal y transición 
al desarrollo

Presencia territorial, patrullajes y 
coordinación con entidades civiles 
(PNUD, 2011)

Estrategia de 
Intervención 
Integral

2011 Seguridad, justicia, de-
sarrollo y gobernabilidad

Participación coordinada en regiones 
priorizadas para garantizar condiciones 
de estabilidad (Ministerio de Defensa 
Nacional, 2012)
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Política / 
Programa Vigencia Enfoque principal Rol de las Fuerzas Militares

PDET 2017–pre-
sente

Desarrollo integral en 
municipios priorizados

Componente de seguridad y convi-
vencia, apoyo a la implementación 
de proyectos (Presidencia de la 
República, 2017)

Zonas Futuro 2019–pre-
sente

Seguridad, sustitución 
de economías ilegales y 
fortalecimiento estatal

Acción conjunta militar-institucional 
en regiones con alta conflictividad 
(Presidencia de la República, 2020)

Nota: Los roles consignados corresponden a una sistematización académica de documentos oficiales.

Fuente: Elaboración propia con base en DNP (1990), Tickner (2007), PNUD (2011), Ministerio de 
Defensa Nacional (2012), Presidencia de la República (2017, 2020). 

Procesos de paz y participación militar
Además de las políticas de consolidación, las Fuerzas Militares también han teni-
do un rol activo en los distintos procesos de negociación y desmovilización ade-
lantados con grupos armados. Su participación no ha sido uniforme: en algunos 
momentos actuaron como garantes de seguridad para la población y los propios 
negociadores; en otros, se les asignaron tareas de verificación y acompañamiento 
técnico. Como señala Jaramillo (2014), este papel cambiante refleja la capacidad 
de adaptación institucional frente a escenarios de transición hacia la paz. A conti-
nuación, se mencionan algunos de los casos más relevantes. 

Tabla 3. Participación de las Fuerzas Militares en procesos de paz (1989–2016)

Proceso de paz Años Grupo armado Rol de las Fuerzas Militares

M-19 1989–1990 Movimiento 19 de abril Seguridad del proceso y protec-
ción de zonas de concentración

EPL, PRT, MAQL 1990–1991 Grupos regionales Acompañamiento logístico y 
territorial

AUC 2003–2006 Autodefensas Unidas 
de Colombia

Seguridad en zonas de desmo-
vilización y apoyo en procesos 
de justicia y paz

FARC-EP 2012–2016 Fuerzas Armadas 
Revolucionarias de 
Colombia

Acompañamiento al 
Mecanismo de Monitoreo y 
Verificación y seguridad a zonas 
veredales (ONU, 2017)

Nota: Los roles consignados corresponden a una sistematización académica de documentos 
oficiales.

Fuente: Elaboración propia con base en Jaramillo (2014) y ONU (2017). 



Fuerzas Militares de Colombia: papel 
en la consolidación de la paz

133

La revisión de estos procesos de paz muestra que el rol de las Fuerzas Militares 
ha sido dinámico y adaptativo. Desde funciones iniciales centradas en garantizar 
seguridad y proteger zonas de concentración —como en las negociaciones con 
el M-19 y grupos regionales— hasta responsabilidades más complejas de acom-
pañamiento logístico, territorial y de verificación internacional, como ocurrió en el 
caso de las FARC-EP (ONU, 2017). Este tránsito evidencia cómo la institución mili-
tar pasó de un papel estrictamente operativo a uno más amplio, vinculado a la esta-
bilización y a la construcción de confianza en escenarios de transición hacia la paz.

Principales planes estratégicos y campañas militares (2000–2024)
Las estrategias militares de alto nivel han sido decisivas para orientar las opera-
ciones en el territorio y conectar la acción de la Fuerza Pública con las políticas 
de seguridad y defensa de cada gobierno. Aunque inicialmente se enfocaron en 
operaciones de gran escala contra las guerrillas, con el tiempo estos planes evo-
lucionaron hacia propuestas más amplias de estabilización, construcción de con-
fianza y seguridad humana. La revisión de campañas como el Plan Patriota, el Plan 
Consolidación, el Plan Victoria o el actual Plan Ayacucho muestra una transición 
desde un énfasis contrainsurgente hacia un marco que busca integrar lo militar 
con lo civil, abriendo espacio a la noción de paz territorial. 

Tabla 3A. Principales planes estratégicos y campañas militares de las Fuerzas 
Militares de Colombia (2000–2024)

Plan / Campaña Vigencia Definición Enfoque principal

Plan Patriota 2003–2006 Operación militar a gran escala con-
tra las FARC-EP, con énfasis en recu-
peración de territorios estratégicos.

Ofensiva contrainsur-
gente y debilitamiento de 
estructuras guerrilleras.

Plan 
Consolidación

2007–2010 Estrategia para afianzar el control es-
tatal en zonas recuperadas y facilitar 
la transición al desarrollo.

Presencia territorial sos-
tenida y articulación con 
instituciones civiles.

Plan 
Bicentenario

2010–2014 Plan estratégico con motivo del 
bicentenario de la independencia, 
orientado a modernizar capacida-
des militares y mantener el control 
territorial.

Modernización, movilidad 
y consolidación del control 
en áreas priorizadas.

Plan Espada de 
Honor I–V

2011–2015 Serie de fases operativas para 
desarticular las estructuras de las 
FARC-EP y otros grupos armados, 
con priorización regional.

Neutralización de cabeci-
llas, debilitamiento logísti-
co y control territorial.
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Plan / Campaña Vigencia Definición Enfoque principal

Plan Victoria 2016–2018 Estrategia posterior al Acuerdo de 
Paz para garantizar seguridad en 
zonas dejadas por las FARC-EP.

Estabilización, protección 
de líderes y lucha contra 
disidencias.

Plan Victoria 
Plus

2018–2022 Ajuste del Plan Victoria, con énfasis 
en enfrentar el crimen organizado y 
consolidar el control territorial.

Acción interinstitucional 
contra economías ilícitas 
y protección comunitaria.

Plan Ayacucho 2022–2026 Estrategia del gobierno Petro que 
busca transitar hacia la seguridad 
humana y la paz total.

Reducción de la violen-
cia, enfoque territorial e 
inclusión de comunidades 
en la seguridad.

Nota: Los roles consignados corresponden a una sistematización académica de documentos oficiales.

Fuente: Elaboración propia con base en Ministerio de Defensa Nacional (2003, 2007, 2010, 2011, 
2016, 2018, 2022). 

Al examinar estos planes de manera conjunta se nota que no fueron simples 
operaciones militares aisladas, sino intentos de responder a los cambios del con-
flicto y a las expectativas de la sociedad. Algunos se enfocaron en la ofensiva di-
recta, otros en recuperar territorios, y los más recientes en acercarse a la idea de 
seguridad humana. En ese recorrido, las Fuerzas Militares no solo enfrentaron a los 
grupos armados, también debieron aprender a trabajar con instituciones civiles y a 
generar confianza en comunidades que durante años vivieron al margen del Estado.

Antecedentes normativos

Marcos legales para la participación de la Fuerza Pública en la paz
El marco jurídico y de política pública colombiano ha evolucionado para permitir 
y regular la participación de las Fuerzas Militares en escenarios de posconflicto, 
consolidación territorial y lo que se conoce como “acción integral del Estado”. Esta 
evolución responde a la necesidad de articular la defensa nacional con el desa-
rrollo y con un enfoque de seguridad humana, reconociendo que la estabilización 
de los territorios priorizados no puede lograrse únicamente mediante operaciones 
militares, sino que requiere una presencia estatal que combine seguridad, justicia, 
infraestructura y servicios básicos (Constitución Política de Colombia, 1991).

Las disposiciones normativas y estratégicas que se presentan a continua-
ción han configurado las reglas del juego para que las Fuerzas Militares actúen 
no solo como garantes de soberanía y la integridad territorial, sino también como 
actores en procesos de construcción de paz y gobernanza local. Sus funciones 
han abarcado desde la protección física de la población hasta el apoyo logístico e 
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institucional a la implementación de políticas públicas en regiones afectadas por 
el conflicto. 

Tabla 4. Marco normativo y estratégico para la participación militar en consolida-
ción territorial y paz

Norma / 
Instrumento Año Contenido clave Implicaciones para las Fuerzas 

Militares

Marco constitucional y legal

Constitución 
Política – Art. 217

1991 Define la misión de las 
Fuerzas Militares como 
defensa de la soberanía, 
independencia e integri-
dad territorial.

Sustenta su participación en esce-
narios de conflicto y posconflicto 
como parte del mandato constitu-
cional. (Congreso de la República, 
1991)

Ley 418 (y 
prórrogas)

1997–    
actualidad

Marco legal para la paz, 
la convivencia y la seguri-
dad democrática.

Permite su vinculación a procesos 
de paz, operaciones de estabili-
zación y recuperación territorial 
(Congreso de la República, 1997)

Ley 1448 – Ley 
de Víctimas y 
Restitución de 
Tierras

2011 Reconoce el conflicto 
armado, los derechos de 
las víctimas y medidas 
de reparación integral.

Implica participación en restitución 
de tierras, protección de comu-
nidades y apoyo a programas 
de reparación. (Congreso de la 
República, 2011)

Ley 1861 – 
Servicio de 
Reclutamiento y 
Movilización

2017 “Regula el servicio militar 
obligatorio y la moviliza-
ción nacional”. (Congreso 
de la República, 2017)

Mantiene la capacidad institucional 
para garantizar el servicio y la dis-
ponibilidad de personal.(Congreso 
de la República, 2017)

Acto Legislativo 01 
– Marco Jurídico 
para la Paz

2012 Establece instrumentos 
para la justicia transicio-
nal y la priorización de 
casos.

Reconoce a las Fuerzas Militares 
como garantes de la implementa-
ción y seguridad en escenarios de 
justicia transicional (Congreso de la 
República, 2012).

Normas y decretos para la implementación del Acuerdo y la consolidación territorial

Decreto Ley 893 
PDET

2017 “Crea los Programas de 
Desarrollo con Enfoque 
Territorial”. (Ministerio et 
al., 2017)

Incluye a la Fuerza Pública como 
componente del “pilar de seguridad 
y convivencia” y garante de con-
diciones para ejecutar proyectos. 
(Ministerio et al., 2017)

Decreto 154 
Plan de 
Implementación 
del Acuerdo Final

2017 Define acciones y 
responsables para 
implementar el Acuerdo 
de Paz.

Asigna responsabilidades en 
control territorial, protección de 
comunidades y verificación de 
compromisos.(Congreso de la 
República, 2017a)

CONPES 3850 
– Estrategia de 
Respuesta Rápida

2016 Lineamientos para esta-
bilización temprana en 
municipios PDET.

Involucra operaciones conjuntas 
para garantizar condiciones míni-
mas de seguridad para proyectos 
de desarrollo.(Manuel et al., 2015)
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Norma / 
Instrumento Año Contenido clave Implicaciones para las Fuerzas 

Militares

Ley 191 – Ley de 
Fronteras

1995 Regula condiciones de 
desarrollo y seguridad en 
zonas fronterizas.

Establece un régimen especial para 
el desarrollo y la seguridad en zo-
nas fronterizas, donde las Fuerzas 
Militares garantizan soberanía, 
control territorial y apoyo a pro-
yectos estratégicos, alineados con 
los PDET en regiones limítrofes. 
(Congreso de la República, 1995)

Políticas de defensa, seguridad y convivencia

Documentos de 
Política de Defensa 
y Seguridad

2010–2025 Orientaciones estraté-
gicas de los gobiernos 
Santos, Duque y Petro.

Redefinen el rol militar hacia en-
foques de seguridad humana y arti-
culación civil-militar (MinDefensa, 
2016; 2022).

Política Marco 
de Convivencia 
y Seguridad 
Ciudadana

2019 Estrategia para prevenir 
violencia y criminalidad 
con enfoque integral.

Reafirma la coordinación civil-mi-
litar en zonas urbanas y rurales de 
alto riesgo.

Política de 
Seguridad Humana 
y Defensa para la 
Vida

2022 Enfoque en derechos 
humanos, reducción de 
violencia y paz total.

Redirige la acción militar hacia la 
prevención y la protección integral 
de comunidades.

Fuente: Elaboración propia con base en Congreso de la República (1991, 1995, 1997, 2011, 2012, 
2017a, 2017b), Presidencia de la República (2017), Departamento Nacional de Planeación [DNP] 
(2016), Ministerio de Defensa Nacional (2016, 2019, 2022), Sánchez & Uprimny (2013) y Manuel, 
Gutiérrez & Ramírez (2015). 

Estos antecedentes permiten ver que la participación militar en escenarios de paz 
no ha sido improvisada, sino resultado de un marco legal y doctrinal que se fue am-
pliando con el tiempo. Ese marco se convirtió en la base sobre la cual los gobiernos 
de Santos, Duque y Petro diseñaron sus políticas de seguridad y defensa. Comparar 
estas experiencias abre la puerta a reconocer patrones, rupturas y, sobre todo, los 
desafíos de lograr una verdadera coordinación civil–militar para que los PDET y de-
más instrumentos de consolidación territorial tengan un impacto sostenible.

Políticas de seguridad y defensa nacional 
implementadas por Santos, Duque y Petro. 
Análisis comparativo
Este análisis se desarrolla bajo un enfoque cualitativo-comparativo, buscando 
reconocer continuidades, rupturas y tendencias en las políticas de seguridad y 



Fuerzas Militares de Colombia: papel 
en la consolidación de la paz

137

defensa implementadas por los gobiernos de Juan Manuel Santos (2014–2018), 
Iván Duque (2018–2022) y Gustavo Petro (2022–presente). Para comprender 
cómo las decisiones estratégicas y doctrinales se tradujeron en acciones sobre el 
territorio; en particular, qué papel asumieron las Fuerzas Militares en la implemen-
tación del Acuerdo de Paz y en la creación de entornos seguros para el desarrollo 
territorial y la ejecución de los PDET (George & Bennett, 2005; Yin, 2018).

El criterio de comparación se estructura en seis dimensiones, seleccionadas 
en función de la relevancia teórica y práctica para el objeto de esta investigación:

Enfoque conceptual de seguridad (Seguridad Nacional vs. Seguridad Humana) 
permite identificar la orientación doctrinal de cada gobierno y su impacto en la 
definición de amenazas, prioridades e indicadores de éxito (Baldwin, 1997; ONU, 
1994). En la práctica, muestra si se privilegia la defensa del Estado frente a enemi-
gos armados o la protección integral de las personas.

Énfasis territorial y zonas priorizadas: examina el grado de focalización es-
pacial, considerando que la geografía del conflicto es desigual y se concentra 
en áreas históricamente excluidas (Gutiérrez Sanín, 2019). Ayuda a distinguir in-
tervenciones integrales de aquellas militarizadas, y su vínculo con instrumentos 
como los PDET.

Papel asignado a la Fuerza Pública: aborda la distribución de funciones entre 
Fuerzas Militares y Policía Nacional, así como los cambios en su doctrina y roles 
operativos (Ministerio de Defensa Nacional, 2016; Pion-Berlin & Trinkunas, 2007). 
Sirve para medir el tránsito desde la contrainsurgencia hacia la estabilización —o 
hacia nuevas formas de control territorial.

Relación con el Acuerdo de Paz de 2016: evalúa el nivel de compromiso de 
cada administración con la implementación de lo pactado, así como las modifi-
caciones o reinterpretaciones introducidas (Kroc Institute, 2022; Verdad Abierta, 
2022). Esta dimensión es central porque el Acuerdo incluye disposiciones directas 
sobre la articulación entre seguridad y desarrollo.

Estrategias contra economías ilícitas: analiza el abordaje frente al narcotráfi-
co y otras economías ilegales, dada su influencia estructural en la seguridad y la 
gobernabilidad territorial (UNODC, 2023; Thoumi, 2002). Esta dimensión permite 
diferenciar entre enfoques coercitivos, preventivos y de desarrollo alternativo.

Articulación civil–militar para el desarrollo: examina cómo se coordinan las 
acciones de seguridad con las de desarrollo económico y social, identificando si 
el liderazgo recae en autoridades civiles o militares (Presidencia de la República, 
2017; FIP, 2023). Esta dimensión es clave para evaluar si se logra una presencia 
estatal integral y sostenible.
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Cada dimensión se estudia tanto en su formulación normativa/doctrinal como 
en su implementación en territorio. Las fuentes incluyen documentos oficiales, le-
gislación, informes de organismos internacionales, literatura académica y repor-
tes de investigación aplicada. La triangulación asegura validez, confiabilidad y ri-
gor metodológico (Denzin, 2012; Flick, 2018).

Síntesis por gobierno 
Con base en estas dimensiones, el análisis revisa cada administración. Este reco-
rrido permite entender cómo se configuraron sus políticas de seguridad y defensa, 
el contexto político en que se aplicaron y su impacto en la presencia de las Fuerzas 
Militares en los territorios priorizados.

Gobierno de Juan Manuel Santos (2014-2018)
Orientó la política de seguridad hacia la “paz territorial”, articulando seguridad y 
desarrollo mediante la implementación del Acuerdo de Paz con las FARC-EP 
(2016). Su Política de Defensa y Seguridad 2015–2018 incorporó elementos de 
seguridad humana, priorizando derechos, desarrollo social y participación ciuda-
dana (MinDefensa, 2016). Territorialmente, impulsó los PDET para 170 munici-
pios, con planes participativos a 15 años (Presidencia de la República, 2017). La 
Fuerza Pública asumió un rol de estabilización y consolidación con operaciones 
como Plan Victoria y Plan Horus, además de desminado humanitario y protección 
a excombatientes. En materia de economías ilícitas, suspendió la aspersión aérea 
con glifosato, priorizando sustitución voluntaria y desarrollo alternativo (Programa 
Nacional Integral de Sustitución de Cultivos Ilícitos – PNIS). Dejó bases institucio-
nales sólidas, pero con vacíos en ocupación civil de los territorios. 
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Figura 1. Municipios PDET 

Fuente: Agencia de Renovación del Territorio (Central PDET). 

Gobierno de Iván Duque (2018–2022)
Reorientó la política hacia una visión más clásica de seguridad nacional, priorizando 
control territorial y combate directo a amenazas bajo el lema “Paz con Legalidad” 
(MinDefensa, 2019). Territorialmente, creó las “Zonas Futuro” en cinco regiones 
críticas, combinando presencia militar intensiva con oferta estatal; en la práctica 
predominó el componente coercitivo. La Fuerza Pública retomó un perfil ofensivo, 
con bombardeos contra campamentos ilegales y apoyo en escenarios de orden 
público. Aunque mantuvo elementos del Acuerdo, la implementación fue parcial 
y desigual: avanzó en reincorporación y víctimas, pero relegó la reforma rural y la 
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participación política. En narcotráfico, fortaleció la erradicación forzada e intentó 
reactivar el glifosato, reduciendo el apoyo a la sustitución voluntaria. Hubo golpes 
a estructuras criminales (p. ej., Clan del Golfo), pero aumentó la violencia contra 
líderes sociales y excombatientes, afectando la confianza ciudadana (ONU, 2021). 

Figura 2. Zonas Futuro

Fuente: Presidencia de la República (2019).

Gobierno de Gustavo Petro (2022–presente)
Propone un cambio de paradigma con la Seguridad Humana como eje: proteger 
la vida y la dignidad por encima de métricas bélicas (MinDefensa, 2023). Mantiene 
los PDET, reactivando la participación comunitaria, y lanza la política de “Paz Total” 
para negociar con múltiples actores armados. Reorienta a la Fuerza Pública hacia 
protección ciudadana, cambia indicadores hacia prevención de masacres y pro-
tección de líderes sociales, y plantea separar la Policía del MinDefensa. En nar-
cotráfico, combina “asfixia” a redes criminales con “oxígeno” a cultivadores vía 
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alternativas económicas y sustitución concertada; descarta glifosato. Incrementa 
el presupuesto para implementación del Acuerdo de Paz, aunque enfrenta resis-
tencia institucional y el reto de mostrar resultados tangibles en seguridad urbana 
y rural.

[Análisis cruzado: continuidades, rupturas y tendencias 
(2014-2025)

Enfoque conceptual de seguridad
El paso de Santos a Duque marcó una ruptura doctrinal: Santos avanzó hacia una 
seguridad con elementos de seguridad humana (protección de derechos, paz te-
rritorial) sin abandonar del todo la lógica tradicional; Duque regresó a la seguridad 
nacional clásica, con énfasis en el enemigo interno y resultados medidos en ba-
jas y erradicaciones (MinDefensa, 2019). Con Petro, se consolida un giro explíci-
to hacia la seguridad humana, con indicadores centrados en vidas protegidas y 
comunidades seguras (MinDefensa, 2023). Esto representa, por primera vez, una 
declaración oficial de que el objetivo principal de la seguridad es el bienestar de la 
población, no solo la neutralización de amenazas.

Énfasis territorial y zonas priorizadas
Los tres gobiernos coincidieron en priorizar regiones históricamente afectadas por 
conflicto y economías ilícitas (PDET y Zonas Futuro), pero variaron en el equilibrio 
civil–militar. Santos diseñó planes participativos de largo plazo con protagonismo 
civil (Presidencia, 2017); Duque redujo la participación comunitaria y aumentó la 
intervención militar intensiva (Ley 1941 de 2018); Petro busca recuperar la cen-
tralidad de lo civil y la planificación comunitaria, incorporando mecanismos como 
Puestos de Mando Unificado preventivos. La continuidad está en la identificación 
territorial; la diferencia, en el método y el liderazgo de la intervención.

Papel asignado a la Fuerza Pública
Santos impulsa una transición desde la contrainsurgencia hacia la estabilización 
(MinDefensa, 2016). Duque revierte parcialmente el proceso, restituyendo un enfo-
que ofensivo y ampliando la intervención militar en orden público, con cuestiona-
mientos en derechos humanos (ONU, 2021). Petro promueve un giro cultural: sal-
vaguardar la vida, ajustar normas de ascenso y proponer reformas estructurales 
(MinDefensa, 2023). El patrón general es un vaivén entre perfiles más combativos 
y otros protectores.
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Relación con el Acuerdo de Paz de 2016
Durante el segundo mandato de Juan Manuel Santos, la política de seguridad se 
alineó plenamente con el Acuerdo Final de Paz de 2016, impulsando la creación 
de toda la estructura institucional necesaria para su implementación, como la 
Jurisdicción Especial para la Paz (JEP), la Comisión para el Esclarecimiento de 
la Verdad (CEV), la Unidad de Búsqueda de Personas Dadas por Desaparecidas 
(UBPD) y los Programas de Desarrollo con Enfoque Territorial (PDET) (Presidencia 
de la República, 2017; Ministerio de Defensa Nacional, 2016; Kroc Institute, 2021).

En contraste, el gobierno de Iván Duque mantuvo formalmente el Acuerdo a 
través de su política de “Paz con Legalidad”, pero con una ejecución parcial y se-
lectiva. Aunque se avanzó en la reincorporación de excombatientes y la atención a 
víctimas, otros componentes centrales como la Reforma Rural Integral y la partici-
pación política tuvieron un desarrollo limitado, lo que generó cuestionamientos so-
bre el debilitamiento de algunos pilares (Kroc Institute, 2021; Verdad Abierta, 2022).

Por su parte, el gobierno de Gustavo Petro ha buscado reactivar y ampliar 
el alcance del Acuerdo mediante la política de “Paz Total”, incorporando proce-
sos de negociación con actores armados no contemplados en el pacto original. 
Aunque esta estrategia representa un cambio de escala y enfoque, aún enfrenta 
desafíos en la implementación efectiva y en la obtención de resultados sostenibles 
en materia de seguridad y desarrollo (Ministerio de Defensa Nacional, 2023; Kroc 
Institute, 2023).

En síntesis, aunque cada administración ha mantenido una relación distinta 
con el Acuerdo, ninguna ha logrado implementarlo en su totalidad. Las diferencias 
radican principalmente en el nivel de compromiso político, el alcance de las accio-
nes y el ritmo de ejecución.

Estrategias contra economías ilícitas
Santos apostó por la sustitución voluntaria y el desarrollo alternativo (PNIS), sus-
pendiendo glifosato; Duque retomó la erradicación forzada y buscó reanudar la 
aspersión aérea, reduciendo la sustitución voluntaria; Petro plantea una estrategia 
de asfixia a redes criminales y oxígeno a cultivadores, con enfoque de salud públi-
ca y desarrollo rural. La tendencia muestra oscilaciones entre políticas de mano 
dura y estrategias integrales; la ruptura más marcada es la de Petro respecto al 
modelo punitivo.
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Articulación civil–militar para el desarrollo
Santos impulsó coordinación en zonas PDET con participación comunitaria y pro-
yectos conjuntos civiles–militares (batallones de ingenieros, programas producti-
vos). Duque fortaleció la capacidad operativa militar, pero con menor integración 
con el aparato civil local, lo que limitó sostenibilidad. Petro propone reactivar la ar-
ticulación bajo liderazgo civil y enfoque preventivo, buscando que la Fuerza Pública 
actúe como garante de condiciones para el desarrollo, no como actor dominante. El 
reto común es lograr una presencia civil efectiva y sostenida tras las operaciones.

La siguiente tabla resume los hallazgos más relevantes del análisis compara-
tivo de las políticas de seguridad y defensa nacional implementadas por los go-
biernos de Juan Manuel Santos (2014–2018), Iván Duque (2018–2022) y Gustavo 
Petro (2022–presente). La estructura responde a las seis dimensiones metodo-
lógicas seleccionadas para esta investigación: enfoque conceptual, énfasis terri-
torial, papel de la Fuerza Pública, relación con el Acuerdo de Paz, estrategia frente 
a economías ilícitas y articulación civil–militar para el desarrollo. Su propósito es 
ofrecer una visión de conjunto que facilite identificar, de forma rápida y contrasta-
da, las continuidades, rupturas y tendencias en los enfoques gubernamentales, así 
como sus implicaciones para el papel de las Fuerzas Militares en la construcción 
territorial y la implementación de la paz. 

Tabla 5. Comparativo de políticas de seguridad y defensa nacional (2014–2025)

Dimensión Juan M. Santos 
(2014–2018)

Iván Duque 
(2018–2022)

Gustavo Petro 
(2022–presente)

Continuidades / 
Rupturas

Enfoque 
conceptual

Seguridad multi-
dimensional con 
transición parcial a 
seguridad huma-
na; énfasis en paz 
territorial y dere-
chos (MinDefensa, 
2016).

Seguridad nacional 
tradicional; doc-
trina de “enemigo 
interno”; prioridad 
a orden público y 
control territorial 
(MinDefensa, 
2019).

Seguridad humana 
como paradigma 
oficial; protección 
de la vida y digni-
dad por encima de 
métricas bélicas 
(MinDefensa, 
2023).

Ruptura Santos–
Duque (huma-
nista tradicional); 
ruptura Duque–
Petro (tradicional 
humanista).

Énfasis 
territorial

Creación los PDET; 
planes participa-
tivos a 15 años 
con liderazgo 
civil (Presidencia, 
2017).

“Zonas Futuro” 
(Ley 1941 de 
2018) en 5 regio-
nes críticas; alta 
militarización y 
menor participa-
ción comunitaria.

PDET reactiva-
dos con enfoque 
participativo; PMU 
preventivos en 
65 municipios 
priorizados.

Continuidad en 
regiones prioriza-
das; diferencias en 
liderazgo y balance 
civil–militar.
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Dimensión Juan M. Santos 
(2014–2018)

Iván Duque 
(2018–2022)

Gustavo Petro 
(2022–presente)

Continuidades / 
Rupturas

Papel de 
la Fuerza 
Pública

Transición de 
contrainsurgencia 
a estabilización; 
apoyo en desmi-
nado, protección 
de excombatientes 
y proyectos de 
desarrollo.

Retorno a un 
esquema de segu-
ridad interna con 
fuerte militariza-
ción; ampliación 
de facultades mili-
tares y operativos 
ofensivos.

Reorientación 
hacia protección 
de la vida; cambio 
de indicadores y 
reforma policial; 
énfasis en DD.HH.

Oscilación entre 
perfiles comba-
tivos y protecto-
res; Petro busca 
institucionalizar el 
enfoque protector.

Relación con 
Acuerdo de 
Paz (2016)

Implementación 
plena; creación de 
instituciones (JEP, 
CEV, UBPD, PDET, 
PNIS).

“Paz con 
Legalidad”: con-
tinuidad formal, 
pero ejecución 
parcial y selectiva; 
debilitamiento de 
pilares.

Reactivación y 
ampliación con 
“Paz Total”; inclu-
sión de actores no 
contemplados en 
2016.

Constante: imple-
mentación incom-
pleta; variación en 
nivel de compro-
miso y ritmo.

Estrategias 
contra 
economías 
ilícitas

Sustitución 
voluntaria (PNIS), 
erradicación 
manual concerta-
da, suspensión de 
glifosato (2015).

Erradicación forza-
da masiva; intento 
de reanudar asper-
sión aérea; PNIS 
relegado.

“Asfixia” a redes 
criminales y 
“oxígeno” a cultiva-
dores; enfoque de 
salud pública y 
desarrollo rural.

Rupturas mar-
cadas en cada 
transición; Petro 
rompe con modelo 
punitivo de Duque.

Articulación 
civil–mili-
tar para el 
desarrollo

Coordinación en 
zonas PDET con 
proyectos conjun-
tos; liderazgo civil.

Predominio 
militar en zonas 
priorizadas; menor 
integración con 
aparato civil.

Reactivación de 
coordinación bajo 
liderazgo civil; én-
fasis preventivo.

Reto constante: lo-
grar presencia civil 
sostenida; diferen-
cias en jerarquía y 
rol militar.

Fuente: Elaboración propia con base en Ministerio de Defensa Nacional (2016, 2019, 2023), 
Presidencia de la República (2017), Ley 1941 de 2018, Kroc Institute (2022), Fundación Ideas para la 
Paz [FIP] (2023), y demás bibliografía citada en el texto.

En conclusión, si bien los tres gobiernos han puesto la mirada en los mismos 
territorios —los priorizados por los PDET y los golpeados por economías ilega-
les—, las diferencias doctrinales y operativas en torno a la seguridad, el papel de la 
Fuerza Pública y el Acuerdo de Paz han provocado oscilaciones que dificultan con-
solidar procesos de largo plazo. Esta falta de continuidad muestra la urgencia de 
avanzar hacia una verdadera política de Estado que logre unificar criterios, articule 
lo civil y lo militar y garantice que la planeación territorial de los PDET se ejecute sin 
depender de los cambios de gobierno.
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Evaluación de los principales aciertos, 
limitaciones y oportunidades de mejora en la 
articulación militar-civil para el desarrollo y 
pacificación de territorios priorizados
Este apartado responde al tercer objetivo específico de la investigación y busca 
evaluar, la articulación entre las Fuerzas Militares y las entidades civiles en la im-
plementación de estrategias de desarrollo y pacificación en territorios priorizados 
durante los gobiernos de Juan Manuel Santos (2014–2018), Iván Duque (2018–
2022) y Gustavo Petro (2022–presente).

La evaluación se construyó a partir de un enfoque cualitativo–comparati-
vo, apoyado en fuentes primarias como planes oficiales de seguridad y defensa 
(Ministerio de Defensa Nacional, 2015, 2019, 2022), informes de seguimiento al 
Acuerdo de Paz (Instituto Kroc, 2023), datos de ejecución de los Programas de 
Desarrollo con Enfoque Territorial – PDET (Agencia de Renovación del Territorio 
[ART], 2023) y literatura académica revisada por pares sobre posconflicto y gober-
nanza territorial (García & Ríos, 2020; Llorente, 2021).

El análisis se organizó en tres dimensiones: (1) logros visibles de articulación 
militar–civil, (2) factores limitantes y (3) oportunidades de mejora, con el propósito 
de identificar patrones que trasciendan coyunturas políticas y permitan proyeccio-
nes de más largo plazo.

Aciertos identificados

Gobierno Santos (2014–2018)
Se destacó la implementación inicial de los PDET como hoja de ruta territorial para 
la paz. Las Fuerzas Militares participaron en tareas de estabilización y construc-
ción de infraestructura básica (Plan Victoria, Batallones de Ingenieros) en coordi-
nación con entidades civiles como ART e Invías. Este modelo contribuyó a percibir 
a las FF.MM. como habilitadores del desarrollo, especialmente en las zonas rurales 
dejadas por las FARC (Ministerio de Defensa Nacional, 2015).

Gobierno Duque (2018–2022) 
Si bien su política tuvo un sesgo militar, las Zonas Futuro lograron, en su fase ini-
cial, generar mesas de coordinación con alcaldías y gobernaciones, combinan-
do operaciones militares focalizadas con proyectos sociales de rápida ejecución 
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(Ministerio de Defensa Nacional, 2019). El golpe estratégico a estructuras como el 
Clan del Golfo (captura de “Otoniel”) tuvo coordinación interinstitucional que inte-
gró capacidades militares, policiales y judiciales.

Gobierno Petro (2022–presente) 
La creación de Puestos de Mando Unificado (PMU) preventivos en 65 municipios 
priorizados, con presencia simultánea de mandos militares, autoridades civiles y 
comunidad, representa un avance en el modelo de articulación horizontal. La rea-
signación de indicadores de desempeño militar hacia la protección de líderes so-
ciales (Ministerio de Defensa Nacional, 2022) fortalece el vínculo entre seguridad y 
objetivos de desarrollo humano.

Principales limitaciones
Fragmentación institucional: En todos los periodos, la articulación se vio debilitada 
por la ausencia de un marco normativo que unifique la planeación civil y militar en 
territorios priorizados, generando duplicidad de esfuerzos y vacíos de coordina-
ción (García & Ríos, 2020).

Discontinuidad política: La falta de continuidad en las políticas de paz y segu-
ridad provocó la reinvención de estrategias cada cuatro años, afectando la soste-
nibilidad de proyectos iniciados, especialmente en los PDET (Instituto Kroc, 2023).

Debilidad del liderazgo civil: En varias regiones, la gestión de la presencia es-
tatal ha sido liderada de facto por la Fuerza Pública ante la falta de capacidad de 
las autoridades civiles locales, generando percepciones de “militarización” y no de 
“gobernanza integral” (Llorente, 2021).

Falta de indicadores unificados: La medición de resultados se ha hecho por 
separado —indicadores de seguridad y de desarrollo—, impidiendo evaluar de ma-
nera integrada el impacto real de la articulación militar–civil (ART, 2023).

Oportunidades de mejora
Institucionalizar hojas de ruta únicas: que vinculen explícitamente los planes de 
seguridad con los de desarrollo para cada territorio priorizado, asegurando conti-
nuidad más allá de los ciclos electorales.

Fortalecer el liderazgo civil: mediante capacitación, financiamiento y desplie-
gue de equipos técnicos permanentes en municipios PDET, con la Fuerza Pública 
como respaldo operativo y no como líder de la agenda.
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Alinear incentivos: para que tanto las FF.MM. como las agencias civiles com-
partan responsabilidad en indicadores comunes (ej. Reducción de homicidios, eje-
cución presupuestal de proyectos, percepción de seguridad comunitaria).

Marco normativo de articulación territorial: que establezca obligaciones lega-
les de coordinación interinstitucional en zonas priorizadas, incluyendo la participa-
ción formal de comunidades en la planeación y supervisión.

Síntesis final
La evidencia comparativa indica que la articulación militar–civil en Colombia ha 
mostrado avances puntuales, pero carece de sostenibilidad y estandarización. Los 
casos más exitosos —PDET con soporte militar en Santos, coordinación inicial en 
Zonas Futuro bajo Duque, y PMU preventivos en Petro— comparten un elemento 
común: la acción conjunta sobre problemas concretos, con objetivos claros y ro-
les definidos. Sin embargo, persiste el reto de convertir estas experiencias en una 
política de Estado estable, con un marco jurídico y metodológico que garantice la 
continuidad de los esfuerzos y que perdure en el tiempo.

De lograrse, esta articulación no solo potenciaría la implementación del 
Acuerdo de Paz, sino que consolidaría un modelo de gobernanza territorial donde 
la seguridad y el desarrollo se refuercen mutuamente, alineado con las recomen-
daciones de la ONU para contextos de posconflicto (United Nations, 2020). 

Tabla 6. Evaluación comparativa de la articulación militar–civil (2014–2025)

Gobierno Aciertos Limitaciones Oportunidades de 
mejora

Juan Manuel 
Santos 
(2014–2018)

Implementación inicial de los 
Programas de Desarrollo con 
Enfoque Territorial (PDET) con 
experiencias de coordinación 
entre entidades civiles (ART) 
y Batallones de Ingenieros. 
Ejecución de Plan Victoria y 
Plan Horus para estabilizar 
zonas dejadas por las FARC. 
Integración de las FF.MM. en 
tareas de desminado y protec-
ción de excombatientes.

Tiempo limitado 
para consolidar la 
articulación. 
Lentitud en despliegue 
de instituciones civiles 
en zonas ex FARC
 Falta de indicado-
res integrados de 
resultados.
Vacíos aprovechados 
por disidencias y otros 
grupos.

Institucionalizar el 
modelo PDET con li-
derazgo civil y soporte 
militar.
Desarrollar indica-
dores conjuntos 
seguridad–desarrollo.
Acelerar despliegue 
de servicios civiles en 
zonas priorizadas.
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Gobierno Aciertos Limitaciones Oportunidades de 
mejora

Iván Duque 
(2018–2022)

Lanzamiento de las “Zonas 
Futuro” como estrategia de 
intervención integral en cinco 
regiones críticas. Coordinación 
interinstitucional en operacio-
nes contra el Clan del Golfo 
y disidencias. Inclusión de 
alcaldías y gobernaciones en 
mesas de coordinación.

 Enfoque excesiva-
mente militarizado. 
Coordinación débil 
con programas del 
Acuerdo de Paz.
Discontinuidad con 
el modelo PDET 
participativo.
Escasa confianza 
de comunidades por 
falta de resultados 
sostenibles.

Equilibrar intervención 
militar con inversión 
social inmediata.
Integrar “Zonas 
Futuro” con planes 
PDET y PNIS. Mejorar 
participación comuni-
taria en la priorización 
de acciones.

Gustavo 
Petro (2022–
presente)

Impulso de Puestos de Mando 
Unificado (PMU) preventivos 
en 65 municipios priorizados, 
con participación simultánea 
de civiles, militares y comu-
nidades. Redefinición de 
indicadores militares hacia la 
protección de líderes sociales. 
Mayor presupuesto para imple-
mentación del Acuerdo de Paz. 
Reactivación de los PDET con 
protagonismo comunitario.

Resistencia institucio-
nal frente al cambio 
doctrinal. Avances 
legislativos lentos para 
reformas estructu-
rales. Persistencia 
de delitos comunes 
y violencia en varias 
regiones. Riesgos 
derivados de la ne-
gociación simultánea 
con múltiples actores 
armados.

Consolidar un marco 
normativo de coordi-
nación civil–militar. 
Capacitar a las FF.MM. 
en seguridad humana 
y gestión territorial. 
Crear mecanismos de 
participación comuni-
taria obligatoria en la 
planeación. Establecer 
indicadores integra-
dos que articulen 
dimensiones sociales, 
de desarrollo y de 
seguridad.

Fuente: Elaboración propia con base en Ministerio de Defensa Nacional (2015, 2019, 2022), Instituto 
Kroc (2023), ART (2023), García & Ríos (2020), Llorente (2021).

La comparación de los tres gobiernos permite ver que, aunque existieron 
avances en distintos momentos —como el impulso inicial de los PDET con Santos, 
la creación de las “Zonas Futuro” en Duque y los PMU preventivos en Petro—, la 
articulación entre lo militar y lo civil ha carecido de continuidad y de un marco esta-
ble. Cada administración impulsó innovaciones puntuales, pero también enfrentó 
limitaciones recurrentes como la fragmentación institucional, la debilidad del lide-
razgo civil y la falta de indicadores integrados. De ahí surge la necesidad de pasar 
de experiencias aisladas a una política de Estado que garantice sostenibilidad en 
el tiempo, algo que se analizará con mayor detalle en el apartado siguiente sobre 
la articulación militar–civil entre 2014 y 2025.

Evaluación de la articulación militar-civil (2014-2025)
La comparación de las tres administraciones permite extraer conclusiones claras 
sobre los avances, carencias y proyecciones en la articulación entre lo militar y lo 
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civil para la implementación de estrategias de desarrollo y pacificación. Aunque 
cada gobierno operó con enfoques y prioridades distintas, se observan patrones 
comunes que ofrecen pistas valiosas para un modelo más efectivo y sostenible.

Aciertos comunes
Entre los logros más relevantes figura la participación de la Fuerza Pública en 
proyectos de infraestructura y estabilización territorial, lo cual mejoró la conec-
tividad y fortaleció la presencia estatal en áreas históricamente abandonadas. 
Instrumentos como los Programas de Desarrollo con Enfoque Territorial (PDET), 
las “Zonas Futuro” y los Puestos de Mando Unificado (PMU) funcionaron como 
plataformas de coordinación interinstitucional, aunque con resultados desiguales 
según el periodo. En algunos casos se logró, además, involucrar directamente a 
las comunidades en el diagnóstico y priorización de intervenciones, lo que otorgó 
mayor legitimidad a las acciones estatales. A esto se suma que la Fuerza Pública 
desempeñó un papel clave como garante de seguridad en la implementación de 
programas de paz en contextos de alta conflictividad, protegiendo tanto a la pobla-
ción civil como a funcionarios y bienes estratégicos.

Limitaciones recurrentes
Sin embargo, persiste un desbalance entre lo militar y lo civil, donde la acción ar-
mada ha tendido a predominar, especialmente en contextos de crisis. La falta de 
continuidad de políticas al cambiar de gobierno ha generado interrupciones que 
reducen la eficacia en el terreno. A ello se suma la persistencia de vacíos institu-
cionales en regiones priorizadas, lo que ha permitido que actores armados ilegales 
retomen el control en algunos sectores. Otro déficit clave ha sido la ausencia de 
indicadores integrados que midan simultáneamente seguridad y desarrollo, difi-
cultando evaluar de forma realista el impacto de las intervenciones.

Oportunidades de mejora
La experiencia acumulada evidencia la necesidad de institucionalizar un marco 
normativo estable que asegure la coordinación civil–militar más allá de los ciclos 
presidenciales. Igualmente, resulta esencial acompañar cada intervención de la 
Fuerza Pública con inversión social inmediata en servicios básicos, infraestructura 
y proyectos económicos, de modo que la seguridad no se perciba como un fin en sí 
mismo, sino como condición para el desarrollo. Otro aspecto clave es fortalecer la 
formación de las FF.MM. en seguridad humana y gestión territorial, de manera que 
sus operaciones se alineen con objetivos de largo plazo. Finalmente, urge diseñar 
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un sistema unificado de indicadores que mida simultáneamente logros en seguri-
dad, desarrollo económico y confianza ciudadana, permitiendo ajustar las políticas 
con base en evidencia.

En síntesis, si bien Colombia ha avanzado en vincular las capacidades militares 
y civiles en entornos complejos, todavía queda el reto de lograr una sinergia equi-
librada y sostenida que permita no solo garantizar la seguridad, sino también con-
solidar una paz duradera en los territorios históricamente afectados por el conflicto.

Conclusiones 
El análisis desarrollado evidencia que el papel de las Fuerzas Militares en la con-
solidación de la paz y la construcción del territorio en Colombia ha sido determi-
nante, aunque condicionado por factores políticos, doctrinales y estructurales que 
han variado según el gobierno de turno. Si bien las capacidades militares han sido 
esenciales para generar condiciones mínimas de seguridad, su efectividad en la 
consolidación territorial depende directamente de la articulación sostenida con las 
autoridades civiles, de la confianza de los habitantes y de la capacidad del Estado 
para garantizar presencia integral en los territorios priorizados.

En relación con el objetivo general, se concluye que las Fuerzas Militares han 
evolucionado desde un enfoque predominantemente contrainsurgente hacia uno 
más integral que incorpora elementos de seguridad humana y estabilización te-
rritorial. Sin embargo, esta transición no ha sido lineal ni permanente; las oscila-
ciones doctrinales entre seguridad nacional tradicional y seguridad humana han 
generado discontinuidades en la implementación de políticas, afectando la soste-
nibilidad de los avances en las zonas PDET.

Frente al primer objetivo específico, la evidencia muestra que la base legal y 
estratégica para la participación de las Fuerzas Militares en la construcción de paz 
es robusta, abarcando desde la Constitución Política hasta marcos específicos 
como el Decreto Ley 893 de 2017 (PDET). No obstante, el marco normativo carece 
de un instrumento vinculante que obligue a la planeación conjunta civil–militar, lo 
que limita la integración real en la fase de ejecución y seguimiento de proyectos.

En cuanto al segundo objetivo específico se identifican tres enfoques clara-
mente diferenciados: Santos avanzó hacia un modelo híbrido con fuerte énfasis 
en paz territorial; Duque priorizó la seguridad nacional tradicional con alta militari-
zación de zonas priorizadas; y Petro busca consolidar la seguridad humana como 
paradigma central. A pesar de sus diferencias, los tres gobiernos han coincidido en 



Fuerzas Militares de Colombia: papel 
en la consolidación de la paz

151

focalizar la intervención en territorios estratégicos, aunque con distintos grados de 
participación comunitaria y equilibrio civil–militar.

Respecto al tercer objetivo específico, los casos más exitosos (implementación 
inicial de PDET bajo Santos, coordinación interinstitucional en golpes estratégicos 
durante Duque, y PMU preventivos en Petro) demuestran que la sinergia entre segu-
ridad y desarrollo es posible cuando se comparten objetivos claros, roles definidos 
y se involucra activamente a las comunidades. Sin embargo, la ausencia de indica-
dores integrados y la discontinuidad de políticas siguen siendo obstáculos críticos 
para convertir experiencias puntuales en modelos replicables a nivel nacional.

Para que las Fuerzas Militares consoliden su papel como garantes de paz y 
desarrollo, se requiere institucionalizar un marco de articulación territorial que 
trascienda los cambios de gobierno, alinee los incentivos de las agencias civiles 
y militares, y vincule la inversión social inmediata a cada intervención en seguri-
dad. Esto no solo fortalecería la legitimidad del Estado en zonas históricamente 
olvidadas, sino que también reduciría la reincidencia de la violencia y el riesgo de 
cooptación institucional por parte de actores armados ilegales.

En el contexto del posconflicto colombiano, el papel de las Fuerzas Militares 
en la construcción del territorio trasciende la función tradicional de garantizar la 
seguridad y el control del orden público. Su rol se redefine como el de un actor arti-
culador, capaz de generar condiciones de estabilidad que permitan la llegada efec-
tiva del Estado y la ejecución de proyectos de desarrollo. Este papel implica no solo 
proteger la soberanía y neutralizar amenazas, sino también acompañar y respaldar 
las estrategias de transformación territorial, como los PDET, bajo un enfoque de 
seguridad humana que priorice la vida, la inclusión social y la cohesión comunitaria.

La evidencia comparativa demuestra que, cuando existe una coordinación real 
entre autoridades civiles y Fuerzas Militares, se fortalecen la legitimidad estatal y la 
confianza ciudadana, generando avances tangibles en la consolidación de la paz. 
Sin embargo, para que este rol sea sostenible, es imprescindible institucionalizar la 
articulación civil–militar, unificar indicadores de seguridad y desarrollo, y garantizar 
la continuidad de las políticas más allá de los ciclos gubernamentales. Solo así las 
Fuerzas Militares podrán consolidarse como garantes y facilitadoras de un modelo 
de gobernanza territorial integral, donde seguridad y desarrollo no sean agendas 
separadas, sino dos caras de la misma estrategia para construir una paz duradera.

En síntesis, la experiencia comparada confirma que la paz territorial no se lo-
gra únicamente con la presencia militar, sino con la convergencia sostenida entre 
seguridad, desarrollo y participación comunitaria. La construcción de un modelo 
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de gobernanza integral, respaldado por un compromiso político estable y una doc-
trina militar alineada con la seguridad humana, es la condición indispensable para 
transformar de manera irreversible los territorios priorizados y garantizar que la 
paz sea una realidad tangible para sus habitantes.

Finalmente, el papel de las Fuerzas Militares en la implementación de los 
Programas de Desarrollo con Enfoque Territorial (PDET) ha sido determinante para 
garantizar condiciones de seguridad que permitan la llegada de la institucionalidad 
civil a los territorios más afectados por el conflicto. Su capacidad operativa, logís-
tica y de acompañamiento comunitario ha facilitado la ejecución inicial de proyec-
tos estratégicos, especialmente en contextos de alta conflictividad. No obstante, 
la ausencia de una articulación sistemática y sostenida con las entidades civiles 
ha limitado el impacto estructural de su contribución, generando intervenciones 
fragmentadas y con escasa sostenibilidad. Superar esta brecha implica consolidar 
un marco normativo claro que obligue a la coordinación interinstitucional, adoptar 
un enfoque de seguridad humana que priorice la protección de la población y esta-
blecer indicadores integrados que midan simultáneamente avances en seguridad 
y desarrollo. Solo así las Fuerzas Militares podrán consolidar su rol como garantes 
de una paz territorial sostenible y de una presencia estatal integral en las zonas 
priorizadas por los PDET. 
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Capítulo 5

Resumen: Este capítulo analiza la gobernanza criminal como una categoría penal emergente 
en Colombia, centrando su estudio en Buenaventura, la región del Catatumbo y el depar-
tamento de Cauca, donde Grupos Armados Organizados y Grupos Delictivos Organizados 
ejercen autoridad y control social arrogándose funciones estatales. Mediante análisis de 
casos y revisión normativa, se evidencia cómo estos actores configuran sistemas alter-
nativos de gobierno, imponiendo normas, regulando economías ilegales y afectando los 
derechos fundamentales de las comunidades. Se destaca que la incapacidad estatal y los 
vacíos legales permiten la consolidación de estos poderes ilícitos, más aún tras el acuerdo 
de paz de 2016. Como resultado, se propone, entre otros, la tipificación penal específica de 
la gobernanza criminal, argumentando que ello ayudaría a recuperar la legitimidad institu-
cional frente a la sofisticación de estas estructuras criminales.
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Introducción
La gobernanza criminal, como categoría conceptual y fenómeno observable, re-
presenta una forma contemporánea de poder ilegal, que desborda los márgenes 
tradicionales del derecho penal colombiano. Su complejidad exige una revisión 
crítica de las herramientas jurídicas disponibles, ya que, a pesar de su impacto y 
permanencia, el ordenamiento penal actual no reconoce explícitamente sus efec-
tos corrosivos sobre el Estado de derecho. Hoy, la acción de la Fiscalía General 
de la Nación debe hacer uso de una arquitectura legal dispersa, fragmentada y 
parcialmente anacrónica, que no alcanza a captar la naturaleza sistémica de esta 
modalidad de control social ejercida por actores no estatales.

Delitos como el constreñimiento ilegal, la usurpación de funciones públicas o 
la extorsión, si bien útiles en contextos específicos, resultan insuficientes para en-
frentar con eficacia un fenómeno que supone la sustitución funcional del Estado. 
Tal es el caso de Buenaventura, donde los grupos criminales definen toques de 
queda, autorizan proyectos productivos, controlan la movilidad de personas y regu-
lan disputas vecinales. En el Catatumbo, el autodenominado Ejército de Liberación 
Nacional (ELN) establece temporadas de pesca, controla la explotación de recur-
sos naturales y gestiona contratos de obras públicas mediante empresas fachada. 
En Tumaco, estructuras como la Segunda Marquetalia ejercen autoridad sobre el 
comercio sexual y la economía de la coca. Aquel tipo de “gobierno ilegal” impone 
reglas paralelas; captura la legitimidad social, mediante la coerción, la corrupción 
e incluso provee servicios en ausencia del Estado; y la comunidad se convierte en 
víctima de una dominación ilegítima, sostenida en una legalidad simulada.

Asimismo, el estudio se centra en la identificación y análisis de las prácticas 
mediante las cuales estructuras criminales ejercen control social en territorios es-
pecíficos, desplazando parcialmente las funciones legítimas del Estado; fenómeno 
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que evidencia un ejercicio paralelo de autoridad y constituye un mecanismo de 
regulación informal que incide directamente en la convivencia, la seguridad y la 
gobernabilidad en las comunidades afectadas. El problema jurídico y social que 
subyace en este análisis, radica en la carencia de un marco normativo explícito 
que tipifique y sancione el ejercicio de gobernanza criminal; la ausencia de ins-
trumentos legales adecuados genera vacíos significativos en la protección de los 
derechos fundamentales y limita la capacidad del Estado para intervenir de ma-
nera efectiva frente a dinámicas de control territorial ejercidas por actores ilíci-
tos. Aquel déficit normativo configura un desafío central para la disciplina jurídica, 
posicionando al fenómeno de la gobernanza criminal como un área prioritaria de 
investigación y desarrollo doctrinal.

El objetivo de la investigación fue caracterizar de manera sistemática las 
prácticas de gobernanza criminal y proponer criterios de tipificación penal que 
permitan una respuesta jurídica articulada y coherente con los principios cons-
titucionales. En este sentido, se buscó establecer un puente conceptual entre la 
teoría del derecho penal, la criminología crítica y la realidad social, con el fin de 
contribuir a la construcción de marcos legales más precisos y efectivos. Para el 
desarrollo del estudio se adoptó una metodología teórico-jurídica, sustentada 
en investigación cualitativa documental, se realizó una revisión hermenéutica de 
fuentes normativas y dogmáticas penales, combinada con un enfoque inductivo, 
que extrajo patrones conceptuales y normativos a partir del análisis de la literatura, 
jurisprudencia y doctrinas especializadas. Dicho enfoque metodológico garantiza 
la coherencia entre los hallazgos, la fundamentación teórica y las propuestas de 
tipificación, asegurando un aporte sistemático al conocimiento académico y jurí-
dico sobre la gobernanza criminal.

Continuando con lo anterior, a nivel dogmático e institucional, se plantea una 
propuesta integral de enfoque jurídico-criminológico de la delincuencia organi-
zada. El enfoque consiste en la incorporación al Código Penal colombiano de un 
tipo penal autónomo, que sancione la usurpación de funciones estatales por parte 
de Grupos Armados Organizados (GAO) y Grupos Delictivos Organizados (GDO). 
Lo anterior, a partir del análisis sistemático de los precedentes documentados, 
la arquitectura constitucional y los referentes comparados del derecho interna-
cional, sin desconocer los riesgos inherentes a la expansión del ius puniendi ni 
favorecer derivas punitivas populistas. La base de aquel planteamiento se asien-
ta en los postulados de legitimidad, proporcionalidad y necesidad, delimitando 
con precisión sujetos activos, conductas típicas, bienes jurídicos protegidos y 
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circunstancias agravantes, a fin de evitar formular normativas imprecisas o exce-
sivamente amplias.

Desde un enfoque constitucional, la existencia de formas paralelas de poder, 
que regulan derechos, impone tributos, imparten justicia y controlan servicios 
básicos, vulnera de forma directa el principio fundacional del Estado Social de 
Derecho (artículo 1 de la Constitución Política de Colombia) y desdibuja el mo-
nopolio legítimo del uso de la fuerza consagrado por Weber et al. (1947), como 
característica esencial del Estado moderno. Más aún, cuando estas estructuras 
armadas, establecen tribunales informales, promueven el reclutamiento de me-
nores para aumentar sus filas, garantizando la lealtad de sus familias y sostienen 
redes de financiación ilegal, mediante economías extractivas y narcoeconomías, 
su impacto trasciende lo jurídico, para insertarse de lleno en lo político, lo institu-
cional y lo humanitario.

La ausencia de una codificación legal específica favorece la impunidad y li-
mita la posibilidad de articular una respuesta interinstitucional coordinada, que 
reconozca la gobernanza criminal como una amenaza sistémica al orden cons-
titucional. Esta omisión técnica dificulta la priorización de investigaciones, el di-
seño de medidas de seguridad efectivas para la población, la desarticulación de 
redes criminales con capacidad de gestión social o la protección diferenciada de 
las comunidades afectadas. Así, el vacío normativo se traduce en una fragilidad 
estructural del sistema penal, que no logra operar con contundencia frente a un 
fenómeno distinto al crimen común, que por el contrario se comporta como es-
tructura paralela de gobierno.

Al mismo tiempo, a través de este capítulo se hace énfasis en la necesidad 
de avanzar en la creación del nuevo tipo penal, junto con reformas institucionales 
complementarias. No basta con penalizar, se requiere fortalecer capacidades es-
tatales, garantizar presencia institucional integral en los territorios históricamente 
marginados y establecer estrategias multidimensionales que integren las res-
puestas de la justicia, la política social, la infraestructura pública y la participación 
ciudadana. La gobernanza criminal no se derrota exclusivamente en los estrados 
judiciales; se desmonta en los campos, en los barrios, en las escuelas, en los hos-
pitales y en los espacios donde el Estado debe recuperar su capacidad soberana 
de proteger, orientar y servir.

La tipificación propuesta en este capítulo pretende superar las limitaciones 
del derecho penal tradicional, hoy circunscrito a visiones individuales del delito, 
para que en su lugar responda a la erosión de la soberanía democrática, que viene 
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consumando sistémicamente el crimen organizado, mediante la incorporación de 
delitos específicos, que den castigo al ejercicio ilegítimo del poder público, salva-
guardando la vigencia del orden constitucional, garantizando que la soberanía re-
side exclusivamente en el pueblo, del cual emana el poder público, que es ejercido 
por medio las autoridades públicas, en los términos que la Constitución establece.

Por ello, reconocer la gobernanza criminal como un fenómeno legal y penal 
independiente, es indispensable para fortalecer el Estado de derecho, rectificar las 
deficiencias legales en la jurisdicción penal y proteger los derechos fundamentales 
de las comunidades afectadas. En este capítulo se argumenta que Colombia de-
bería tipificar concretamente la gobernanza criminal, como una categoría jurídica 
independiente, afianzando la integridad de la autoridad estatal. La introducción de 
este nuevo delito disuadirá y castigará eficazmente a los actores criminales. La 
discusión examina la gobernanza criminal, sus causas y consecuencias estructu-
rales, los vacíos legales del derecho interno colombiano y las reformas estructura-
les necesarias para abordarlos.

El control social y la gobernanza criminal
El concepto de gobernanza criminal tiene un origen fundamentalmente interdisci-
plinario, con sus raíces más profundas en la ciencia política y la sociología, y apor-
tes significativos de la criminología y los estudios de seguridad y defensa. Aunque 
no es un concepto que provenga de una única disciplina, se puede trazar su origen 
a la confluencia de varios campos:

La base teórica proviene de autores como Charles Tilly, quien, desde la socio-
logía histórica y la ciencia política, estableció el paralelismo entre la formación del 
Estado y las actividades de la delincuencia organizada. La perspectiva de que los 
Estados modernos nacieron de la coerción y la extracción sentó las bases para 
entender que la gobernanza no es exclusiva del Estado (Tilly, 1985).

De otra parte, la criminología desarrolló el concepto, al estudiar de cerca las di-
námicas de las organizaciones criminales, las pandillas y los carteles. Criminólogos 
como Arias (2006) han aplicado el concepto para describir cómo estos grupos se 
dedican a actividades ilegales, y ejercen control social y político, proporcionando 
seguridad o justicia a comunidades locales.

En este mismo sentido, a partir de los Estudios de Seguridad y Defensa 
(Polemología), el concepto se ha integrado a este campo para analizar las ame-
nazas no tradicionales a la seguridad nacional e internacional. Se utiliza para 
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comprender cómo los grupos criminales desafían el monopolio de la violencia del 
Estado y cómo sus “órdenes” compiten o coexisten con la autoridad estatal, gene-
rando un nuevo tipo de conflicto y de control social.

Aunque el concepto se ha formalizado y popularizado más recientemente en 
la ciencia política, su origen es un híbrido de varias disciplinas que se han unido 
para entender la compleja relación entre el poder estatal y el poder de los actores 
criminales, por ello el capítulo aborda la gobernanza criminal, como el ejercicio de 
autoridad política, judicial y económica por parte de actores no estatales sobre 
poblaciones y territorios definidos.

Colombia se enfrenta a una gobernanza criminal arraigada en regiones donde 
el Estado es ineficaz para proporcionar un entorno de vida seguro (Feldmann & 
Luna, 2022). A diferencia del crimen organizado tradicional, que busca ganancias 
a través de empresas ilegales, la gobernanza criminal regula el comportamiento 
de la comunidad, impone sanciones y proporciona una forma perversa de orden y 
justicia. La autoridad de facto de los GAO y GDO, se hace evidente cada vez que in-
tentan establecer el orden, la tributación y la aplicación de la ley. En consecuencia, 
como afirman Koonings y Kruijt, en América Latina existen tres mecanismos inter-
seccionales de gobernanza criminal: 1) la captura del Estado; 2) la microsoberanía 
estratificada; y 3) la transgresión del Estado (Koonings & Kruijt, 2023).

Por otro lado, se distingue a la gobernanza criminal del terrorismo o la insur-
gencia, en su enfoque de permanencia territorial y en la sustitución de funciones 
públicas. Al hacerlo, desafía la esencia misma del Estado democrático, instauran-
do un gobierno en la sombra que opera con impunidad. La gobernanza criminal se 
configura como una violación sistemática de los derechos humanos (DD. HH.) por 
su relación con el narcotráfico, la extorsión, la justicia paralela y el control coerci-
tivo de las comunidades. En este sentido, la gobernanza criminal ejercida por los 
GAO y GDO socava el principio weberiano de que el Estado es el único titular del 
“monopolio legítimo del uso de la fuerza” (Weber et al., 1947).

Asimismo, el fenómeno de la gobernanza criminal representa una amenaza 
para el orden constitucional colombiano, al subvertir el sistema formal del Estado 
de derecho, administrar justicia arbitraria y establecer estructuras paralelas de 
gobernabilidad (Alda-Mejías, 2023). Aquello es una ausencia funcional y un de-
bilitamiento de la legitimidad del Estado en las zonas periféricas, lo que ha dado 
lugar a violaciones sistemáticas de los DD. HH. incluyendo el desplazamiento y 
la restricción de libertades (González & Otero, 2010). A su vez, los grupos ilegales 
llenan el vacío de poder público y consolidan su control, por lo tanto, es imperativo 
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que se analicen con rigor y se den respuestas institucionales a las disfunciones 
estructurales y a los vacíos del Estado de derecho (Reuter & Paoli, 2020).

Según Aponte et al. (2025) la implementación de la política de Paz Total (PPT) 
como estrategia del Estado colombiano para enfrentar la persistencia y expansión 
de grupos armados y organizaciones criminales en el país, sigue siendo un desafío 
central en la gobernanza criminal pese a los esfuerzos institucionales, pues estos 
actores mantienen control territorial, regulaciones sociales y económicas y afec-
tan a toda comunidad. De la misma manera, señala que la negociación con grupos 
criminales, sin un enfoque metodológico integral de fortalecimiento institucional y 
participación ciudadana, corre el riesgo de legitimar estructuras ilegales y perpe-
tuar dinámicas de violencia y exclusión (Aponte et al., 2025).

Los grupos criminales han pasado de desafiar la vigencia del orden consti-
tucional con las armas, a disputar los demás monopolios privativos del Estado, 
para desplazar o ejercer autoridad en algunas partes del territorio, hoy reconocido 
este fenómeno como gobernanza criminal. Este panorama lleva a identificar que 
la aspiración de los grupos armados organizados y de los grupos de delincuencia 
organizada, es controlar el territorio, mediante el avance físico de sus hombres en 
armas, y controlar cómo conviven los residentes en Colombia; en tanto que, frente 
a esta nueva realidad, las respuestas estatales desbordan el ámbito misional de 
la fuerza pública y demandan la integración de otros campos del Poder Nacional.

Algunos de estos campos del poder, llamados a sumar en las respuestas que 
demanda la sociedad, es la Rama legislativa y la judicial del Poder público, ya que el 
marco jurídico colombiano carece de una disposición legal y unificada que afronte 
la naturaleza sistémica de la gobernanza criminal. Hoy día, el ente investigador, 
es decir la Fiscalía General de la Nación (Constitución Política de Colombia, 1991, 
art. 250) debe basarse en categorías jurídicas fragmentadas, como el constreñi-
miento, conspiración o extorsión, dispersas en la legislación penal, para castigar 
judicialmente a quienes impiden a las personas, ejercer libremente sus derechos y 
libertades (Wijninga et al., 2014), es decir, a quienes ejercen un control social ilegal.

Al minar el monopolio de la fuerza del Estado y reemplazarlo con mecanismos 
arbitrarios, la gobernanza criminal abre la puerta a formas sistemáticas de violen-
cia estructural y simbólica que erosionan la legitimidad institucional, los derechos 
fundamentales y la función esencial de promover la seguridad, la convivencia y el 
orden justo, dispuesta en la Constitución Política de Colombia de 1991 (Asamblea 
Nacional Constituyente, 1991). Dichos regímenes híbridos, caracterizados por 
mezclar economías criminales, con estructuras pseudoestatales, están presentes 
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en zonas históricamente desatendidas por el Estado colombiano, como la Costa 
Pacífica (Cauca y Chocó), la Amazonía, los territorios contiguos a Venezuela 
(Arauca y Norte de Santander) y las periferias urbanas de Medellín y Cali. Su le-
gitimidad o aceptación popular proviene del miedo, la dependencia o incluso la 
aquiescencia local.

Por otro lado, el municipio de Buenaventura, Colombia, que alberga el principal 
puerto del Pacífico en el país, ha sido testigo de cómo los GAO y GDO, ordenan 
toques de queda nocturnos, se distribuyen el control de la economía local, a tra-
vés de extorsiones que hace las veces de impuestos y median en las disputas 
de convivencia. Aquello, no son actos criminales aislados, sino expresiones de un 
sistema de gobierno alternativo ilícito; realidad que se vive en regiones como el 
Catatumbo y el Cauca, donde los actores criminales, que ejercen soberanía de fac-
to, socavan la legitimidad y la autoridad del Estado colombiano.

A este fenómeno se suma que, tras décadas de conflicto, muchas comunida-
des han desarrollado estrategias de supervivencia, iniciativa e incluso emprendi-
miento en medio de la ausencia estatal. En estos territorios, la falta de efectividad 
de las instituciones oficiales ha concedido que otros actores como grupos arma-
dos ilegales o redes criminales, asuman funciones de autoridad, provean servi-
cios básicos y establezcan sus propias reglas, obteniendo incluso la lealtad de la 
población local. Así, la gobernanza criminal se consolida por la debilidad estatal, 
y la capacidad de estos grupos para suplir necesidades insatisfechas y ofrecer 
protección o bienestar donde el Estado no llega (Calderón, 2018).

Por otra parte, la existencia de “espacios vacíos”; es decir, áreas geográficas 
donde la acción del Estado es limitada o inexistente, crea condiciones propicias 
para la expansión de organizaciones criminales. Estos espacios, caracterizados 
por la falta de infraestructura, escaso poblamiento y dificultades de comunicación, 
debilitan la soberanía nacional y facilitan que actores ilegales controlen recursos 
estratégicos, obtengan ingresos y amplíen su base de poder. La ocupación efec-
tiva de estos espacios por parte del Estado es indispensable para prevenir la con-
solidación de la gobernanza criminal y fortalecer la seguridad multidimensional en 
el país (Calderón, 2018).

La dinámica histórica de los conflictos ha dejado vulnerabilidades persistentes; 
el GAO Clan del Golfo ocupó rápidamente los vacíos de poder que surgieron por la 
desmovilización de las Fuerzas Armadas Revolucionarias de Colombia (FARC) tras 
la firma del Acuerdo de Paz en 2016 (Gil et al., 2019; Gil & Pulido, 2022). Estos su-
cesores criminales controlaron territorio, relaciones, redes y roles de gobernanza. 
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Al respecto, Arenas-Piedrahita et al. concluyen que las disidencias y otros actores 
armados ilegales no estatales que llenan el vacío de las FARC establecen “lógicas 
de dominación a través del control de las economías ilegales y la corrupción de los 
gobernantes locales” (Arenas-Piedrahita et al., 2023).

Asimismo, la pobreza extrema, la desigualdad y la falta de respuestas estatales 
a dicha tragedia humanitaria, contribuyen al atractivo de la gobernanza criminal. 
Con pocas alternativas económicas, las comunidades recurren a actores ilícitos 
para obtener empleo, protección o resolución de disputas. En algunos casos, los 
grupos criminales distribuyen alimentos, financian escuelas o median en conflictos 
por la tierra, creando una forma perversa de legitimidad. Respecto a las difíciles 
condiciones de la historia reciente de Colombia, Koonings y Kruijt advierten que “la 
desigualdad y la exclusión subyacen y se reproducen en la intersección de la frag-
mentación del Estado, la violencia y la soberanía híbrida” (Koonings & Kruijt, 2023).

En tanto, la corrupción y la complicidad institucional refuerzan estas dinámi-
cas. Los funcionarios que trabajan con actores criminales o los apoyan, socavan la 
credibilidad del Estado y contribuyen a la influencia prolongada del crimen. Duque 
explora el papel de la impunidad y la ineficacia de la justicia, exacerbando la go-
bernanza criminal “por la cooptación o coerción de los jueces” (Duque, 2020). De 
ahí, el corregimiento de El Plateado, en el municipio de Argelia, Cauca, representa 
uno de los ejemplos más visibles de gobernanza criminal en el suroccidente co-
lombiano, tras el Acuerdo de Paz de 2016. El retiro de las FARC-EP, dejó un vacío de 
poder que fue rápidamente llenado por GAO como el Frente Carlos Patiño y otras 
estructuras; estas organizaciones han establecido formas de control territorial que 
incluyen normas impuestas, justicia paralela y restricciones a la movilidad civil (Gil, 
2020; Gil & Pulido, 2022).

Como resultado, la gobernanza criminal representa un obstáculo para el desa-
rrollo y la consolidación de la paz. En las zonas bajo régimen criminal, se bloquean 
los proyectos de infraestructura, se aumenta el reclutamiento ilícito de niños, ni-
ñas y adolescentes (NNA) y se sabotean o gravan los servicios de salud; entorno 
que disuade la inversión y perpetúa la pobreza. La gobernanza criminal se usa 
para fortalecer y sostener actividades ilegales, obtener rentas criminales y justifi-
car medidas violentas que obligan a cumplir normas contrarias al respeto de los 
derechos fundamentales y la convivencia pacífica.
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El vacío legal en el Código Penal colombiano
A pesar de su creciente prevalencia, el Código Penal colombiano no castiga el con-
trol social que ejercen los GAO y los GDO. Por ello, las instituciones públicas y la 
principal de ellas en este cometido, la Fiscalía General de la Nación, deben basar 
la acción penal, en formular cargos mediante delitos dispersos del Código Penal, 
como el artículo 182 coerción ilegal, el artículo 340 conspiración para cometer un 
delito y el artículo 426 usurpación de un cargo público (Congreso de la República 
de Colombia, 2000) que, aunque cada uno puede aplicarse en parte, ninguno refle-
ja el ejercicio de controlar la convivencia de los GAO y los GDO. La fragmentación 
legal conduce a cargos superpuestos, juicios complejos y sentencias inadecuadas 
que alientan la continuidad del referido control social. Iturralde (2016) reconoce la 
necesidad de implementar medidas punitivas efectivas.

Aunado a esa precariedad normativa nacional, el marco jurídico internacional 
tampoco ofrece alternativa, dado lo reciente de esta modalidad criminal, pues no 
existe alguna mención incipiente en la Convención de Palermo de las Naciones 
Unidas contra la Delincuencia Organizada Transnacional, sobre la gobernanza cri-
minal. Aunque aborda el lavado de dinero, la corrupción y la trata de personas, 
entre otros fenómenos, no enfrenta la sustitución de las funciones del Estado por 
grupos criminales. Por lo tanto, como postulan Koonings y Kruijt, una acción efec-
tiva para garantizar la aplicación del Estado de derecho requiere que las autorida-
des gubernamentales se enfrenten a la “ausencia de codificación legal y reconoci-
miento institucional” (Koonings & Kruijt, 2023).

Para abordar la gobernanza criminal de manera efectiva, Colombia debe adop-
tar una estrategia de reforma multidimensional. La mera ocupación territorial por 
parte de la fuerza pública resulta insuficiente para recuperar el control estatal del 
espacio geográfico. Se debe articular una comprensión integral que incorpore los 
enfoques políticos, económicos, jurídicos y sociales de la seguridad, de manera 
complementaria e interdependiente. No obstante, se centrará en el diseño de un 
marco normativo para definir la gobernanza criminal, como delito en el Código 
Penal colombiano ya que, si bien Colombia cuenta con sólidas herramientas pe-
nales para abordar delitos individuales, el marco legal aun es escaso para abordar 
de manera efectiva fenómenos sistémicos como la gobernanza criminal.

En la Figura 1 representa un sistema de gobernanza criminal, visualizando las 
interacciones entre distintos actores involucrados en actividades ilícitas y la res-
puesta del Estado, la sociedad civil y organismos internacionales. Cada nodo indi-
ca un actor o grupo relevante, codificado por colores según su categoría, mientras 
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que las flechas muestran las relaciones entre ellos, diferenciadas por tipo de inte-
racción, representación que identifica las dinámicas de colaboración, conflicto y 
supervisión dentro del sistema criminal. 

Figura 1. Estructura del sistema de gobernanza criminal

Fuente: García (2024).

Cabe resaltar que la figura muestra como los actores criminales, carteles y 
redes mafiosas, se conectan con autoridades corruptas y, en contraste, como la 
policía, la sociedad civil, los medios de investigación y organismos internacionales 
intervienen en la gobernanza y supervisión del sistema; la figura ofrece una he-
rramienta para comprender las complejas dinámicas de poder y cooperación en 
contextos de gobernanza criminal.

Algunos críticos sostienen que tipificar conductas como la gobernanza cri-
minal deriva en una criminalización excesiva y en un instrumento desmesurado 
de las consecuencias penitenciarias, fenómeno comúnmente denominado “popu-
lismo punitivo”; que se manifiesta en el uso instrumental de derecho penal como 
estrategia política para obtener beneficios electorales, bajo la premisa reduccio-
nista de que el endurecimiento de las penas disminuye automáticamente la cri-
minalidad (Bonner, 2021; Ruiz, 2018; Uribe, 2013). Dicho enfoque se caracteriza 
por la expansión irracional del ius puniendi, la creación indiscriminada de nuevos 
tipos penales y el aumento de sanciones severas sin sustento técnico ni evidencia 
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empírica suficiente, generando así respuestas desproporcionadas e ineficaces 
(Bonner, 2021).

Además, esta lógica política suele apelar a sentimientos de inseguridad y 
descontento social, presentando al sistema penal como protector exclusivo del 
ciudadano frente a delincuentes supuestamente favorecidos por garantías lega-
les, lo que legitima discursos de “mano dura” y “tolerancia cero” que terminan por 
sobrecargar el sistema penitenciario y desbordar sus capacidades (Antón-Mellón 
& Antón-Carbonell, 2018; Uribe, 2013). En consecuencia, para los críticos, el popu-
lismo punitivo, aumenta la población carcelaria y la violencia institucional y debilita 
los principios democráticos y la proporcionalidad en la aplicación de la justicia 
penal (Ruiz, 2018).

Otra preocupación fundamental, es la persistente incapacidad de investigar o 
condenar a los funcionarios públicos que facilitan la gobernanza criminal o se be-
nefician de ella. Este fracaso persiste, a pesar de las recurrentes denuncias públi-
cas que buscan enfrentar la corrupción y desmantelar la colusión entre servidores 
públicos y actores criminales. Como destaca Rodríguez, existe un preocupante 
“contraste entre el número de órdenes de arresto emitidas en una investigación 
y el número de arrestos realizados, y las denuncias hechas durante el proceso 
que no se investigan”, lo que subraya una falla sistémica en la aplicación de la ley 
(Betancourth, 2005). Un claro ejemplo es el caso del exgobernador de La Guajira, 
Juan Francisco “Kiko” Gómez, quien fue condenado en 2017 por homicidio y vín-
culos con GAO o GDO. Su caso ilustra la profundidad del enredo criminal-político, y 
el potencial del sistema de justicia para hacer rendir cuentas a figuras influyentes.

La contribución del Derecho, frente a este vacío legal, mejoraría la coordina-
ción entre las instituciones y autoridades, estableciendo un marco compartido que 
articule las capacidades de las fuerzas del orden y la rama judicial (Constitución 
Política de Colombia, 1991, arts. 229-249), admitiendo a las autoridades, recono-
cer y responder de forma integral.

El control social ejercido por la gobernanza criminal representa una profunda 
amenaza para la democracia, la legalidad y la estabilidad social de Colombia. En 
muchas regiones, los ciudadanos viven bajo regímenes paralelos que imponen 
normas, castigos, y demandan de ellos gravámenes económicos sin autoridad 
constitucional. Por ello el Derecho colombiano debe evolucionar para enfrentar 
este desafío, constituyendo un paso cardinal, la tipificación del control social ejer-
cido por los GAO y GDO como un delito autónomo, para poner fin a la impunidad, 
restaurar el Estado de derecho y reafirmar la legitimidad del Estado en zonas de 
conflicto, garantizar que sea la Ley y no la violencia, la que gobierne el territorio.
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Tipificación penal de la gobernanza criminal en 
Colombia: propuesta normativa y justificación 
jurídico-criminológica 
Ante este fenómeno, el ordenamiento jurídico colombiano carece de una figura 
penal autónoma que lo aborde con eficacia; la modalidad ejercida por GAO y GDO, 
representa una amenaza directa al Estado de derecho, la estabilidad democrática 
y los derechos fundamentales de las comunidades afectadas (Aponte et al., 2025; 
Feldmann & Luna, 2022). El capítulo propone una formulación legislativa que ti-
pifique el ejercicio de gobernanza criminal como delito, incorporando elementos 
dogmáticos, agravantes, mecanismos procesales diferenciados y un análisis de 
impacto normativo.

Tipo penal propuesto: ejercicio de gobernanza criminal 
La sección tiene por objeto abordar la conducta mediante la cual los grupos u 
organizaciones criminales ejercen control, autoridad o influencia sobre determina-
das poblaciones o territorios, desplazando así las funciones legítimas del Estado. 
Aquel concepto parte del reconocimiento de que ciertos actores criminales esta-
blecen estructuras de poder paralelas que regulan el comportamiento, imponen 
normas y generan mecanismos de disciplina y cooperación dentro de su esfera de 
influencia. Así, la tipificación de este comportamiento tiene por objeto establecer 
un marco jurídico que sanciona específicamente dicha conducta, reforzando así la 
protección de los derechos fundamentales y contribuyendo al estudio y control de 
la gobernanza criminal.

Se propone la incorporación del siguiente tipo penal al Código Penal colombiano: 

Artículo XX. Ejercicio de gobernanza criminal. El que, sin investidura legal, ni 
mandato constitucional, ejerza de manera concertada, permanente o siste-
mática, funciones propias del Estado en un territorio determinado, tales como 
imponer normas de convivencia, administrar justicia paralela, demandar el 
pago de tributación, controlar servicios públicos, o limitar el libre ejercicio de 
derechos fundamentales de la comunidad, sustituyendo el orden constitucio-
nal mediante, intimidación, coacción, corrupción o violencia, incurrirá en pena 
privativa de la libertad de dieciocho a veinticinco años, multa de mil a dos mil 
salarios mínimos legales mensuales vigentes, y pérdida de derechos políticos 
por hasta diez años.
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Elementos dogmáticos 
El tipo penal propuesto contempla los siguientes elementos:

•	 Sujeto activo: Toda persona natural que integre o colabore con estructu-
ras ilegales (GAO y GDO) que asuman funciones estatales (Alda-Mejías, 
2023).

•	 Sujeto pasivo: Comunidades sometidas al control ilegal, cualquier persona 
cuyos derechos se vean restringidos y el Estado colombiano, como titular 
de la soberanía.

•	 Bien jurídico: Orden constitucional, soberanía estatal y derechos fun-
damentales como la convivencia, la libertad de movilidad y expresión 
(Asamblea Nacional Constituyente de Colombia, 1991).

•	 Conducta: Acción u omisión que configura la usurpación de autoridad. 
Verbos rectores como imponer, mediar, restringir o recaudar, ejercidos de 
manera sistemática en contextos de ausencia estatal (Koonings & Kruijt, 
2023).

•	 Nexo causal: Se presume el impacto directo de la conducta, sobre el orden 
jurídico estatal, la integridad institucional y los derechos individuales de 
la población sometida. Asimismo, relación entre la sustitución del poder 
público y el daño al tejido social, institucional y democrático.

Aspecto subjetivo del tipo penal
•	 Dolo directo o eventual: El sujeto activo actúa con conocimiento de que 

está usurpando funciones estatales y con voluntad de ejercer control ile-
gal sobre la población.

•	 Elemento volitivo: Se sanciona la intención de sustituir el orden consti-
tucional y la soberanía estatal, a través de mecanismos paralelos de 
gobernanza.

•	 Exclusión del error de tipo: No será procedente la ignorancia sobre la ilegi-
timidad de sus actos de autoridad.

Circunstancias de agravación 
Se aumentará la pena en una tercera parte cuando:

•	 El sujeto activo sea funcionario público o exfuncionario.
•	 Hay coordinación con redes de corrupción institucional (Duque, 2020).
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Mecanismos procesales especiales
•	 Investigación priorizada: Inclusión de este delito en el sistema de prioriza-

ción del SPOA, para territorios afectados por GAO/GDO.
•	 Competencia especial: Asignación de competencias a fiscales delegados 

ante jueces penales especializados en crimen organizado.
•	 Medidas cautelares ampliadas: Posibilidad de solicitar intervención ur-

gente, suspensión de servicios dominados ilegalmente, para proteger a la 
población sometida, con enfoque diferencial, especialmente en regiones 
históricamente afectadas por el conflicto armado (Calderón, 2018).

Exposición de motivos 
La dispersión normativa actual impide sancionar eficazmente a quienes ejercen 
control social ilegal mediante categorías como la extorsión o el constreñimiento 
(Congreso de la República de Colombia, 2000). Este vacío normativo accede la 
impunidad de GAO y GDO que operan en regímenes de facto, como lo evidencian 
casos del ELN y la Segunda Marquetalia (Aponte et al., 2025).

La creciente presencia de estructuras criminales que suplantan funciones 
estatales en Colombia como se evidencia en regiones como Buenaventura, el 
Catatumbo y el Cauca, exige una respuesta jurídica acorde con la gravedad del 
fenómeno. La “gobernanza criminal” deja de ser una suma de delitos aislados para 
convertirse en un sistema paralelo de poder que erosiona el Estado de derecho, 
afecta la soberanía nacional, y vulnera sistemáticamente los DD. HH.

El ordenamiento penal colombiano, al carecer de una figura unificada que san-
cione el control social ilegal y la sustitución funcional del Estado, se ve limitado 
a perseguir aisladamente conductas como la extorsión, el constreñimiento y la 
conspiración, con resultados insuficientes. Esto ha facilitado la impunidad de ac-
tores que gobiernan sin legitimidad, como lo demuestran casos documentados 
del ELN, la Segunda Marquetalia o bandas como los Shottas.

Tipificar el ejercicio de gobernanza criminal como delito autónomo condescenderá:
•	 Reconocer formalmente el daño estructural causado a la democracia y al 

contrato social.
•	 Superar la dispersión normativa, consolidando un marco técnico eficaz 

para la acción penal.
•	 Proteger comunidades sometidas a regímenes violentos y arbitrarios.
•	 Fortalecer la legitimidad institucional del Estado colombiano.
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Con este tipo penal se establece una herramienta jurídica que trasciende la 
visión reactiva de la criminalidad, incorporando un enfoque de restauración del 
orden constitucional, alineado con el principio de legalidad, proporcionalidad y pro-
tección integral de los derechos fundamentales.

Antecedentes comparados internacionales
Otros países han incorporado figuras que, aunque no abordan directamente la 
gobernanza criminal, ofrecen aproximaciones valiosas, al identificar mecanismos 
jurídicos aplicables y análogos:

•	 En Italia, la associazione mafiosa penaliza estructuras que ejercen justicia 
paralela y tributación ilegal. Castiga la formación de grupos que imponen 
omertá, justicia paralela y tributación social ilegal (Reuter & Paoli, 2020).

•	 En Brasil, las milicias privadas suplantan funciones de seguridad estatal. 
Se sanciona la sustitución de funciones de seguridad pública por grupos 
armados privados (Lessing, 2021).

•	 En México, la usurpación de funciones públicas sanciona el ejercicio 
ilegítimo del poder estatal, aunque no considera el impacto estructural 
(Bonner, 2021).

Colombia tiene la oportunidad de avanzar hacia una figura penal innovadora 
que responda a fenómenos delictivos complejos y locales.

Indicadores criminológicos y constitucionales
La presencia persistente de GAO/GDO en territorios rurales y urbanos como 
Tumaco, Buenaventura y Argelia demuestra una reincidencia territorial de carácter 
estructural. La administración de justicia paralela, el cobro de tributos ilegales y la 
regulación social sin legitimidad configuran formas híbridas de soberanía paralela 
(Koonings & Kruijt, 2023). Estos respaldan la necesidad del tipo penal:

•	 Alta reincidencia territorial: Tras la desmovilización de las FARC, múlti-
ples GAO ocuparon espacios con lógica de gobernanza criminal (Arenas-
Piedrahita et al., 2023; Gil, 2022; Gil & Pulido, 2022).

•	 Reclutamiento ilegal de menores: Los regímenes de facto incluyen prácti-
cas sistemáticas de instrumentalización de NNA, actualmente, mediante 
plataformas de redes sociales. En TikTok y Facebook, integrantes de GAO 
y GDO mantuvieron contacto con NNA, usando foros públicos de conver-
sación y servicios de mensajería directa, que luego derivaron en su reclu-
tamiento o utilización (Organización de las Naciones Unidas, 2025).
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•	 Prevalencia de justicia paralela: Se documentan sanciones, reglas, y “tribu-
nales informales” en comunidades dominadas por GAO y GDO, por ejemplo, 
el ELN afirmó que el secuestro de Jessica Mariana Albarracín le “aplicaron 
el debido proceso acorde a la normatividad del ELN” (UltimaHoraCR, 2025).

•	 Control de movilidad y normativas sociales: Ej. regulación del comercio 
sexual, consumo de drogas o tala de árboles (SM y ELN).

•	 Deterioro institucional: Infiltración política, contratos ficticios, usurpación 
de rentas estatales en zonas petroleras.

•	 Creciente legitimación social por carencia estatal: En regiones como 
Tumaco y Argelia, la población recurre a GDO por servicios básicos.

Fundamento constitucional
La propuesta se fundamenta en los siguientes artículos: 

Tabla 1. Artículos fundamento constitucional 

Artículo Contenido Constitucional Vinculación Al Tipo Penal

Art. 1 Colombia es un Estado Social de Derecho La gobernanza criminal vulnera la premisa 
del monopolio legítimo estatal

Art. 2 Fines del Estado: garantizar derechos, 
convivencia, paz

Sustitución ilegal de estas funciones exige 
tipificación

Art. 6 Responsabilidad individual ante el ejercicio 
ilegítimo de poder

Base para sancionar a quienes ejerzan 
funciones públicas sin legitimidad

Art. 29 Debido proceso Este tipo penal fortalece garantías al esta-
blecer legalidad clara

Art. 250 Fiscalía como ente investigador de delitos Requiere categorías jurídicas precisas para 
perseguir estructuras sistémicas

Fuente: elaboración propia con base a la Constitución Política de Colombia.

Constitucionalmente, el tipo penal propuesto se sustenta en los artículos 
mencionados anteriormente, que reconocen al Estado como garante del orden 
legal, los derechos fundamentales y el monopolio legítimo del uso de la fuerza 
(Constitución Política de Colombia, 1991).

Impacto normativo de la propuesta
La incorporación de este tipo penal tendría un impacto normativo significativo:

•	 Claridad dogmática: Supera la fragmentación legal que obstaculiza la per-
secución penal.
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•	 Protección ampliada: Mejora la respuesta estatal frente a regímenes ilega-
les que sustituyen al Estado.

•	 Coordinación institucional: Articula la acción penal, política y administrati-
va para recuperar el control territorial.

•	 Prevención estructural: Al sancionar el ejercicio de funciones estatales sin 
legitimidad, se disuade la proliferación de regímenes criminales de facto.

Esta propuesta se alinea con los principios de proporcionalidad, legalidad y ne-
cesidad en la formulación de política criminal, fortaleciendo la capacidad del Estado 
colombiano para enfrentar desafíos contemporáneos de seguridad y gobernabilidad.

Cierre técnico de la propuesta
La “gobernanza criminal” debe ser comprendida como una forma híbrida de ejer-
cicio ilegítimo de poder, que suplanta el Estado, desvirtúa el monopolio legítimo 
del uso de la fuerza, y vulnera los derechos fundamentales. Su tipificación no debe 
caer en el populismo punitivo ni en la sobre generalización, sino establecer una 
herramienta precisa, proporcional y orientada a proteger la institucionalidad de-
mocrática. Esta propuesta:

•	 Moderniza el derecho penal colombiano en línea con fenómenos crimino-
lógicos complejos.

•	 Establece claridad procesal para el ente investigador.
•	 Protege comunidades vulnerables y DD. HH.
•	 Refuerza el pacto constitucional y la confianza institucional.
Ahora bien, comprendiendo la gobernanza criminal, como el ejercicio de 

autoridad política, judicial y económica por parte de actores no estatales sobre 
poblaciones y territorios definidos, ha evolucionado de un fenómeno local a una 
amenaza de carácter transnacional (Feldmann & Luna, 2022). Diversos estudios y 
reportes oficiales demuestran que los GAO y GDO han expandido sus operaciones 
más allá de las fronteras estatales, estableciendo redes que conectan territorios, 
economías y comunidades en varios países latinoamericanos.

Estos grupos disputan el control territorial y ejercen control social sobre la 
población, imponiendo normas, regulando actividades económicas y sociales, y 
suplantando funciones estatales (Koonings & Kruijt, 2023). La consolidación de 
la gobernanza criminal en zonas fronterizas y su articulación con mercados ilíci-
tos globales demuestran la capacidad de estos actores para operar en múltiples 
jurisdicciones, desafiando la soberanía y el monopolio legítimo de la fuerza de los 
Estados (Weber et al., 1947).
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Amenaza regional y necesidad de cooperación internacional
En este sentido, el control social que ejerce la gobernanza criminal no es un fe-
nómeno exclusivo de Colombia y, por el contrario, sus rasgos característicos se 
encuentran en diversas ubicaciones regionales, así:

Figura 2. Distribución geográfica grupos criminales en Latinoamérica 

Fuente: elaboración propia.

La Figura 2 muestra la distribución geográfica de algunos de los principa-
les grupos criminales y actividades ilícitas en Perú, Ecuador, México y Panamá. 
Cada punto señala la ubicación aproximada donde estas organizaciones ejercen 
influencia o desarrollan sus actividades, mientras que los colores distinguen el 
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país correspondiente; las etiquetas identifican a cada grupo, facilitando una visión 
comparativa de su presencia territorial en la región. A continuación, se detalla cada 
caso según el país:

Perú
1.	 Sendero Luminoso (SL) — VRAEM y Selva Central

•	 Prácticas de control social: Imposición de toques de queda, adminis-
tración de justicia paralela, prohibición de ciertas actividades (como 
el consumo de alcohol), regulación de cultivos ilícitos y reclutamiento 
forzado.

•	 Grupo: Sendero Luminoso, organización armada maoísta.
•	 Ámbito: Valles de los ríos Apurímac, Ene y Mantaro (VRAEM), zonas 

rurales de Ayacucho, Huancavelica y Junín.
•	 Fuente: El Estado peruano y organismos internacionales han docu-

mentado cómo SL llegó a instaurar una “República Popular” en zonas 
bajo su control, suplantando al Estado y regulando la vida cotidiana de 
las comunidades.

2.	 “Los Pulpos” — San Juan de Lurigancho, Lima
•	 Prácticas de control social: Extorsión sistemática a comerciantes y 

transportistas, imposición de “cuotas de seguridad”, amenazas y vio-
lencia para controlar mercados y rutas de transporte.

•	 Grupo: Banda criminal “Los Pulpos”.
•	 Ámbito: Distrito de San Juan de Lurigancho, Lima.
•	 Fuente: Autoridades peruanas han declarado este distrito en emergen-

cia por la capacidad de la banda para suplantar funciones estatales y 
regular la vida económica y social local (RCR Perú, 2025).

3.	 Minería ilegal y trata de personas — Madre de Dios
•	 Prácticas de control social: Control de campamentos mineros ilegales, 

explotación laboral y sexual, imposición de normas internas, cobro de 
“derechos de trabajo” y castigos ejemplares.

•	 Grupo: Redes criminales dedicadas a la minería ilegal y trata, con pro-
tección armada.

•	 Ámbito: Región de Madre de Dios.
•	 Fuente: Investigaciones judiciales y reportes de ONG documentan el 

poder de estos grupos para regular comunidades enteras y someter 
a la población a sus reglas (Human Rights Watch, 2025; Manrique & 
Hernando, 2024; Mongabay, 2025).
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Ecuador
1.	 Los Choneros — Guayaquil y Costa

•	 Prácticas de control social: Imposición de “leyes” internas en barrios, 
extorsión a comerciantes, control de prisiones, regulación de la movili-
dad y actividades económicas.

•	 Grupo: Los Choneros, GAO ecuatoriano.
•	 Ámbito: Guayaquil, Manabí y Esmeraldas.
•	 Fuente: Informes de inteligencia y prensa nacional confirman su poder 

para establecer normas y ejercer violencia para mantener el control te-
rritorial (Pazmiño, 2022; Primicias, 2025).

2.	 Los Lobos — Sierra Centro y Amazonía
•	 Prácticas de control social: Cobro de “vacunas” (extorsión), amenazas 

a autoridades locales, regulación de mercados ilegales y legales, admi-
nistración de justicia paralela.

•	 Grupo: Los Lobos.
•	 Ámbito: Provincias de la Sierra centro y Amazonía.
•	 Fuente: Clasificados oficialmente como GAO por el Estado ecuatoriano, 

con capacidad logística y armada para desafiar al Estado (Primicias, 
2025; Santillán, 2024).

3.	 Frente Oliver Sinisterra (disidencia FARC) — Frontera Norte
•	 Prácticas de control social: Imposición de reglas en comunidades fron-

terizas, reclutamiento forzado, control del tráfico de drogas y minería 
ilegal, restricción de movimientos.

•	 Grupo: Frente Oliver Sinisterra, disidencia armada colombiana.
•	 Ámbito: Frontera entre Ecuador y Colombia (Esmeraldas, Sucumbíos).
•	 Fuente: Reconocido oficialmente como grupo armado por el gobier-

no ecuatoriano tras ataques y asesinatos de militares (Diario Las 
Américas, 2024; Santillán, 2024).

México
1.	 Cártel Jalisco Nueva Generación (CJNG) — Occidente y Centro

•	 Prácticas de control social: Imposición de toques de queda, prohibición 
de robos y secuestros en sus zonas, castigos públicos, extorsión siste-
mática y control de mercados legales e ilegales.

•	 Grupo: CJNG.
•	 Ámbito: Jalisco, Michoacán, Veracruz, Zacatecas, entre otros.
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•	 Fuente: Documentos oficiales y reportajes periodísticos muestran 
cómo el CJNG regula la vida diaria y la economía en decenas de muni-
cipios (El Universal, 2023; Hernández et al., 2025).

2.	 Cártel de Sinaloa — Noroeste
•	 Prácticas de control social: Prohibición de delitos menores, distribución 

de ayuda social (“narcolimosnas”), control del comercio local, regula-
ción de la movilidad y de la vida comunitaria.

•	 Grupo: Cártel de Sinaloa.
•	 Ámbito: Sinaloa, Sonora, Durango.
•	 Fuente: Investigaciones académicas y reportes oficiales destacan su 

capacidad para ejercer “gobierno paralelo” en comunidades rurales (El 
Universal, 2023; Velasquez, 2024).

3.	 Los Zetas — Noreste
•	 Prácticas de control social: Extorsión, cobro de piso, administración 

de justicia paralela, imposición de reglas de convivencia y castigos 
ejemplares.

•	 Grupo: Los Zetas.
•	 Ámbito: Tamaulipas, Coahuila, Veracruz.
•	 Fuente: Documentación oficial y académica evidencia cómo Los Zetas 

han llegado a suplantar funciones estatales en municipios bajo su do-
minio (El Universal, 2023; Hernández et al., 2025; INE, 2024).

Panamá
1.	 Bagdad — Ciudad de Panamá y Colón

•	 Prácticas de control social: Control territorial en barrios, extorsión a 
comerciantes, regulación de venta de drogas, imposición de normas 
internas y castigos a infractores.

•	 Grupo: Bagdad.
•	 Ámbito: Ciudad de Panamá, Colón.
•	 Fuente: Índice Global de Crimen Organizado y reportes oficiales identi-

fican a Bagdad como la banda con mayor control territorial y capacidad 
para ejercer funciones estatales en zonas urbanas (OCIndex, 2023).

2.	 Calor Calor — Colón y Costa Caribe
•	 Prácticas de control social: Vigilancia de envíos de droga, control de 

rutas, extorsión, secuestros, administración de justicia interna, control 
de prisiones.

•	 Grupo: Calor Calor.
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•	 Ámbito: Colón, Costa Caribe.
•	 Fuente: Reportes internacionales y oficiales destacan su control sobre 

territorios estratégicos y la regulación de actividades ilícitas y legales 
(OCIndex, 2023).

3.	 Redes de trata y explotación — Panamá Ciudad
•	 Prácticas de control social: Retención de documentos, imposición de 

trabajos forzados, restricción de movilidad, amenazas y violencia, ex-
plotación sexual y laboral.

•	 Grupo: Redes criminales de trata de personas.
•	 Ámbito: Ciudad de Panamá y periferia.
•	 Fuente: Casos judiciales recientes del Ministerio Público de Panamá 

documentan la existencia de estructuras criminales que ejercen con-
trol social sobre víctimas extranjeras y nacionales (Ministerio Público 
de Panamá, 2025).

El control social ejercido por la gobernanza criminal representa una amenaza 
regional y transnacional por varias razones:

•	 Erosión de la soberanía estatal: La capacidad de los GAO y GDO para 
suplantar funciones estatales debilita la autoridad y legitimidad de los 
Estados, generando regímenes paralelos y afectando la gobernabilidad 
democrática.

•	 Interconexión y movilidad de las redes criminales: El tráfico de drogas, 
armas, personas y recursos naturales, así como el lavado de activos, 
son actividades que trascienden fronteras y requieren respuestas 
coordinadas entre Estados (Aponte et al., 2025).

•	 Impacto en DD. HH. y desarrollo: La gobernanza criminal perpetúa la 
violencia, la exclusión social y la pobreza, vulnerando derechos funda-
mentales y bloqueando el desarrollo sostenible de las comunidades 
afectadas (Alda-Mejías, 2023; Reuter & Paoli, 2020).

Dada la magnitud y complejidad del fenómeno, la respuesta estatal aislada 
resulta insuficiente, por tanto, se requiere la creación de un nuevo instrumento 
internacional que apruebe:

•	 Cooperación judicial efectiva: Superar barreras legales y burocráti-
cas, facilitando la asistencia legal mutua, la extradición y la persecu-
ción penal de los responsables, incluso cuando operan en diferentes 
jurisdicciones.
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•	 Intercambio de inteligencia: Agilizar el flujo de información estratégica 
y operativa entre agencias policiales, de inteligencia y de seguridad, an-
ticipando y desarticulando redes criminales transnacionales (Aponte et 
al., 2025).

•	 Coordinación interinstitucional: Integrar la labor de autoridades migra-
torias, tributarias, aduaneras y financieras para rastrear movimientos 
de personas, flujos financieros y bienes vinculados a la criminalidad 
organizada (Feldmann & Luna, 2022).

•	 Armonización normativa: Promover la homologación de tipos penales 
y procedimientos, evitando vacíos legales que faciliten la impunidad y 
el refugio de criminales en países con legislaciones menos estrictas 
(Koonings & Kruijt, 2023).

Lo anterior, dado que, si bien existen tratados internacionales como la 
Convención de Palermo, la evolución de la gobernanza criminal exige mecanismos 
más ágiles, específicos y adaptados a la realidad latinoamericana. La inacción es-
tatal agrava la crisis de seguridad regional, por lo que es fundamental fortalecer la 
cooperación internacional y la capacidad de los Estados para enfrentar este desa-
fío de manera integral y coordinada (Aponte et al., 2025).

Planes de campaña como herramienta 
estratégica en la lucha contra la        
gobernanza criminal
En el contexto de los retos de seguridad que enfrenta Colombia, las Fuerzas 
Militares representan el pilar fundamental en la defensa de la soberanía y la pro-
tección de la población civil, desempeñando un papel crucial ante las múltiples 
amenazas que afectan la integridad y el desarrollo nacional. La labor realizada, 
particularmente en el marco del Plan de Campaña Ayacucho y Ayacucho Plus, res-
ponde a fenómenos como el narcotráfico, la criminalidad organizada y las afecta-
ciones al medio ambiente, articulando esfuerzos interinstitucionales para generar 
resultados concretos que contribuyen a la tranquilidad y el bienestar de los co-
lombianos. Tal como lo resalta el editorial del periódico En Guardia, estos avances 
reflejan la vocación, el compromiso y la eficiencia con la que los soldados, marinos 
y aviadores de Colombia, salvaguardan el orden constitucional y la seguridad del 
país desde hace más de dos siglos (Editorial En Guardia, 2023).
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La gobernanza criminal constituye una amenaza sistémica para la estabilidad 
y legitimidad del Estado colombiano, al suplantar o debilitar funciones estatales 
básicas en territorios vulnerados por la acción de GAO y de GDO. Frente a este 
desafío, los planes de campaña militares son el mecanismo institucional para con-
trarrestar el accionar de los actores ilegales, y articular respuestas integrales y 
sostenidas, que abordan la restauración del orden institucional, el control territorial 
y la protección de los DD. HH. (Vargas-Cano & Gil-Osorio, 2023).

Los planes de campaña vienen evolucionando desde estrategias estrictamen-
te militares, hacia instrumentos multidimensionales que integran componentes 
políticos, sociales, económicos y de seguridad. Su implementación:

•	 Accede la planificación anticipada y diferenciada frente a la fragmentación 
del territorio nacional.

•	 Impulsa la coordinación interinstitucional e interagencial, condición indis-
pensable para recuperar la presencia estatal y restablecer la ley en zonas 
bajo régimen de facto.

•	 Aborda de forma directa los vacíos de autoridad y fortalece la gobernanza 
legítima, articulando esfuerzos de fuerza pública, instituciones estatales y 
ciudadanía.

•	 Contribuye a la protección de la población civil y el respeto a los DD. HH., 
fortaleciendo la legitimidad democrática como base para la sostenibilidad 
de la paz.

Los factores de inestabilidad que afectan el contexto nacional colombiano 
abarcan diversas dimensiones que ponen en riesgo la gobernabilidad y el desa-
rrollo sostenible del país. En el ámbito político, se destacan las debilidades del sis-
tema de justicia, la afectación a la territorialidad y la gobernabilidad; en lo econó-
mico, la persistencia del narcotráfico, la explotación ilegal de yacimientos mineros, 
la extorsión, el secuestro y el contrabando representan serias amenazas. Desde el 
punto de vista militar, se evidencian delitos transnacionales, acciones criminales y 
terroristas, tráfico de armas, así como ataques armados contra la población civil, 
líderes sociales y excombatientes.

A nivel social, problemas como los asentamientos por migración irregular, la 
instrumentalización de la población civil, la corrupción interna y la pobreza multidi-
mensional agravan la inestabilidad. Asimismo, la carencia de infraestructura vital 
y vial, junto con interferencias en la restitución de tierras, afectan el desarrollo y la 
presencia estatal. En el campo de la información, los ataques cibernéticos y opera-
ciones de desinformación inciden negativamente en la seguridad. Finalmente, las 
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afectaciones ambientales, desde daños a recursos naturales hasta catástrofes y 
pandemias, configuran un panorama complejo que demanda un abordaje integral 
(Ejército Nacional de Colombia, 2025).

Al analizar los ejes temáticos de los factores existentes, la gobernanza cri-
minal, debe ser incorporada y comprendida dentro de los planes de campaña en 
Colombia como una amenaza o factor de inestabilidad transversal, que se alinea 
de forma prioritaria bajo el componente Político, pues:

•	 Impacta directamente en la gobernabilidad y la afectación a la territoriali-
dad, erosionando la legitimidad estatal y debilitando la capacidad de res-
puesta institucional.

•	 Los planes de campaña representan la materialización estratégica de la 
voluntad política, para garantizar presencia y control estatal, siendo la lí-
nea defensiva clave frente a la ocupación criminal del Estado.

Su reconocimiento formal dentro del factor Político del Plan de campaña es 
fundamental para poder articular la política, la planeación y la acción estatal en la 
defensa de la democracia (Vargas-Cano & Gil-Osorio, 2023). La incorporación de la 
gobernanza criminal como un nuevo factor de inestabilidad, a los planes estratégi-
cos de campaña, llevará a diseñar toda una nueva línea operacional, que en mayor 
medida deberá desarrollar un esfuerzo interagencial y no cinético, para lograr el pro-
pósito constitucional de preservar la soberanía y la vigencia del orden constitucional.

Conclusiones
La gobernanza criminal constituye una amenaza real, compleja y estructural al 
Estado de derecho, que ha evolucionado desde formas tradicionales de criminali-
dad organizada hacia sistemas paralelos de autoridad en vastas zonas del territo-
rio nacional. No se trata únicamente de organizaciones delictivas con capacidad 
militar o económica, son estructuras que ejercen funciones públicas sin legitimi-
dad constitucional, reemplazando de facto al Estado en la regulación de la vida 
cotidiana, la administración de justicia, la imposición de tributos y el control social. 
Su existencia evidencia una profunda desconexión entre el diseño normativo del 
Estado colombiano y la realidad vivida por muchas comunidades sometidas a es-
tos regímenes ilegales.

El actual marco jurídico penal colombiano, no ofrece herramientas adecuadas 
para enfrentar este fenómeno con eficacia. La dispersión normativa obliga a la 
Fiscalía a subsumir estas conductas en tipos penales como el constreñimiento 
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ilegal, la extorsión o la usurpación de funciones públicas, que no reflejan la siste-
maticidad ni el carácter sustitutivo del orden constitucional que define la gober-
nanza criminal. Esta brecha normativa produce efectos perniciosos: dificulta la ju-
dicialización, alienta la impunidad y deja sin protección efectiva a las comunidades 
más vulnerables.

Ante ello, este capítulo propone la tipificación autónoma del delito de gober-
nanza criminal, entendida como la usurpación concertada y sostenida de fun-
ciones estatales por parte de actores no autorizados, mediante mecanismos de 
coacción, corrupción o violencia. Esta figura visibilizará jurídicamente la dimensión 
estructural del fenómeno, fortalecerá la capacidad punitiva del Estado, frente a re-
gímenes criminales de facto y articulará una respuesta más coherente con los fi-
nes constitucionales de protección de la convivencia, los derechos fundamentales 
y la soberanía nacional.

Sin embargo, la solución no es exclusivamente penal. La respuesta a la go-
bernanza criminal requiere una estrategia integral, interinstitucional y sostenida, 
que combine herramientas jurídicas, sociales, políticas y económicas. El fortale-
cimiento institucional, la presencia estatal efectiva, la inversión pública en territo-
rios históricamente marginados y la articulación de la justicia penal con enfoques 
de DD. HH., son condiciones indispensables para desmontar estos regímenes de 
facto. Tipificar la gobernanza criminal es una necesidad jurídica y un acto de rea-
firmación democrática: es declarar que, en Colombia, la autoridad legítima emana 
de la Constitución y de la ley, y no de la fuerza ilegítima de quienes gobiernan al 
margen del Estado.

Cabe resaltar, que se plantea la tipificación de un tipo de penal específico para 
el ejercicio de gobernanza criminal, con el propósito de reconocer y sancionar ju-
rídicamente estas conductas que desplazan funciones estatales y ejercen control 
social sobre comunidades. Aquella medida fortalece la capacidad del Estado para 
intervenir de manera efectiva frente a dinámicas de criminalidad organizada y pro-
porciona un marco legal preciso para la protección de los derechos fundamen-
tales. En segundo lugar, se sugiere la adopción y adaptación de un instrumento 
internacional que funcione como referencia normativa, que armonice la respuesta 
jurídica frente a la criminalidad organizada en Colombia y asegure la coherencia 
con los estándares internacionales en materia de prevención, sanción y control de 
delitos complejos.

Llegados a este punto, se propone la elaboración de un plan de campaña 
orientado a la implementación operativa de las medidas planteadas; plan que 
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debe contemplar estrategias de prevención, control, seguimiento y evaluación de 
las prácticas de gobernanza criminal, garantizando que las intervenciones sean 
sistemáticas, evaluables y sostenibles en el tiempo. La integración de estas tres 
propuestas vincula de manera directa los resultados del análisis con las recomen-
daciones estratégicas y normativas del estudio, consolidando los aportes teóricos 
y prácticos dentro de un marco analítico coherente. Asimismo, asegura que las 
propuestas se fundamenten en un razonamiento crítico riguroso, fortaleciendo el 
debate académico y contribuyendo de manera concreta a la construcción norma-
tiva frente a la gobernanza criminal.

Adicionalmente, como producto del análisis y la discusión sobre la gobernanza 
criminal, se identificó un insumo adicional para la investigación: el plan de guerra. 
Este plan constituye un elemento estratégico que articula de manera más efec-
tiva la coordinación interagencial, orientando la acción estatal desde un enfoque 
cinético y operaciones planificadas que integren inteligencia, coordinación insti-
tucional y participación de actores clave. Su incorporación refuerza la capacidad 
de los planes estratégicos de campaña para preservar la soberanía y garantizar 
la vigencia del orden constitucional frente a dinámicas de criminalidad compleja.

Finalmente, el capítulo propone dos contribuciones innovadoras adicionales 
que trascienden el ámbito nacional y fortalecen el abordaje integral del fenómeno 
de la gobernanza criminal: por una parte, plantea la creación de un instrumento in-
ternacional específico que complemente marcos existentes como la Convención 
de Palermo, pero que incorpore explícitamente la sustitución de funciones estata-
les por estructuras delictivas como una amenaza transnacional a la soberanía, la 
seguridad y los DD. HH., reconociendo la naturaleza interconectada de las redes 
criminales en América Latina y facilitando así la cooperación judicial, el intercam-
bio de inteligencia y la armonización normativa entre Estados afectados; por otra 
parte, subraya la necesidad de reconocer formalmente la gobernanza criminal 
como un nuevo factor de inestabilidad en la planeación estratégica del Estado co-
lombiano, particularmente en el componente político de los Planes de Campaña 
militares vigentes, lo que articulará la acción institucional, política y operacional 
frente a un fenómeno que erosiona la autoridad estatal, bloquea el desarrollo y 
socava la legitimidad democrática. Por ello, ambas propuestas refuerzan la tesis 
de que la gobernanza criminal no puede enfrentarse únicamente desde el derecho 
penal clásico y exige enfoques coordinados y actualizados, acorde con sus diná-
micas regionales y su carácter sistémico.
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Recomendaciones
En atención al análisis desarrollado en el presente capítulo, se formulan las si-
guientes recomendaciones orientadas a fortalecer la respuesta jurídica, institucio-
nal e internacional, frente a la gobernanza criminal, así:

•	 Se recomienda incorporar un delito específico en el Código Penal colom-
biano para abordar la usurpación sistemática de funciones estatales por 
parte de las GAO y GDO. Para evitar la expansión imprudente del ius pu-
niendi y el riesgo de caer en el populismo punitivo, este delito debe defi-
nirse dogmáticamente en términos de sujetos activos, derechos legales 
protegidos, conducta típica y circunstancias agravantes (Bonner, 2021; 
Ruiz, 2018).

•	 Se sostiene que el derecho penal no debe ser la única respuesta a este 
fenómeno, es imperativo acompañar la criminalización con políticas pú-
blicas que fortalezcan la presencia efectiva del Estado en los territorios 
periféricos mediante la inversión social, la infraestructura, el acceso a la 
justicia y los programas educativos; se ha demostrado que estas medidas 
desmantelan las bases sociales de legitimidad de la gobernanza criminal 
(Calderón, 2018; Feldmann & Luna, 2022).

•	 Se recomienda consolidar las estrategias de ocupación estatal en zonas 
históricamente marginadas, con el fin de impedir que las GAO y GDO con-
soliden microsoberanías paralelas; este enfoque implica dar prioridad a 
los proyectos de infraestructura, mejorar la conectividad y consolidar una 
presencia institucional con el objetivo de salvaguardar la soberanía na-
cional y fortalecer la gobernanza democrática (González & Otero, 2010; 
Reuter & Paoli, 2020).

•	 En vista del carácter transaccional del fenómeno, se propone establecer 
un tratado internacional que reconozca la gobernanza criminal como una 
amenaza para la soberanía, seguridad y los DD. HH.; el instrumento debe-
rá facilitar la cooperación judicial, el intercambio de información, la extra-
dición y la armonización normativa en América Latina (Aponte et al., 2025; 
Koonings & Kruijt, 2023).

•	 Es imperioso que se incorpore a la planificación estratégica militar, el com-
ponente político de los planes de campaña como una amenaza transver-
sal al orden constitucional; ya que facilitará la coordinación de acciones 
interinstitucionales y no cinéticas que fortalezcan la legitimidad del Estado 
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en territorios bajo regímenes de facto (Ejército Nacional de Colombia, 
2025; Vargas-Cano & Gil-Osorio, 2023).

•	 Es cardinal mejorar los mecanismos de rendición de cuentas y sancio-
nar la colusión entre funcionarios públicos y entidades criminales. En este 
sentido, se debe implementar medidas de anticorrupción en regiones crí-
ticas con el apoyo de mecanismos de verificación externos e incluso inter-
nacionales (Betancourth, 2005; Duque, 2020).

•	 Todas las respuestas estatales a la gobernanza criminal deben enmar-
carse en los parámetros de las normas internacionales de DD. HH.; la im-
plementación de medidas de seguridad diversificadas, la formulación de 
políticas con participación comunitaria y el aumento de la protección de 
los grupos vulnerables para evitar que la población sea víctima de regíme-
nes paralelos ilegítimos (Alda-Mejías, 2023; Organización de las Naciones 
Unidas, 2025). 
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Introducción
En el contexto del conflicto armado interno colombiano, las Fuerzas Militares han 
desempeñado un papel determinante no solo desde el punto de vista operativo, 
sino también en la construcción del tejido social mediante actividades cívico-mi-
litares. Estas acciones han incluido jornadas médicas, reconstrucción de infraes-
tructura, apoyo educativo y cultural, entre otras, especialmente en regiones vulne-
rables y con limitada presencia estatal.

No obstante, cuando estas intervenciones involucran la participación de niños, 
niñas y adolescentes (NNA), surgen serias preocupaciones jurídicas y éticas. La 
Sentencia T-005 de 2024 de la Corte Constitucional de Colombia puso en eviden-
cia que dichas actividades pueden exponer a los menores a riesgos de victimiza-
ción, estigmatización o retaliación por parte de actores armados ilegales, lo cual 
contradice los principios fundamentales del derecho internacional humanitario 
(DIH) y el interés superior del menor (Sentencia T-005, 2024). Este conflicto jurí-
dico evidencia un problema central: cómo equilibrar el mandato constitucional de 
las Fuerzas Militares de fortalecer la presencia institucional del Estado en zonas 
afectadas por la violencia, con la obligación internacional de proteger de forma 
reforzada a los NNA (Pérez, 2014).

Las consecuencias del problema se manifiestan en la tensión entre la legitimi-
dad de la acción militar no armada y la salvaguarda de derechos fundamentales, lo 
cual ha generado vacíos normativos y operativos. Geográficamente, este fenómeno 
se presenta en regiones como el Catatumbo, el sur del Meta, el Bajo Cauca antioque-
ño y zonas de frontera, donde convergen presencia de grupos armados organizados 
y comunidades con alta vulnerabilidad infantil (Domínguez, 2018). El problema afec-
ta tanto a la institucionalidad castrense —al limitar el margen de actuación de sus 
estrategias de Acción Integral— como a las comunidades locales, especialmente 
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a los NNA, al quedar atrapados en un escenario donde las medidas de protección 
pueden entrar en contradicción con las acciones del Estado. La pregunta que orienta 
esta investigación es: ¿Cómo armonizar la Sentencia T-005 de 2024 y los estánda-
res de DD. HH. y DIH con el mandato constitucional de las Fuerzas Militares, para 
salvaguardar los derechos y garantías de los NNA en zonas de conflicto?

Al respecto, el tema se justifica por la necesidad urgente de establecer crite-
rios jurídicos claros que permitan a las Fuerzas Militares continuar desarrollando 
actividades de Acción Integral sin transgredir los derechos de los NNA ni vulnerar 
normas internacionales. La sentencia mencionada, así como los compromisos 
internacionales asumidos por el Estado colombiano, exigen repensar las estrate-
gias institucionales en clave de legalidad, enfoque diferencial y protección espe-
cial. Además, la discusión se inscribe en un contexto de posacuerdo en el que la 
reconstrucción de confianza entre el Estado y las comunidades resulta prioritaria.

Desde el punto de vista metodológico, este capítulo adopta un enfoque cua-
litativo, empleando un método dogmático-hermenéutico para analizar la norma-
tividad vigente, la jurisprudencia constitucional y los instrumentos internaciona-
les aplicables. A través del estudio sistemático de fuentes jurídicas, doctrinales y 
documentales, se pretende identificar zonas grises o contradicciones normativas 
que dificultan la implementación armónica de las actividades cívico-militares con 
los estándares de protección de la infancia en contextos de conflicto.

En los siguientes apartados, el lector encontrará un análisis integral de los fun-
damentos jurídicos de la Sentencia T-005 de 2024, la caracterización de las activi-
dades cívico-militares en Colombia, la identificación de los principios normativos 
del DIH y de los tratados de derechos humanos aplicables a la niñez, así como 
un examen crítico de las tensiones existentes entre la misión constitucional de 
las Fuerzas Militares y las obligaciones internacionales del Estado. Finalmente, se 
proponen orientaciones jurídicas y operacionales que permitan salvaguardar los 
derechos de los NNA sin debilitar la presencia estatal en territorios estratégicos.

Caracterización de las actividades cívico-
militares en zonas con presencia de niños, 
niñas y adolescentes
Las actividades cívico-militares han sido parte fundamental de la doctrina de Acción 
Integral de las Fuerzas Militares de Colombia, constituyendo una herramienta 
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estratégica para fortalecer la relación entre el Estado y la población civil en zonas 
de conflicto o con limitada presencia institucional. Estas actividades han incluido 
campañas de salud, jornadas recreativas, reparaciones de infraestructura, actos 
públicos y espacios de encuentro comunitario. Su despliegue ha sido especial-
mente recurrente en regiones rurales o fronterizas donde operan grupos armados 
ilegales, y donde la presencia de niños, niñas y adolescentes (NNA) es significativa 
debido a la estructura demográfica de estas comunidades.

Dentro de estas actividades destacan las jornadas de apoyo al desarrollo, defi-
nidas como intervenciones estatales articuladas que buscan reducir las necesida-
des básicas insatisfechas (NBI) mediante servicios médicos, recreativos y de oferta 
institucional. Aunque no necesariamente implican un uso intensivo de medios mi-
litares, su ejecución requiere una planificación coordinada con otras entidades del 
aparato estatal y con organizaciones asociadas a la Acción Unificada (AU), como se 
establece en la doctrina de la Armada Nacional. Estas jornadas tienen una duración 
que oscila entre uno y cinco días, y suelen desplegarse en zonas fluviales o costeras 
de difícil acceso, donde el apoyo logístico de las Fuerzas Militares es fundamental.

Asimismo, los proyectos de infraestructura, ambientales y productivos, con-
cebidos a corto, mediano y largo plazo, buscan generar soluciones estructurales 
a problemáticas identificadas en las comunidades. Estos requieren no solo del li-
derazgo articulador de las Fuerzas Militares, sino de una participación de la pobla-
ción y de los asociados institucionales, bajo principios de sostenibilidad, corres-
ponsabilidad y enfoque comunitario.

Al mismo tiempo, se incluyen ruedas de emprendimiento y mercados campe-
sinos como modalidades innovadoras para impulsar el desarrollo económico en 
territorios históricamente marginados. Las ruedas de emprendimiento permiten 
conectar pequeños productores con mercados regionales o nacionales, reducien-
do intermediarios y fortaleciendo cadenas productivas. Por su parte, los mercados 
campesinos fomentan el consumo local, el sentido de pertenencia y la dinamiza-
ción de economías rurales.

No obstante, a pesar de los beneficios, la participación simbólica o directa de 
NNA en estas actividades ha suscitado serios cuestionamientos. Organismos de 
derechos humanos han advertido que su exposición en eventos públicos orga-
nizados por la fuerza pública, así como su inclusión en actos simbólicos como 
izadas de bandera, puede constituir una forma de vinculación indebida a actores 
armados del Estado. La Corte Constitucional, en la Sentencia T-005 de 2024, reafir-
ma este riesgo y establece un marco jurídico de protección reforzada, prohibiendo 
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la instrumentalización de menores en contextos de acción institucional que pue-
dan ser percibidos como parte del conflicto armado o que los expongan a daños 
psicológicos, físicos o sociales.

En este sentido, la doctrina militar debe replantear la forma en que desarrolla 
estas actividades en zonas con presencia de menores. La nueva línea doctrinal 
exige el rediseño completo de las actividades cívico-militares, estableciendo lími-
tes claros a la presencia militar visible en entornos escolares, recreativos o comu-
nitarios con alta participación infantil. Asimismo, demanda que la coordinación 
con entidades como el Instituto Colombiano de Bienestar Familiar (ICBF), alcal-
días y secretarías de educación no sea opcional, sino obligatoria y liderada por 
autoridades civiles, respetando el principio de subsidiariedad y el enfoque dife-
rencial consagrado en el bloque de constitucionalidad y en instrumentos como la 
Convención sobre los Derechos del Niño.

Definición y objetivos de las actividades cívico-militares en el 
marco de la Acción Integral
A raíz de esta sentencia, la doctrina militar debe experimentar ajustes profun-
dos. El Manual de Acción Integral (MAI) y documentos complementarios como el 
Manual de gestión doctrinal y lecciones aprendidas para la Armada Nacional de-
ben ser revisados para eliminar cualquier ambigüedad respecto a la participación 
de menores en actividades institucionales, incluso en escenarios aparentemente 
no armados. Asimismo, es necesario actualizar los conceptos doctrinales sobre 
las actividades cívico-militares, para dejar claro que su carácter debe estar me-
diado por una planeación estratégica interinstitucional, con protagonismo de las 
entidades civiles encargadas de la protección integral de la niñez.

En la planificación de actividades no armadas, la doctrina debe incorporar una 
evaluación de riesgos específica cuando haya población civil, en particular NNA, 
mediante una matriz de impacto basada en principios de derechos humanos, 
enfoque diferencial y enfoque de niñez. Se deben establecer salvaguardas claras 
en el planeamiento, ejecución y verificación de cada actividad, conforme al ciclo 
PHVA (Planear – Hacer – Verificar – Actuar) ya presente en la doctrina AINAV. Las 
actividades cívico-militares, concebidas doctrinalmente como herramientas para 
fortalecer la gobernabilidad, legitimar la acción estatal y contrarrestar la influencia 
de actores armados ilegales, deben ahora rediseñarse bajo una lógica de “presen-
cia respetuosa”. Esto implica:
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Uno de los ajustes más relevantes derivados de la Sentencia T-005 de 2024 es 
la necesidad de establecer una separación funcional y visual clara entre la fuerza 
pública y las actividades dirigidas a niños, niñas y adolescentes (NNA). Este prin-
cipio responde a la obligación estatal de evitar cualquier forma de instrumentali-
zación de la niñez, así como la posible confusión que pueda generar su contacto 
con personal militar, en particular en contextos donde las dinámicas del conflicto 
armado persisten. Esta separación no solo debe ser operativa, sino también sim-
bólica, impidiendo la exposición de los menores a uniformes, armamento, emble-
mas militares u otros elementos que puedan inducir a una cooptación simbólica o 
percepción de legitimación del uso de la fuerza.

Adicionalmente, la doctrina de Acción Integral debe adoptar un modelo de ar-
ticulación interinstitucional obligatoria, en el cual las instituciones civiles compe-
tentes como el Instituto Colombiano de Bienestar Familiar (ICBF), el Ministerio de 
Educación Nacional o la Defensoría del Pueblo asuman el liderazgo en el diseño, 
ejecución y evaluación de las intervenciones que involucren a NNA. En este marco, 
la participación de las Fuerzas Militares debe limitarse exclusivamente a funciones 
de apoyo logístico o de seguridad, y únicamente bajo autorización expresa de las 
autoridades civiles competentes. Este enfoque garantiza el respeto al principio de 
corresponsabilidad y refuerza la naturaleza subsidiaria de la actuación militar en 
contextos humanitarios o sociales.

Otro componente esencial es la capacitación especializada del personal mi-
litar que participe en actividades con presencia civil, particularmente en aquellas 
que impliquen interacción con población infantil o adolescente. Esta formación 
debe incluir, de manera transversal, los principios de no discriminación, el enfo-
que diferencial, étnico y de género, y una comprensión clara de las restricciones 
normativas frente a la instrumentalización de menores. La profesionalización de 
la tropa en estas temáticas no solo reduce riesgos jurídicos y operativos, sino que 
contribuye al fortalecimiento de la legitimidad institucional frente a la ciudadanía.

De igual forma, se requiere una revisión integral de los contenidos comunica-
cionales y visuales difundidos por los canales de asuntos públicos de las Fuerzas 
Militares, tales como perifoneo, redes sociales, medios impresos, emisoras insti-
tucionales, y audiovisuales. Esta revisión debe tener como objetivo eliminar cual-
quier símbolo, narrativa o representación que pueda inducir a una apología del mi-
litarismo o a la glorificación del conflicto armado frente a los NNA. Las campañas 
de comunicación deben orientarse hacia mensajes pedagógicos, institucionales y 
cívicos, con un enfoque preventivo y de protección.
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En cuanto a los lineamientos estratégicos y jurídicos, la implementación de es-
tas medidas requiere directrices claras desde el Comando General de las Fuerzas 
Militares, en coordinación con el Ministerio de Defensa Nacional. Estas orienta-
ciones deben estar alineadas con los principios consagrados en la Ley 1098 de 
2006 (Código de Infancia y Adolescencia), la Ley 1448 de 2011 (Ley de Víctimas 
y Restitución de Tierras) y el Protocolo Facultativo de la Convención sobre los 
Derechos del Niño relativo a la participación de menores en conflictos armados. 
Asimismo, es indispensable integrar enfoques como el de protección civil de la 
Acción Unificada del Estado y los mecanismos de rendición de cuentas, en armo-
nía con el control civil sobre el Sector Defensa (Revelo et al., 2022).

Participación directa e indirecta de NNA:                     
modalidades, riesgos y controles
La participación de niños, niñas y adolescentes (NNA) en actividades cívico-mi-
litares organizadas por la fuerza pública en Colombia ha sido objeto de una revi-
sión crítica desde el punto de vista jurídico y doctrinal, especialmente a partir de 
la Sentencia T-005 de 2024. Esta decisión de la Corte Constitucional subraya la 
necesidad de establecer límites precisos y mecanismos de control para proteger 
a esta población vulnerable, en el marco del respeto al principio de distinción del 
derecho internacional humanitario (DIH) y los derechos consagrados en tratados 
internacionales como la Convención sobre los Derechos del Niño. En este con-
texto, se identifican dos modalidades de vinculación: la participación directa y la 
indirecta, ambas con implicaciones que pueden derivar en riesgos jurídicos, ope-
racionales y simbólicos.

La participación directa se refiere a la inclusión de NNA en actividades orga-
nizadas directamente por la fuerza pública, tales como desfiles militares, actos 
conmemorativos, simulacros, visitas a instalaciones castrenses, y otras accio-
nes que los exponen a símbolos o escenarios militares. Esta modalidad también 
contempla situaciones en las que los menores portan uniformes, interactúan con 
armamento simulado, reciben condecoraciones o participan en actividades pe-
dagógicas dentro de entornos militares, todo ello bajo el argumento de fomentar 
valores patrióticos o la disciplina. Sin embargo, este tipo de actividades puede ge-
nerar una confusión funcional o simbólica entre el rol de las Fuerzas Militares y el 
desarrollo civil de los menores, lo que vulnera principios fundamentales del DIH. 
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Tabla 1. Participación de NNA en actividades cívico-militares: modalidades, ries-
gos y controles

Tipo de 
participación

Modalidades 
identificadas

Riesgos jurídicos 
y operacionales

Normativa y teoría 
aplicable

Controles y meca-
nismos sugeridos

Directa - Participación en 
desfiles, actos 
cívico-militares, 
simulacros.

- Uso de unifor-
mes o armas si-
muladas.- Visitas 
a instalaciones 
militares.

- Actividades 
pedagógicas li-
deradas por mili-
tares en entornos 
castrenses.

- Condecoraciones 
o menciones 
por parte de la 
Fuerza Pública.

- Violación del 
principio de 
distinción del 
DIH.- Confusión 
simbólica 
con actores 
armados.

- Exposición 
al riesgo de 
reclutamiento o 
cooptación.

- Vulneración 
del principio 
de protección 
reforzada.

- DIH y Protocolo 
Facultativo 
(2000) sobre 
participación de 
NNA.

- Convención so-
bre los Derechos 
del Niño (1989).

- Sentencia T-005 
de 2024 (Corte 
Constitucional).

- Ley 1098 de 
2006 (Código 
de Infancia y 
Adolescencia).

- Prohibición 
expresa en la 
doctrina de 
Acción Integral.

- Sustitución por 
actividades 
lideradas por 
autoridades 
civiles.

- Capacitación en 
DDHH, enfoque 
diferencial y no 
instrumentaliza-
ción.

- Autorización 
previa de ICBF y 
Defensoría.

Indirecta - Participación 
como público 
en campañas, 
festivales o ferias 
institucionales.

- Actividades lúdi-
cas o educativas 
en escuelas 
organizadas por 
militares.

- Uso de imágenes 
o voces de NNA 
en redes sociales 
y medios de la 
Fuerza Pública.

- Distribución 
de material 
institucional 
en escuelas o 
comunidades.

- Instrumentali-
zación simbólica 
o ideológica.

- Riesgo de milita-
rización cultural 
de la niñez.

- Violación del 
principio de 
interés superior 
del menor.

- Daño a la neutra-
lidad de entornos 
escolares o 
comunitarios.

- Principio de 
precaución en 
entornos de 
posconflicto 
(UNICEF, DIH).

- Sentencia T-005 
de 2024 (límites 
a la acción 
institucional).

- Reglas de 
Naciones Unidas 
sobre la protec-
ción del entorno 
civil.

- Código de 
Infancia y 
Adolescencia.

- Separación 
visual y funcional 
estricta entre 
FFMM y NNA.

- Participación 
solo bajo 
liderazgo 
civil (ICBF, MEN, 
Defensoría).

- Revisión de 
contenido 
comunicacional 
institucional.

- Creación de 
protocolos de 
consentimiento 
informado y 
evaluación de 
riesgos.

Fuente: Unicef (2015).  

Por su parte, la participación indirecta se presenta cuando los NNA hacen parte 
del público objetivo de campañas, festivales, actividades recreativas o educativas 
que son impulsadas por las Fuerzas Militares en espacios escolares, comunita-
rios o institucionales. Esta modalidad incluye el uso de imágenes o representa-
ciones de menores en contenidos comunicacionales o mediáticos institucionales 
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(fotografías, videos, redes sociales) sin una mediación adecuada por parte de 
las autoridades civiles competentes, como el ICBF o el Ministerio de Educación. 
Aunque en apariencia menos riesgosa, esta participación simbólica puede contri-
buir a la naturalización del militarismo en la infancia o a la instrumentalización de 
su imagen con fines de propaganda institucional.

La Sentencia T-005 de 2024, en armonía con el Protocolo Facultativo de la 
Convención sobre los Derechos del Niño relativo a la participación de menores en 
conflictos armados y con la Observación General n.º 16 del Comité de los Derechos 
del Niño, advierte sobre los graves riesgos que implica la participación de niños, ni-
ñas y adolescentes (NNA) en actividades cívico-militares, incluso cuando estas no 
tienen un carácter bélico o armado (Monge, 2022). Una de las principales alertas 
se relaciona con la vulneración del principio de distinción del derecho internacio-
nal humanitario (DIH), el cual exige una separación clara entre actores armados y 
población civil. La presencia de menores junto a uniformados, el uso de símbolos 
militares o la inclusión de armas reales o simuladas puede generar confusión tan-
to funcional como simbólica, facilitando que actores armados ilegales interpreten 
dicha participación como una colaboración con el Estado (Almeida et al., 2020).

Bajo la óptica jurídica, se configuran riesgos importantes relacionados con la 
vulneración de derechos fundamentales, en especial cuando no existe autorización 
previa de los titulares de la patria potestad o no se cuenta con la participación de au-
toridades civiles competentes, como el Instituto Colombiano de Bienestar Familiar 
(ICBF). La realización de actividades con NNA sin estos requisitos puede derivar en 
responsabilidades legales, disciplinarias e incluso en litigios internacionales, afec-
tando tanto a los actores operativos como a las instituciones involucradas.

En el plano operacional, este tipo de prácticas pone en riesgo la legitimidad de 
la fuerza pública, ya que puede interpretarse como una forma de cooptación de la 
niñez con fines institucionales, en contravía del deber de protección reforzada que 
rige en contextos de conflicto armado. Además, el uso de imágenes, narrativas o 
símbolos militares en las que aparecen menores puede ser visto como una forma 
de propaganda estatal, aún sin intención directa, lo que implica un riesgo de ins-
trumentalización simbólica y puede afectar la percepción ciudadana sobre el rol 
constitucional de la fuerza pública.

Frente a este panorama, la cartilla institucional “Protección de niños, niñas y ado-
lescentes en el conflicto armado” y la doctrina de Acción Integral recomiendan una 
serie de mecanismos de control, prevención y reporte. En primer lugar, los lineamien-
tos operacionales deben ser revisados para eliminar cualquier mención que sugiera 
o autorice la participación de NNA, incluso en actividades simbólicas o recreativas. 
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Se enfatiza que todas las acciones dirigidas a menores deben estar lideradas por 
instituciones civiles como el ICBF, las alcaldías o las secretarías de educación, rele-
gando a la fuerza pública a un rol logístico o subsidiario claramente delimitado.

Evaluación de buenas prácticas                           
y desafíos operacionales
En 2025, Colombia ha intensificado sus esfuerzos institucionales para prevenir el 
reclutamiento y uso de niños, niñas y adolescentes (NNA) por parte de grupos 
armados ilegales, a través de buenas prácticas interinstitucionales que refuerzan 
tanto la doctrina militar como la cooperación civil. Un ejemplo concreto fue el de-
sarrollo del Curso Básico Piloto para los Actores de los Sectores de Defensa y 
Seguridad sobre la Prevención del Reclutamiento y Uso de Niños, realizado entre 
el 19 y el 23 de mayo en la Escuela Superior de Guerra en Bogotá D.C. (Ejército 
Nacional de Colombia, 2025). Este evento reunió a más de 60 representantes del 
Ejército, la Policía, el Instituto Colombiano de Bienestar Familiar (ICBF), la Fiscalía 
y el Grupo de Atención Humanitaria al Desmovilizado (GAHD), con el respaldo téc-
nico del Instituto Dallaire de Canadá. A través de sesiones teórico-prácticas y ejer-
cicios de simulación de escenarios operacionales, se buscó dotar a las Fuerzas 
de Seguridad de herramientas para detectar, prevenir y reaccionar frente a situa-
ciones de reclutamiento forzado, incorporando un enfoque basado en derechos 
humanos y principios internacionales.

Entre las buenas prácticas institucionales destaca la implementación de la es-
trategia territorial “DNI para la paz” en Nariño, la cual, gracias a la presencia coor-
dinada de instituciones civiles y militares, ha demostrado que la construcción de 
confianza entre comunidades y autoridades es clave para la protección de NNA. 
Asimismo, en zonas rurales del Cauca y Chocó se ha fortalecido la coordinación 
civil-militar mediante jornadas comunitarias donde la fuerza pública actúa como 
garante logístico y de seguridad, cediendo el protagonismo a instituciones como el 
ICBF y las alcaldías. Esta separación simbólica entre actividades de protección so-
cial y funciones armadas evita la normalización del contacto entre menores y ac-
tores armados, respetando los principios de distinción y neutralidad (Fadul, 2022).

No obstante, los desafíos persisten. En regiones como el Catatumbo, Guaviare 
y el norte del Cauca, la presencia de disidencias de las FARC, el ELN y otros gru-
pos armados ha generado un aumento de menores reclutados o utilizados como 
informantes, mensajeros o en otras funciones ilícitas. Según la Defensoría del 
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Pueblo, en el primer semestre de 2025 se registraron cientos de casos de recluta-
miento forzoso, especialmente en comunidades indígenas, campesinas y afrodes-
cendientes. Estas cifras evidencian los límites operacionales de la fuerza pública 
para garantizar espacios seguros y sostener una presencia efectiva del Estado en 
zonas de alta conflictividad. Además, Human Rights Watch alertó que en algunos 
territorios se ha identificado una preocupante superposición entre actividades cí-
vico-militares y zonas de reclutamiento, lo que puede confundir a las comunida-
des sobre los roles y límites de las instituciones armadas (Feo & Fernández, 2021).

Otro reto operativo relevante en 2025 es la falta de estandarización en los 
“Manuales de acción integral del Ejército Nacional”, que aún presentan vacíos doc-
trinales respecto a la prevención del uso simbólico de menores en actividades ins-
titucionales. Aunque se han logrado avances en la formación especializada, como 
el entrenamiento de instructores en prevención del reclutamiento infantil bajo los 
estándares del Instituto Dallaire, aún no se ha logrado una unificación normativa a 
nivel nacional (ARC OP3-4.1, 2024). Esto genera inconsistencias entre las distintas 
brigadas y unidades militares respecto a cómo actuar ante la presencia de meno-
res en zonas de operación, dificultando la protección efectiva de la infancia.

A nivel internacional, Uruguay se consolida como referente regional en esta ma-
teria, tras convertirse en el único país latinoamericano con un Centro de Excelencia 
para la Prevención del Reclutamiento Infantil, adscrito a la Escuela Nacional de 
Operaciones de Paz (ENOPU). Desde 2023, la ENOPU ha incorporado en todos sus 
cursos módulos específicos para la prevención del uso de niños soldados, capaci-
tando instructores especializados y promoviendo la aplicación de los Principios de 
Vancouver en misiones internacionales. Esta experiencia ha servido como modelo 
para Colombia, que ahora fortalece sus vínculos con el Instituto Dallaire y busca 
incorporar enfoques similares en sus procesos de formación y planeación opera-
tiva (Ejército Nacional de Colombia, 2025).

Principios normativos del DIH y de los tratados 
internacionales de derechos humanos sobre la 
protección de NNA en contextos armados
La protección de los niños, niñas y adolescentes (NNA) en contextos de conflicto 
armado constituye un imperativo jurídico y ético fundamental del DIH y del DIDH. 
En Colombia, este conjunto de normas tiene fuerza vinculante por su integración 
al bloque de constitucionalidad, conforme al artículo 93 de la Constitución Política, 
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que garantiza la prevalencia de los tratados y convenios internacionales de dere-
chos humanos ratificados por el país. Esta protección especial se traduce en un 
marco legal robusto, orientado a salvaguardar la integridad, dignidad y desarrollo 
de la infancia, especialmente en territorios afectados por la violencia armada o por 
la presencia de actores armados ilegales.

Figura 1. Lineamientos Universales protección NNA

Fuente: Ramírez y Velasco (2022).  

Uno de los principios esenciales del DIH aplicable en conflictos armados inter-
nos como el colombiano es el principio de distinción, consagrado en los Convenios 
de Ginebra y su Protocolo II Adicional. Este principio exige diferenciar en todo mo-
mento entre combatientes y civiles, siendo los NNA considerados civiles especial-
mente protegidos. Su vulnerabilidad, etapa de desarrollo y dependencia familiar los 
hace sujetos de una protección reforzada. En consecuencia, las Fuerzas Militares 
y cualquier actor armado están obligados a abstenerse de implicarlos, directa o 
indirectamente, en acciones militares. Incluso la participación en actividades apa-
rentemente inofensivas, como actos protocolarios o jornadas cívico-militares en 
zonas de conflicto, puede ser considerada una forma de exposición indebida o 
reclutamiento indirecto (Díaz & Berrocal, 2023).

De la misma manera, el marco internacional también prohíbe de manera ex-
presa el reclutamiento y uso de menores de edad en los conflictos armados. El 
Protocolo Facultativo de la Convención sobre los Derechos del Niño relativo a la 
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participación de niños en conflictos armados, adoptado en el año 2000 y ratifica-
do por Colombia mediante la Ley 833 de 2003, establece que los Estados deben 
adoptar todas las medidas posibles para asegurar que los menores de dieciocho 
años no participen directamente en hostilidades ni sean reclutados por fuerzas 
armadas estatales o grupos armados no estatales. Asimismo, el Convenio 182 de 
la OIT tipifica como una de las peores formas de trabajo infantil cualquier activi-
dad de los menores en contextos armados, incluyendo funciones no combatientes 
como informantes, cocineros, mensajeros o colaboradores forzados. A su vez, el 
Estatuto de Roma de la Corte Penal Internacional, en su artículo 8, considera cri-
men de guerra el reclutamiento forzado o la utilización de menores de quince años 
en hostilidades (Velandia, 2006).

En línea con este marco, el principio del interés superior del niño se erige como 
rector en todas las decisiones relacionadas con NNA. La Convención sobre los 
Derechos del Niño, incorporada al ordenamiento jurídico colombiano mediante la 
Ley 12 de 1991, establece que este interés debe guiar cualquier política pública, de-
cisión judicial o medida administrativa relacionada con menores. La Constitución 
colombiana, en su artículo 44, refuerza esta disposición, señalando que los de-
rechos de los niños prevalecen sobre los derechos de los demás. Así, cualquier 
acción estatal incluidas las estrategias cívico-militares debe estar diseñada para 
evitar riesgos o impactos adversos sobre la infancia, garantizando su desarrollo 
integral, su entorno familiar y su desvinculación de dinámicas de guerra.

Por otro lado, los órganos internacionales como el Comité de los Derechos del 
Niño de las Naciones Unidas han sostenido que los Estados deben adoptar medi-
das positivas, preventivas y reparadoras para garantizar la protección de los niños 
en zonas de conflicto. Esto se traduce en la obligación de prevenir toda práctica 
institucional que, aunque no constituya violencia directa, pueda exponer a los me-
nores a riesgos simbólicos o psicológicos derivados del conflicto armado. La sola 
presencia de militares armados en actividades escolares, recreativas o culturales 
puede generar una identificación problemática entre fuerza pública y confronta-
ción armada, revirtiendo esfuerzos de protección y desmovilización.

A nivel institucional, las Fuerzas Militares tienen la responsabilidad de adap-
tar su doctrina, prácticas y operaciones al marco jurídico internacional y nacional. 
Esto implica eliminar cualquier tipo de participación de NNA en actos cívico-mi-
litares, desfiles o eventos institucionales en zonas sensibles, aún si esta partici-
pación es simbólica. Igualmente, deben fortalecer la formación del personal en 
temas de DIH, derechos de la infancia y enfoque diferencial, asegurando que todas 
las operaciones respeten los estándares de protección de menores. Además, las 
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iniciativas dirigidas a comunidades con alta presencia de NNA deben ser coordi-
nadas exclusivamente con autoridades civiles como el Instituto Colombiano de 
Bienestar Familiar (ICBF), las alcaldías municipales o las secretarías de educa-
ción, priorizando el liderazgo civil y el control de entidades como la Defensoría del 
Pueblo o la Procuraduría General de la Nación.

Bloque de Constitucionalidad como   
parámetro obligatorio de legalidad
En el ordenamiento jurídico colombiano, el Bloque de Constitucionalidad constitu-
ye un parámetro obligatorio de legalidad que integra normas y principios de origen 
internacional con jerarquía constitucional. Esta figura jurídica, reconocida por la ju-
risprudencia de la Corte Constitucional, garantiza que los tratados internacionales 
en materia de Derechos Humanos (DD. HH.) y Derecho Internacional Humanitario 
(DIH), una vez ratificados por Colombia, formen parte del control de constitucio-
nalidad y se impongan a toda actuación estatal, incluyendo las ejecutadas en con-
textos de conflicto armado. Esta integración fortalece el principio de supremacía 
constitucional, asegurando la protección efectiva de los derechos fundamentales, 
en especial de los sujetos de especial protección constitucional como los niños, 
niñas y adolescentes (NNA).

Bajo esta tesitura, el artículo 93 de la Constitución Política establece que los 
tratados y convenios internacionales sobre derechos humanos ratificados por 
el Congreso que reconozcan derechos más favorables que los contenidos en la 
Constitución prevalecen en el orden interno. En efecto, esta disposición dio origen 
al concepto de Bloque de Constitucionalidad, desarrollado ampliamente por la ju-
risprudencia constitucional. En la Sentencia C-293 de 2007, por ejemplo, la Corte 
explicó que este bloque tiene fuerza normativa superior a la ley ordinaria y que 
sirve de parámetro para la validez de las normas internas. Esto significa que todas 
las normas internas y las actuaciones administrativas y judiciales deben ajustarse 
no solo al texto constitucional, sino también a los tratados internacionales que 
conforman dicho bloque.

En el caso particular de la protección de NNA en contextos armados, el Bloque 
de Constitucionalidad adquiere una relevancia sustancial. Los instrumentos interna-
cionales como la Convención sobre los Derechos del Niño, el Protocolo Facultativo 
relativo a la participación de menores en conflictos armados, los Convenios de 
Ginebra y sus protocolos adicionales, así como el Estatuto de Roma de la Corte 
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Penal Internacional, hacen parte del ordenamiento constitucional colombiano. Su 
incorporación impone límites claros a la actuación de la fuerza pública, especial-
mente en lo relativo al reclutamiento, utilización o exposición de menores de edad a 
dinámicas propias del conflicto armado, incluso en actividades no armadas.

La Corte Constitucional ha sido enfática en que el Bloque de Constitucionalidad 
no es una referencia simbólica, sino una herramienta normativa con efectos di-
rectos. En la Sentencia C-370 de 2006, la Corte analizó el alcance del Estatuto 
de Roma como parte del Bloque, y ratificó que el reclutamiento forzado de me-
nores constituye un crimen de guerra prohibido en el sistema jurídico nacional. 
Por su parte, en la Sentencia T-025 de 2004, sobre la situación de desplazamien-
to forzado, el alto tribunal señaló que los niños desplazados deben ser objeto de 
protección reforzada y que las entidades estatales tienen la obligación de diseñar 
políticas públicas coherentes con el interés superior del menor, conforme a los 
estándares internacionales.

La aplicación de estos principios también condiciona la conducta de la fuerza 
pública en el marco del conflicto armado interno. Como lo ha advertido la jurispru-
dencia, toda operación o acción institucional debe respetar los estándares del DIH, 
incluyendo el principio de distinción, proporcionalidad y humanidad. La participa-
ción de menores en eventos cívico-militares, desfiles institucionales o campañas 
de visibilidad en zonas de conflicto, aun cuando no impliquen un rol armado, puede 
ser interpretada como una forma de reclutamiento simbólico o instrumentaliza-
ción indebida, violatoria del principio de protección integral consagrado en el artí-
culo 44 de la Constitución y en los instrumentos internacionales incorporados al 
Bloque (Bernal & Moya, 2018).

Figura 2. Criterios de la Corte para los NNA 

Fuente: Sentencia T-005 (2024). 
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En consecuencia, el bloque de constitucionalidad impone una triple obligación 
al Estado y, en particular, a las Fuerzas Militares: 1) abstenerse de realizar conduc-
tas que pongan en riesgo a los NNA en contextos de violencia, 2) adoptar medidas 
positivas para su protección efectiva, y 3) reparar integralmente cualquier daño 
causado, bajo los principios de no repetición y restauración. Estas obligaciones 
refuerzan la noción de que la legalidad en Colombia no se limita a la legislación in-
terna, sino que está determinada por un sistema constitucional abierto al derecho 
internacional, orientado a garantizar la dignidad humana y los derechos funda-
mentales, especialmente de los más vulnerables.

Mecanismos de armonización normativa entre 
el DIH, el DIDH y el ordenamiento jurídico interno
En Colombia, la convivencia de tres regímenes jurídicos —el derecho internacional 
humanitario (DIH), el Derecho Internacional de los Derechos Humanos (DIDH) y 
el ordenamiento jurídico nacional— obliga a un esfuerzo sistemático de armoni-
zación normativa. Esta necesidad es especialmente apremiante en escenarios de 
conflicto armado donde se ven involucrados o expuestos niños, niñas y adoles-
centes (NNA). La articulación entre estos tres marcos se realiza mediante meca-
nismos jurídicos que permiten su aplicación conjunta y coherente, asegurando un 
enfoque integral y protector hacia la infancia.

El primero de estos mecanismos es el denominado Bloque de Constitucionalidad, 
el cual encuentra su fundamento en el artículo 93 de la Constitución Política de 
Colombia. Esta figura jurídica permite que normas del DIH y tratados de dere-
chos humanos ratificados por Colombia adquieran rango constitucional. En la 
práctica, esto significa que leyes como el Código de Infancia y Adolescencia (Ley 
1098 de 2006) deben interpretarse a la luz de instrumentos internacionales como 
la Convención sobre los Derechos del Niño y los Convenios de Ginebra (Beltrán, 
2023). La Corte Constitucional ha ratificado esta integración en sentencias como 
la C-293 de 2007 o la T-025 de 2004, reafirmando que el contenido del DIH y del 
DIDH tiene aplicación directa en el orden interno y es vinculante para todas las 
autoridades (Ley 1098, 2006).

Otro pilar fundamental es el principio pro persona, que obliga a aplicar la nor-
ma más favorable al ser humano cuando se enfrentan distintas disposiciones 
normativas. En el caso de los NNA, este principio garantiza que, ante cualquier 
duda sobre la aplicabilidad de una norma nacional o internacional, prevalecerá 
aquella que ofrezca mayor nivel de protección. Este principio es vital para prevenir 
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interpretaciones regresivas o que prioricen fines institucionales por encima de los 
derechos fundamentales de los menores, especialmente en zonas afectadas por 
el conflicto armado, donde los riesgos de vulneración aumentan.

En tercer lugar, se encuentra la complementariedad normativa e institucional, 
que consiste en la aplicación simultánea y coordinada del DIH y el DIDH, cada uno 
desde su ámbito. Mientras el DIH regula el comportamiento de los actores armados 
durante conflictos (protegiendo a civiles y estableciendo límites al uso de la fuerza), 
el DIDH extiende su cobertura a todos los derechos civiles, políticos, económicos, 
sociales y culturales, aplicables en todo momento. Para que una actividad cívi-
co-militar sea jurídicamente válida, debe respetar no solo las normas que rigen la 
conducta armada, sino también aquellas que garantizan el derecho a la educación, 
a la vida familiar, a no ser discriminado, entre otros. Asimismo, desde el plano ins-
titucional, esta armonización demanda que la fuerza pública actúe en coordinación 
estrecha con entidades como el Instituto Colombiano de Bienestar Familiar (ICBF), 
los entes territoriales, la Defensoría del Pueblo y la Procuraduría General, bajo un 
enfoque preventivo, no militarizado y con primacía del liderazgo civil.

Este entramado normativo no es meramente teórico, sino que tiene implica-
ciones prácticas profundas en el terreno. Por ejemplo, cualquier intervención de 
carácter cívico-militar en zonas con presencia de menores debe comenzar con 
una evaluación de riesgos dual: una revisión tanto jurídica como simbólica del 
impacto que dicha presencia puede tener sobre los NNA. Esto incluye analizar si 
su participación puede implicar una violación a los tratados internacionales, a la 
Constitución o si puede generar consecuencias como la estigmatización o el re-
clutamiento indirecto por parte de actores armados ilegales.

Otro elemento fundamental es la actualización doctrinal de los manuales mili-
tares, especialmente aquellos relacionados con Acción Integral, como el MCE 3 53.0 
o el ARC OP3 4.1. Estos documentos deben eliminar toda referencia que normalice 
o promueva la participación de niños y adolescentes en actividades de índole militar, 
ya sea simbólica o activa, como el uso de uniformes, armas inactivas, simulacros o 
participación en actos de proselitismo institucional. La presencia armada del Estado 
no puede trasladarse a entornos escolares o comunitarios bajo ningún pretexto.

La capacitación transversal del personal militar es también esencial para la 
armonización normativa. Quienes participen en actividades no armadas con po-
sibles impactos civiles deben recibir formación en los estándares internacionales 
de derechos humanos, DIH, principios pro persona y, sobre todo, en el enfoque de 
interés superior del menor (Córdova, 2020).

Finalmente, se destaca la necesidad de control interinstitucional obligatorio. 
Toda planeación y ejecución de actividades en territorios donde haya NNA debe 
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contar con la autorización, supervisión y acompañamiento de autoridades civiles 
y organismos de control. Esto incluye procesos de consentimiento informado a las 
familias y comunidades, verificación de protocolos y presencia activa de actores 
civiles durante la actividad. La articulación institucional no solo garantiza legiti-
midad y legalidad, sino también transparencia y protección real frente a posibles 
excesos o desvíos de finalidad.

El principio de distinción y priorizar el         
interés superior del menor
En el Derecho Internacional Humanitario (DIH), el principio de distinción es una 
norma fundamental que exige diferenciar claramente entre combatientes y civiles 
durante las hostilidades. Esta obligación, consagrada en los Convenios de Ginebra 
de 1949 y sus Protocolos Adicionales, busca evitar que personas no involucra-
das directamente en el conflicto —particularmente niños, niñas y adolescentes 
(NNA)— sean víctimas de la violencia armada o se vean envueltos en operaciones 
militares. En paralelo, el Derecho Internacional de los Derechos Humanos (DIDH) 
establece el principio del interés superior del menor como criterio rector de toda 
actuación estatal que afecte a la infancia, lo cual ha sido incorporado en Colombia 
tanto en la Constitución Política (art. 44) como en la Ley 1098 de 2006 y diversas 
decisiones jurisprudenciales.

La convergencia de estos dos principios impone obligaciones específicas a 
las Fuerzas Militares colombianas en contextos de conflicto armado. La distin-
ción no se limita a evitar ataques directos contra menores, sino que prohíbe toda 
forma de participación —explícita o simbólica— de NNA en acciones militares, 
incluidas aquellas con apariencia cívica o recreativa. En este marco, el principio 
del interés superior del menor implica una evaluación previa y constante sobre 
los posibles impactos de cualquier operación o actividad en zonas donde residen 
niños y adolescentes, incluso si la acción no tiene un carácter armado. La Corte 
Constitucional, en la Sentencia T-522 de 2017, reafirmó que las autoridades están 
obligadas a prevenir cualquier situación que exponga a los menores al riesgo de 
reclutamiento, instrumentalización o estigmatización.

En 2024, se documentó un caso en el municipio de Argelia (Cauca), donde 
menores fueron incluidos en una actividad comunitaria organizada por una bri-
gada militar, en la que se les entregaron camisetas con logotipos institucionales 
y fueron fotografiados junto a soldados en vehículos blindados. La Defensoría del 
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Pueblo emitió una alerta preventiva y solicitó la revisión de las actividades cívi-
co-militares en zonas de riesgo, subrayando que este tipo de acciones vulneran 
el principio de distinción y exponen a los NNA a represalias por parte de grupos 
armados. En respuesta, el Comando General del Ejército suspendió temporalmen-
te este tipo de actividades en regiones de alta complejidad e inició una revisión de 
sus protocolos internos.

Por otro lado, en 2025 se han documentado buenas prácticas. En el muni-
cipio de San José del Guaviare, por ejemplo, la Armada Nacional desarrolló una 
operación de asistencia humanitaria en coordinación con la Alcaldía, el Instituto 
Colombiano de Bienestar Familiar (ICBF) y organizaciones civiles, donde las acti-
vidades recreativas con NNA fueron ejecutadas únicamente por personal civil pre-
viamente capacitado en derechos de infancia. La fuerza pública se mantuvo en un 
rol logístico y no visible, siguiendo los lineamientos de la Directiva 16. Este caso ha 
sido citado por la Procuraduría General como ejemplo de cumplimiento normativo 
y respeto a los estándares internacionales de protección.

Así, los principios del DIH y del DIDH no operan de forma aislada, sino que deben 
ser armonizados mediante protocolos claros, capacitación interinstitucional y super-
visión constante. La participación de entidades civiles como el ICBF, las alcaldías y la 
Defensoría del Pueblo es esencial para garantizar que las Fuerzas Militares respeten 
el principio de distinción y prioricen en todo momento el interés superior del menor. 
La doctrina militar actual como el MCE 3-53.0 y el ARC OP3-4.1 está siendo actua-
lizada para reflejar estos compromisos, y las acciones operativas deben incorporar 
evaluaciones de riesgo jurídico, social y reputacional antes de cualquier despliegue 
en entornos con presencia de menores (Ejército Nacional de Colombia, 2023).

El paradigma de las hostilidades, propio del DIH, asume la existencia de en-
frentamientos armados entre actores reconocidos (como Fuerzas Militares y gru-
pos armados organizados) y regula la conducción de las operaciones militares 
bajo principios como la distinción, la proporcionalidad y la necesidad militar. Una 
vez se identifica a un individuo como objetivo militar legítimo, el uso de la fuerza 
letal puede ser inmediato, sin requerir una amenaza inminente, siempre que se 
respeten las limitaciones previstas por el DIH, como la prohibición de causar su-
frimientos innecesarios o el uso de armas indiscriminadas (Jiménez et al., 2021).

En contraste, el paradigma de hacer cumplir la ley que rige incluso durante 
conflictos armados en aquellas situaciones que no constituyen enfrentamientos 
entre partes— responde a la lógica del DIDH y del derecho interno. Aquí, el uso 
de la fuerza se encuentra estrictamente limitado por los principios de legalidad, 
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necesidad y proporcionalidad, y se permite solo como último recurso (Machado, 
2022). Esto implica que la fuerza letal puede utilizarse únicamente cuando sea ab-
solutamente necesaria para proteger la vida propia o ajena frente a una amenaza 
inminente. En este escenario, las operaciones son predominantemente policiales, 
no militares, y se evalúa la conducta específica del individuo antes de recurrir a 
medios letales (Martín, 2020).

Esta dualidad genera tensiones jurídicas en contextos como el conflicto armado 
colombiano, donde las Fuerzas Militares, en desarrollo de misiones integrales o in-
terinstitucionales, interactúan con poblaciones civiles en zonas de presencia arma-
da ilegal. En tales casos, la dificultad radica en establecer con claridad cuándo una 
situación debe analizarse bajo el paradigma de hostilidades y cuándo debe tratarse 
como una situación de mantenimiento del orden público (Reyes, 2016). Este debate 
no es menor, pues determina los estándares legales aplicables y las posibles con-
secuencias por el uso excesivo o indebido de la fuerza, especialmente frente a NNA, 
cuya protección goza de un estatus reforzado tanto en el DIDH como en el DIH.

Un límite lógico y práctico de la complementariedad entre ambos marcos es 
que, aunque el DIDH sigue vigente durante el conflicto armado, su aplicación pue-
de verse desplazada por las normas específicas del DIH en situaciones claramen-
te militares. Sin embargo, en contextos de ambigüedad como acciones cívico-mi-
litares, checkpoints, evacuaciones, operaciones urbanas o interdicción de rutas, el 
paradigma de law enforcement debe prevalecer, y con él, las garantías reforzadas 
al derecho a la vida y al principio del uso mínimo de la fuerza (Matamoros, 2021). 
En este marco, el interés superior del menor actúa como principio integrador que 
orienta la interpretación armónica entre ambos regímenes normativos, exigiendo 
un estándar de protección máximo a favor de NNA, especialmente en regiones 
como el Cauca, Putumayo o Catatumbo, donde la presencia de actores armados 
ilegales y de población infantil coincide (Cruz, 2016).

Finalmente, este análisis permite comprender que si bien el principio de propor-
cionalidad aparece tanto en el DIH como en el DIDH, su significado y aplicación con-
creta son distintos. Mientras el DIH lo aplica en relación con la necesidad militar y el 
daño colateral aceptable, el DIDH lo hace en función de la amenaza concreta que re-
presenta un individuo y la respuesta mínima requerida para neutralizarla. Por ende, 
la actuación estatal debe considerar cuidadosamente en qué paradigma se enmar-
ca cada intervención para evitar violaciones a los derechos humanos, garantizar la 
legalidad de sus operaciones y salvaguardar a los NNA frente a cualquier forma de 
instrumentalización, reclutamiento o exposición indebida al conflicto armado.
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Conclusiones
En el ámbito jurídico y operacional de la seguridad y defensa, el Estado colom-
biano ha consolidado lineamientos normativos específicos que buscan prevenir 
el reclutamiento y utilización de niños, niñas y adolescentes (NNA) por parte de 
grupos armados organizados al margen de la ley. Adicionalmente, se evidencian 
avances significativos en el fortalecimiento doctrinal de las Fuerzas Militares. La 
Doctrina de Acción Integral Naval (segunda edición, 2024), adoptada mediante la 
Disposición n.° 14 del 23 de julio de 2024 por la Armada Nacional, reafirma el ca-
rácter transversal del respeto y la promoción de los derechos humanos dentro de 
las operaciones militares. Este documento incorpora un enfoque integral, político 
y normativo que busca garantizar la seguridad de la población civil, especialmente 
en zonas de alto riesgo, mediante operaciones conjuntas que respeten los marcos 
jurídicos nacionales e internacionales. De esta manera, se robustece el compo-
nente ético y legal del accionar militar en contextos donde confluyen amenazas 
híbridas y criminalidad organizada.

En materia de formación y sensibilización institucional, la realización del Curso 
Básico Piloto sobre la Prevención del Reclutamiento y Uso de Niños por las Fuerzas 
Armadas y Grupos Armados (mayo de 2025), liderado en la Escuela Superior de 
Guerra con participación interinstitucional (incluyendo Fiscalía General de la Nación, 
ICBF, Ministerio de Defensa y cooperación internacional), constituye una buena 
práctica que fortalece la interoperabilidad y la capacitación técnica de los actores 
del Sector Defensa. Esta iniciativa se enmarca en el principio de corresponsabilidad 
institucional y responde a la necesidad de armonizar las acciones de seguridad con 
la protección de los derechos fundamentales de la niñez en zonas de conflicto.

No obstante, persisten desafíos relevantes en términos de acceso a la infor-
mación normativa y evaluación de impacto. De la misma manera, los entornos 
operacionales en regiones como Catatumbo, Cauca y Putumayo siguen presen-
tando riesgos significativos para la garantía de los derechos de los NNA. La persis-
tencia de actores armados organizados, economías ilícitas y vacíos de presencia 
estatal efectiva exigen mantener un enfoque preventivo y de protección integral 
en el diseño y ejecución de operaciones militares. La planeación estratégica de la 
fuerza pública debe seguir incorporando criterios de diferenciación, proporcionali-
dad y respeto al Derecho Internacional Humanitario y al Derecho Internacional de 
los Derechos Humanos, garantizando que la seguridad no sea ajena a la justicia 
social ni a la restitución de derechos de las víctimas del conflicto.
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especial en las operaciones 
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Capítulo 7

Resumen: Este capítulo analiza el abuso de autoridad especial en el contexto de las opera-
ciones militares en Colombia, con el objetivo de comprender sus límites jurídicos y evaluar 
los mecanismos de control institucional. Con enfoque cualitativo y jurídico-analítico, entre-
vistas semiestructuradas, análisis documental y estudios de caso se identifican prácticas 
que desbordan el marco legal durante operaciones en zonas remotas. Los resultados evi-
dencian que factores como la autonomía operativa, la lejanía del mando central, la presión 
institucional por resultados y la debilidad de los controles internos favorecen la discreciona-
lidad indebida. Se concluye que la falta de supervisión efectiva en escenarios operacionales 
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Introducción
En los últimos años, Colombia ha sido escenario de múltiples denuncias sobre 
abusos de autoridad cometidos por miembros de las Fuerzas Militares durante 
operaciones en zonas rurales y de difícil acceso. Casos como el ocurrido en 2023 
en la vereda Bocas del Manso, en Tierralta (Córdoba), donde integrantes del Ejército 
Nacional fueron señalados por violaciones a los derechos humanos, así como los 
sucesos de 2006 en Jamundí (Valle del Cauca), donde una unidad militar atacó a 
la Policía Nacional, evidencian el impacto de estos hechos en la opinión pública y 
en la legitimidad institucional. Según la Fundación Ideas para la Paz (2023), entre 
2001 y 2023 se documentaron 264 hechos relacionados con abuso de autoridad 
por parte de la fuerza pública, de los cuales el 78 % involucró afectaciones directas 
a la población civil.

El fenómeno del abuso de autoridad especial en el marco de operaciones mili-
tares representa una grave vulneración al Estado Social de Derecho, ya que implica 
el uso indebido de la autonomía operativa conferida a los militares en misiones 
constitucionales. Esta problemática tiende a agudizarse en regiones apartadas 
como el sur del Meta, el Catatumbo, Chocó o la Amazonía colombiana, donde la 
distancia respecto al mando central, las difíciles condiciones geográficas y la limi-
tada infraestructura de supervisión dificultan el control efectivo de las tropas des-
plegadas. La doctrina militar colombiana contempla marcos legales y éticos para 
la actuación de las Fuerzas Militares; sin embargo, persisten vacíos en su aplica-
ción práctica, especialmente en contextos de presión institucional por resultados o 
en presencia de amenazas complejas como el narcotráfico. Esto no solo compro-
mete los derechos fundamentales de las comunidades afectadas, sino que erosio-
na la legitimidad de las instituciones castrenses y del Estado mismo. La pregunta 
que guía esta investigación es: ¿cuáles son los límites jurídicos del ejercicio de la 
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autoridad especial durante operaciones militares en Colombia y cómo responden 
los mecanismos de control institucional frente a su abuso?

Este trabajo resulta pertinente en el contexto actual colombiano, donde la ne-
cesidad de fortalecer los controles sobre el uso de la fuerza en zonas de conflicto 
es fundamental para garantizar el respeto a los derechos humanos y consolidar la 
confianza ciudadana. Además, el estudio ofrece un aporte académico al analizar 
los marcos normativos, doctrinales y disciplinarios que regulan el ejercicio de la 
autoridad especial, contribuyendo a debates sobre la subordinación militar al po-
der civil y la prevención de prácticas abusivas.

Para ello se plantearon los siguientes objetivos específicos:
•	 Examinar qué se entiende por autoridad especial en el contexto de las 

operaciones militares.
•	 Identificar y analizar casos documentados en los que se hayan presenta-

do denuncias por abuso de autoridad especial.
•	 Evaluar la respuesta del sistema judicial y disciplinario frente a estos casos.
El lector encontrará en este trabajo una exploración crítica del concepto de 

autoridad especial en operaciones militares, una revisión de casos emblemáticos 
de abuso documentado, y una evaluación de la eficacia de los mecanismos de 
control existentes. Asimismo, se contrastarán las visiones institucionales y aca-
démicas sobre la autonomía militar, proponiendo reflexiones orientadas al forta-
lecimiento del control democrático, la legalidad operacional y la protección de los 
derechos humanos en escenarios de conflicto armado interno.

La presente investigación se desarrolló bajo un enfoque cualitativo, de carác-
ter jurídico–analítico y descriptivo, orientado a comprender los alcances y límites 
del ejercicio de la autoridad especial en las operaciones militares en Colombia, 
así como a identificar los mecanismos institucionales de control frente a su abu-
so. Se empleó una estrategia de investigación documental y de estudio de casos, 
que permitió contrastar el marco normativo y doctrinal con experiencias prácticas 
ocurridas en diferentes regiones del país (Quispe, 2023).

Para ello se aplicaron tres técnicas principales: 1) revisión sistemática de 
fuentes normativas y jurisprudenciales nacionales e internacionales, incluyendo 
la Constitución Política de 1991, la Ley 1407 de 2010 (Código Penal Militar), sen-
tencias de la Corte Constitucional y la Corte Suprema de Justicia, así como trata-
dos internacionales de derechos humanos y Derecho Internacional Humanitario; 
2) análisis doctrinal de manuales y directivas militares, informes de organismos 
de control, publicaciones académicas y reportes de organismos internacionales 
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como el CICR y la CIDH; y 3) estudio de casos paradigmáticos como la Masacre 
de Jamundí (2006), las interceptaciones ilegales del Ejército (2019–2020) y los he-
chos de Tierralta (2023) seleccionados con base en su relevancia jurídica, impacto 
institucional y documentación pública disponible.

El proceso de selección y análisis de información se orientó por tres criterios de 
validez: pertinencia jurídica, asegurando que las fuentes estuvieran directamente 
relacionadas con la temática del abuso de autoridad especial; credibilidad, privile-
giando fuentes oficiales, académicas y judiciales con reconocimiento institucional; 
y triangulación, mediante la comparación de información proveniente de distin-
tos niveles (normativo, doctrinal, judicial y testimonial). Este diseño metodológico 
permitió obtener una visión integral sobre las tensiones entre autonomía militar y 
control institucional, identificando patrones comunes de abuso y debilidades en 
los sistemas de supervisión y sanción.

La autoridad especial en el contexto                
de las operaciones militares
La autoridad especial en el contexto de las operaciones militares constituye una 
herramienta funcional diseñada para dotar a los miembros de la fuerza pública de 
facultades excepcionales que les permitan responder de manera eficaz a escena-
rios de alta complejidad táctica y estratégica. Estas facultades, sustentadas en la 
Constitución, el Código Penal Militar y la doctrina operacional, confieren un mar-
gen de actuación diferenciado frente a otras autoridades estatales. Sin embargo, 
su ejercicio no es irrestricto ni autónomo frente al marco jurídico, sino que se en-
cuentra sometido a principios como la legalidad, la proporcionalidad, la distinción 
y la necesidad, propios del derecho internacional humanitario (DIH) y del Derecho 
Internacional de los Derechos Humanos (DIDH).

En la práctica, la aplicación de la autoridad especial enfrenta una tensión cons-
tante entre la autonomía operativa necesaria para cumplir los objetivos militares y 
el deber de someter toda actuación a los controles internos, civiles y judiciales. Esta 
tensión se acentúa en zonas de difícil acceso o bajo alta presión operativa, donde 
el mando sobre el terreno dispone de amplios márgenes de decisión, lo que incre-
menta el riesgo de extralimitaciones. Por ello, el diseño normativo y doctrinal co-
lombiano busca armonizar la eficacia táctica con la sujeción al Estado de Derecho, 
estableciendo límites claros y sanciones específicas para prevenir que la autoridad 
especial derive en abusos o en una interpretación expansiva del fuero militar.
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El análisis de esta figura exige, por tanto, un enfoque integral que abarque 
su fundamento constitucional, su desarrollo legislativo, su traducción en doctri-
na militar y su encuadre dentro del derecho internacional. De igual forma, resulta 
indispensable examinar los mecanismos de control y rendición de cuentas que 
permiten garantizar que el ejercicio de estas facultades excepcionales no se con-
vierta en un espacio de impunidad. En este sentido, la autoridad especial debe 
entenderse como un instrumento legítimo de acción estatal únicamente cuando 
se ejerce con estricto apego a la legalidad y con la garantía efectiva de respeto a 
los derechos humanos, aun en el marco de operaciones militares complejas.

Concepto, fundamento legal y doctrinal de la autoridad especial
La autoridad especial en el contexto de las operaciones militares colombianas se 
entiende como el conjunto de facultades y competencias excepcionales confe-
ridas a determinados miembros de la fuerza pública para actuar en escenarios 
operacionales complejos, especialmente en contextos de conflicto armado, lucha 
contra amenazas internas o defensa de la soberanía nacional. En efecto, se ejerce 
de forma diferenciada respecto a las funciones ordinarias de los servidores públi-
cos, al otorgarse un margen de actuación más amplio en términos operativos y 
tácticos, pero sin desligarse de los límites jurídicos que rigen el uso legítimo de la 
fuerza (Mejía & Chaib De Mares, 2023).

El fundamento constitucional de esta autoridad especial se encuentra en el ar-
tículo 217 de la Constitución Política de Colombia, el cual establece que la fuerza 
pública está constituida por las Fuerzas Militares y la Policía Nacional, y que su fina-
lidad es garantizar la defensa de la soberanía, la independencia, la integridad del te-
rritorio y el orden constitucional. Esta misión habilita un ejercicio particular de la fuer-
za, subordinado siempre al principio de legalidad, a la supremacía de los derechos 
humanos y al control civil democrático (Constitución Política de Colombia, 1991).

Desde el punto de vista penal, el artículo 165 del Código Penal Militar sancio-
na el abuso de autoridad especial, estableciendo que incurrirá en pena de prisión 
de uno a tres años el militar que, por medio de las armas o empleando la fuerza, 
con violencia sobre las personas o las cosas, cometa un acto arbitrario o injusto, 
fuera de los casos especialmente previstos como delito (Ley 1407, 2010). Al mis-
mo tiempo estas consideraciones reconocen la existencia de una autoridad dife-
renciada, pero establece con claridad los límites legales que impiden su ejercicio 
arbitrario o desproporcionado (Vásquez & Gil García, 2016).

En cuanto al fundamento doctrinal, la autoridad especial se operacionaliza a 
través de directivas, manuales y órdenes de operaciones que integran el derecho 
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internacional humanitario (DIH), el derecho internacional de los derechos humanos 
(DIDH) y el derecho internacional de los conflictos armados (DICA). Tal como lo ex-
plican Mejía y De Mares (2023), el Ejército Nacional ha desarrollado una doctrina 
que busca contextualizar y aplicar efectivamente estas normativas en los distin-
tos niveles de planeación y ejecución operacional. La doctrina militar, entendida 
como el conjunto de principios y directrices emitidas en diversos tipos documen-
tales (manuales, directivas, circulares, órdenes), constituye el vehículo mediante el 
cual se traduce el marco jurídico internacional al lenguaje técnico-operativo de las 
Fuerzas Militares.

De la misma manera, esta doctrina se considera de obligatoriedad relativa: 
aunque orienta el comportamiento de las tropas, su aplicación requiere juicio y 
adaptación al contexto táctico. Sin embargo, una de las principales críticas que 
enfrentan estas doctrinas, según diversos actores judiciales y disciplinarios, es 
que a veces son percibidas como mecanismos institucionales para eximir de res-
ponsabilidad a los mandos. A pesar de ello, el diseño del derecho operacional en 
Colombia ha representado un avance significativo, al establecer reglas claras sobre 
el uso de la fuerza, integrar principios del DIH (como distinción, proporcionalidad, 
precaución y humanidad) y promover la legalidad de las operaciones militares.

En consecuencia, la autoridad especial no puede ser entendida como una so-
beranía paralela ni como un espacio libre de control institucional. Si bien está di-
señada para responder con eficacia táctica en contextos de alta complejidad, su 
ejercicio debe mantenerse dentro del marco jurídico nacional e internacional, con 
estrictos controles y mecanismos de rendición de cuentas. Tal como lo señala el 
CICR, esta autoridad debe estar acompañada de un proceso integral que abarque 
la doctrina, la enseñanza, el entrenamiento, el equipamiento y, en caso de infrac-
ción, las sanciones. Solo así es posible garantizar la legitimidad del accionar militar 
en una democracia.

Límites jurídicos y tensiones en el ejercicio del mando
El ejercicio del mando en operaciones militares, especialmente en contextos de 
conflicto armado no internacional, implica una delicada relación entre la autono-
mía operativa conferida a los comandantes y los límites jurídicos que rigen el uso 
de la fuerza. La Corte Constitucional ha señalado que la existencia de un conflicto 
armado se determina con base en criterios objetivos, como la intensidad del en-
frentamiento y el nivel de organización de las partes, y no depende de la califica-
ción política o jurídica que le otorguen los Estados o actores armados implicados. 
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Esta precisión permite delimitar cuándo y cómo se aplica el Derecho Internacional 
Humanitario (DIH), lo cual incide directamente en las reglas de comportamiento de 
la fuerza pública en el terreno.

En este marco, el monopolio del uso legítimo de la fuerza, atribuido constitu-
cionalmente a la fuerza pública, implica una obligación correlativa de regulación, 
control y rendición de cuentas, especialmente en lo que concierne a la protección 
de la población civil. Las reglas de uso de la fuerza (RUF) son, por tanto, un ins-
trumento fundamental para garantizar que las operaciones militares se ejecuten 
dentro de los límites legales. Estas reglas, basadas tanto en el DIH como en el 
Derecho Internacional de los Derechos Humanos (DIDH), exigen que toda ac-
ción militar sea legítima, necesaria, proporcional y limitada al objetivo militar. El 
Ministerio de Defensa, en su Política Integral de Derechos Humanos (2008), des-
taca que la restricción en el uso de la fuerza no solo es un principio legal, sino 
también estratégico, en tanto contribuye al restablecimiento del imperio de la ley 
en el territorio nacional.

Las tensiones entre autonomía operativa y control institucional surgen, sin 
embargo, cuando se despliegan unidades en zonas de difícil acceso, donde el 
mando central no puede ejercer supervisión directa. En tales circunstancias, el co-
mandante de la unidad suele tener amplios márgenes de decisión, sustentados 
en la urgencia táctica o en la necesidad de adaptación al entorno. No obstante, 
esta discrecionalidad no puede confundirse con libertad absoluta ni inmunidad 
frente al ordenamiento jurídico. La jurisprudencia constitucional ha establecido, en 
decisiones como la Sentencia C-291 de 2007 y la C-253A de 2012, que incluso en 
situaciones de combate, los miembros de la fuerza pública están obligados a res-
petar los principios del DIH, especialmente los de distinción, precaución, necesidad 
y proporcionalidad (Tabla 1).

Tabla 1. Límites al ejercicio del mando militar: norma, doctrina y teoría

Enfoque Fuente Contenido del límite Finalidad

Normativo (ley/
jurisprudencia)

Constitución Política de 
Colombia, art. 217

La Fuerza Pública está 
subordinada al poder civil 
y actúa dentro del marco 
de la ley y los derechos 
humanos.

Restringir el uso arbitrario 
del poder militar y garan-
tizar su legalidad.

Ley 1407 de 2010, art. 
165 (Código Penal 
Militar)

Penaliza el abuso de au-
toridad especial cuando 
se emplea la fuerza de 
forma injusta o arbitraria.

Establecer responsabili-
dad penal por extralimita-
ción funcional.
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Enfoque Fuente Contenido del límite Finalidad

Protocolo II Adicional 
a los Convenios de 
Ginebra (1977)

Regula los conflictos 
armados no internacio-
nales, especialmente el 
uso de la fuerza contra 
objetivos militares.

Proteger a la población 
civil y limitar la violencia 
armada.

Sentencias C-291/07 
y C-253A/12 (Corte 
Constitucional)

El uso de la fuerza debe 
respetar el DIH y no 
se justifica por la sola 
existencia del conflicto 
armado.

Enmarcar la actuación de 
la Fuerza Pública en es-
tándares internacionales.

Doctrinal 
(institucional/
militar)

Política Integral de 
Derechos Humanos y 
DIH (MinDefensa, 2008)

Establece reglas mínimas 
para el uso gradual, 
legítimo y proporcional 
de la fuerza.

Regular la actuación 
operativa de la Fuerza 
Pública en el marco del 
respeto a los DDHH y al 
DIH.

Manual de Operaciones 
Especiales MFE 3-05 
(Ejército Nacional)

La autoridad especial 
debe ejercerse con base 
en legalidad, ética militar 
y principios humanitarios.

Orientar tácticamente el 
accionar militar dentro de 
límites jurídicos.

Doctrina de la ESDEG 
(2021)

La autonomía militar 
es técnica y operativa, 
pero está subordinada al 
Estado de Derecho.

Evitar interpretaciones 
abusivas de la autono-
mía en zonas de difícil 
supervisión.

Teórica 
(académica/
conceptual)

Jean Carlo Mejía y Kelly 
De Mares (2023)

La doctrina militar tiene 
límites en la aplicación 
real del DIH; requiere 
transversalidad e integra-
ción normativa.

Prevenir que la doctrina 
se convierta en excu-
sa para la impunidad 
operativa.

Foucault (1975) – 
Teoría del poder 
disciplinario

El poder militar puede 
ocultar abusos bajo 
lógicas de obediencia y 
control interno.

Visibilizar dinámicas de 
poder que normalizan 
desviaciones en las insti-
tuciones armadas.

Zárate Ospina (2021) Las experiencias pa-
sadas condicionan la 
legitimidad futura del uso 
de la fuerza.

Exigir rendición de cuen-
tas y control democrá-
tico sobre decisiones 
militares.

Fuente: elaboración propia a partir de: Constitución Política (1991); Ley 1407 de 2010; Protocolo 
II (1977); Corte Constitucional (Sentencias C-291/07 y C-253A/12); Ministerio de Defensa (2008); 
Ejército Nacional (MFE 3-05); ESDEGUE (2021); Mejía y De Mares (2023); Foucault (1975); Zárate 
Ospina (2021). 

Por otro lado, el Estatuto de Roma y el Protocolo II Adicional a los Convenios 
de Ginebra de 1977 amplían el ámbito de los conflictos internos en los que pueden 
producirse crímenes de guerra, eliminando exigencias como el control territorial o 
la cadena de mando estructurada, lo cual implica una mayor responsabilidad para 
los Estados y sus Fuerzas Militares (Velandia, 2006). En ese sentido, la doctrina y 
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normativa colombiana deben adaptarse no solo al contexto interno, sino también 
a los estándares internacionales que demandan mayores controles institucionales 
sobre el ejercicio de la fuerza en el terreno (Huertas Diaz et al., 2022).

De la misma manera, las reglas operacionales sobre el uso de la fuerza, enton-
ces, deben desarrollarse desde cada fuerza militar teniendo en cuenta los principios 
mínimos del DIH y DIDH. Estas deben ser claras, flexibles y adaptables al contexto 
táctico, sin perder su carácter vinculante (Mosquera, 2022). Cada comandante tie-
ne el deber de interpretar la amenaza conforme a la inteligencia disponible y tomar 
decisiones operacionales que respeten las normas legales y éticas. En la práctica, 
esto requiere una estrecha colaboración con los Estados Mayores, responsables 
de asesorar y controlar las decisiones de los niveles tácticos (Cubides et al., 2022).

En suma, el ejercicio de la autoridad especial en contextos militares debe ob-
servar un equilibrio entre la eficacia táctica y la legalidad, evitando que la auto-
nomía se convierta en una zona gris de impunidad. El control institucional, tanto 
interno como externo, es indispensable para prevenir abusos de poder y garantizar 
la legitimidad del accionar militar en un Estado Social de Derecho. La tensión entre 
autonomía operativa y control no debe resolverse mediante la ampliación de már-
genes discrecionales, sino a través de la profesionalización, el entrenamiento en 
DIH y la consolidación de una cultura de respeto por los derechos fundamentales 
dentro de la institución castrense.

Autoridad especial y el principio de legalidad en el           
Derecho Internacional Humanitario
La figura de la autoridad especial en el contexto de las operaciones militares no 
representa una habilitación irrestricta del poder de mando, sino una competencia 
funcional excepcional que debe ser ejercida bajo estrictos parámetros normativos. 
En los términos del derecho internacional humanitario (DIH), dicha autoridad solo 
puede legitimarse si se encuentra subordinada al principio de legalidad, entendido 
como el sometimiento estricto de toda conducta al marco normativo previamente 
establecido por el derecho nacional e internacional. Este principio, recogido en el 
artículo 15 del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos y consagrado en 
el artículo 29 de la Constitución Política de Colombia, exige que toda acción estatal 
que afecte derechos fundamentales —incluso en contextos de conflicto armado— 
esté fundada en una norma previa, clara y específica.

El DIH, como rama especial del Derecho Internacional Público, regula las hosti-
lidades en los conflictos armados internacionales y no internacionales, y establece 
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límites claros al ejercicio de la fuerza por parte de los combatientes. En ese senti-
do, los Convenios de Ginebra de 1949 y sus Protocolos Adicionales de 1977 con-
figuran un cuerpo jurídico vinculante que impone obligaciones positivas al Estado 
colombiano y a sus Fuerzas Militares. En particular, el principio de distinción (art. 
48, Protocolo I) obliga a los mandos militares a diferenciar en todo momento entre 
combatientes y población civil, mientras que el principio de proporcionalidad (arts. 
51 y 57, Protocolo I) restringe el uso de la fuerza a niveles que no generen daños 
excesivos respecto a la ventaja militar esperada.

La autoridad especial, por tanto, debe ser ejercida bajo una doble validación: 
legal y legítima. La primera se refiere al cumplimiento estricto de los marcos nor-
mativos del DIH, el DIDH, el Derecho Penal Militar (Ley 1407 de 2010) y la juris-
prudencia constitucional. La segunda, la legitimidad, requiere que la actuación 
estatal sea percibida como justa y razonable por la sociedad, especialmente en 
situaciones donde el poder coercitivo del Estado se ejerce en el marco de esta-
dos de excepción o conflicto armado. Esta legitimidad se construye mediante la 
sujeción a estándares de rendición de cuentas, control judicial y mecanismos de 
revisión disciplinaria o penal, conforme a lo previsto en los artículos 217 y 93 de la 
Constitución colombiana.

Desde una perspectiva teórica, autores como Antonio Cassese y Theodor 
Meron han planteado que la legalidad del uso de la fuerza en contextos bélicos 
no puede analizarse exclusivamente desde la eficacia operativa, sino que requiere 
un enfoque normativo garantista, en el cual la obediencia a órdenes ilegales no 
exonera de responsabilidad (principio de Nuremberg) (Muro, 2013). En ese marco, 
el principio de responsabilidad del mando reconocido en el Estatuto de Roma (art. 
28) impone a los superiores militares el deber de prevenir, sancionar o denunciar 
actos que constituyan violaciones graves del DIH (Carvajal & Díaz, 2022).

Por tanto, la interacción entre autoridad especial y legalidad no puede ser arbi-
traria ni abierta a interpretaciones amplias. La colisión de derechos, cuando ocurre 
en escenarios de combate, exige que la interpretación de normas sea conforme 
a la Constitución y al bloque de constitucionalidad (art. 93 C.P.), lo cual implica 
aplicar el principio pro homine, esto es, preferir siempre la norma más favorable 
al ser humano (Beltrán, 2023). Las acciones que excedan estos límites deben ser 
consideradas ilegales, y su autor sometido a la jurisdicción penal ordinaria o a la 
jurisdicción penal internacional en caso de constituir crímenes de guerra.
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Casos representativos de abuso de autoridad 
especial en Colombia
El fenómeno del abuso de autoridad especial por parte de miembros de la fuerza 
pública en Colombia constituye una problemática de alto impacto jurídico, social e 
institucional, cuya comprensión requiere un abordaje que combine el análisis nor-
mativo con la revisión de casos concretos. Estos abusos, entendidos como con-
ductas que exceden el marco legítimo del servicio militar o policial, no solo vulneran 
derechos fundamentales de las personas afectadas, sino que erosionan la con-
fianza ciudadana en las instituciones armadas y comprometen la legitimidad del 
Estado. El estudio de episodios representativos permite identificar no solo respon-
sabilidades individuales, sino también fallas estructurales en los sistemas de con-
trol, supervisión y sanción que deberían prevenir y corregir este tipo de conductas.

En la selección de casos paradigmáticos, se evidencia que estas conductas 
no son hechos aislados, sino que responden a dinámicas recurrentes en contex-
tos específicos, como zonas de alta conflictividad, regiones periféricas con débil 
presencia del Estado civil o entornos marcados por economías ilícitas. Situaciones 
como la masacre de Jamundí, las interceptaciones ilegales conocidas como “car-
petas secretas” y los abusos documentados en Bocas del Manso, Tierralta, mues-
tran que la autoridad especial conferida por el uniforme ha sido, en ocasiones, ins-
trumentalizada para fines ilegítimos, encubriendo delitos graves bajo la apariencia 
de operaciones legítimas. Estos patrones no solo implican violaciones directas al 
derecho internacional humanitario y a los derechos humanos, sino que también 
reflejan una deficiente delimitación y aplicación del fuero penal militar.

El análisis de estos casos emblemáticos permite establecer patrones comu-
nes como la instrumentalización de la fuerza para fines ajenos a la misión consti-
tucional, la estigmatización de las víctimas, la utilización indebida del fuero militar, 
la debilidad del control civil y la reincidencia de prácticas ilegales. A partir de estas 
evidencias, se hace necesario replantear las doctrinas operacionales, fortalecer la 
formación en derechos humanos y DIH, y reforzar los mecanismos de rendición de 
cuentas. Solo mediante una respuesta integral que combine reformas normativas, 
fortalecimiento institucional y una cultura de respeto a la legalidad será posible 
reducir la impunidad y prevenir la repetición de estos abusos.

Criterios metodológicos y factores de riesgo en zonas remotas
Para la identificación de los casos representativos de abuso de autoridad es-
pecial por parte de miembros de la fuerza pública en Colombia, se empleó una 
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metodología cualitativa de tipo documental. La selección de los casos se realizó 
con base en tres criterios fundamentales: primero, que existiera una decisión ju-
dicial o disciplinaria en firme, emitida por la jurisdicción ordinaria, disciplinaria o 
transicional (como la JEP); segundo, que los hechos involucraran a personal mi-
litar actuando en función o bajo el manto de la autoridad especial otorgada por 
el servicio; y tercero, que los casos tuvieran relevancia mediática o impacto insti-
tucional, evidenciado en su repercusión social o en la doctrina militar. Bajo estos 
lineamientos se priorizaron hechos ocurridos entre 1985 y 2020, lo que permitió 
una cobertura temporal amplia que refleja las transformaciones del contexto ope-
racional y del sistema jurídico colombiano.

Además de los criterios judiciales, se consideró un enfoque geográfico estra-
tégico para el análisis, reconociendo que muchos de los hechos documentados 
ocurrieron en zonas remotas, limítrofes o de alta conflictividad, lo cual introduce 
variables críticas al fenómeno de abuso de autoridad especial. En estas áreas, la 
debilidad institucional, la escasa presencia de organismos de control y justicia, 
las redes de narcotráfico o minería ilegal, y la constante presión por resultados 
operacionales, tienden a crear un entorno de riesgo elevado para el uso despro-
porcionado de la fuerza y la extralimitación de funciones militares. Por ejemplo, la 
masacre de Jamundí tuvo lugar en una región con fuerte presencia de estructuras 
del narcotráfico, mientras que los falsos positivos fueron documentados en depar-
tamentos como Antioquia, Norte de Santander y Meta, todos caracterizados por 
condiciones de conflicto armado no internacional y control irregular del territorio.

Al respecto, se refuerzan la necesidad de articular una lectura crítica de los 
abusos cometidos bajo el paraguas de la autoridad especial, ya que no se trata 
simplemente de excesos individuales, sino de comportamientos que, en varios ca-
sos, parecen estar insertos en lógicas estructurales, incentivos institucionales o 
fallas sistémicas de control. Por tanto, el análisis de estos casos no solo permite 
documentar responsabilidades individuales, sino que contribuye a identificar pa-
trones de vulneración, debilidades del control civil y limitaciones doctrinales que 
deben ser reformadas para fortalecer el respeto al DIH y los DD. HH. en las opera-
ciones militares.

Estudio de casos emblemáticos: Tierralta, Jamundí                 
y perfilamientos ilegales
En Colombia, el uso indebido de la autoridad especial por parte de miembros de las 
Fuerzas Militares ha derivado en graves violaciones de derechos humanos, siendo 
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judicializadas en la jurisdicción ordinaria por tratarse de hechos desconectados 
del servicio. Un caso paradigmático es la Masacre de Jamundí, ocurrida el 22 de 
mayo de 2006, cuando integrantes del Batallón de Alta Montaña n.º 3 del Ejército 
Nacional atacaron deliberadamente a una unidad de la Policía Judicial (DIJIN), 
ocasionando la muerte de diez policías y un civil.

La justicia ordinaria concluyó que los militares actuaron en complicidad con 
narcotraficantes locales, constituyéndose en un crimen encubierto bajo el ejercicio 
del uniforme (Charry, 2016). El delito se clasificó como homicidio agravado en con-
curso con concierto para delinquir, y quince militares, incluyendo al coronel Byron 
Carvajal, fueron condenados. La Corte Suprema de Justicia ratificó que los hechos 
no guardaban relación directa con el servicio y, por tanto, debían ser juzgados en la 
jurisdicción ordinaria, estableciendo un precedente sobre los límites de la justicia 
penal militar y la aplicación del artículo 165 del Código Penal Militar (Ley 1407 de 
2010), que sanciona el abuso de autoridad especial.

Figura 1. Caso Jamundí

Fuente: Cárdenas (2013).

Aunado a lo anterior, otro caso representativo es el escándalo de las intercep-
taciones ilegales del Ejército entre 2019 y 2020, conocido como el caso de las “car-
petas secretas”. En este episodio, se comprobó que unidades de inteligencia del 
Ejército realizaron actividades de seguimiento, vigilancia e interceptación de co-
municaciones contra periodistas, defensores de derechos humanos, magistrados 
y opositores políticos, sin orden judicial, lo que constituye una violación flagrante al 
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derecho a la privacidad y a la libertad de prensa. El delito se enmarcó en los tipos 
penales de abuso de autoridad, interceptación ilícita de comunicaciones (art. 192 
del Código Penal) y violación de datos personales (Reyes, 2016). La Procuraduría 
General de la Nación impuso sanciones disciplinarias, incluido el retiro de un bri-
gadier general, pero la justicia penal ordinaria aún no ha emitido fallos definitivos. 
Este caso reveló las debilidades en los controles internos sobre el aparato de inte-
ligencia militar y la facilidad con la que se puede distorsionar el uso de la autoridad 
especial para fines contrarios al orden constitucional.

Más recientemente, el 11 de septiembre de 2023, se conoció el caso de vio-
laciones a los derechos humanos en Bocas del Manso, vereda del municipio de 
Tierralta, Córdoba. Una comisión de la Defensoría del Pueblo verificó denuncias 
graves contra miembros del Ejército Nacional, incluyendo el presunto abuso se-
xual de una mujer indígena del pueblo Embera Katío. Según la comunidad, estos 
hechos no son aislados, sino parte de una serie de abusos reiterados durante los 
patrullajes militares. La Defensoría activó la ruta psicojurídica para la víctima y 
remitió el caso a la Fiscalía General de la Nación (Defensoría del Pueblo, 2023). 
Este tipo de conductas, que exceden el marco del servicio militar y vulneran el 
DIH, ponen en evidencia la aplicación fallida de la norma penal militar cuando se 
trata de delitos comunes. En este contexto, se invocan artículos como el 165 de 
la Ley 1407 de 2010, sobre abuso de autoridad especial, y las disposiciones del 
Código Penal Ordinario sobre delitos sexuales (art. 206 en adelante), que deben 
ser aplicadas por la justicia ordinaria por tratarse de acciones desconectadas del 
cumplimiento legítimo de funciones (Ley 1407, 2010).

En conjunto, estos tres casos permiten advertir un patrón preocupante de ex-
tralimitación en el ejercicio de la autoridad especial militar. A pesar de que existen 
disposiciones normativas claras, como las contenidas en la Ley 1407 de 2010, 
el problema radica en su débil implementación, la fragmentación de competen-
cias entre jurisdicciones, y la falta de supervisión civil efectiva (Machado, 2022). 
Las sentencias más contundentes, como la del caso Jamundí, han sido emitidas 
por la Corte Suprema de Justicia y constituyen referentes jurisprudenciales que 
fortalecen el principio de legalidad, los derechos de las víctimas y el control de-
mocrático sobre el poder militar. Estos casos subrayan la urgencia de revisar la 
doctrina operacional de las Fuerzas Militares, garantizar la formación en derechos 
humanos y DIH, y reforzar los mecanismos de rendición de cuentas para prevenir 
que la autoridad especial derive en escenarios de impunidad (Jiménez et al., 2021).
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Lecciones aprendidas y patrones comunes en                       
los abusos de autoridad
Los casos analizados —la masacre de Jamundí (2006), las interceptaciones ilega-
les conocidas como “carpetas secretas” (2019–2020) y los hechos ocurridos en 
Bocas del Manso, Tierralta (2023)— evidencian una serie de patrones comunes y 
lecciones clave sobre el ejercicio de la autoridad especial por parte de integrantes 
de la fuerza pública, así como las limitaciones estructurales del sistema de control 
y sanción en Colombia.

Un primer patrón recurrente es la instrumentalización del poder militar o de 
inteligencia para fines ilegítimos o abiertamente criminales. En Jamundí, se trató 
de una colaboración con narcotraficantes que culminó en un ataque armado con-
tra otra institución del Estado. En las “carpetas secretas”, se empleó la inteligencia 
militar para vigilar ilegalmente a periodistas y defensores de derechos humanos 
(Forero & Ramírez, 2023). En Tierralta, se denuncian abusos sistemáticos contra 
comunidades rurales e indígenas, entre ellos violencia sexual, cometidos bajo el 
amparo de patrullajes oficiales. En todos estos casos, se constata que el uniforme 
fue usado como cobertura para la comisión de delitos, y no como garantía de le-
galidad o protección. 

Tabla 2. Lecciones aprendidas y patrones comunes en los abusos de autoridad

Categoría Patrones Comunes Identificados Lecciones Aprendidas

1. Participación estatal 
directa o permisiva

Complicidad o tolerancia de 
agentes estatales en violaciones 
de derechos humanos.

La inacción o participación estatal 
socava la legitimidad institucional 
y profundiza la impunidad.

2. Uso indebido del fuero 
militar

El fuero militar fue empleado 
para sustraer casos de la justicia 
ordinaria y obstaculizar investiga-
ciones penales.

Se requiere delimitar estrictamen-
te el fuero militar para evitar que 
sea una vía de impunidad.

3. Víctimas 
estigmatizadas

Las víctimas fueron señaladas 
como colaboradoras de grupos 
insurgentes, lo que justificó las 
agresiones.

Es vital respetar la presunción de 
inocencia y evitar la estigmati-
zación para garantizar justicia y 
verdad.

4. Impunidad estructural Falta de sanciones efectivas 
contra responsables materiales e 
intelectuales de abusos.

El acceso real a la justicia es 
esencial para evitar la repetición 
de estos crímenes.

5. Reincidencia 
institucional

Persistencia de prácticas ilegales 
como interceptaciones, per-
filamientos y uso indebido de 
inteligencia.

Requiere reformas estructu-
rales en las fuerzas militares 
y sistemas de control civil e 
institucional.
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Categoría Patrones Comunes Identificados Lecciones Aprendidas

6. Fallas en los mecanis-
mos de reparación

Reparaciones incompletas, 
tardías o simbólicas, desconecta-
das del reconocimiento pleno de 
responsabilidad.

Las reparaciones deben ser 
integrales, con garantías de no 
repetición y participación de las 
víctimas.

7. Control civil débil Falta de supervisión y sanción 
desde órganos civiles hacia las 
instituciones armadas.

Se deben fortalecer los mecanis-
mos democráticos de control civil 
sobre las fuerzas militares.

8. Uso político del apara-
to de seguridad

Instrumentalización de inteligen-
cia y seguridad para perseguir 
opositores, periodistas y defenso-
res de DD.HH.

Las instituciones de seguridad 
deben operar bajo principios 
democráticos y respeto a los 
derechos fundamentales.

Fuente: elaboración propia con base en Comisión de la Verdad (2022); Ley Estatutaria 1621 de 20

Una segunda lección crítica es la insuficiencia de los mecanismos internos de 
control y la necesidad de intervención de la justicia ordinaria. La aplicación del ar-
tículo 165 del Código Penal Militar que sanciona el abuso de autoridad especial ha 
resultado limitada, no tanto por la letra de la norma, sino por su aplicación restric-
tiva, por la falta de voluntad institucional y por la tendencia a remitir los casos a ju-
risdicciones con menor capacidad sancionatoria (León, 2024). Cuando los hechos 
han logrado ser judicializados por la justicia ordinaria, como en el caso Jamundí, 
se han sentado precedentes relevantes sobre la separación entre conductas del 
servicio y acciones delictivas (García Otero & Méndez Díaz, 2019).

Al mismo tiempo, un patrón común es la reiteración de abusos en zonas peri-
féricas, apartadas o con alta presencia de actores armados ilegales, como Bocas 
del Manso. La lejanía del Estado civil, la débil presencia institucional no militar, y 
el desconocimiento de los derechos por parte de la población aumentan la pro-
babilidad de abuso de autoridad. A esto se suma el temor de las víctimas para 
denunciar, la coacción, y la falta de garantías para procesos transparentes (Reyes, 
2016). Esta situación plantea una alerta sobre la necesidad de fortalecer el control 
civil sobre las operaciones militares, garantizar mecanismos eficaces de denuncia 
y protección para las comunidades, y promover una cultura institucional basada 
en la legalidad, el respeto a los derechos humanos y la rendición de cuentas.

Respuesta institucional frente al abuso           
de autoridad especial
La problemática del abuso de autoridad por parte de miembros de la fuerza públi-
ca en Colombia plantea un desafío complejo para el Estado, tanto en materia de 
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prevención como de investigación y sanción efectiva. La respuesta institucional 
frente a este fenómeno involucra a múltiples actores con competencias diferen-
ciadas —la Justicia Penal Militar, la Fiscalía General de la Nación y la Procuraduría 
General de la Nación—, cuyo accionar se encuentra condicionado por marcos ju-
rídicos específicos, tensiones interinstitucionales y limitaciones operativas. La co-
rrecta articulación entre estos entes es crucial para garantizar que las conductas 
que desbordan el ejercicio legítimo de la función militar o policial sean tratadas con 
la imparcialidad, transparencia y celeridad que exige un Estado social de derecho.

Al respecto, el diseño y funcionamiento de los mecanismos de supervisión y 
control, tanto internos como externos, desempeñan un papel fundamental para 
prevenir y sancionar el abuso de autoridad. Sin embargo, las estructuras jerárqui-
cas de las Fuerzas Militares, la dependencia administrativa de la Justicia Penal 
Militar respecto del poder ejecutivo y las dificultades para acceder a información 
sensible generan escenarios propicios para la impunidad. Estas condiciones se 
agravan en zonas de alta conflictividad, donde la capacidad de monitoreo es limita-
da y las investigaciones enfrentan obstáculos logísticos, culturales y de seguridad.

Ante esta realidad, se hace imperativo fortalecer el control civil y judicial sobre 
las actuaciones de la fuerza pública, delimitar con mayor precisión el alcance del 
fuero penal militar y garantizar la independencia de las investigaciones. Ello im-
plica reformas normativas, institucionales y procedimentales que permitan cerrar 
brechas, evitar conflictos de competencia y asegurar que las violaciones graves a 
los derechos humanos sean juzgadas por la jurisdicción ordinaria. Solo median-
te un sistema coordinado, transparente y sometido al escrutinio ciudadano será 
posible reducir la impunidad y consolidar un marco de actuación que preserve el 
orden público sin vulnerar los principios fundamentales del Estado democrático.

Justicia Penal Militar, Fiscalía y Procuraduría:                
alcances y desafíos
En Colombia, la estructura institucional encargada de investigar y sancionar las 
conductas de abuso de autoridad por parte de miembros de la fuerza pública está 
conformada principalmente por tres actores: la Justicia Penal Militar (JPM), la 
Fiscalía General de la Nación y la Procuraduría General de la Nación. Cada uno de 
estos entes cumple funciones distintas, aunque muchas veces sus competencias 
se entrelazan, lo cual genera tensiones, vacíos y, en ciertos casos, condiciones 
propicias para la impunidad.
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La Justicia Penal Militar se encarga de juzgar a los miembros de la fuerza 
pública cuando cometen delitos en servicio activo y con relación directa al cumpli-
miento de sus funciones. En teoría, el fuero penal militar es una garantía funcional 
que protege la independencia de las Fuerzas Armadas y su capacidad de operar 
sin interferencias indebidas de autoridades civiles. Sin embargo, como lo advierten 
diversos informes y estudios (incluyendo el artículo de Cárdenas Poveda, 2013), 
este fuero ha sido utilizado históricamente para desviar investigaciones de viola-
ciones graves de derechos humanos y así evitar sanciones penales efectivas. La 
Corte Constitucional, mediante la Sentencia C-252 de 2012, reiteró que la justicia 
penal militar solo es procedente cuando hay nexo directo entre la conducta y el 
servicio, pero en la práctica esta línea se difumina con frecuencia (Ley 1407, 2010).

La Fiscalía General de la Nación, como órgano investigador penal ordinario, 
tiene competencia sobre los delitos comunes, incluidas las violaciones a los dere-
chos humanos y actos de abuso de autoridad que no guarden conexión funcional 
con las tareas del servicio. En este sentido, la Fiscalía ha intervenido en casos em-
blemáticos como la masacre de Alto Remanso (Putumayo, 2022), donde imputó 
a varios militares por homicidio en persona protegida, alegando que los actos no 
estaban relacionados con operaciones militares legítimas. Asimismo, ha asumido 
investigaciones en casos recientes como el de Tierralta, Córdoba (2023), donde 
una comisión de la Defensoría del Pueblo confirmó denuncias de violaciones se-
xuales y otros abusos por parte de militares contra población civil. Estos casos 
ilustran tanto la importancia como los retos que enfrenta la Fiscalía en materia 
de investigación, recolección de pruebas y sanción efectiva, especialmente cuan-
do los hechos involucran estructuras jerárquicas cerradas como las castrenses 
(Rentería et al., 2014).

Por su parte, la Procuraduría General de la Nación actúa como órgano de con-
trol disciplinario y ha desarrollado una línea de acción centrada en la vigilancia 
de la conducta oficial de los funcionarios públicos, incluidos los miembros de la 
fuerza pública. Si bien no tiene competencia penal, sus sanciones pueden tener 
un efecto disuasorio importante. No obstante, su eficacia ha sido cuestionada en 
diversos momentos, como ocurrió en el caso de las interceptaciones ilegales del 
Ejército Nacional (2019-2020), donde, a pesar de la gravedad de los hechos, solo 
se impusieron sanciones administrativas a unos pocos altos mandos, lo cual no 
garantizó la reparación a las víctimas ni fortaleció la rendición de cuentas. En el 
caso de Bocas del Manso (2023), la Procuraduría abrió indagaciones disciplinarias 



238

Derecho militar: límites y responsabilidades    
en operaciones contemporáneas

por el presunto abuso sexual cometido por uniformados del Ejército, pero las me-
didas tomadas hasta el momento siguen siendo preliminares.

Uno de los principales desafíos que enfrentan estos tres actores institucio-
nales es la falta de articulación efectiva, lo que lleva a fragmentación, duplicación 
de funciones o incluso a omisiones procesales. A esto se suma la persistencia de 
criterios formales como el vínculo funcional con el servicio que se interpretan de 
forma ambigua y facilitan que algunos casos permanezcan en la JPM, a pesar de 
evidencias que deberían trasladarlos al ámbito de la justicia ordinaria (Nuvaez & 
Roncancio, 2024). Esta situación ha sido ampliamente documentada por organis-
mos internacionales de derechos humanos, que han advertido sobre el riesgo de 
impunidad estructural en Colombia.

Mecanismos de supervisión y debilidades del control operativo
Actualmente, la justicia penal militar en Colombia se encuentra estrechamen-
te vinculada al poder ejecutivo. Esta ubicación ha sido avalada por la Corte 
Constitucional, que, en su calidad de máxima intérprete de la Carta Política, ha 
respaldado su permanencia dentro de esta rama del poder público, argumentan-
do razones funcionales y operativas para su mantenimiento. No obstante, existen 
sectores académicos, jurídicos y de derechos humanos que han cuestionado esta 
posición, planteando argumentos sólidos sobre cómo dicha dependencia com-
promete los principios de independencia e imparcialidad judicial (Rodríguez, 2023).

Cabe resaltar que la justicia penal militar forma parte integral del sistema de 
administración de justicia del país. En los últimos años, el poder ejecutivo ha lide-
rado reformas significativas orientadas a fortalecerla institucionalmente. Entre los 
avances se destaca su transformación en una unidad administrativa especial con 
personería jurídica, desligada directamente del Ministerio de Defensa. Asimismo, 
se ha adoptado un nuevo Código Penal Militar de corte acusatorio, abandonando 
el modelo inquisitivo tradicional, lo cual representa un avance en términos de ga-
rantías procesales.

A pesar de su justificación funcional y del respaldo constitucional, el fuero penal 
militar no es absoluto. El marco jurídico colombiano contempla límites claros a su 
alcance, excluyendo expresamente delitos como la desaparición forzada, la tortura, 
los crímenes de lesa humanidad, las infracciones graves al Derecho Internacional 
Humanitario y, en general, todas aquellas conductas que desbordan el ejercicio 
legítimo de la función militar o policial. En estos casos, la competencia recae sobre 
la jurisdicción ordinaria, como garantía de una justicia imparcial y efectiva.
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En el contexto de las operaciones militares en Colombia, los mecanismos 
de supervisión y control operativo tienen como propósito garantizar la legalidad, 
la transparencia y el respeto a los derechos humanos por parte de las Fuerzas 
Armadas. Sin embargo, existen limitaciones estructurales que debilitan estos sis-
temas, lo cual ha sido evidenciado en distintos informes institucionales y reportes 
de organismos independientes.

En primer lugar, las Fuerzas Militares cuentan con órganos de control interno, 
como las Inspecciones Generales y las Oficinas de Control Interno Disciplinario. 
Estas entidades, si bien tienen funciones normativas y de auditoría, operan bajo 
una lógica jerárquica que dificulta la autonomía en la evaluación de faltas graves 
cometidas por superiores. A esto se suma la existencia de estructuras de vigi-
lancia como la Procuraduría General de la Nación y la Fiscalía, que actúan como 
órganos de control externo, pero muchas veces dependen de la colaboración ins-
titucional para acceder a información sensible o para garantizar la comparecencia 
de los uniformados involucrados en investigaciones.

Uno de los principales problemas identificados es la debilidad del seguimiento 
en el terreno, especialmente en zonas donde operan unidades militares en contex-
tos de conflicto armado o presencia de economías ilícitas. En estos escenarios, la 
supervisión sobre el uso de la fuerza letal, el trato a la población civil y la conduc-
ción de operaciones militares resulta limitada, lo que facilita la comisión de abusos 
de autoridad sin consecuencias inmediatas.

Propuestas para el fortalecimiento del control civil y judicial
El control civil y judicial sobre la jurisdicción penal militar constituye un pilar fun-
damental en la consolidación de un Estado democrático de derecho que garantice 
la legalidad, la imparcialidad y el respeto por los derechos humanos. Sin embargo, 
persisten múltiples desafíos estructurales y regulatorios que obstaculizan su pleno 
ejercicio. Uno de los principales problemas radica en la ambigüedad del marco nor-
mativo del fuero penal militar, cuya definición, según el artículo 221 de la Constitución 
Política de Colombia, permite que los miembros de la fuerza pública sean juzgados 
por la justicia penal militar cuando cometen delitos en relación con el servicio.

Al mismo tiempo, esta fórmula abierta ha generado múltiples controversias 
interpretativas, permitiendo que delitos comunes, incluso violaciones graves al 
Derecho Internacional Humanitario, sean inicialmente asumidos por la justicia 
penal militar, generando riesgos de impunidad. En consecuencia, se hace nece-
saria una reforma legislativa que delimite con precisión y rigor los alcances de 
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dicho fuero, en línea con los estándares establecidos por la Corte Interamericana 
de Derechos Humanos, que en sentencias como Radilla Pacheco vs. México ha 
insistido en que la jurisdicción penal militar debe tener un carácter restrictivo y ex-
cepcional, reservada únicamente para delitos de función y nunca para violaciones 
de derechos humanos (Gómez, 2012).

Por otro lado, la falta de supervisión externa e independiente sobre el funcio-
namiento de la jurisdicción penal militar refleja una debilidad institucional grave. 
Aunque formalmente se han implementado reformas importantes, como la expe-
dición del Código Penal Militar (Ley 1407 de 2010), que introdujo el sistema acusa-
torio, aún persisten fallas de fondo en materia de independencia e imparcialidad, 
derivadas en parte de la adscripción administrativa de esta jurisdicción al poder 
ejecutivo. En este sentido, se propone la creación de un órgano civil autónomo, con 
participación de representantes de la sociedad civil, defensores de derechos hu-
manos y académicos, que ejerza funciones de monitoreo, evaluación y control so-
bre los fallos proferidos por esta jurisdicción. Este mecanismo permitiría fortalecer 
la transparencia judicial y garantizar que las decisiones se ajusten a la legalidad y 
a los estándares internacionales de justicia.

La Procuraduría General de la Nación y la Defensoría del Pueblo, en tanto órga-
nos de control disciplinario y protección de derechos fundamentales, requieren ma-
yor capacidad normativa y operativa para intervenir eficazmente en procesos donde 
existan indicios de abuso de autoridad por parte de miembros de la fuerza pública. A 
pesar de que la Ley 734 de 2002 y el nuevo Código General Disciplinario (Ley 1952 de 
2019) les otorgan funciones específicas, en la práctica su impacto ha sido limitado 
por falta de articulación interinstitucional, escasos recursos y debilidad en meca-
nismos preventivos (Ley 1952, 2019). Por tanto, es fundamental habilitar sus com-
petencias en todas las etapas del proceso penal militar, incluyendo la posibilidad de 
requerir información, emitir conceptos vinculantes y participar en audiencias clave.

El componente formativo también es un eje esencial para lograr una justicia pe-
nal militar con enfoque en derechos humanos. La ausencia de una cultura judicial 
basada en el respeto a los tratados internacionales ha sido reiteradamente señala-
da por organismos como el Comité de Derechos Humanos de la ONU. De ahí que 
se recomiende institucionalizar programas de capacitación continua en Derecho 
Internacional Humanitario y derechos humanos dirigidos a jueces militares, fis-
cales, procuradores y oficiales de la fuerza pública. Estos procesos deben articu-
larse con la justicia transicional y con las medidas adoptadas por la Jurisdicción 
Especial para la Paz (JEP), que ha identificado graves déficits institucionales en la 
comprensión del enfoque restaurativo y la centralidad de las víctimas.
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El Congreso de la República, como órgano de representación popular y control 
político, debe asumir un rol más activo frente a los asuntos de la justicia penal mili-
tar. Aunque la Ley 5 de 1992 le permite citar a debates de control y requerir informes, 
rara vez se ejerce este control sobre las decisiones adoptadas por esta jurisdicción. 
Se requieren reformas legales que obliguen a la presentación de informes periódi-
cos sobre investigaciones disciplinarias y penales de miembros de la fuerza pública, 
así como mecanismos de seguimiento al cumplimiento de las sentencias, especial-
mente aquellas relacionadas con violaciones a los derechos fundamentales.

La coordinación entre los sistemas de justicia penal ordinaria, penal militar y 
justicia transicional también constituye un aspecto crítico. La falta de articulación 
ha derivado en duplicidades, conflictos de competencia y, en ocasiones, traslados 
de expedientes que favorecen la impunidad. Es necesario regular procedimientos 
claros de remisión de casos, con base en criterios objetivos previamente definidos, 
que incluyan la gravedad del delito, la condición de víctima y la existencia de pa-
trones de violaciones sistemáticas. La Ley 975 de 2005 (Justicia y Paz) y el Acto 
Legislativo 01 de 2017 (JEP) ofrecen un marco útil que debe complementarse con 
protocolos de interoperabilidad entre jurisdicciones.

Finalmente, la promoción de la transparencia y la participación ciudadana en 
el control de la justicia penal militar es indispensable. La opacidad ha sido una 
constante, alimentada por el carácter cerrado de los procedimientos y la limita-
da publicidad de las decisiones. En este sentido, deben desarrollarse plataformas 
digitales accesibles que permitan a la ciudadanía consultar estadísticas, juris-
prudencia y procesos en curso, en cumplimiento del principio de publicidad y del 
derecho de acceso a la información consagrado en la Ley 1712 de 2014 (Ley de 
Transparencia). Solo así se podrá avanzar hacia un modelo de justicia penal militar 
que no esté aislado del escrutinio democrático y que responda al mandato consti-
tucional de control civil sobre las Fuerzas Militares.

Conclusiones
La presente investigación ha permitido comprender cómo el ejercicio de la auto-
ridad especial en el contexto de las operaciones militares en Colombia, aunque 
respaldado por la normativa constitucional, legal y doctrinal, enfrenta importantes 
desafíos en su aplicación, particularmente en zonas de alta conflictividad o baja 
presencia estatal. El análisis evidenció que, si bien esta figura se sustenta en la 
necesidad de garantizar la eficacia del mando y la disciplina militar, su ejercicio 
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ha estado marcado por tensiones estructurales entre la autonomía operativa y 
los controles institucionales, generando escenarios propicios para excesos de po-
der, especialmente en contextos de debilidad institucional o ausencia de vigilancia 
efectiva. La articulación entre el derecho internacional humanitario (DIH) y el prin-
cipio de legalidad se muestra fundamental para establecer un marco objetivo que 
delimite la actuación legítima del personal militar, especialmente en tiempos de 
conflicto armado o en operaciones de seguridad interna.

Los estudios de caso analizados —Tierralta, Jamundí y los perfilamientos ile-
gales— ponen en evidencia que el abuso de la autoridad especial no se trata de 
hechos aislados, sino que responden a patrones comunes relacionados con la 
falta de supervisión efectiva, la ambigüedad normativa del fuero penal militar y la 
débil articulación entre jurisdicciones. Estos casos reflejan una crisis de confian-
za ciudadana frente a la justicia penal militar, la cual, pese a reformas recientes, 
continúa siendo percibida como un mecanismo de protección institucional más 
que como un instrumento eficaz de rendición de cuentas. A su vez, se observó 
una sistemática afectación de derechos fundamentales, particularmente de po-
blaciones vulnerables en zonas rurales, sin que las respuestas institucionales sean 
proporcionales ni oportunas.

En respuesta a esta situación, se propusieron reformas estructurales cen-
tradas en la delimitación normativa del fuero penal militar, la creación de un or-
ganismo civil de control independiente, el fortalecimiento de las facultades de la 
Procuraduría y la Defensoría del Pueblo, la capacitación integral de la fuerza pú-
blica en derechos humanos y DIH, y la promoción de la transparencia y la parti-
cipación ciudadana. Estas medidas no solo buscan mejorar los mecanismos de 
control civil y judicial, sino también consolidar un modelo de fuerza pública su-
bordinada al poder civil, respetuosa de la legalidad y comprometida con el Estado 
Social de Derecho. Se identificó la necesidad urgente de superar los vacíos nor-
mativos, operativos y culturales que han permitido la persistencia de prácticas de 
abuso de autoridad amparadas en la lógica del “servicio”, pero que vulneran de 
manera grave los derechos ciudadanos.

Como aporte central, esta investigación visibiliza los límites del actual sistema 
de justicia en el tratamiento de las infracciones cometidas por agentes del Estado 
bajo el manto de la autoridad especial, e invita a repensar la arquitectura institucio-
nal del control militar desde un enfoque integral, restaurativo y centrado en las víc-
timas. Asimismo, se ofrece un marco conceptual que articula el derecho interno, 
el DIH y las obligaciones internacionales del Estado colombiano, proporcionando 
herramientas para el análisis de futuras reformas.
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En cuanto a las líneas futuras de investigación, se recomienda profundizar en 
el análisis comparado de modelos de justicia penal militar en contextos demo-
cráticos similares, especialmente en países que han logrado establecer límites 
claros al fuero militar sin debilitar la capacidad operativa de sus fuerzas armadas. 
También se sugiere estudiar el impacto de la formación en derechos humanos y 
DIH en la transformación de la cultura institucional militar, así como explorar el pa-
pel de los mecanismos internacionales de protección en la supervisión de la juris-
dicción penal militar. Igualmente, se plantea como línea emergente la evaluación 
de la eficacia de los sistemas de alerta temprana en la prevención de abusos de 
autoridad en zonas con presencia militar, así como el seguimiento a la implemen-
tación de recomendaciones emitidas por organismos internacionales de derechos 
humanos en materia de justicia castrense.
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La importancia del libro radica fundamentalmente en situar el discurso legal y 
ético sobre el uso de la fuerza en este contexto emergente de guerra. El derecho 
militar: límites y responsabilidades en las operaciones contemporáneas aboga 
por una perspectiva interdisciplinaria que integre el derecho, la ética, la tecno-
logía y la estrategia, con el objetivo de proporcionar un marco para comprender 
los desafíos contemporáneos asociados con el poder militar y su supervisión 
regulatoria. En lugar de centrarse en casos o doctrinas particulares, el texto 
pretende explorar la progresión conceptual de los límites y responsabilidades 
que deberían regir la conducta militar en el siglo XXI. De esta forma, esta obra 
invita a los lectores a un espacio de reflexión dinámica sobre los límites del po-
der armado y las responsabilidades que ello acarrea, mediante un diálogo entre 
el derecho, la ética y la estrategia, orientado a fortalecer la legitimidad de las 
Fuerzas Militares en las operaciones contemporáneas. 
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